DERECHO PROCESAL PENAL

CONCEPTOS FUNDAMENTALES SOBRE EL DERECHO PROCESAL PENAL
1. EL DERECHO PROCESAL PENAL 

Nunca debe perderse de vista, que la disciplina que abordamos es una de las más conflictivas de los procedimientos aplicables a otras materias, si tomamos en consideración que el valor esencial involucrado en su configuración normativa, se relaciona con la libertad de las personas. 
No se desconoce con semejante afirmación, que los otros procesos o procedimientos no se ocupen de la preservación de valores afines, importantes y hasta idénticos al postulado de la defensa del derecho a la libertad que los sistemas jurídicos contemporáneos plasman en sus textos, sino que la particularidad del sistema penal pone en el tapete una discusión negativa de ese derecho a la libertad individual, cuando el afectado incurre en alguna de las diversas pautas normativas previstas para sancionar con la privación de libertad, al menos, como respuesta estatal predominante en nuestros sistemas penales. 
Ejemplificado lo sostenido, el ejercicio represivo de este segmento del poder estatal con la finalidad de preservar y dar efectiva vigencia al orden jurídico, puede derivar en la privación de ciertas libertades públicas que están garantizadas en su pleno ejercicio a las personas, siempre que una o varias de éstas, no cumplan los mandatos previstos en las normas penales sustantivas. 
Las normas penales tienen una misión esencial: la definición de ciertas conductas (acciones u omisiones), con la explícita advertencia para los destinatarios que la realización de tales conductas los hará pasibles de la sanción prevista expresamente que, de ordinario, afectará su libertad locomotiva u otros derechos mediata o inmediatamente vinculados con dicho valor jurídico. 
Con la descripción de conductas punibles en un cuerpo jurídico (derecho penal) no es suficiente, ya que a la misma se debe adherir otra herramienta -también de orden penal- que permita el efectivo desarrollo del mandato punitivo a la realidad; de esta manera, la realización del derecho penal -aplicando la sanción prevista para los casos expresamente definidos como hechos punibles- requiere inexorablemente de un complemento inseparable que lo consagra otra instancia de normas igualmente vinculadas al mismo objeto (el ejercicio punitivo estatal) y que señala los caminos necesarios para ejecutar o poner en movimiento lo que efectivamente preconiza el texto penal.
Este segundo nivel de normas que permiten consolidar las normas del derecho penal, se conoce más comúnmente como el proceso penal, entendido como un conjunto de actos secuenciales y cronológicos, que deben o pueden cumplirse, a los efectos de la eventual aplicación del derecho penal. 
Esta íntima relación entre la materia que regula las conductas penales y la encargada de realizarlas, conforman, en lo esencial, el sistema de justicia penal, al que se anexan otros instrumentos que completan el abanico de aspectos jurídicos que debe contemplar un moderno ejercicio del poder punitivo estatal (régimen de faltas administrativas, de menores y otros grupos que merecen una especial protección legal, el poder de policía, la regulación de la investigación en el procedimiento, la ejecución de penas, etcétera).
Conforme al carácter descriptivo que se pretende adoptar para cada expresión que requiera su conceptuación, podemos señalar que el derecho procesal penal está constituido por el conjunto de normas que regulan una serie de actos secuenciales que tienen por finalidad determinar cuáles son los pasos que pueden o deben realizar las personas u órganos con legitimidad para intervenir en dicho trámite, a los efectos de comprobar fehacientemente los presupuestos de punición que amerite la aplicación del derecho penal. 
Dicha acotación implica que el derecho procesal penal es una disciplina que contempla un esquema normativo de actos que, en su conjunto, se denominan bajo la expresión de proceso penal, más en su interior fluctúan una serie de trámites que pueden no referirse al objeto principal (la aplicación del derecho penal) y que por tal circunstancia, ordinariamente, reciben la denominación de procedimiento.
Llevando estas aparentes diferencias que sólo se verifican en cuanto al objeto inmediato -el de aplicar el derecho penal- al plano de lo que acontece en el mundo del proceso, se tiene que las diversas etapas fijadas por el derecho procesal penal de un determinado país, a los efectos de culminar las secuencias que habiliten la eventual aplicación de la ley penal sustantiva, permiten extractar dos niveles conceptuales que surgen de la misma raíz y se autoabastecen:
a) El proceso penal regulado por el derecho positivo de un país, es el continente, y; 
b) Mientras que los trámites que se pueden o deben producir en el interior del proceso penal, es lo que se denomina el contenido de aquél. 
1.1 CONCEPCIÓN BÁSICA QUE INVOLUCRA LA EXPRESIÓN 

La precisión conceptual de las instituciones de una disciplina jurídica, es un estadio imprescindible para su estudio responsable, circunstancia que nos mueve a elaborar, cuanto menos, una explicación descriptiva, genérica, básica quizás, de lo que denominamos como derecho procesal penal. 
El derecho procesal penal “...pretende resumir el modelo final presentado por el sistema procesal penal para la solución de conflictos jurídicos, de conformidad con las reglas de derecho material. Su función no se vincula con nin guna consecuencia jurídica concreta, sino, antes bien, con la descripción general del sistema que la ley procesal penal adopta para dirimir la aplicación de la ley penal material...”.
Del concepto aludido, se puede entender, sin mayores esfuerzos, que el sistema normativo procesal penal describe un conjunto normativo acerca del modo de enjuiciamiento que adopta un determinado país, a los efectos de permitir, eventualmente, la aplicación de la ley penal sustantiva; lo que concita el concepto básico no es otra cosa que la descripción se efectúa con prescindencia  de las consecuencias respecto a la aplicación total o parcial de los deberes, derechos y cargas que sus normas reconocen a los sujetos que intervienen en el proceso penal. 
Como toda disciplina jurídica, el derecho procesal penal se compone de un conjunto de reglas que pueden sintetizarse en un solo cuerpo o en distintas normas (leyes) específicas, según la complejidad de los aspectos que pretenda regir. Lo más trascendente pues, al hablar del derecho procesal penal, es la fijación de un sistema de enjuiciamiento adoptado por un país para discernir cómo el Estado enfoca el ejercicio del ius puniendi, sea adoptando un modelo escriturado, sin división funcional entre acusación y juzgamiento, con predilección hacia la restricción de la libertad probatoria y de las garantías del imputado (sistema inquisitivo), o, por el contrario, diseñando un modelo basado en la división entre acusación y juzgamiento, con preeminencia de la forma oral y pública de debate y con una mayor aplicación las garantías del imputado o de las demás partes que intervienen en aquél (sistema acusatorio).
El derecho procesal penal, entonces, encierra un concepto redundante, ya que pretende discernir las reglas que rigen el proceso, y en la medida que las normas que regulan dicha expresión, sean observadas por los intervinientes -los sujetos de la relación procesal, según se verá más adelante-, se puede sostener que se cumplen cabalmente los principios del “...debido proceso, para sintetizar la idea de aquello que, cultural y jurídicamente, constituye hoy un "juicio justo", y que se puede analizar este último concepto, indicando las características, componentes y presupuestos básicos que debe reunir un “juicio” para ser “justo” (...)”.
Más allá de los matices que puede presentar el derecho procesal penal de un determinado Estado, ya sea ampliando los rasgos del modelo acusatorio, restringiéndolos, limitándolos al punto de convertirlas en un esquema inquisitivo, o, cuanto menos, mezclándolos, al punto de generar una tercera identidad, que la doctrina denomina sistema mixto o inquisitivo mitigado, lo rescatable como concepción básica de la disciplina, es su carácter descriptivo, es decir, señalando un modelo de enjuiciamiento culturalmente condescendiente con los principios constitucionales adoptados en la mayoría de los Estados contemporáneos. 
Este carácter descriptivo general que adoptamos para expresar lo que básicamente quiere señalar la disciplina derecho procesal penal, se observa en la configuración de los sistemas políticos, ya que en un Estado puede tributar los principios de una democracia participativa, democrática y pluralista, conforme los mandatos de su Constitución política, aunque por ese mismo conducto, la decisión de los constituyentes puede derivar en una restricción o limitación de los principios democráticos y participativos de los individuos, lo que permite destacar el grado de congruencia de un sistema político con las normas de convivencia democrática.
Nótese que en esta digresión, lo que se quiere perfilar, al estudiar el sistema político de un de-terminado Estado, es un aspecto descriptivo de su vinculación más estrecha o más alejada con los verdaderos principios adoptados usualmente por la teoría política y constitucional, sobre lo que debe concitar un Estado de Derecho. Y esta labor se remite a una simple descripción de los elementos básicos de la concepción de Estado que se adopta en el derecho positivo fundamental de cada organización política. 
Es por eso que Julio B. J. Maier vuelve a insistir acerca del carácter descriptivo del derecho procesal penal, al decir que “...sirve para describir sintéticamente las características político-culturales del sistema (por ejemplo: proceso acusatorio, inquisitivo, mixto o inquisitivo reformado), o para señalar, del mismo modo, ciertas características jurídicas entre formas diferentes de proceder (iudicium publicum o iudicium privatum) o en fin, para describir los elementos principales que componen el concepto, los ingredientes a estudiar para comprender el modelo... lo que intentamos evitar es la utilización del concepto proceso penal para iniciar debates interminables acerca de la naturaleza de este ente, debates en los cuales, con total prescindencia de la utilidad de la tesis propuesta para solucionar problemas reales, se ha hecho hincapié en la categorización del concepto, algunas veces como concepto jurídico, otras como concepto sociológico y aún otras como concepto económico, en lugar de describir los elementos que él, como síntesis, contiene, según haremos aquí, sin pretensiones de crear teorías en torno de él...”.
Con lo acotado, no podemos pasar por alto conforme al objetivo de pautar lineamientos informativos de esta disciplina, la necesidad de proponer un concepto básico de lo que se entiende por derecho procesal penal. 

Puede decirse que es una disciplina jurídica integrada por normas que se ubican en la rama del derecho público interno y que reconocen determinadas instituciones y órganos, cuya finalidad es el cumplimiento de la función punitiva del estado, conforme a pautas (principios) elementales señaladas en la Constitución Política. Trasladando lo expuesto al ámbito descriptivo o práctico del concepto, el derecho procesal penal organiza instituciones (régimen de la acción, el procedimiento, los plazos, la formas y condiciones que debe reunir la información para su ingreso válido en el procedimiento, las facultades y los deberes de las partes, etc.) y organismos (la jurisdicción, la competencia y todo lo relacionado con la organización judicial), que pueden o deben efectuar mediante la intervención de los sujetos encargados de intervenir en el procedimiento, con miras al cumplimiento de la finalidad esencial de aplicar la ley penal sustantiva al caso juzgado, siempre que se hayan constatado en grado de certeza tal necesidad. 
Nótese como surge la expresión procedimiento en aparente diferenciación con el proceso penal, lo que no es tan así, ya que podríamos sintetizar el procedimiento como el conjunto de actos esenciales o eventuales que deben o pueden consumarse en distintas etapas –según la regulación jurídica de cada estado-, siguiendo una secuencia progresiva procurando acceder a un estadio final (objetivo esencial del proceso), y que no es otra cosa que la eventual aplicación de la ley penal sustantiva.
Es importante advertir en este nivel que, en ciertos casos que la propia ley procesal debe regular, la secuencia progresiva hacia el objetivo esencial del proceso, no es tan line al, sino que ésta se produce de forma marginal o accesoria, ya que un determinado procedimiento puede dirigirse hacia objetivos tan particulares que se apartan de los esenciales concentrados en la hipotética aplicación de la ley penal sustantiva.
De la idea expuesta, se puede afirmar que el objeto principal, por no decir esencial, del derecho procesal penal, no es otro que el de buscar la aplicación de la ley penal sustantiva, pero los diversos procedimientos que lo componen, pueden dirigirse en ese sentido o en otros más específicos que, precisamente no coincidan con la implementación de la ley penal sustantiva al caso juzgado. 
Retomando el análisis conceptual señalado, podemos extraer los principales atributos de esta rama que conforman el contenido de dicha disciplina. En tal sentido, el derecho procesal penal es una rama jurídica porque reúne los principales ingredientes (autonomía legislativa, científica y académica) que la distinguen frente a otras ramas como un derecho peculiar y diferente de las demás. 
Finalmente, no debe perderse de vista que el derecho procesal penal no sólo regula el procedimiento para la eventual aplicación de la ley penal sustantiva, sino que traspasa sus límites tradicionales de decir el derecho (mediante el dictado de una sentencia condenatoria, como eventualidad) añadiendo a su regulación los órganos públicos encargados de la ejecución penal, por lo que este componente pasa a constituirse en un objeto más del derecho procesal penal (nos referimos a la sanción impuesta en virtud de una condena y la forma de aplicación de la prisión preventiva durante el proceso).
1.2 SU CONTENIDO MATERIAL: EL PROCESO PENAL  

En el apartado anterior, sintetizamos la concepción descriptiva del derecho procesal penal, acotando -al sólo efecto ilustrativo- que no era otra cosa que el conjunto de normas positivas que tiene por finalidad regular el proceso penal, terminología ésta que concita, a su vez, la expresión ideológica y cultural del sistema adoptado por un Estado para responder frente a los conflictos derivados de las relaciones sociales, fundados en la supuesta perpetración de una o varias conductas delictivas. Se podría limitar aún más la locución utilizada, acotándola bajo la carátula de lo que muchos individualizan como el “debido proceso”. Sin embargo, la propia naturaleza del proceso penal y su dinámica en el ámbito de las relaciones humanas, resultan sumamente aclaratorias, ya que evidentemente lo que se regula en este ámbito tan específico, son conductas humanas -desplegadas por personas particulares o instituciones de derecho público y privado- autorizadas u obligadas a intervenir en el proceso penal. 
Esas conductas humanas se realizan bajo una secuencia más o menos lógica, o, cuanto menos, concatenada con miras a la consecución de un objetivo esencial (la averiguación de la verdad histórica y la eventual aplicación de la ley sustantiva o de fondo), sin dejar de mencionar la búsqueda de otras finalidades tangenciales, específicas o accesorias que surjan a la luz del particular reclamo de los intervinientes. Lo que debe advertirse en esta secuencia de actos procesales, es que las conductas realizadas por los interesados, están supeditadas a la expresa autorización que las normas del procedimiento deben postular. En otras palabras, la actividad procesal es el resultado de unas conductas previstas en el ordenamiento jurídico que pueden consistir en un mandato imperativo, a veces, y otras, reconociendo facultades o potestades, cuya realización dependerá, en última instancia, del autorizado. 
Tales conductas, por su íntima pertenencia al procedimiento, se denominan actos procesales, los cuales -según se trate de un mandato imperativo o de una facultad-, se pueden subdividir en deberes y facultades. Las conductas desarrolladas por los intervinientes en el ámbito procesal, producen consecuencias jurídicas, porque precisamente las normas que regulan lo que ya denominamos como debido proceso, así lo determinan.
Cuál sería el sentido de formular unas circunstancias de hecho a través de un escrito con ciertos datos, si es que tales aspectos no fueran imprescindibles por mandato expreso de una norma procesal, lo que nos lleva a concluir que sin esos presupuestos sería imposible -en el mundo del proceso- distinguir un escrito forense, de una simple carta; un testimonio de una opinión; una querella criminal de una denuncia o una simple manifestación de voluntad de la pretendida víctima de un hecho punible; etcétera.
1.3 PROCESO Y PROCEDIMIENTO: VARIABLES  

Conforme a lo expuesto hasta aquí, se pueden obtener conceptos sencillos que permitirán al lector una comprensión cabal de la dimensión jurídica de las expresiones básicas utilizadas en esta materia:
El derecho procesal penal es el conjunto de normas positivas que dicta un determinado país, que tienen por finalidad describir el proceso adoptado a los efectos de la eventual aplicación de la ley penal sustantiva, sin dejar de mencionar que tal descripción obedece a patrones culturales predominantes a luz de la ideología de las normas jurídicas vigentes, prevalentes que muchas veces no condicen con los valores culturales de lo que se puede entender actualmente como debido proceso penal. 
El proceso penal se refiere al conjunto de actos humanos individuales o institucionales que deben o pueden efectuar los sujetos que intervienen en aquél, con miras a la consecución de la finalidad perseguida por el Derecho procesal penal. 
El procedimiento describe un segmento más preciso del proceso penal que puede coincidir, en la mayoría de las situaciones, con la finalidad perseguida por el derecho procesal penal y el proceso penal, aunque debe advertirse que muchos actos del proceso penal que pueden desarrollar las partes no persiguen la finalidad trascendental de una hipotética aplicación de la ley penal sustantiva (ejemplo: si se plantea una cuestión incidental que pretende sostener un obstáculo para la continuidad del proceso penal, v. gr. sobreseimiento, extinción de la acción penal, prescripción de la acción o de la pena, etcétera.

Nótese, entonces, que la verdadera dimensión del derecho procesal penal descansa en dos conceptos elementales: la idea normativa y cultural del proceso penal adoptado en un determinado país y el procedimiento que se incorpora en el interior de aquel, el que, muchas veces, precisamente no persigue la finalidad última del proceso penal en cuanto a la hipotética aplicación de la ley penal sustantiva, en otros términos, el proceso penal es el continente y su contenido secuencial configurado por los diversos actos procesales que pueden o deben realizar las partes está individualizado bajo la expresión de procedimiento.

2. CARACTERES DEL DERECHO PROCESAL PENAL

2.1 ES UN DERECHO PÚBLICO

La división del derecho positivo en dos grandes ramas (pública y privada) tradicionalmente se sostenía en la posición ocupada por el Estado en la relación jurídica. 
El derecho es público si es que la personalidad jurídica del Estado intervenía en la relación jurídica en su condición de poder soberano o, al menos, cuestiones estrechamente relacionadas con esa característica esencial como poder estatal (la jurisdicción y competencia, las garantías del debido proceso, el juez natural, las cuestiones electorales, impositivas, etcétera). Inversamente la relación jurídica se reputa de derecho privado, siempre que el Estado actuase como sujeto activo o pasivo respecto a una cuestión concerniente a intereses particulares (los conflictos derivados del cumplimiento o incumplimiento de cláusulas contractuales, las obligaciones, las demandas civiles que no impliquen mengua o cuestionamiento de la condición soberana del Estado, etcétera). 
Otro sector explica la diferencia entre derecho público y privado -aunque no muy distante del criterio tradicional antes señalado-, en que en el derecho público la relación jurídica entre el Estado y los particulares era desigual, mientras que en el derecho privado tanto el Estado como los particulares actuaban en un mismo nivel o en un plano de igualdad de derechos y deberes; dicho de modo más sintético: la relación de derecho público implicaba una subordinación del particular al Estado porque sus órganos representativos actuaban sobre la base de su poder soberano, mientras que la relación de derecho privado era paritaria porque el Estado actuaba como un particular más, susceptible de adquirir derechos y contraer obligaciones con los mismos alcances que los individuos. 
Bajo estos criterios explicativos de la división del derecho positivo, podemos afirmar que el derecho procesal penal se ubica en la rama del derecho público ya que precisamente el ejercicio del poder punitivo a cargo del Estado implica el uso de una serie de instrumentos -entre ellos, el orden legal- con la mira puesta en conferir una respuesta desde su organización al fenómeno delictivo. 
Uno de esos instrumentos legales es el derecho penal que define en forma detallada cuáles son las conductas humanas que merezcan una respuesta punitiva, mientras que el otro es el derecho procesal penal que define cuáles son los actos indispensables que deben operarse para mover la estructura punitiva estatal a los efectos de la realización del derecho penal. 
Si bien no son los únicos instrumentos que justifican el ejercicio del poder punitivo estatal, son los más emblemáticos desde la perspectiva de su presencia en casi todos los ámbitos de la vida social.
De esta manera, el derecho penal y el derecho procesal penal al cumplir la función punitiva estatal se adscribirían al derecho público, desde la perspectiva de los criterios tradicionales para ponderar si una determinada disciplina converge a la órbita pública o privada, según el caso.
No se requiere de muchos esfuerzos para explicar la complementación de ambas a los fines punitivos, al punto que resulta imposible concebir la utilidad de ambas separadamente; bajo tales aristas, es suficiente para consolidar la naturaleza “publicista” del derecho procesal penal. 
Analizando con un poco de más profundidad sobre tal aserto, podremos notar que realmente es el derecho penal el que tiene una base constitucional directa, de cuya interconexión con el instrumento que permite su aplicación y que es el derecho procesal penal, la base constitucional de nuestra disciplina es indirecta. 
En otras palabras, siendo el derecho penal el nexo principal que sintoniza los mandatos de la Constitución -por antonomasia, rama del derecho público-, mientras que el derecho procesal penal una disciplina de realización de postulado procesales también de factura constitucional, aunque accesoria ya que la razón de ésta encuentra apoyo exclusivamente sobre presupuestos de punibilidad de las conductas, podríamos decir que la naturaleza pública del derecho procesal penal encuentra una explicación elocuente en la clásica expresión: “lo accesorio sigue la suerte del principal”.

Nos parecen poco convincentes las formulaciones esbozadas por la doctrina tradicional, que incluye al derecho procesal penal como rama pública, en el sentido de considerarla instrumento accesorio del derecho penal y de cuyo resultado se le extiende tal nomenclatura.  
Tal afirmación implica un desconocimiento en cuanto a los cambios radicales producidos en los sistemas políticos contemporáneos, los cuales asumieron y reconocieron constitucionalmente la trascendencia del proceso penal para garantizar el respeto a la dignidad humana y principalmente, organizar una estructura eficaz de contención a favor del individuo frente a la costumbre del poder estatal de avasallar sus elementales derechos.
La Constitución Paraguaya en diversos preceptos, y, principalmente en su catálogo del artículo 17, reconoce una serie de garantías procesales enfatizando la centralidad -entre los demás procedimientos- del proceso penal al cual le asigna una función de protección racional para el uso adecuado del poder penal estatal, al tiempo de señalar unas condiciones mínimas que los poderes públicos deben observar y sin cuya observancia no se podría sostener la validez del debido proceso penal.
Siguiendo en la misma línea que nos permite discernir la ubicación del derecho procesal penal como rama jurídica del derecho público, no surge de su conexión accesoria con la Constitución de la República, sino de una manera directa, ya que los principios insertos en aquella deriva, inexorablemente, a una conclusión: que si bien la tarea del poder punitivo estatal en lo atinente al derecho penal exige un estricto apego al principio de legalidad de la conducta y de la pena para su aplicación, también resulta muy claro que conmina dicho ejercicio punitivo sobre la base de un estricto acatamiento a lo que se conoce como el principio de legalidad procesal o reglas del debido proceso penal.

Estas consideraciones corroboran, una vez más, la consideración del derecho procesal penal como un derecho constitucional aplicado o reglamentado. Si bien existen otras explicaciones que profundizan los fundamentos que permiten colegir que el derecho procesal penal es una rama del derecho público, podemos apuntar algunas conclusiones que no hacen otra cosa que corroborar la íntima y directa vinculación del derecho procesal penal con el derecho constitucional, materia que permite conglobar sin mayores críticas, su estricta ubicación en el contexto que señalamos:
1. Las relaciones jurídicas originadas en el derecho procesal penal responden a normas que ubican a los órganos estatales como sujetos activos con cierta jerarquía superior frente al sujeto pasivo (de ordinario, el imputado), lo que impide aplicar irrestrictamente la autonomía de la voluntad de las partes (como se puede dar en el derecho privado), sino que sus normas se imponen por una fuerza exterior (estado) en forma imperativa y heterónoma; 
2. Aisladamente, el derecho procesal penal puede incorporar relaciones jurídicas típicas de derecho privado (los plazos, las formas de los actos procesales, las medidas cautelares reales, etcétera), aunque esas normas constituyen apenas un segmento estrecho, frente al predominio de las restantes normas que son eminentemente públicas; 
3. La posición de derecho público del derecho procesal penal adquiere mayor consistencia al vincularse “directamente” -sin intermediación o conexidad accesoria- con el derecho constitucional, tal como surge de su expresa consideración en diversos preceptos de la constitución que regulan garantías para el correcto ejercicio del poder punitivo del estado, sin cuya sujeción, jamás se podrá hablar de “debido proceso penal” de factura constitucional y republicana.
2.2 ES UN DERECHO INTERNO

La potestad jurisdiccional conferida a los jueces y tribunales de la República de aplicar el “ius puniendi” estatal por una lógica deducción, no puede sobrepasar el ámbito territorial que determina los límites de la jurisdicción soberana del Estado paraguayo, y, en ese sentido, el derecho procesal penal es una rama del derecho público interno porque sus normas tienen virtualidad en toda la extensión de nuestros límites territoriales y que por razones de mejor administración se divide (conforme diversos criterios que serán analizados cuando abordemos el capítulo de la jurisdicción y competencia) en competencias. 
Sin embargo, la reafirmación del derecho procesal penal como materia de derecho interno no colisiona con la aproximación cada vez más estrecha que en la actualidad tiene esta disciplina con el derecho internacional.

Tanto es así, que la República del Paraguay admite en el Código Procesal Penal el intercambio del auxilio judicial y la consiguiente recepción del derecho supranacional en tópicos específicos, tales como: los exhortos y cartas rogatorias, la extraterritorialidad de las delegaciones diplomáticas y consulares que puedan motivar conflicto respecto a la aplicación de leyes penales de dos países, la extradición, las pruebas practicadas en el extranjero, los tratados o convenciones internacionales sobre determinadas materias (marcas, automotores, narcotráfico, protección de autores e inventores, etcétera).

De esta manera y sin menoscabar las normas positivas nacionales de la materia -ya que las normas internacionales sólo adquieren eficacia en la medida que no se opongan a los principios consagrados constitucionalmente-, la irrupción cada vez más fuerte de las normas penales internacionales por vía de los convenios y acuerdos internacionales coadyuvan a la protección y defensa de ciertos intereses comunes para la región o a escala universal. 
La prueba de cuanto se expresa se verifica con los acuerdos bilaterales o multilaterales en la cooperación, asistencia y persecución penal de hechos punibles vinculados a las mafias o asociaciones criminales que trascienden más allá de las soberanías territoriales de los Estados.
2.3 ES UN DERECHO DE APLICACIÓN


Otras explicaciones acerca de la función de la materia procesal penal como derecho de aplicación se centran en el carácter sustantivo del derecho penal a diferencia del carácter adjetivo del derecho procesal penal, fundamentalmente porque en aquél se protegen ciertos valores (bienes jurídicos) que posibiliten la convivencia pacífica en sociedad y cuya trasgresión genera la inclusión del infractor en uno o varios tipos penales legislados, cosa que en sentido paralelo acontece con el derecho procesal penal y en el cual también se protegen ciertos valores relacionados con la garantía de un juicio previo, transparente, limpio y en igualdad de oportunidades para las partes.  
De esta diferenciación entre derecho sustantivo y derecho adjetivo, se tiene que el primero protege valores en potencia o expectativa (susceptibles de consolidarse en cuanto a su protección, una vez que en el juicio se declare la culpabilidad del imputado y nazca efectivamente el derecho de punición estatal respecto a la persona condenada) y el segundo pone en movimiento la protección de valores de actividad o las aplica al inicio mismo del procedimiento con el objeto de proteger la dignidad de las personas que intervienen en él, permitiéndoles el ejercicio amplio de sus derechos y deberes y de cuya finalización, permitirá convertir la potencia punitiva afirmada por el derecho penal siempre que se pruebe el delito y merezca una sanción penal-, en el derecho a ejecutar la punición estatal a la punición estatal que repetimos, nace a través de la relación procesal penal como una pretensión, una expectativa o una potencia sustentada en el ejercicio de la acción penal pública o privada para consolidarse como derecho de aplicación una vez que la sentencia condenatoria se encuentre firme y ejecutoriada. 
Tampoco puede perderse de vista el perfil que se tomó en consideración para la adopción de las nomenclaturas derecho penal sustantivo y derecho penal adjetivo, respectivamente. En este sentido, antes de concluir este tópico creemos importante explicarlos brevemente para que se pueda cotejar con todo lo relacionado anteriormente y tener una visión definida de la razón jurídica que aconseja esas denominaciones.
El derecho penal es sustantivo, porque define ciertos hechos punibles y determina, de un modo concreto, la forma de reacción estatal frente a la perpetración de aquellos, aplicando lo que se denomina el principio de legalidad.
Con mayor simplismo podemos decir que el derecho penal sustantivo responde siempre a la siguiente pregunta: ¿cuándo el estado puede ejercer el derecho de punir? La respuesta está dada por el susodicho principio de legalidad penal que acabamos de señalar.
Profundizando un poco más, el referido principio incluye un conjunto de elementos expresamente señalados en las normas penales y que permitan ayudar al juez a los fines de una correcta interpretación a través del proceso penal (los grados de intervención del imputado -tentativa acabada e inacabada, participación en grado de autoría, asociación o complicidad-, las causas que excluyen el tipo -el error de tipo, el error de prohibición, etc.-, las causas que permiten jurídicamente excluir la antijuridicidad del hecho perpetrado -el estado de necesidad justificante, la legítima defensa-, o las que excluyen directamente la reprochabilidad -casos de inimputabilidad o el estado de necesidad disculpante-, así como los criterios de medición de la sanción aplicable, etc.).
El derecho procesal penal es adjetivo, porque sin analizar previamente la sustancia -el derecho penal-, establece las bases jurídicas de aplicación inmediata a los fines de administrar el conflicto derivado por la supuesta violación del derecho material.
Con la misma fórmula explicativa ensayada que permita distinguir con sencillez esta diferencia con el derecho penal, tiene que responder a las siguientes preguntas (las cuales permitirán dar un acabado más refinado al principio de legalidad procesal penal que acabamos de exponer):
A. ¿Quién se encarga del ejercicio del poder punitivo estatal? 
En este nivel se individualizan los órganos que administran la justicia penal en general, determinando qué actos pueden o deben desarrollar con el fin de cumplir con todos los pasos necesarios que permitan la aplicación efectiva del ius puniendi estatal. 
Esta organización de la administración de justicia penal que constituye la respuesta directa a la pregunta formulada, se denomina derecho judicial, cuya actuación se rige por normas de derecho público. Pero no basta con la determinación de órganos que se encargarán de la función judicial, ya que esto sería insuficiente para ubicarnos en un contexto verdaderamente republicano del ejercicio punitivo del Estado. De ahí que debiere añadir atribuciones específicas bajo un diseño que responda al principio republicano de la separación de funciones, evitando la distorsión del debido proceso que acaecería si se dispusiera la concentración o confusión de roles en un solo órgano. 
Así se configura la tripartición de la función judicial: a) las funciones de juzgar corresponden exclusivamente a los jueces y tribunales competentes; b) la de investigar y acusar en representación de la sociedad al Ministerio Público, y; c) la de representar y defender gratuitamente a los imputados de escasos recursos a la defensa pública. 
B. ¿Cómo se debe ejercer la pretensión punitiva estatal? 

Y respondemos diciendo que se realiza a través de actos principales y accesorios (indispensables u optativos para las partes) que comúnmente llamamos procedimiento, sobre la base de los principios que aseguren la defensa en juicio, la presunción de inocencia, la prohibición de la persecución penal múltiple, la excepcionalidad de las medidas cautelares y otras más, que se erigen en las bases del juicio previo que permita una correcta litigación en las etapas de las que consta el proceso; todo esto para lograr la expresión cierta y racional que conmine a la afirmación o negación de aplicar el derecho penal.
En conclusión, cualquier denominación que se utilice para distinguir el carácter del derecho procesal penal respecto al derecho penal (derecho sustantivo y derecho adjetivo, derecho objetivo penal y derecho subjetivo penal, derecho penal material y derecho penal formal o ritual, etcétera) los valores protegidos jurídicamente en el derecho penal sustantivo son pretensiones que se convierten en realidades ejecutables una vez que acude en su auxilio, el derecho penal adjetivo, que se encarga de aplicar sus valores específicos inmediatamente por virtud de las reglas del debido proceso penal, circunstancia ésta que amerita justificadamente la caracterización de éste como instrumento o derecho de aplicación. 
Todo lo expuesto a lo largo del capítulo en desarrollo no exigiría muchas explicaciones en cuanto a la caracterización del derecho procesal penal como un auténtico instrumento de aplicación de la fuerza punitiva estatal, sin cuyo concurso mal se podría llevar al mundo lo que se postula en el ámbito de la especulación teórica del derecho penal.
3. EL OBJETO DEL PROCEDIMIENTO PENAL  

El objeto del derecho procesal penal se mezcla con las funciones material y formal de esta disciplina, aspectos ampliamente explicados en los apartados anteriores, por lo que se efectúa una advertencia previa en este nivel de la explicación: lo que analizaremos es el objeto del proceso penal o, más concretamente, del procedimiento que, como advertimos, constituyen el interior del derecho procesal penal regulado normativamente. 
Conforme a la preliminar diferencia, el objeto del procedimiento o del proceso penal recae sobre los hechos que motivarán las distintas actividades de los sujetos que intervienen en aquél, sea para investigar su acreditación efectiva, sea para repeler su existencia, sea para redefinir el conflicto con una decisión definitiva que consolide o niegue la hipótesis fáctica sostenida inicialmente para constituir el proceso penal.
El Profesor Julio B. J. Maier explica con lucidez esta unidad temática sobre la cual descansa el objeto del proceso o procedimiento penal, diciendo: “...cada una de las acciones que componen un procedimiento se refieren, de alguna manera, directa o indirectamente, a un caso penal, esto es, en principio, a un hecho de la vida social (o varios, en los casos de objeto múltiple: conexión objetiva o subjetiva), sostenido como existente, que se atribuye a una persona (o a varias, en los casos de imputación múltiple: conexión objetiva) y que genera, hipotéticamente, algún tipo de conflicto social con importancia para las reglas del derecho penal sustantivo. el caso penal es, por tanto, el núcleo que concede sentido material a un procedimiento penal y a los múltiples actos que lo integran. Se trata, como hecho hipotético de la vida humana, de un suceso histórico, de una acción que se imputa a alguien como existente o inexistente (omisión), esto es, como sucedida o no sucedida en el mundo real, y sobre la base de la cual se espera alguna consecuencia penal. El proceso penal tiene por misión, precisamente, averiguar este suceso histórico y darle una solución jurídico-penal...”.
Más allá de que el objeto del derecho procesal penal recaiga en el cumplimiento de funciones materiales y formales, lo que debe acotarse en este punto del análisis, es que el objeto procedimental son circunstancias acontecidas en la realidad y que por la trascendencia que señala la ley penal sustantiva, se relacionan con conductas que reúnen las características de punibilidad (tipicidad, antijuridicidad, reprochabilidad y sanción). Pues bien, estos hechos que trasuntan conductas desarrolladas por las personas y que postulan el objeto legítimo del proceso penal, deben precisarse de un modo coherente y delimitado, principalmente para repeler ciertos conflictos con los principios del debido proceso penal, los cuales podrían verificarse si la relación fáctica que se incorpora como objeto del procedimiento penal resulta vaga, imprecisa o difusa. La precisa construcción fáctica permitirá el cumplimiento cabal de varias tareas que, en suma, constituyen los límites para la averiguación de la verdad histórica dentro de un proceso, de modo tal a consolidar la seguridad jurídica:

a) Limitando la discusión de los hechos en el proceso penal y fundamentalmente conferir un ámbito preciso sobre el cual los jueces pueden expedirse al momento de dictar sentencia, con lo cual se asegura la defensa del imputado, a quien no se le puede condenar sobre circunstancias no debatidas en el curso del procedimiento; 
b) Los hechos sometidos al conocimiento del juez o tribunal, sirven para garantizar el poder de clausura de la discusión sobre aquéllos una vez que recaiga una decisión definitiva, con lo cual se protege la regla de la prohibición de la doble persecución por los mismos hechos, o, cuanto menos, el valor de la sentencia con una precisa fijación de los hechos probados y valorados por el tribunal, permite clausurar hipotéticos procesos futuros, bajo pena de ser repelidos por vulneración de la prohibición de la reapertura de procesos fenecidos (artículo 17.4 de la constitución nacional), y; 
c) Finalmente, la precisión fáctica del procedimiento limita, a su vez, la admisibilidad del material probatorio, de modo que las circunstancias que se sostienen en el interior del proceso, es la materia que deben usar los jueces y tribunales para admitir o rechazar las pruebas, según criterios de utilidad, pertinencia o improcedencia.
Se mencionaron dos aspectos trascendentales para discernir del modo más correcto lo que debe conglobar la expresión objeto del proceso o procedimiento penal: su naturaleza histórica, ya que se pretende la reconstrucción de unas circunstancias susceptibles de merecer una respuesta desde la perspectiva del derecho penal sustantivo, y, su necesaria especificación en la descripción como base de discusión en el procedimiento, de tal manera que su vaguedad provoque, por si misma, afectaciones de principios elementales del debido proceso como la defensa en juicio, la prohibición del nem bis in ídem (persecución penal múltiple o doble), la clausura definitiva del procedimiento por virtud de una sentencia y la admisibilidad de la prueba que las partes utilizarán para acreditar sus posiciones. 
Ahora bien, existen otros límites que deben señalarse en este apartado a los efectos de no incurrir en desbordes que fácilmente podrían impugnar el valor de una decisión emitida en un proceso penal. Principalmente, nos referimos a la construcción del contenido fáctico (los hechos) que paulatinamente ingresa al procedimiento por diversos actos procesales (acta de imputación o de procesamiento, acusación pública o privada, auto de admisión de la acusación o de apertura a juicio oral y público, congruencia entre acusación, auto de admisión de la misma y contenido de la sentencia dictada en el juicio oral y público), circunstancias que la praxis judicial, pasa por alto, seguramente por la vigencia de una cultura inquisitiva que poco o nada se preocupaba del mentado objeto del procedimiento.
El artículo 17 de la CN dispone: “De los derechos procesales. En el proceso penal, o en cualquier otro del cual pudiera derivarse pena o sanción, toda persona tiene derecho a: 1)...; 2)...; 3)...; 4)...; 5)...; 6)...; 7) la comunicación previa y detallada de la imputación, así como a disponer de copias, medios y plazos indispensables para la preparación de su defensa en libre comunicación (...)”.
Se puede leer que la propia descripción constitucional señala como garantía el previo conocimiento y en forma detallada del motivo de su procesamiento, en este caso la imputación, por lo que la descripción fáctica no puede ser vaga y genérica, sino concreta en el sentido de determinar cuál o cuáles conductas delictivas incluye la imputación, el grado más o menos determinado de participación y los elementos de convicción que la sostienen. Esta precisión, se discute, no reviste de una exigibilidad cerrada, cuando los hechos descritos se encuentran en los prolegómenos del procedimiento penal que, como lo estructura la mayoría de los sistemas procesales latinoamericanos –incluyendo a nuestro país-, se produce con la investigación formal del Ministerio Público que se patentiza con la formulación del Acta de Imputación contra una o varias personas que resultan sospechosas de haber perpetrado una o más conductas punibles, aspecto que volveremos a resaltar y profundizar, cuando abordemos el capítulo de la Etapa Preparatoria del procedimiento ordinario que regula nuestro Código Procesal Penal. 
Esa sospecha razonable que motiva la imputación de la persona vinculada al procedimiento por parte del Ministerio Público -sin dejar de mencionar que también lo puede hacer la víctima, pero con eficacia procesal distinta, según se analizará en su oportunidad-, puede variar en cuanto a los hechos descritos inicialmente, porque -a diferencia de lo que ocurre en el procedimiento civil- la investigación se inicia, como su nombre lo plantea, para conocer y averiguar si los supuestos iniciales se consolidan con información relevante que se añade en el curso del trámite preparatorio del juicio, pero lo más importante es que los hechos guarden una coherencia, con prescindencia que las calificaciones jurídicas varíen en una etapa posterior de la investigación. Recuérdese que en el proceso civil, el objeto del mismo, queda determinado en sus inicios con la traba de la litis, cuando el demandado contesta o reconviene la pretensión del actor. 
Sin embargo, la amplitud de la descripción de los hechos imputados conforme a los tipos penales descritos en la ley sustantiva, tiene un límite formal y preciso: la necesidad que el Ministerio Público cuando impute e investigue hechos, si no puede configurarlos bajo supuestos delictivos, formule una imputación con tipos penales alternativos que podrían encuadrar con su relación fáctica, de tal manera que se preserve al imputado su derecho constitucional de conocer detalladamente de lo que se le imputa, evitando provocar una indefensión debido a la insuficiente descripción fáctica y punitiva de su pretensión, contribuyendo así a producir la ineficacia de todo lo actuado en la fase preparatoria. 
La progresividad de la investigación fiscal -principalmente cuando se trata de hechos complejos o de varios imputados-, produce alteraciones fácticas de mayor o menor trascendencia respecto al principio de congruencia, pero lo más importante que debe velar el responsable de la investigación penal es que los hechos definidos en su imputación encuadren con el tipo o los tipos penales que conlleva la conducta investigada en el procedimiento. 
Es así que si se verifican alteraciones sustanciales entre lo que se imputa inicialmente con nuevos elementos recolectados por el Fiscal, éste debe garantizar un conocimiento previo y detallado de estas variables al imputado y su defensor, para que pueda ejercer su defensa. Si esto se produce en el contexto del juicio oral y público, la situación cambia, porque el acusador público o privado deben ampliar los términos de su pretensión y el tribunal debe otorgar un lapso suficiente al imputado y su defensor, para que prepare su estrategia frente a esta contingencia. Tras la culminación de la fase de investigación, si el fiscal decide acusar y su solicitud lo admite el juez, la acusación adquiere carácter de resolución, ya que tal decisión se denomina –en nuestro ámbito-: auto de apertura a juicio oral y público. 
En esta secuencia del desarrollo del procedimiento, el deber de coherencia entre acusación y auto de apertura a juicio oral y público es mayor, ya que como bien lo señala Julio B. J. Maier, “...el conocimiento del tribunal y la sentencia están limitados a examinar el objeto puesto en escena por la acusación, sólo con las circunstancias descritas por ella, que poseen significado jurídico-penal, salvo que sean favorables para la situación del acusado, caso en el cual son incorporables y verificables aun de oficio. La sentencia –se dice- sólo puede, como máximo, ser un correlato de la acusación (...)”.
En otras palabras, el principio de congruencia, es una exigencia vital para que la sentencia emitida por el tribunal del juicio oral y público adquiere virtualidad jurídica, ya que existiendo una desconexión entre los hechos acusados y admitidos en juicio y los hechos probados y juzgados por el tribunal sentenciador, la misma es irrelevante, porque se sanciona con la nulidad absoluta. 
Una cuestión final, algunos procedimientos incluyen dentro de su objeto, la eventual promoción del reclamo civil y resarcitorio de la víctima o del imputado, según el caso, lo que también postula el Código Procesal Penal. En este nivel, es importante advertir que por el rescate del verdadero protagonismo que los códigos procesales modernos confieren a la víctima, en el presente no existen objeciones gravitantes para deslegitimar el reclamo civil de la víctima como un componente más del objeto del proceso penal, o, cuanto menos, como un accesorio de su matriz.
4. LOS SUJETOS DEL PROCESO PENAL

4.1 ÁMBITO QUE INTEGRAN: LA RELACIÓN PROCESAL PENAL

El vínculo existente entre dos o más personas que tiene por objeto regular derechos y deberes recíprocos recibe el nombre de relación jurídica. Dicho nexo emana del ejercicio de un derecho subjetivo que lo ejecuta la persona titular de esa potestad frente a otra de manera que el titular del derecho subjetivo recibe el nombre de sujeto activo, mientras que el obligado a cumplir con el derecho subjetivo reclamado recibe el nombre de sujeto pasivo. 
En líneas generales esos mismos componentes observa Manzini que esboza al explicar lo que entiende por relación procesal penal, cuando la identifica como “...la particular situación recíproca, regulada por el derecho, en que vienen a encontrarse, a consecuencia del ejercicio de sus facultades o del cumplimiento de sus obligaciones jurídicas, los sujetos competentes o autorizados para hacer valer su propia voluntad en el proceso penal con relación a la acción penal o a otra cuestión de competencia del juez penal”. 
De acuerdo al concepto examinado y que optamos como la más completa, la relación procesal penal como su nombre lo implica, es una relación instrumentada por el derecho procesal penal, la cual adquiere vida propia en el interior del procedimiento; esa vida propia nace del ejercicio de la acción, sea ésta pública o privada. Con esto también se quiere significar que el derecho procesal penal confiere potestades e impone deberes a los sujetos que actúan en el proceso, dependiendo de su realización efectiva a través de los denominados actos procesales para que se produzcan los resultados que prevén las mismas normas procesales, independientemente que los sujetos ejerzan o no la potestad, cumplan o incumplan el deber. 
La posición adoptada por la doctrina contemporánea es que la relación procesal penal no se asimila a la que se produce en el ámbito privado, sino atendiendo a los rasgos distintivos que determina el “objeto” del derecho procesal penal. 
En este tipo de procedimiento, el poder jurisdiccional del estado tiene dos finalidades, conforme a las etapas de las que se compone el proceso penal:
 a) En un primer momento, la potestad de administrar justicia debe conciliarse con la preservación de las garantías del debido proceso, preservando los derechos de los justiciables y, en especial, del imputado, evitando inmiscuirse en tareas de investigación que lo aparten de su actuación como órgano “imparcial”, correspondiendo al órgano oficial (ministerio público) gestionar la investigación sobre bases de “objetividad” y “averiguación de la verdad histórica” y no como un simple acusador que pretende sancionar a cualquier costo al imputado, y; 
b) En un segundo momento que corresponde -de ordinario- al juicio oral y público, donde se traba un litigio de partes y en el cual el órgano jurisdiccional (unipersonal o colegiado) tiene prohibido abstraer conclusiones ajenas a las sustentadas por la acusación y, lo que es más, con la obligación de dar una solución al caso, aunque no se hayan acreditado los presupuestos del hecho punible sostenido por el acusador, absolviendo por “falta de mérito probatorio” que opera a favor del acusado.
4.2 LOS SUJETOS DE LA RELACIÓN PROCESAL PENAL 

Los sujetos de la relación procesal se pueden identificar mediante la actuación de varias personas, sea en virtud de la función pública que ejercen algunas, sea porque son titulares de derechos subjetivos o de intereses tutelados por el derecho procesal o porque el mismo derecho les impone deberes que deben cumplir. 
Estos sujetos se clasifican en: esenciales (principales), eventuales (secundarios) y auxiliares, según que su intervención sea indispensable o no, a los efectos de garantizar el debido proceso penal mediante una correcta fijación del objeto del litigio.  

4.2.1 LOS SUJETOS ESENCIALES 

Representados por el Tribunal, el actor penal y el imputado. Se los considera esenciales, porque su legítima y regular intervención son indispensables para que se constituya perfectamente la relación procesal, tanto que ésta es nula si ellos no actúan del modo práctico que el derecho establece. 
El tribunal (unipersonal o colegiado) es quien ejerce la función jurisdiccional, lo que ocurre de un modo más o menos perfecto, conforme al modelo de procedimiento adoptado que permita -en la fase preliminar o de investigación- otorgar facultades de investigación al magistrado o derivándola al ministerio público, quedando facultado el juzgador solamente a tareas precautorias de los derechos y garantías de las partes. 
El actor penal es el sujeto que ejerce la acción penal, haciendo valer la pretensión jurídico-penal que se basa en la supuesta perpetración de un hecho punible. La prevalencia contemporánea del modelo de enjuiciamiento acusatorio sustenta la figura de un órgano oficial y estatal que representa a la sociedad para formular una pretensión punitiva, nos referimos al Ministerio Público. Conjuntamente o adhesivamente -según el procedimiento adoptado-, la persona particularmente damnificada (la víctima) tiene la potestad de ejercer su reclamo en calidad de querellante y sus facultades de intervención o participación dependen de la modalidad de dicha figura reglada en la legislación procesal penal. 
En nuestro país, prevalece la figura de la querella adhesiva en el procedimiento ordinario reservado exclusivamente para los hechos punibles de acción pública, circunstancia de la cual nos ocuparemos en el capítulo respectivo con mayor profundidad para señalar sus potencialidades o debilidades. 
El imputado es el sujeto contra el cual se deduce la pretensión jurídicopenal, aunque en el primer momento de la investigación queda individualizado como tal el detenido o indicado como partícipe de una infracción penal en cualquier acto inicial del procedimiento. 
De lo expuesto se tiene que la relación procesal penal es triangular si se toma en consideración el número de sujetos esenciales exigidos para hablar de un debido proceso penal, pero atendiendo a las complejidades propias de determinados casos penales, se puede incrementar el número (excediendo la triangulación simple) cuando en ella intervienen los sujetos eventuales.
Sin embargo, cabe advertir la posibilidad de que la relación se constituya solamente entre el Ministerio Público y el Tribunal, cuando aún no se haya conseguido individualizar al imputado. En este caso, la relación será imperfecta, y así no podrá progresar más allá de la etapa de investigación (ejemplo: los casos de archivo por falta de individualización del imputado). Pero esa ausencia inicial -lógica y posible porque el proceso puede iniciarse sin que se conozca sobre quién recae la sospecha de haber participado en el delito que se presume cometido- no es un obstáculo para obviar la consideración de que existe una relación procesal; lo inconcebible sería que exista una relación procesal sin tribunal. 
4.2.2  LOS SUJETOS EVENTUALES
Denominados bajo dicha nomenclatura porque su presencia o participación en la relación procesal no es indispensable, dependiendo fundamentalmente del material probatorio sobre el cual versará el objeto del procedimiento. Así, la presencia de un perito, de un testigo a los efectos de informar sobre circunstancias relevantes que directa o indirectamente se refieren al hecho motivador del juzgamiento, dependerá de que el medio probatorio sea ofrecido y utilizado por cualquiera de las partes, a cuyo efecto se exigirá la presencia de los citados. 
De igual modo, el actor civil y el demandado civil, en procesos penales compatibles con el modelo acusatorio, también permiten la intervención eventual del afectado civilmente por el hecho. Pero debe destacarse que el Código Procesal Penal no admite la figura del actor civil en el proceso penal, ni siquiera en el procedimiento especial para la reparación del daño.  

4.2.3  LOS SUJETOS AUXILIARES  

Son aquellas personas que integran, de algún modo con sus actividades, la relación procesal penal y cuyas tareas son también trascendentes para su correcta articulación. Tal es el caso de los secretarios de los tribunales y de los fiscales, demás auxiliares y dependencias a cargo del manejo administrativo de todo lo concerniente al nuevo proceso y los defensores y los mandatarios de las partes.
LOS PRESUPUESTOS GENÉRICOS DEL PROCESO PENAL: EXIGENCIAS CONSTITUCIONALES DE LA GARANTÍA AL “DEBIDO PROCESO PENAL”
1. LOS PRESUPUESTOS GENÉRICOS O CONSTITUCIONALES DEL PROCESO PENAL: LA GARANTÍA A UN DEBIDO PROCESO PENAL
Cuando hablamos de presupuestos constitucionales nos referimos a las condiciones mínimas exigidas por la Ley Fundamental para que cualquier trámite del cual pudiera derivar una sanción de naturaleza penal sea válido, correcto o ajustado a los estándares de legalidad superior. En el lenguaje anglosajón y en la literatura continental europea se acuña la expresión due proccess of law, que traducido al castellano significa debido proceso legal, lo que, a su vez, trasladando a la legalidad de nuestra materia, extiende la terminología bajo la denominación de debido proceso penal. 
¿Cuáles son los estándares o condiciones mínimas que señala la Constitución Nacional? 

En términos prácticos basta leer dos cuestiones fundamentales: el preámbulo y la primera parte de la Constitución Nacional -lo que se conoce en la literatura constitucional como parte dogmática-. 
Parece curioso que una Ley Fundamental de corte republicano y participativo, consagre unas pautas integradas a dogmas. Pero la expresión debe entenderse en el buen sentido de la teoría de los derechos humanos, compatibilizando con la misma, principalmente, atendiendo a la historia del constitucionalismo moderno que emana en los albores de la revolución francesa y de la mano de del iluminismo cuyos connotados exponentes adquirieran reconocimiento global, v. gr. Rousseau, Montesquieu, Voltaire, Diderot, Locke, etc., y dieran base a los presupuestos mínimos de un Estado de Derecho fundado en la libertad e igualdad de todos los habitantes y ciudadanos. 
Los dogmas, entonces, deben interpretarse -siempre en el contexto de lo que abarca el debido proceso penal-, en un sentido de reafirmación de ciertos valores defensivos de la condición humana, aun cuando el Estado ofrezca reticencia con sus actos para socavarlos o negarlos. 
El utilitarismo como una de las expresiones filosóficas que gestan el modelo republicano de gobierno, señala que el abuso de poder es la nota común del ser humano en sus relaciones con los demás; instintiva o conscientemente, al percatarse de la situación desventajosa y coyuntural que el “otro” podría ocupar en la relación, trata de abusar de su situación de preeminencia concreta y termina por desdibujar o vedar el idéntico derecho que la ley le reconoce –genéricamente- al que resulta afectado por ese ejercicio desmedido de la potestad. 
Cuando leemos la expresión de Thomas Hobbes que preconiza la necesaria utilidad de la existencia de un poder general sobre los particulares y que gobierne al hombre en general, nos viene a la mente una fórmula sumamente repetida y asignada al citado y que se resume en que “el hombre es el lobo del hombre”. O, cuando Rousseau señalaba en el contexto de su obra “El contrato social” de que el hombre nace bueno y la sociedad lo corrompe, se quiere enfatizar una idea fuerza - la constante lucha por controvertir el ejercicio omnímodo del poder-, la cual, es vital para la comprensión de los dogmas del modelo republicano, y, por añadidura -en un contexto más puntual-, para el ejercicio del poder punitivo estatal -el sistema penal-. La experiencia del abuso de poder íntimamente ligada al manejo monárquico compatible, a su vez, con el modelo de enjuiciamiento inquisitivo (recuérdese que con mayor o menor intensidad prevaleció en la historia de la humanidad por más de trece siglos), motivó que la doctrina constitucional elaborara -como expresión de reafirmación de la protección del hombre frente al ejercicio abusivo del poder-, presupuestos o dogmas que impidan la prevalencia de la voluntad de la autoridad sobre la voluntad de la ley fundada en los principios de libertad, igualdad y fraternidad. 
De esta manera, los dogmas son medidas de seguridad que adopta el poder constituyente y los proyecta en su obra: la Constitución, para que el poder constituido (el gobierno), no sólo sea el primero en cumplir la ley, sino en auto imponerse barreras que impidan, bajo el mínimo resquicio del edificio jurídico de un Estado, el desconocimiento o socavamiento de los derechos fundamentales. Trasladado al campo del proceso penal, estos dogmas reciben el nombre de garantías, y es aquí donde cobra particular importancia la diferenciación entre derechos y garantías, conceptos que volveremos sobre ellos un poco más adelante del presente relato. Las garantías también son medidas de seguridad que el Estado se auto impone frente al justiciable para evitar el ejercicio abusivo de su poder punitivo. 
En consecuencia, si estas medidas de seguridad son recortadas, interpretadas perniciosamente o negadas, el proceso penal desarrollado por el poder constituido es invalido, lo que equivale a decir en el léxico forense: se produce la nulidad absoluta del resultado del proceso: la sentencia; y, por ende, de todo lo que se encuentra vinculado con el acto referenciado. Valgan estas explicaciones para entender que cuando hablamos de las garantías del debido proceso penal, estamos queriendo significar que existen ciertos presupuestos que los jueces y tribunales están constreñidos a analizar, aún en forma oficiosa, para ingresar a la secuencia tradicional de su labor y que es la de juzgar, aplicando la ley al caso particular y concreto.
En consecuencia, las garantías del debido proceso penal son presupuestos sin los cuales no se dictará una sentencia válida –por más que exista, es una expresión negadora de la garantía del debido proceso-, por lo que basta que se añada el fundamento constitucionalmente válido para impugnar la decisión, con lo cual el andamiaje del proceso también cae.
1.1 EL APARENTE DUALISMO ENTRE LAS “GARANTÍAS CONSTITUCIONALES DEL PROCESO PENAL” Y EL “DEBIDO PROCESO PENAL”


Nuestra experiencia -todavía incipiente, pero lo suficiente para emitir una opinión fundada y no absoluta respecto a cuestiones sintomáticas y recurrentes en la enseñanza del derecho procesal penal-, nos permite señalar que existe bastante confusión entre los alcances de las expresiones reglas del debido proceso penal y el conjunto de aquellas que se etiquetan como garantía del debido proceso penal. 
A tal punto llega el nivel de sublimación de ambas expresiones, que el alumno cuando es abordado con algún tópico del cual se infiere que en un caso hipotético se vulneró un derecho o garantía, concluye que se vulneró la garantía del debido proceso penal, sin distinguir, en realidad, ¿cuál es el derecho procesal concretamente afectado en la hipótesis puntual y que amerita denominar a tal coyuntura como un caso de violación (de la regla) del debido proceso penal? Pero aquí es cuando se profundiza el error de apreciación, cuando interrogado sobre con mayor especificidad sobre el mismo punto, insiste en que se trata de la violación del debido proceso penal (¿?). 
Por una cuestión de honestidad intelectual estamos obligados a aceptar una responsabilidad si no principal, sustancial, por parte de los docentes o facilitadores, me incluyo en primer lugar, en el sentido de no trasmitir con suficiente claridad la parte dogmática para destacar que la expresión garantías del debido proceso penal y garantía del debido proceso penal, no son ambiguas y menos contradictorias. Por el contrario, son niveles compatibles y simétricos en su explicación integral. 
La garantía a tener un debido proceso penal, significa que en un Estado de Derecho compatible con los postulados de la democracia republicana, existen ciertos derechos irrenunciables e inalienables, sin cuya plasmación el resultado del trámite resulta -la decisión finalmente elaborada (la sentencia)-, irrelevante para el sistema jurídico, vale decir, sencillamente no existe en el mundo jurídico. 
De esta simple inferencia se tiene que los derechos o facultades de naturaleza procesal (por lo general, insertos en la Constitución Política de los Estados republicanos y democráticos) no son otra cosa que el contenido de la garantía del debido proceso penal, ya que si bien suena como un juego de palabras complejo e innecesario, es vital para comprender el “interior” de esa garantía genérica de que toda persona sindicada como autor o partícipe de un hecho reputado como delito por la ley (no perder de vista que aquí también entran a jugar los límites para el ejercicio legítimo del poder punitivo sustancial), tiene asegurado de que la aplicación efectiva de la más intensa de las expresiones del poder coercitivo estatal, sólo se permitirá si los derechos o facultades procesales se cumplieron a rajatabla, de manera elocuente o implícita, claro está, según lo pautado por el mentado diseño constitucional del proceso penal, destacando que la constatación de la inobservancia de cualquiera de estos derechos produce inexorablemente la nulidad absoluta del proceso penal, y, por ende, su eventual resultado. Nótese que como pluralismo de la expresión ya conlleva un catálogo y bastaría con puntualizar cuáles son esos derechos que tienen la particularidad de un aseguramiento para el ciudadano frente al Estado (por eso los derechos procesales reciben el nombre de garantías) para completar la expresión garantías del debido proceso penal. 
De esta manera, la garantía en sentido lato es el derecho a contar con un proceso construido conforme a pautas y formas de la ley inspirada en principios democráticos y republicanos trasegados en el texto fundamental del ordenamiento jurídico, mientras que las garantías del debido proceso penal, representan el contenido de la garantía al debido proceso penal. No existen diferencias sustanciales, sino operativas resumida en la expresión “la garantía del debido proceso es el continente y las reglas (derechos o facultades procesales) son los contenidos que confieren entidad o existencia de aquélla”. 
Es por eso que vale reiterar que el mentado dualismo, no es otra cosa que producto de la confusión en la que incurre el operador, principalmente, por desconocimiento preciso de cuáles garantías constituyen el denominador común del vocablo “debido proceso penal”. Y a tales contenidos nos avocaremos seguidamente a explicar.
1.2 ¿CÓMO OPERAN LAS GARANTÍAS AL DEBIDO PROCESO PENAL?


Por lo general, muchos de los operadores prestan escasa o nula importancia a las garantías del debido proceso penal -especialmente- las de factura constitucional, quizás por esa praxis deletérea del sistema inquisitivo -que se mantiene inalterable en la conciencia de la comunidad jurídica- de que la realidad del litigio se refleja en lo que finalmente interprete -a su modo y sin ajustarse a ejercicios óptimos de interpretación- el magistrado de turno, y, para éste, el problema constitucional -en apariencia- sigue siendo materia maleable; contraviniendo lo que Germán Bidart Campos postulaba cuando señalaba que los derechos humanos en lo que concierne al ejercicio de la coerción estatal, al ser reconocidos en el texto elaborado por el poder constituyente se erigían en una suerte de cláusulas pétreas e inmutables, precisamente para poner límites objetivos al recurrente proceso “reformista” de la cada vez más cambiante y efímera coyuntura política latinoamericana, reiteramos, en lo que concierne al cartabón de derechos humanos. 
Desde esta perspectiva, el desprecio hacia los derechos procesales de factura constitucional es producto de la falta de independencia y autonomía de los magistrados, lo que, sumado a otros factores como la díscola jurisprudencia de las más altas instancias, la escasa calidad de las sentencias y decisiones judiciales y la conformación de verdaderos grupos paralelos que operan para rotular con un seudo tamiz legal casos de notoriedad pública, terminan por colmatar y colapsar la verdadera matriz republicana de la justicia penal (erigida en un dique de contención de ejercicios espurios de la punición y nunca en facilitador del uso desmedido y legalista de aquélla). 
Muestra palpable de lo señalado, es que el aumento o disminución de un derecho constitucional de naturaleza procesal penal queda a criterio del intérprete -el juez o tribunal-, y los vicios pre-cedentemente expuestos, ponen en el tapete la desnaturalización del postulado del artículo 256 de la Constitución Nacional cuando establece que los jueces deberán fundar sus fallos en la Constitución y en las leyes, claro está, subrayando que en el ámbito penal debe prevalecer, por aspectos minimalistas y de respeto a la dignidad humana de la democracia en un Estado Social de Derecho, la hipótesis de una interpretación in bonam partem (obviamente cuando efectivamente se vislumbra una contradicción interpretativa derivada de la misma ley), o, lo que es mejor todavía, cuando las instituciones funcionan, se subentiende que la labor interpretativa a cargo del magistrado republicano es un bálsamo frente al abuso fáctico del poder, un aliciente para reimpulsar la verdadera construcción de una política criminal democrática, antes que una pesadilla. 
Basta recordar que la jurisprudencia viene sosteniendo que el objeto de la valoración del magistrado en las instancias inferiores en cada caso, no es materia justiciable por vía de la inconstitucionalidad, cuando que esta figura es precisamente el medio eficaz y directo para combatir el abuso del poder jurisdiccional que se patentiza en los fallos o decisiones arbitrarias. 
En otras palabras, las garantías no cumplen, en la realidad, la misión fundamental que compele su terminología, ya que no asegura al particular frente al Estado -la mala calidad de las sentencias también es una violación de la seguridad que “garantiza” el artículo 9 de la Constitución Nacional al justiciable- una consecuencia racional dentro del juego de posibilidades que concita el litigio. 
Va de suyo que el sentido verdaderamente político de la garantía se podría traducir en estas expresiones profanas, pero profundamente significativas de la simplicidad con que tendrían que operar políticamente los catálogos que contienen el ejercicio abusivo o arbitrario del poder punitivo: yo como persona humana, primero, y, como ciudadano, tengo la seguridad como justiciable frente al poder punitivo estatal, de disponer efectiva y eficazmente de un haz de posibilidades perfectamente previsibles mediante el correcto uso de las herramientas legales (frente a la hipó-tesis de un hecho punible, como víctima soy informado sobre los alcances de mi derecho, se me asesora y tengo la posibilidad de esgrimir ciertos argumentos frente a la prueba que conozco en detalle, sobre esa base puedo formular pretensiones y esperar una respuesta compatible o desacertada, con mis expectativas, pero razonable dentro de mis previsiones). Obviamente parece tan sencillo decirlo y analizarlo seriamente, en esto habrá clara coincidencia. 
El problema surge cuando por factores ajenos al manejo institucional del Poder Judicial, se emiten decisiones que se asemejan en cuanto al material fáctico, pero difieren ostensiblemente en cuanto al resultado, con la constatación de una simple variable: quién o cuál de los sujetos esenciales que intervienen en el proceso dispone de ciertos privilegios emanados de la coyuntura política, económica y social. Entonces, por efecto de los privilegios de determinados grupos, se inficionan decisiones notoriamente ajenas a la previsibilidad razonable, y, por ende, el siguiente paso es la vigencia de quién tiene más poder para torcer el precedente por otro que favorezca la nueva situación coyuntural de los grupos dominantes. 
Nótese, entonces, como los privilegios que subyacen en sociedades -modernas, subdesarrolladas o desquiciadas por inequidades-, desnaturalizan la garantía de seguridad en el ámbito del litigio, y esta mácula traslada su dosis de desconfianza y sensación de impunidad a la totalidad del estamento judicial.
¿Y qué necesitamos para medir si el tratamiento de un determinado caso, se ajusta a estándares interpretativos compatibles con el concepto de seguridad (previsibilidad)? 
La eliminación de cualquier distorsión emanada de las causales antes señaladas -al sólo efecto enunciativo-, con lo cual se perfila una imagen despejada de los auténticos problemas interpretativos, y en dicho escenario, la mentada elaboración -por parte del intérprete- de los cursos hipotéticos de casos, adoptando supuestos (causas) y las probables respuestas (efectos). Lo relevante aquí es el conocimiento fehaciente en dos niveles de derechos procesales, ya que cualquier curso hipotético sería irrelevante, mientras el intérprete carezca de estos instrumentos básicos que permiten dar un margen de discrecionalidad interpretativa confiable, o, como ya expresáramos, previsible dentro de estándares razonables. 
De esta manera, es preciso distinguir -con el bagaje de lo que denomináramos como garantía de contar con un debido proceso penal- los derechos de factura constitucional y su reglamentación positiva o reafirmante de aquéllos estipulados en el Código Procesal Penal.
2. LA DETERMINACIÓN DE UN CATÁLOGO ENUNCIATIVO, PERO SUSTANCIAL DE LO QUE CONLLEVA LA EXPRESIÓN “GARANTÍA AL DEBIDO PROCESO PENAL”
Lo que constituye una tarea sencilla y básica -auscultar en el plexo constitucional, el conjunto de derechos procesales que congloba el término debido proceso penal como garantía genérica que fuera abordada precedentemente-, se torna en una cuestión azarosa para el operador de justicia, fundamentalmente por el menoscabo indiciario que los involucrados confieren al simbolismo constitucional refractado en el ámbito del litigio penal. No perdamos de vista que, como lo expresamos en el tópico anterior, la desnaturalización de los derechos procesales es una constante por las distorsiones que a modo ejemplificativo fueran expuestas. 
Sin embargo, una primera tarea práctica que tendríamos que incursar, consiste en extraer de la parte dogmática de la Constitución Nacional, el catálogo sustancial de los mínimos presupuestos que hacen al estándar republicano del proceso penal correcto, limpio y justo, la que desarrollaremos a continuación, reiteramos, con un sentido eminentemente práctico, enunciativo y adoptando los cursos causales hipotéticos que se pueden verificar en la realidad.  

2.1 EL JUICIO PREVIO, EL JUEZ NATURAL Y LA IMPARCIALIDAD E INDEPENDENCIA DEL MAGISTRADO

Dos preceptos construyen la figura del juicio previo y lo analizaremos por separado. 
El artículo 16 de la Constitución Nacional que textualmente reza: “De la defensa en juicio. La defensa en juicio de las personas y de sus derechos es inviolable. Toda persona tiene derecho a ser juzgada por tribunales y jueces competentes, independientes e imparciales”.
Esta figura simboliza dos aspectos que merecen extractarse a fin de visualizar la naturaleza de los denominados “presupuestos esenciales” para la constitución válida de un proceso penal de corte republicano: 
a) La inviolabilidad de la defensa en juicio de las personas y de sus derechos como requisito amplio que debe reglamentarse positivamente en el juzgamiento de cualquier causa, con mayor énfasis, la penal, y; 
b) Un aspecto sustancial de la inviolabilidad de la defensa y de los derechos de las personas -y la del imputado- es el juzgamiento de los procesos por jueces competentes (previamente designados conforme a una ley anterior al trámite que se le sigue a toda persona), independientes (que las reglas de designación y de competencia no permitan vislumbrar sometimiento a jerarquía de cualquier índole) e imparciales (obviamente que el juez o tribunal debe juzgar la causa sin miramientos subjetivos, en lo posible, sin negar que siempre existirán niveles de subjetividad, pero lo que se pretende desechar son los temperamentos insoslayables y que controviertan la prescindencia de los intereses de las partes en el litigio). En lo que hace a este último detalle –la imparcialidad-, muchos procesalistas insisten que esta garantía sólo es mensurable a través de su contracara, cual es, las causales de excusación o recusación que las leyes secundarias textualmente señalan para apartar o excusar a los magistrados cuando se encuentren bajo cualquiera de los supuestos que habilitan el usufructo del instituto de la inhibición y/o recusación. 
El artículo 17 de la Constitución Nacional reza: “De los derechos procesales. En el proceso penal, o en cualquier otro del cual pudiera derivarse pena o sanción, toda persona tiene derecho a: 1)…; 2)… 3)  que no se le condene sin juicio previo fundado en una ley anterior al hecho del proceso, ni que se le juzgue por tribunales especiales; 4) que no se le juzgue más de una vez por el mismo hecho. No se pueden reabrir procesos fenecidos, salvo la revisión favorable de sentencias penales establecidas en los casos previstos por la ley procesal (…)”. 
De este precepto surgen otras dos cuestiones que debemos analizar si en una causa penal se colma la exigencia constitucional del juez natural, entendido no sólo aquel que reúna las características de imparcialidad e independencia, sino que hace referencia a la necesidad de que el juez o tribunal que entienda en una causa tenga una competencia ordinaria, es decir, que no se establezca al sólo efecto del juzgamiento de determinadas causas un número de jueces, ni que el sistema de competencias surja por un conducto distinto a las leyes ordinarias. Es decir, que el Código Procesal Penal o la Ley de Organización de los Tribunales de un determinado país señale con precisión qué causas conocerán bajo criterios generales y no sobre bases personales, salvo que surjan novedosas reglas de competencia como las derivadas de procedimientos especiales en los cuales se reconozcan discriminaciones positivas, en cuyo caso, no se estaría vulnerado el principio de igualdad en el acceso a la justicia. 
En igual sentido, al establecer como presupuesto del debido proceso un juicio previo fundado en una ley anterior al hecho del proceso, también conmina la preexistencia de competencias penales con anterioridad al hecho que se juzga, dejando en claro que se refiere a la exigencia de que la determinación de un organigrama funcional de la judicatura, si bien puede presentar variaciones por sustituciones o reemplazos al fenecer mandatos, producirse vacancias, etcétera, a lo que apunta el principio es que no se propugnen variaciones en el esquema funcional de la competencia penal que afecta sustancialmente el funcionamiento del sistema de enjuiciamiento, ya que de ser así, se estaría violando la naturaleza garantista del juez natural y que, reiteramos, no es otra que la preservación de la máxima equidistancia del juzgador de los intereses y pretensiones inter partes. 
De esta manera, el principio del juez natural, así como lo establecimos, permite, a su vez, de su correcta inferencia derivada de los mandatos constitucionales trascritos, la consolidación de una judicatura con reglas de competencia precisas, con independencia intra o extra funcional, con imparcialidad, y, de la suma de estos requisitos del órgano jurisdiccional galvanizar un juicio previo de corte republicano. 
La secuencia de lo aseverado, surge de las siguientes pautas, a saber: 
a) La legalidad del proceso, que garantiza que toda persona tenga derecho a que se le juzgue conforme a una ley que disponga con anterioridad el procedimiento a seguir; 
b) Ese proceso debe ser público como deber estatal; 
c) A la publicidad se añade la opción de la oralidad, esto último porque surge del mismo texto constitucional, aunque la reglamentación positiva se plasma en el Código Procesal Penal, ya que resulta insostenible -en los hechos- un proceso público escrito; 
d) La publicidad y la oralidad permiten la inmediatez, este último se erige en el verdadero fundamento del sistema acusatorio, ya que resulta imperativo a la luz del mandato constitucional del juez natural, que el juez o los jueces (con prescindencia de su conformación) sean los encargados de conocer, entender, juzgar, decidir y hacer ejecutar lo juzgado; 
e) La inmediatez, entonces, fundamento el modelo de enjuiciamiento adoptado en la Constitución Nacional (juicio previo oral y público fundado en una ley anterior al hecho que motiva el procedimiento) y el modelo adoptado garantiza una clara diferenciación entre la función jurisdiccional que debe ser imparcial e independiente, con la tarea de investigación y eventual acusación que corre a cargo del Ministerio Público; 
f) Conforme al esquema trasegado, el juicio previo articulado dogmáticamente por los presupuestos constitucionales adquiere realismo con el modelo acusatorio, el cual, a su vez, garantiza la figura del juez o tribunal imparcial, independiente y con una competencia definida precisa y previa en la ley reglamentaria; 
g) Obviamente que el juzgamiento del caso a través de jueces imparciales, independientes y competentes como lo preceptúa la Constitución Nacional, enfatiza que la ley sea anterior al “hecho” que motiva el juicio. En consecuencia, al hecho hay que configurarlo sobre la base del denominado principio de legalidad del delito, de la pena y del proceso que legitima la aplicación de la ley penal sustantiva (nullum crimen, nulla poena sine lege praevia, strictae et scripta), y;

 h) A más de esto, por el nuevo esquema de las etapas del procedimiento ordinario, la garantía de imparcialidad provoca la inevitable consecuencia de que los jueces sólo podrán juzgar cuando no hayan prevenido en actos anteriores o prejuzgado sobre la misma cuestión, aspecto novedoso que lo prevé específicamente el Código Procesal Penal al prohibir que un juez de garantías de las primeras dos etapas pueda ser integrante del tribunal sentenciador en la misma causa. 
2.2 LA PRESUNCIÓN DE INOCENCIA  

El artículo 17.1 de la Constitución Nacional establece que toda persona tiene derecho a que sea presumida su inocencia. Esta configuración surge de los siguientes aspectos que seguidamente bordaremos, secuencialmente, para “construir” la lógica de este axioma de naturaleza procesal, sin mayor esfuerzo reinterpretativo: 
a) El artículo 11 de la Constitución Nacional establece que nadie será privado de su libertad ni procesado, si es que no se dan las causas y condiciones previstas en la Constitución y en las leyes; 
b) Luego, toda persona sólo podrá ser privada de libertad si es que existe, en forma expresa y taxativa, un motivo señalado en la Constitución Nacional y en las leyes, y, además, esa privación sólo podrá darse bajo el presupuesto que exista un proceso; 
c) El artículo 12 de la Constitución Nacional sólo establece como excepción que una persona sólo podrá ser privada de libertad sin orden judicial, en los casos de flagrancia; 
d) Por lo tanto, la privación de libertad sólo emanará de una orden de autoridad y esa autoridad para disponer sobre la libertad o privación de libertad de las personas es el Poder Judicial; 
e) Esto significa que de las normas constitucionales enumeradas y junto a las disposiciones del artículo 9 que garantiza a toda persona por parte del Estado el disfrute de su libertad y de su seguridad, se puede extraer que la regla es la libertad y su excepción la privación. 
f) Para ingresar a la “excepción de privación de libertad” frente a la “regla de la libertad”, debemos acudir al artículo 17.3 que estipula que nadie será condenado sino por virtud de una sentencia firme emanada de juez competente y mediante un juicio previo fundado en una ley anterior al hecho del proceso, por lo que sólo si es que existe sentencia condenatoria firme se podrá privar de libertad a una persona, haciendo notar que la privación de libertad es la sanción más fuerte que legítimamente el Estado de Derecho autoriza a su poder punitivo para sancionar las conductas delictivas. 
g) En consecuencia, a tenor de los artículos trascritos, siendo la regla de la libertad frente a la excepción de su privación, el argumento central es que en un Estado de Derecho de corte social, democrático y republicano, sólo en forma excepcional se podrá destruir el estado de libertad, por lo que no cabe otra conclusión que mientras no se demuestre en forma contundente y acabada que una persona no es inocente (acreditación de la culpabilidad), se presume esta situación procesal que acompaña al “imputado, sindicado, señalado o acusado” durante todo el proceso penal, mientras no exista una sentencia condenatoria firme y ejecutoriada.
Otras cuestiones operativas que surgen de esta concatenación de aserciones es que la “presunción de inocencia” equivale a un principio por el cual toda persona sobre la cual existen sospechas fundadas o razonables de cometer un supuesto hecho punible, no sólo debe ser presumida por bases legales, sino que debe ser tratada como tal, durante todo el proceso. No está demás decir que esta idea se origina históricamente en el pensamiento del iluminismo. 
En la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, ya se afirmaba que todo hombre se lo presume inocente hasta que haya sido declarado culpable. Posteriormente se extiende el principio en la Declaración Universal de los Derechos Humanos de las Naciones Unidas de 1948 y así, fue trasladándose y ampliándose dicho principio en la mayoría de los cuerpos internacionales. 
El plexo del concepto de inocencia del imputado abarca todo el proceso, de tal manera que ninguna autoridad podrá presentarlo como culpable mientras no exista sentencia que así lo declare. A estos efectos, la información sobre imputaciones alzadas contra una persona deberá ser efectuada de una forma objetiva, otorgándose facultades al juez para limitar la información de la prensa cuando se podría afectar la garantía expuesta. 
Una consecuencia directa del estado de inocencia consiste en que la duda razonable sobre la suerte procesal del imputado, debe contar con la interpretación más favorable a aquél. 
El juez para condenar debe tener certeza de la autoría y responsabilidad del imputado. 
Si sólo tiene un conocimiento probable del hecho que se investiga o de quién fue su autor, debe absolver, aun cuando no esté íntimamente convencido de la inocencia del imputado, pues éste goza del derecho a que se presuma ese estado jurídico. Si uno vincula la obligación que tiene el juez de averiguar la verdad con el estado jurídico de inocencia, advierte claramente que si el órgano jurisdiccional no acredita el delito que se le recrimina al imputado de manera fehaciente y razonadamente, el estado jurídico de inocencia permanece inalterable, y por ende corresponde la absolución del mismo. Por lo tanto, en la duda debe estarse a lo más favorable al imputado.
Asimismo, como traslación del estado de inocencia, el Código Procesal Penal incorpora otras reglas vinculadas al mismo, cuando se señala que la interpretación de las normas procesales que coartan la libertad personal o establezcan sanciones procesales se efectuará del modo más favorable al imputado así como al prohibir la analogía y la interpretación extensiva (excepcionalmente la admite cuando favorezcan la libertad del imputado o el ejercicio de sus derechos y facultades). 
Finalmente, los principios de saneamiento o convalidación serán inaplicables cuando los actos procesales afecten los principios y garantías procesales, principalmente, en beneficio del imputado.  

2.3 LA IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY PROCESAL PENAL 

Uno de los principios que mayor conflictividad desató y sigue desatando -al momento de interpretarse-, es el de la vigencia de la ley en el tiempo, principalmente, cuando dos o más leyes rijan o hayan regido, al tiempo de sustanciarse el proceso penal en su integridad. 
La discusión fundamental se da respecto al alcance de lo que se entiende por el permiso de retrotraer los efectos de la ley penal novedosa cuando favorezca al imputado o condenado, de lo que se deduce que dicho beneficio abarca tanto a las reglas sustantivas penales como a las adjetivas penales, existiendo algunas disquisiciones que se contraponen cuando se pretende abarcar a las normas de la materia procesal; este dilema queda aclarado por el texto del artículo 14 de la Constitución Nacional cuando proclama dicho principio y su excepción (retroactividad a favor del prevenido), alcanzando al procesado (ley procesal penal) como al condenado (ley penal). 
Al señalar la necesidad de que se presume la inocencia de las personas hasta que las mismas sean condenadas en virtud de un juicio previo fundado en una ley anterior al hecho del proceso, es evidente que se está proclamando una estrecha vinculación entre debido proceso penal e irretroactividad de la ley penal, con lo cual se quiere poner en evidencia una formalidad más que limite el uso del poder punitivo estatal frente a los destinatarios, de tal suerte a no manipular la eficacia de las leyes como una herramienta de persecución distorsionada hacia las personas, mediante la aplicación retroactiva de las leyes que puedan fundar hechos delictivos, que antes de una determinada coyuntura no eran declarados con dicha reacción. 
La regla de la prohibición de la aplicación retroactividad de la ley procesal penal emite unos mensajes claros en distintas direcciones, vale decir, con efectos trascendentes desde la óptica de la protección de la seguridad jurídica a los ciudadanos. 
Por un lado, si consideramos al proceso penal como unidad y que en su régimen interior está conformado por una secuencia de etapas y éstas por una serie de potestades, deberes o cargas para los que intervienen en él, tendríamos que colegir que la derogación total o parcial de la ley procesal penal durante el trámite de una causa penal implicará que los siguientes actos deberán regirse por la ley ritual vigente al tiempo del primer acto del proceso. 
Al menos, este principio conocido como ultra actividad de la ley procesal penal (los efectos de la ley anterior rigen hasta la culminación de la secuencia de actos que constituye en su conjunto como “debido proceso” o “juicio previo”) rige en tanto y en cuanto las “nuevas” reglas del proceso penal otorguen un beneficio concreto al imputado y, a la vez, este beneficio sea compatible con la esencia del método de debate consagrado en la ley procesal penal anterior. 
En este sentido, nos enseña el jurista Binder: 
“...si tuviéramos que sentar el principio de irretroactividad de la ley procesal penal, diríamos lo siguiente: la ley procesal penal no es retroactiva cuando altera el sentido político-criminal del proceso penal. ¿Cuándo produce la nueva ley una alteración de este tipo? Cuando distorsiona el concepto sustancial del juicio previo... Por ejemplo: una ley procesal penal que le quitara a las etapas preparatorias del juicio –tal como ha sido previsto en la Constitución Nacional- dicho carácter preparatorio, no se podría aplicar retroactivamente porque distorsiona el sentido político-criminal del proceso. Del mismo modo, una ley que limitara las posibilidades de recurso de la sentencia obtenida en el juicio, debe ser también no retroactiva, puesto que distorsiona el control del juicio previsto en la Constitución... la idea fundamental que nutre el principio de irretroactividad de la ley procesal y hace que su régimen sea similar al de la ley penal propiamente dicha, es el de la unidad de sentido político-criminal del proceso... En consecuencia, un proceso en curso puede comenzar a ser regido por una nueva ley procesal siempre que por ello no resulte alterada su orientación político-criminal...”. 
Por otro lado, la misma idea se plasma en los hechos cuando se producen situaciones que generan un “efecto beneficioso” al imputado, pero sin perder de óptica la perspectiva político-criminal del juicio previo. 
En este sentido, si entran a regir normas que disminuyan los presupuestos para la aplicación de las medidas cautelares de orden personal o eliminando garantías novedosas insertas a la luz de pactos internacionales (duración razonable del proceso, efectos favorables para el imputado en caso de inobservancia de plazos, sistema recursivo, etcétera), es más que obvio, que la nueva legislación no podrá regir los procesos en curso y regidos por la normativa anterior (aunque se trate de una derogación parcial de uno o varios preceptos de la legislación procesal penal), no sólo por cuestiones atinentes a impedimentos constitucionales (artículo 14 que regula la prohibición expresa de la retroactividad de la ley penal), sino porque se trata de garantías procesales elevadas a rango constitucional –implícita o explícitamente, según el tipo de regulación en juego- por virtud del artículo 45 de la Constitución Nacional en concordancia con el artículo 8.1 del Pacto de San José de Costa Rica. 
Distinto es el caso de la derogación total de la ley procesal penal y la vigencia de una nueva legislación con rasgos sustancialmente diferentes a las consagradas políticamente en el sistema ritual en desuetudo. 
Se pueden dar -a la luz del principio de la retroactividad de la ley procesal más favorable al imputado o condenado- dos situaciones hipotéticas: 
a) Que la nueva ley procesal penal rija sin excepciones o cortapisas (vulgarmente se denomina: aplicación inmediata y abrupta de la nueva ley procesal) respecto a las nuevas causas penales como a las tramitadas por la anterior legislación (analizar aquí los dos axiomas de ley superior versus ley inferior -primer nivel de discusión- y ley general versus ley especial –segundo nivel de discusión, si es que se puede superar fácilmente el primer nivel discusión). En este caso, como los jueces deben aplicar las leyes en el orden de prelación señalado por el artículo 137 de la Constitución Nacional, la interpretación judicial será la que moldeará cuando es más beneficiosa la nueva ley procesal penal para aplicarla retroactivamente a las causas penales tramitadas bajo la anterior normativa, o, en su defecto, mantener el principio de la “ultra actividad de la ley procesal penal”, y; 
b) Que la nueva ley procesal se rija por reglas transitorias o especiales que permitan determinar el ámbito temporal de aplicación de la vieja y la nueva legislación respecto a las causas penales en pleno trámite, en cuyo caso, dicho articulado (acudir aquí a los ya mencionados axiomas interpretativos en el supuesto anterior, pero que al sólo efecto ilustrativo contiene tres coyunturas interdependientes entre sí: ley superior-ley inferior, ley general-ley especial, y el último nivel que se aplica en este caso, cual es, ley anterior versus ley posterior –en el adagio latino: “lex posteriori priorem derogat”-) tendrá preeminencia sobre las normas de carácter general insertas en la nueva legislación procesal. 
La excepción a esta dirección interpretativa podría verificarse cuando las reglas en conflicto (las viejas con las nuevas) no permitan mantener un grado de “contradicción razonable” en el orden jurídico, en cuya situación, el órgano jurisdiccional encargado de declarar la inaplicabilidad de las normas del derecho positivo por contravenir derechos y garantías de factura constitucional, será el encargado de sentar postura respecto a las contradicciones hipotéticas.  

2.4 LA INVIOLABILIDAD DEL DERECHO A LA DEFENSA  

Los ya mentados artículos 16 y 17 de la Constitución Nacional hacen referencia a esta circunstancia con su reglamentación positiva prevista en el artículo 6 del Código Procesal Penal que habla de la inviolabilidad de la defensa en juicio, con todas las exigencias respecto a dicho principio de raigambre constitucional, con el agregado de que se sancionará bajo pena de nulidad la inobservancia de la defensa y aún la supuesta convalidación (renuncia implícita al señalamiento de los vicios que afectan el ejercicio de este derecho) por parte del imputado. De ahí el carácter de intangibilidad e irrenunciable de este derecho-garantía. En elevada síntesis, los preceptos constitucionales antes trascritos puntualizan que toda persona en un proceso penal tendrá derecho a la defensa, pudiendo ejercerlo directamente el imputado o a través del defensor de su confianza y elección, sin perjuicio de que el Estado le proveerá en forma gratuita de un defensor si es que no dispone de medios disponibles o se niega a su designación. Si bien el mandato constitucional no hace referencia alguna a la posibilidad de que el imputado se defienda aunque se trate de persona neófita, el Código Procesal Penal obliga al juez a la designación en la hipótesis de que éste, conocido de su derecho, no lo efectúe. 
Asimismo, los preceptos constitucionales al señalar que la defensa es inviolable y se erige en el derecho fundamental para constituir válidamente un proceso penal, quiere significar que dicho principio no sólo hace referencia al proceso formalmente abierto, sino a los actos previos a su formalización, reglamentación que surge del artículo 6 del Código Procesal Penal en concordancia con el artículo 45 de la Constitución Nacional. 
En este sentido, la garantía funciona desde el momento que el imputado es señalado como posible partícipe en un hecho punible, ante cualquier autoridad competente para entender del hecho, pudiendo usar de todas las facultades que permitan conocer previa y detalladamente la imputación así como a solicitar los plazos necesarios para la mejor preparación de su descargo. 
En una remisión más concreta a la citada norma, se entiende que los derechos del imputado pueden ser ejercidos con amplitud (en el marco referencial del Código Procesal Penal) luego de transcurridas las seis horas de la realización de algún acto fiscal o de cualquier funcionario o persona que interviene a manera de investigación formal o informal. Aquí no importa que exista el acta de imputación que puede formularla el fiscal con posterioridad, sino que trasciende ese marco formalista y se pretende amparar a la persona imputada ante cualquier menoscabo a sus derechos y garantías expresamente reconocidos. 
El imputado frente al proceso -en sentido amplio, desde el primer acto de procedimiento-, tiene el derecho a intervenir activamente y conocer los cargos que existen en su contra, a declarar libremente con relación al hecho que lo incrimina, o abstenerse de hacerlo si lo prefiere, de ofrecer las pruebas que hacen a su descargo, de alegar razones que asistan a su derecho para obtener del juez la pretensión que afirma y a defenderse personalmente. El derecho del imputado a ser oído se complementa con el de ser defendido, y a su vez, con el derecho a solicitar el auxilio de un traductor o intérprete para que lo asista efectivamente en su defensa, cuando lo necesite. 
Como una plasmación de una igualdad de armas, si el imputado, no cuenta con recursos necesarios para costearse su defensa técnica, el Estado está obligado a proveerle de un defensor público que se encargue de manera efectiva y plena de procurar las mejores posibilidades de obtener una respuesta justa a la pretensión punitiva estatal.  

2.5 LA PROHIBICIÓN DE LA DOBLE PERSECUCIÓN O PERSECUCIÓN PENAL MÚLTIPLE 

Más conocida bajo el adagio latino nem bis in ídem, que significa “dos veces no se puede repetir una causa penal contra una persona”, que surge de la lectura del artículo 17.4 de la Constitución Nacional y reglamentado en el artículo 8 del Código Procesal Penal, cuando expresa, en términos más o menos similares a las normas del mismo tenor en otros cuerpos constitucionales, de que nadie -ninguna persona- podrá ser procesado ni condenado sino una sola vez por el mismo hecho, prohibiéndose, además, la reapertura de procesos fenecidos, salvo la revisión a favor de sus pretensiones, conforme a la reglamentación de la ley (aunque dicha figura es discutible si se trata de una recurso o remedio para enfrentar situaciones notoriamente injustas y previstas exclusivamente a favor del imputado). 
Se trata de una garantía relacionada con la seguridad jurídica de los derechos personales, de tal manera que una vez definido el litigio penal de cualquier forma (extraordinaria u ordinaria), el mismo no podrá ser reabierto, inclusive, bajo la fórmula del abandono de la instancia (querella por delitos de acción privada), cuyo efecto es la extinción de la acción. 
A este respecto, Binder nos dice: 
“En cuanto a los requisitos, la doctrina es unánime en general en exigir la existencia de tres “identidades” o “correspondencias”. En primer lugar, se debe tratar de la misma persona. En segundo lugar, se debe tratar del mismo hecho. En tercer lugar, debe tratarse del mismo motivo de persecución. Estas tres correspondencias se suelen identificar con los nombres latinos de “eadem persona, eadem res, eadem causa petendi...”. “...la primera correspondencia es la menos problemática de todas, es decir, la necesidad de que se trate de una misma persona. En última instancia, no se trata sino de un problema fáctico, de identificación, para determinar si se trata o no del mismo sujeto”. 

“Muchos más problemas generan la segunda de las correspondencias mencionadas, la necesaria identidad de los hechos... El primero de todos ellos es establecer cuándo se puede afirmar que el hecho es “el mismo”. ¿Es necesaria una correspondencia total y absoluta? ¿O no interesa que existan pequeñas diferencias de detalle? En general, la doctrina afirma que, para que opere la garantía de nem bis in ídem, es necesario que se mantenga la estructura básica de la hipótesis fáctica... 

Es decir, que en términos generales el hecho sea el mismo. Caso contrario, sería muy fácil burlar esta garantía mediante la inclusión de cualquier detalle o circunstancia que ofreciera una pequeña variación en la hipótesis delictiva... En última instancia, la solución es eminentemente valorativa, antes que racional”. “Es decir: en aquellos casos en los que se ha ejercido el poder penal con suficiente intensidad y, además, ha existido la posibilidad de completar adecuadamente la descripción del hecho, aunque ello no se haya producido por carencias propias de la investigación, la identidad del hecho debe ser comprendida del modo más amplio posible”. 

“Lo que se debe tener en cuenta es la necesidad de sentido del hecho conforme a las normas jurídicas. Porque en el ámbito del proceso penal no se puede hablar de “hechos”, en forma independiente de las normas jurídicas; un hecho procesal es un hecho con referencia a las normas jurídicas...”. 

“...Por eso, en el estudio del nem bis in ídem es absolutamente necesario hacer referencia a las discusiones que existen en el ámbito del derecho pena sustancial, respecto de la identidad entre hechos a efectos de su calificación jurídica: cuándo se trata de hechos independientes, cuándo se trata de un hecho con distintas calificaciones o cuándo el orden jurídico establece una ficción y le otorga unidad a un hecho que en su aspecto fenomenológico es indudablemente un hecho separado...”. 
“...La tercera correspondencia habitualmente exigida para la aplicación del principio nem bis in ídem es lo que se ha llamado eadem causa petendi. Es decir, debe tratarse del mismo motivo de persecución, la misma razón jurídica y política de persecución penal, el mismo objetivo final del proceso”. 
“También en este caso, esta identidad de fundamento debe ser entendida de un modo muy amplio. Inclusive en su formulación histórica, la diferenciación de causas ha sido entendida de este modo, ampliamente. Por ejemplo, serán diferentes los motivos del proceso si se procura una reparación del daño causado que si se pretende una sanción del causante. Se trata de tener en cuenta grandes diferencias, como la citada...”.

2.6 LA PROHIBICIÓN DE AUTO INCRIMINARSE

Mucho se ha discutido sobre el verdadero alcance de esta prohibición constitucional, principalmente en lo que se refiere a que el imputado no sea compelido a declarar y espontáneamente se aviene a emitir una exposición que permita discernir de mejor manera una reconstrucción histórica del hecho o los hechos investigados o acusados. 
Tanto la Constitución como el Pacto de San José de Costa Rica reconocen la regla de que nadie será obligado a declarar contra sí mismo o contra su cónyuge, sus parientes hasta cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, el punto de crítica a este dispositivo es la “ampliación” de la prohibición de conferir el carácter de medio probatorio a la declaración del imputado, cuando éste accede voluntariamente a dar una explicación de los hechos que se le imputan, independientemente que sus manifestaciones sirvan como descargo o como cargo, ya que el problema no radica en el “contenido” de la información, sino en la “forma de adquisición” de la información. 
La decisión es eminentemente político-criminal. Los tributarios de dar valor probatorio a la declaración del imputado cuando éste formula voluntaria y espontáneamente su deposición, sin ningún tipo de afecciones a su libre albedrío y al conocimiento de los alcances de su declaración espontánea, señalan que “formalmente” no existe prohibición constitucional y además se le daría mayor valor porque bajo la fórmula de incurrir en falso testimonio, su exposición tendrá coherencia y coadyuvará a la averiguación de la verdad histórica, y, por qué no, a su eventual absolución, sin modificar o alterar el régimen de la carga probatoria exclusivamente sobre el órgano de acusación. Por su parte, los partidarios de mantener el sistema actual, señalan que el imputado, bajo circunstancia alguna, puede coadyuvar, y, menos ayudar activamente al órgano de acusación a “construir su culpabilidad”, lo cual constituiría un menoscabo a su defensa, principalmente, cuando el “afectado” es una persona de escasos recursos, de preponderancia irrelevante en lo social o cuando sus conocimientos sean limitados, sin perder de vista que ésta constituye la inmensa mayoría de la población de imputados; si a esto añadimos los antecedentes funestos del uso indiscriminado de la confesión libre y espontánea del imputado en cualquier sede (con predilección en el ámbito policial), obviamente que el órgano de acusación que está provisto de numerosas potestades que dan preeminencia al sentido de eficiencia de la investigación por sobre el postulado estrictamente tutelar del sistema de garantías, tiene un deber (principio de responsabilidad de los funcionarios públicos en un sistema republicano) de investigar eficaz y eficientemente con dichas herramientas y no “usar” al imputado como un “medio” más para hacer su trabajo, lo que en la práctica produciría una alteración de los roles genuinamente trazados para cada parte en el sistema acusatorio. 
De ahí que a más de los argumentos expuestos a favor de esta reglamentación de la prohibición de la autoincriminación, sin excepción alguna, también encuentra suficiente respaldo en los derechos procesales de la presunción de inocencia y de la inviolabilidad de la defensa. De este modo, si la presunción de inocencia es una garantía frente al derecho estatal de averiguar los hechos investigados e hipotéticamente formular una acusación cuando encuentre sustento para sostener una promesa de culpabilidad hacia la persona imputada, mal podría admitirse que aquélla estando protegida de una presunción legal pueda enfrentar a toda la maquinaria estatal solamente cuando prometa bajo juramento o promesa decir la verdad.  
El descubrimiento de la verdad de los hechos imputados es una carga para el Estado y dispone de una serie de mecanismos idóneos para lograr dicho objetivo y no a costa del imputado que se encuentra en franca situación desventajosa, porque debe enfrentar a la víctima, al organismo público de investigación y aún a la policía que coadyuva con la labor fiscal. 
Si bien el sistema anglosajón otorga un efecto pragmático o utilitario a este principio cuando establece que el imputado puede abstenerse de declarar contra uno mismo, pero si “opta” por declarar debe hacerlo como testigo, vale decir, bajo juramento. 
Dicha práctica no encuentra mucha consistencia con las reglas de garantías irrenunciables para el imputado y poco ha sido acogida en el derecho continental-europeo. 
Si se toma en consideración la práctica nefasta en nuestro país y el resto de los países latinoamericanos, en los cuales se han usado todo tipo de artimañas para “encubrir” supuestas declaraciones espontáneas del imputado que no solamente puede enfrentarse a una presión psicológica de terceros, sino a las contradicciones que, de ordinario, incurren los imputados cuando prestan declaración por diversas razones que pueden desnaturalizar este medio de defensa. 
Después de todo, la discusión tendría que trasladarse a otro ámbito: si vamos a considerar la declaración del imputado como un medio de prueba o simplemente como una herramienta eficaz de defensa. 
Este es un ámbito ideológico que merece una definición personal de los defensores de una u otra postura. Si el Estado es ineficiente para probar por diversos medios de prueba admisibles en el proceso penal, la existencia del hecho y la consecuente culpabilidad del imputado, tendrían que adoptarse los cambios en el funcionamiento estatal en este nivel y no en la desnaturalización del medio de defensa predilecto que dispone aquél.
2.7 LA INVIOLABILIDAD DEL ÁMBITO PRIVADO 

Al señalar los principios de presunción de inocencia del imputado y su correlato que éste pueda ofrecer, controlar e impugnar las pruebas que pretenden introducir al proceso penal, estábamos ingresando al conjunto de valores que “internamente” la materia procesal penal pretende proteger: la dignidad de la persona, principalmente del imputado. 
Empero, el imputado como goza de esa presunción de inocente como un “escudo de protección” al uso indiscriminado del poder punitivo estatal, merece una mejor atención en cuanto al ejercicio de sus derechos y facultades durante el trámite procesal. 
Asimismo, esa protección de ciertos valores jurídicos propios al derecho procesal penal descansa, a su vez, en la verdadera naturaleza de aquél y que no es otra que la de propender a la reconstrucción histórica de los hechos mediante la introducción de información en forma transparente y con el mayor control posible por parte del imputado que, en definitiva, es la persona sobre la cual existe la hipotética posibilidad de que se le aplique la más fuerte reacción estatal, cual es la privación de su libertad, medio tradicional de respuesta punitiva prevaleciente en los sistemas penales. 
Esa reconstrucción histórica de los hechos se efectúa a través de informaciones que “ingresan al proceso” no de cualquier manera, sino conforme a unas reglas que pretenden evitar un menoscabo de la vida de las personas imputadas, principalmente, en lo que concierne a su ámbito privado y todo lo que guarda relación con esa esfera íntima de su personalidad. De ahí que existan otras “vallas protectoras” para que no se menoscabe ese derecho a la intimidad del imputado, evitando que cualquier información de la investigación o de la prueba en general no afecte dicho derecho constitucional. 
Así es como surgen las “restricciones jurídicas que impiden recolectar información al Estado en perjuicio de la dignidad de las personas” y que se conocen bajo ciertas locuciones, una de las cuales acabamos de desarrollar precedentemente (prohibición de declarar contra uno mismo) tales como: la prohibición de introducción en recintos privados y de obtener información de registros privados de cualquier naturaleza que no guarde relación con el hecho investigado, información que sólo podrá ingresar válidamente al proceso mediante el cumplimiento de ciertas formalidades. 
Como se puede verificar, las formalidades para el ingreso de información válida al proceso penal se convierte así, en una verdadera protección al ámbito privado de las personas, principalmente en lo que se refiere a su domicilio, su correspondencia, sus documentos y demás elementos que constituyan una equivalencia con elementos particulares del afectado. 
En consecuencia, existen varios niveles de protección de la dignidad humana, principalmente, del imputado a una causa penal que se relacionan con la inviolabilidad de su vida privada y que pueden resumirse bajo el siguiente detalle: 
a) La prohibición de ciertos métodos o maneras de obtener información vital para la dilucidación de una investigación, principalmente, la que guarda relación con la protección de la persona del imputado. 
b) Se destaca la prohibición de la confesión del imputado bajo cualquier promesa o condición, es decir, que se contamine por conductas coercitivas, amenazas o torturas de cualquier índole, o que preste declaración sin la asistencia de un defensor de su elección, o que lo realice en sede policial o administrativa sin el control de alguna autoridad del Poder Judicial, cualquiera de estas falencias produce la nulidad absoluta por virtud del artículo 17, 18 y 137 de la Constitución Nacional. 
c) La introducción de información al proceso penal que provenga de los recintos privados o de instrumentos de uso personal o particular del imputado, la cual solamente se admite bajo “estricto” control judicial (orden judicial con indicación precisa de los motivos de hecho y de derecho, es decir, resolución debidamente fundada, no cualquier argumento es válido en este contexto) siempre que guarde relación con el objeto de lo que se está investigando o lo que se pretende abstraer de la información, preservándose, en todos los casos, el control judicial, y, de ser posible, del defensor del imputado si es que existe, o, por lo menos, de un defensor público que controle la diligencia. 
d) Recuérdese que esta es una excepción taxativa y restrictiva a un derecho constitucional y su mayor o menor relajación en cuanto a exigencias debilita el modelo republicano y desvirtúa el Estado de Derecho hacia modelos autoritarios o policíacos. 
e) Estas formas de “introducción de información privada del imputado al proceso” están reguladas por los artículos 17 incisos 8º y 9º y 23 de la Constitución Nacional, y; 
f) La garantía de las formas procesales que permiten discernir al juzgador si la información ha cumplido o no con la secuencia jurídica prevista para su validez. de esta manera, si las formalidades para ingresar un testimonio, un acta de allanamiento, interceptación e incautación como prueba al juicio oral, no cumplen con los presupuestos de la previa orden judicial, del control del defensor y la posibilidad de formular objeciones por aquél, en la medida que lo determine la ley procesal, carecerá de eficacia. 
g) De esta manera, el régimen de nulidades es un resguardo efectivo para tornar ineficaz cualquier información ingresada ilegalmente (por vulneración de las formas procesales), para lo cual se prevé un capítulo intitulado “actividad procesal defectuosa”.  

2.8 LA PROHIBICIÓN DE LA TORTURA Y DE TRATOS CRUELES, INHUMANOS O DEGRADANTES  

Si bien parece obvio que en pleno siglo XXI todavía hagamos hincapié en esta prohibición que constituyó la piedra basal de las conquistas y luchas por los derechos humanos, proyectada desde la misma Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, la “realidad” en América Latina sigue siendo penosa en cuanto a esta práctica inhumana y degradante, ya que las estadísticas brindadas por organismos protectores de Derechos Humanos, continúan denunciando casos repetitivos de torturas físicas, sicológicas y morales.
Pues bien, la Constitución Nacional sigue proscribiendo la tortura, los tratos crueles e inhumanos y cualquier comportamiento de autoridades y particulares que pueda afectar la condición digna del ser humano. No obstante, en este tópico la prisión preventiva –utilizada como anticipo de pena- o aún, las condiciones degradantes e infrahumanas de los recintos carcelarios que albergan a personas contra las cuales todavía –en su mayoría- no existe sentencia condenatoria firme, podríamos incluirlos como elementos que constituyen –en una dimensión distinta pero igualmente cruel como los efectos de una tortura física- torturas morales y sicológicas. 
En cierta forma, la figura del Juez de Ejecución Penal responde a una iniciativa de “política criminal” tendiente a “controlar sobre bases civiles” la labor administrativa de los recintos penitenciarios, todo esto, para denunciar y castigar a los funcionarios que siguen ejecutando estas tareas deleznables, recintos en los cuales se manifiestan tales actos, conforme a denuncias de organismos de derechos humanos a nivel nacional e internacional.  

2.9 RESTRICCIONES A LA LIBERTAD PERSONAL EN EL PROCESO

Plasmar el respeto de la dignidad de las personas, con prescindencia que se encuentren vinculadas, bajo serios elementos de convicción, como autores o partícipes, fundamentalmente en lo concerniente a la preservación de la libertad de aquéllas, mientras no exista una sentencia definitiva que declare su culpabilidad, ha sido uno de los baluartes de los operadores de política criminal, en su lucha por la vigencia efectiva de estos valores esenciales (presunción de inocencia y juicio previo). 
La reforma del procedimiento penal ha tomado como una de las principales críticas hacia el sistema procesal que postulaba esa flagrante violación de los derechos humanos (el inquisitivo), el tratamiento del prevenido (procesado sometido a prisión preventiva) como culpable, ya que su situación procesal exigía que previamente acredite de un modo fehaciente su inocencia para gozar de su libertad de locomoción mientras se sustancie la causa hasta su terminación. 
Conforme a las principales direcciones emprendidas por la política criminal se pueden señalar algunas pautas que han servido para diseñar la manutención de la prisión preventiva en su verdadera naturaleza cautelar, cual es, la de aplicar las personas imputadas cuando existan elementos razonables que permitan inferir, en la convicción del juez o tribunal, que aquéllas podrían sustraerse del procedimiento o, mientras gocen de su libertad durante el proceso, distorsionen la investigación fiscal mediante la ocultación, destrucción o alteración de datos importantes para la averiguación histórica de lo acaecido realmente. 
Asimismo, la preocupación acerca de la desnaturalización de este instituto no sólo se ha centrado en la distorsión de su naturaleza procesal, sino en la duración exagerada que ha propiciado, a su vez, ratificar su efecto práctico de erigirse en la verdadera pena, ya que el tiempo por el cual la persona privada de su libertad, la mayor de las veces, excedía sobradamente el mínimo del tipo penal por el cual era imputado como autor o partícipe. En este sentido, el Pacto de San José de Costa Rica –en el ámbito regional, lo que no significa desmerecer otros intentos regionales o mundiales acerca de la   limitación en el tiempo de la prisión preventiva- aprehende las principales observaciones críticas de la política criminal y conmina a que todos los estados miembros incluyan, entre sus principios constitucionales, la necesidad de limitar la duración de la prisión preventiva. Fiel a esta postura jurídica sentada en los pactos internacionales de derechos humanos, los artículos 11, 12, 13, 17.1, 17.3, 19, 20 y 21 de la Constitución Nacional ha permitido señalar claramente que la prisión preventiva es una medida cautelar de carácter excepcional, cuya aplicación sólo cabe en los casos indispensables o necesarios, a más de que las otras medidas cautelares como la aprehensión y la detención preventiva deben sujetarse a la previa orden de autoridad competente, salvo los casos de flagrancia que permite su aplicación directa por la autoridad policial o aún los particulares, con el cargo de que dentro de las 24 (veinticuatro) horas se lo ponga a disposición de la autoridad judicial pertinente y que dentro de otro plazo idéntico se determine sobre la procedencia o improcedencia de su libertad. 
Retomando el tema de las medidas privativas de libertad durante el proceso, los excesos comprobados en cuanto a la forma de aplicación de la prisión preventiva y demás medidas cautelares (el arresto, la aprehensión o la detención) produjeron que estos institutos se rijan, en forma más o menos uniformizada, por algunos principios elementales, a saber:

a) Que las medidas cautelares de orden personal deben aplicarse en los casos estrictamente necesarios y con carácter excepcional; 
b) Que deben ser proporcionales a la sanción que se espera con relación al hecho imputado, y; 
c) Que los criterios de excepcionalidad y proporcionalidad son compatibles con dos criterios objetivamente definidos como el peligro de fuga u ocultación del prevenido y el entorpecimiento u obstrucción de algún acto de investigación emprendido por el fiscal. 
Los códigos procesales que se adscriben al temperamento antes consignado prevén las denominadas “alternativas” a las medidas cautelares de orden personal, con lo cual, se quiere poner coto al trato discriminatorio que dispensan los magistrados a los imputados. 
No obstante, estas herramientas consolidadas en el derecho positivo -en gran medida por obra de la humanización del derecho penal y los esfuerzos desplegados por los operadores de política criminal-, tampoco puede ser un “pretexto” para otorgar una suerte de “carta blanca” a los jueces y tribunales en este punto, sin analizar mesuradamente los presupuestos del peligro de fuga u obstrucción de actos concretos de investigación, ya que su distorsión en sentido adverso al tradicionalmente otorgado a la prisión preventiva como anticipación de pena, constituirá un aspecto negativo más de los muchos que se alzan desde la sociedad, la que descree en la administración de justicia por la corrupción y discriminación que son percibidas, persistentemente, por sus integrantes.
2.10  EL DERECHO A LA PRUEBA Y A SU IMPUGNACIÓN 

El artículo 17 de la Constitución de la República establece que “…en el proceso penal o en cualquier otro del cual pudiera derivar pena o sanción, toda persona tiene derecho a: 1)…; 2)…; 3)…; 4)…; 5)…; 6)…; 7)…; 8) ofrecer, practicar, controlar e impugnar pruebas; 9) que no se le opongan pruebas obtenidas ilegalmente o actuaciones producidas en violación de las normas jurídicas (…)”, de cuya lectura surge que el imputado, si bien está exento de la carga probatoria (recordemos que se lo presume inocente constitucionalmente, tal como lo explicáramos sucintamente al prologar este capítulo), ello no implica a que como parte de su estrategia también se ocupe de proponer, controlar e impugnar pruebas. 
Esto último guarda especial relación con la reglamentación prevista en el Código Procesal Penal cuando interpreta la necesidad de que el Estado en su tarea de investigación y recolección probatoria, se muestre cauteloso en la calidad e idoneidad del material incorporado a una causa, de manera tal que por la superioridad ética de un Estado Social de Derecho no pretenda inculpar a una persona, con reticencia u olvido de elementales reglas como la licitud de la información. 
Se analizará en el siguiente módulo cómo el ritual penal reglamenta positivamente el artículo 17.9 de la Constitución de la República en el sentido que, inclusive, cuando el propio imputado contribuya a provocar el acto probatorio irregular que pudiera utilizarse como medio de cargo por parte del órgano de acusación, si se visualiza una irregularidad inaceptable con los postulados republicanos, irremisiblemente el acto y sus consecuencias carecen de validez (concuerda esta respuesta con la parte final del artículo 137 de la Constitución Nacional).
LA REGLAMENTACIÓN DE LOS PRINCIPIOS DEL DEBIDO PROCESO EN EL CÓDIGO PROCESAL PENAL
 1. DESCRIPCIÓN CONCEPTUAL DE LOS FUNDAMENTOS DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL 
La CN de 1992 impone dentro del contexto de postulados republicanos, la forma en que deberá aplicar el Estado el ius puniendi, para lo cual señala un proceso judicial enmarcado por presupuestos insertos en el artículo 17 de la misma Ley Fundamental. La pregunta que surge del conjunto de normas constitucionales vinculadas del debido proceso penal se puede resumir en la siguiente: ¿cuál es el procedimiento que vamos a utilizar para meter legalmente en jaulas a las personas? 
Muchos partidarios del sistema inquisitivo justificaban lo intrascendente de una reforma del sistema de justicia penal respecto a los nuevos requerimientos de la constitución política, explicando que el juicio previo que postula el artículo 17.3 merece una reinterpretación en el sentido que basta que la ley secundaria prevea una forma de defensa (restringida o amplia, eso no importa) del imputado, para que se colmen las expectativas del presupuesto del debido proceso penal y que la sentencia no pueda ser impugnada por violación de reglas elementales consagradas en la CN. 
De esta manera, por vía de una reformulación de las normas constitucionales vinculadas al juicio previo, se puede concluir -en la expresión de los partidarios del sistema inquisitivo-, que basta cualquier proceso previo para cumplir con el requisito esencial del juicio previo, sin importar las cualidades o los principios que debe imbricar ese proceso judicial.  

2. EL JUICIO PREVIO Y EL JUEZ NATURAL: VINCULACIÓN ESTRECHA DE LOS PRINCIPIOS DE ORALIDAD, PUBLICIDAD E INMEDIATEZ (JUICIO PREVIO) CON LOS DE COMPETENCIA, IMPARCIALIDAD E INDEPENDENCIA (JUEZ NATURAL) 
La reinterpretación con la cual se concluyó el numeral anterior pierde consistencia, cuando verificamos que el mismo artículo 17.3 de la CN señala que los juicios deberán ser públicos, estableciendo una cualidad sustantiva que varía esencialmente la forma tradicional de los juicios sobre la base del sistema inquisitivo que siempre han sido escritos y con claras restricciones a la publicidad del trámite. 
La pregunta pertinente, es la siguiente: ¿por qué los constituyentes adoptan el requisito esencial de la publicidad para la realización del juicio previo? 
Una respuesta inmediata surge de la configuración del estado republicano que en las palabras de Aristóbulo Del Valle podría resumirse en la reunión de dos requisitos fundamentales: la periodicidad y la publicidad de los actos de gobierno. Notoriamente, el presupuesto de la publicidad va unido, por una lógica secuencial, al del control y responsabilidad del funcionario público. 
En consecuencia, si se exige al Poder Ejecutivo y al Poder Legislativo la publicidad de sus actos, lógicamente el Poder Judicial (como tercer componente de la tradicional división funcional del poder estatal), no está exento de este requisito o carga a favor de la ciudadanía. 
Analizando la gestión del Poder Judicial, encontraremos que éste se expresa mediante la pura actividad jurisdiccional, a través de juicios regulados por leyes reglamentarias, lo que de por sí se constituye en el objeto del control, en lo que debe ser publicitado y controlado por los habitantes. De esta manera, lo que el sistema republicano de gobierno exige -con relación al poder judicial- es la obligación de que sus órganos prevean modos que permitan en forma sencilla y transparente que los ciudadanos puedan observar cómo se realizan los juicios: Lo señalado nos permite inferior que los juicios indispensablemente estén regidos por el principio de publicidad. 
Aquí no se agota esta exigencia constitucional acerca del juicio público, lo cual deja de lado la idea tradicional sobre lo intrascendente de que basta la reglamentación de cualquier proceso para cumplir con el postulado constitucional del juicio previo, ya que ese juicio deberá estar conducido por unas personas que cumplan con determinadas pautas conminadas, claro está, en la misma norma constitucional. 
Es como si el texto constitucional dijera -en sentido figurado-: “Señor juez, juzgará a esta persona conforme a tales garantías y en un juicio en el que el pueblo sepa cuál es la suerte que correrá el ciudadano imputado respecto a su libertad” (prototipo de la publicidad, cuya finalidad es el control de la gestión del poder judicial), añadiendo, además, con la siguiente exigencia también en sentido figurado: “usted es una persona a la que le reconocemos independencia, una remuneración acorde a la dignidad del cargo, inmunidad funcional y una serie de atributos que le permita actuar libremente a la hora de decidir; pero así también, toda esta diferencia en el trato que se le confiere por las delicadas funciones que cumplirá, debe revertir en una obligación inexcusable: que sea usted mismo el que dirija y sea el responsable de esos juicios que caen bajo su competencia” (prototipo de la inmediación o personal participación del juez en el juicio). 
El mandato constitucional corta abruptamente ese cordón umbilical con los principios inquisitoriales que permitían discriminar los valores del debido proceso y que admitían cualquier tipo de proceso para cumplir con la exigencia del juicio previo. Lo que la CN señala es una exigencia ineludible para los magistrados judiciales: se perfila que sean éstos -los jueces- digan el derecho, ejerzan su jurisdicción y para arribar a esto, necesitan inmiscuirse directa o personalmente en el juicio, no parcialmente, sino en to do el juicio; esta exigencia constitucional de la publicidad de los juicios encuentra una sola manera de cumplimiento a través de otros principios que coadyuvan hacia su correcta realización: la oralidad y la inmediación o inmediatez. 
Solamente con la concurrencia de estos postulados propios del sistema republicano se podrá obtener que los jueces escuchen al imputado, analicen debidamente el desarrollo de la información probatoria que accede al proceso y conforme a la convicción que genera esa actividad probatoria, efectúen una valoración y emitan una sentencia ajustada a la constitución y las leyes. 
La respuesta a la interrogación, entonces, es contundente: no se puede realizar un juicio público sin el aditivo esencial de la oralidad. 
De esta forma se pueden señalar algunas pautas esenciales: 
a) Nunca el juez debe contaminarse con la investigación previa, dado que sólo le corresponde decir el derecho, o sea, ejercer la jurisdicción; 

b) Lo jurisdiccional comprende el juicio y no la investigación que debe estar a cargo de otro órgano, y; 

c) No existirá nunca un juicio sin una previa acusación por los órganos que la Constitución señale. 

Las dos primeras conclusiones responden a las exigencias constitucionales del juicio previo sobre bases orales y públicas, mientras que la última responde al principio acusatorio que prescinde la figura del juez como acusador oficioso para la promoción o realización del juicio. Entonces, la oralidad y publicidad requieren inexorablemente de la concurrencia de la inmediación para que se pueda cumplir la secuencia de exigencias constitucionales del juicio previo sobre bases republicanas y democráticas de gobierno. 
El artículo 1 del CPP rescata estos aspectos cuando señala: “...en el procedimiento se observen especialmente los principios de oralidad, publicidad, inmediatez, contradicción, economía y concentración, en la forma que este código determina”.  

3. LA PRESUNCIÓN DE INOCENCIA Y LA REGLAMENTACIÓN DE LA DUDA EN EL CÓDIGO PROCESAL PENAL

El artículo 5 del CPP define uno de los efectos más directos de la presunción de inocencia, cuando expresamente señala: “Duda. En caso de duda, los jueces decidirán siempre lo que sea más favorable para el imputado”. 
El principio trascrito opera más o menos con el ejemplo siguiente: aunque exista una alta probabilidad por medio de pruebas fehacientes de que el acusado efectivamente es el autor del hecho juzgado en un juicio oral y público, persiste la presunción de inocencia (la regla es la libertad y su excepción la privación que es una derivación procesal de la pena o sanción que sólo puede emanar de un juicio previo con los alcances del artículo 17.3 de la CN), y, por ende, impide que los jueces condenen a la persona precisamente por la prevalencia del susodicho principio de inocencia. Esta derivación de la disposición del CPP antes trascrita implica que ante la persistencia de la duda razonable, no de cualquier duda, dicho estado debe operar a favor del acusado y se lo tiene que absolver indefectiblemente.
No está demás reiterar con relación a esto último, que la simple duda jamás puede motivar -en nuestro sistema de enjuiciamiento- una condena, porque en toda empresa humana -como el juicio oral y público-, la reconstrucción exacta de la historia acaecida resulta una empresa inalcanzable, por ello lo que se pretende es la mayor coincidencia de la historia relevante a través de la recolección y valoración de elementos trascendentales que constituyen la prueba para eventualmente aplicar la hipótesis punitiva prevista en la norma penal de fondo y sostenida razonablemente por el acusador. Si contrariando estos grados de adquisición de conocimiento que dispone el juez o tribunal al valorar los hechos en su conjunto, aun así emite una condena sobre indicios o presunciones y alegando una suerte de probabilidad en cuanto a la existencia del hecho y el grado de responsabilidad penal del agente, ello podría dar lugar a la apelación contra la sentencia sobre la base de lo dispuesto por el artículo 403 del CPP que establece vicios de las sentencias cuando en la fundamentación no se hayan observado las reglas de la sana crítica respecto a medios o elementos probatorio de valor decisivo. 
Es decir, la inobservancia del principio de certeza en cuanto a la responsabilidad del acusado, lo que equivale a la vulneración de la garantía de la presunción de inocencia y con ello la destrucción de uno de los pilares del debido proceso penal republicano.  

4. LA NULIDAD POR VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS PROCESALES  

El artículo 12 del CPP establece el efecto para los casos de inobservancia de las garantías, señalando: “... La inobservancia de un principio o garantía no se hará valer en perjuicio de aquél a quien ampara. Tampoco se podrá retrotraer el procedimiento a etapas anteriores, sobre la base de la violación de un principio o garantía previsto a favor del imputado, salvo cuando él lo consienta expresamente”. 
Esta norma pretende dar mayor protección al imputado, fundamentalmente cuando quiere plasmar en forma clara que no existe la nulidad por la nulidad misma, salvo cuando el que solicite sea el imputado y realmente exista una clara inobservancia de un principio o garantía que afecta su derecho a la defensa o a su representación en actos trascendentales que requieren, ineluctablemente, la asistencia de un letrado o defensor de su elección. En casos como el citado, la nulidad es absoluta y aunque exista convalidación, la falencia no podrá ser subsanada porque se trata de un principio que afecta la defensa en juicio y, consecuentemente, el debido proceso. Fuera de la reclamación de nulidad que la pueden efectuar las partes, si es que el acto viciado no afecta gravemente la defensa en juicio, se podrá subsanar mediante la repetición del acto o la reparación del aspecto omitido, fórmula que se conoce bajo la expresión de saneamiento de los actos procesales y que se trata en el capítulo de la actividad procesal defectuosa. 
Si una de las partes alega la nulidad de ciertos actos procesales porque se ha omitido un derecho o un principio que beneficia fundamentalmente a otra de las partes, es evidente que si no éste no efectúa la reclamación, mal puede hacerlo el que no siente afectado, por el principio de que la nulidad debe generar un agravio al afectado. Se exceptúa el caso de que afecta al imputado y se trata de un acto absolutamente nulo, en cuyo caso, cualquiera de las partes puede denunciarlo pero al sólo efecto de poner en conocimiento del juez para que se realice, si es que es posible, nuevamente el acto ineficaz. 
Finalmente, si con el objetivo de evitar el progreso del trámite, porque la situación fáctica realmente no beneficia al acusador público o privado, según el caso, se pretende denunciar la violación de un acto que solamente beneficiaría al imputado y cuya sanción permita retrotraer la investigación a etapas anteriores, no se podrá plantear esta eventualidad, salvo que el mismo imputado lo consienta. 
De esta manera, se evitaría que las obstrucciones formales al progreso de la acción y consecuente posibilidad de realización del juicio oral y público, sean frustradas por una de las partes a quienes realmente les resulta intrascendente la violación de un principio o garantía a favor del imputado.  

5. LA IGUALDAD DE OPORTUNIDADES PROCESALES

Una importante corriente de opinión doctrinaria ha venido señalando que si bien es importante articular mecanismos que permitan la mejor defensa del imputado, persona contra la cual se alza el reclamo punitivo estatal, pero que mientras no exista sentencia condenatoria firme goza de su presunción de inocencia, también es fundamental dar la suficiente participación a otros sujetos que intervienen legítimamente en el proceso penal a los efectos de cautelar sus derechos o efectuar sus reclamos al poder jurisdiccional. En este sentido, el rescate de la víctima ha sido uno de los principales móviles para postular lo que se denomina igualdad de oportunidades procesales, entendida como las mismas condiciones de trato a la víctima y al imputado, esencialmente, en el trámite para requerir a los órganos jurisdiccionales el cumplimiento de ciertas pautas para la mejor protección de sus intereses concretos. 
No debemos confundir esta regla prevista en el artículo 9 del CPP con la igualdad de armas que es una forma proveniente de la política criminal para ampliar los derechos y garantías del imputado que, inicialmente, se encuentra en una situación desventajosa frente a todo el aparato estatal que le imputa la perpetración de un hecho delictivo y lo sindica como responsable del mismo. Es decir, dicha norma más bien se refiere a un objetivo concreto: minimizar los rigores que implica el dualismo Estado-Individuo. 
De esta manera, la igualdad de oportunidades procesales se plasma con la participación de la víctima informalmente en el proceso penal, sin necesidad de cumplir con ciertos recaudos como el de plantear querella criminal, trato que se asimila al imputado cuando por vías informales puede ser representado por un defensor, aunque no exista todavía un nombramiento formalmente admitido en el curso del proceso penal. 
Del mismo modo que el imputado puede recurrir las resoluciones que le son adversas o que le causan un agravio, la víctima también puede plantear el recurso de apelación contra aquéllas decisiones que pongan fin al trámite, aunque no haya participado formalmente como querellante. 
En cualquiera de las circunstancias, esas formas de participación igualitaria que están proclamadas por la CN cuando habla de la igualdad de los habitantes para acceder a la justicia, no se limitan a los ejemplos concretos que acabamos de señalar, ya que el mismo artículo 9 del CPP señala en su parte final lo siguiente: “...los jueces preservarán este principio debiendo allanar todos los obstáculos que impidan su vigencia o la debiliten”, con lo cual quiere significar que pueden verificarse otras hipótesis no previstas expresamente en la ley procesal, pero que por aplicación de esta regla, merecen una consideración especial del órgano jurisdiccional con el objeto de impedir la vulneración de esta igualdad jurídica en el ámbito procesal.  

6. LA INTERPRETACIÓN FAVOR REI DE LAS NORMAS PROCESALES  

Como una extensión de lo que abarcan los principios de la presunción de inocencia y de la duda a favor del imputado, se puede incluir en el mismo contexto y sobre las mismas bases ideológicas, el principio del artículo 10 del CPP que prevé como regla general la prohibición de la aplicación de la analogía e interpretación extensiva de las leyes procesales, con lo cual se plasma amplia-mente el principio de legalidad procesal. 
Sin embargo, esa regla incluye una norma de excepción y que se circunscribe (como anticipáramos) a la protección del estado de inocencia del imputado, cuando establece que la analogía y la interpretación extensiva no se podrán aplicar mientras no favorezcan la libertad del imputado o el ejercicio de sus derechos y facultades en el ejercicio de su defensa técnica o material. Lo que se pretende señalar en esta secuencia final de la disposición comentada, es que en un proceso penal pueden existir situaciones que tengan previstas una solución que no se encuentra en la norma concreta que correspondería a la situación procesal estudiada por el juez, pero mientras otorgue mayores beneficios al ejercicio de sus derechos o admitan circunstancias benefactoras de su libertad locomotiva, es evidente que el magistrado debe optar por usufructuar estos dos elementos interpretativos que por regla están prohibidas en el marco del debido proceso penal. 
Recuérdese que la ponderación tiene que resultar evidente en cuanto a los efectos favorables a la situación del imputado, porque sobre este conducto -si es que no se asume la naturaleza funcional garantizadora de este precepto- se podrían aplicar situaciones análogas que más bien están destinadas a justificar una medida o una potestad que para nada consolidan el estado de inocencia y el tratamiento como tal del imputado en todos los actos del proceso.  

7. EL PRINCIPIO DE GENERALIDAD  

Dice el artículo 13 del CPP: “Generalidad. Los principios y garantías previstos por este código, serán observados en todo procedimiento a consecuencia del cual pueda resultar una sanción penal o cualquier resolución restrictiva de libertad”. 
Dicha norma quiere integrar los demás procedimientos que se tramiten en otras esferas (las de naturaleza administrativa, principalmente) y que tengan por finalidad la aplicación de alguna sanción de orden penal. Algunos quieren señalar que si las sanciones no son privativas de libertad, estos principios no podrían aplicarse porque deben ser eminentemente vinculadas con la sanción penal. Empero, las sanciones que prevé el CP son las de privación de libertad, aplicación de medidas, las multas, la prohibición de ciertas conductas, el comiso de los bienes relacionados con el delito, por citar algunas. 
De esta manera, si las normas administrativas prevén un procedimiento que pueda culminar con sanciones similares a las del Código Penal, los principios establecidos en el CPP deben considerarse incorporados implícitamente en dicho trámite, tratando siempre de compatibilizar las normas de la administración con las de la jurisdicción. O sea, atendiendo a la especial finalidad de cada normativa que lógicamente no implica el mismo nivel del ejercicio punitivo estatal plasmado a través del CP y del CPP, respectivamente. 
Un tema que merecería especial atención es a la que resulta de la destitución o inhabilitación que al no ser prevista en la legislación penal vigente parecería que no está vinculada con la aplicación implícita de los principios consagrados en el CPP. Sin embargo, de ordinario, estas sanciones son las más fuertes en los ámbitos de la administración pública, principalmente, porque se subentiende que las sanciones inferiores (ejemplo: la multa) se relacionan con las establecidas en el CP, es lógico entender que también se trata de un segmento más del ejercicio punitivo en materia administrativa y, en consecuencia, cabría la aplicación implícita de las normas del CPP en materia de principios y garantías. 
Señalábamos que los jueces de otros ámbitos donde aplican sanciones similares a las del orden punitivo, deberán adecuar en la medida de lo posible, los procedimientos administrativos a los previstos por el CPP. En este sentido, si los sumarios administrativos son escritos y ajustados a pautas inquisitivas, estas reglas no podrían conmoverse ante los principios del CPP. 
Lo que sí podría verificarse es una amplitud de la defensa del sumariado así como la duración estricta del plazo de los sumarios que no podría exceder los seis meses que es el plazo previsto para la investigación fiscal en el CPP, en cuyo caso, si es que no existe resolución definitiva, tendría que declararse extinguida la sanción y determinar el sobreseimiento definitivo del afectado. 
Es importante destacar que la normativa en materia de principios y garantías consagrados por el CPP requiere, inexorablemente, de la sanción de un código administrativo que unifique los criterios para los trámites en dicha esfera, claro está, compatibilizándolos con las normas del CPP.
EL RÉGIMEN DE LA ACCIÓN PENAL
1. CONCEPTO  

La palabra acción puede considerarse como sinónima del vocablo derecho, porque intrínsecamente denota la existencia de un poder que puede ejercer toda persona (física o jurídica) siempre que dicha potestad se ampare en una norma jurídica preestablecida (derecho objetivo). Si sostenemos la sinonimia entre derecho y acción, encontraremos varios efectos prácticos, a saber:

a) Directamente estamos fundamentando la naturaleza de un medio de defensa muy utilizado en el ámbito de los tribunales por parte de los defensores, cual es, la excepción de falta de acción, significando -el excepcionante- la ausencia de un derecho que pueda sostener en un proceso cualquiera, el demandante o el querellante particular, ya que la supuesta pretensión que invoca no está refrendada por el derecho sustantivo o el derecho adjetivo, según sea una falta de legitimación activa (ad-causam) o la ausencia de legitimación procesal (ad-processum); 
b) Indirectamente estamos admitiendo la necesidad de la existencia de un previo requerimiento (al más puro estilo dispositivo) o ejercicio de alguna pretensión por parte del “autorizado” (damnificado) legalmente para requerir o sostener una imputación contra cualquier persona a quien se sindique como autor o partícipe de un hecho punible. Vale decir, el régimen de la acción penal, en nuestro caso, perfila un presupuesto imprescindible para hablar de la existencia de un proceso penal ajustado a las reglas mínimas exigidas por la Constitución de la República, y; 
c) Deduciendo lo expuesto, surge que nunca puede haber proceso sin el previo ejercicio de una acción, la cual, a su vez, debe sostenerse en una autorización legítima (jurídica) previamente señalada en una ley sustantiva o adjetiva, claro está, anterior al hecho que motivará el procedimiento. 
Se puede afirmar que la naturaleza del régimen de la acción es muy simple, porque su ejercicio pone en evidencia en la necesidad política señalada constitucionalmente de dirimir un conflicto que pone en serio riesgo el bien jurídico más trascendente después de la vida misma, cual es, la libertad de locomoción de las personas. Esta singularidad que difiere notoriamente de las demás disciplinas procesales, se traduce en la preexistencia de un órgano de acusación (según el momento en que se la ejerce) que formula una pretensión amparada en el derecho sustantivo, más esto no implica una negación que toda persona afectada o damnificada por algún hecho que repute criminoso, la ejerza aún en la hipótesis probable que no pueda sostenerla adecuadamente, o sea, que pueda consolidar con certeza lo afirmado al formular inicialmente su pretensión. 
El derecho de acción es una potestad o una facultad amparada en una norma de carácter objetivo que surge del derecho constitucional de petición a las autoridades y cuya protección en cuanto al ejercicio de dicha potestad reside en una vinculación de aquélla con el derecho sustantivo. En materia penal, apenas un pequeño segmento de las acciones permite realizar la operación lógica expuesta por el concepto trascripto -de la autonomía de la voluntad de las partes- predominante en el derecho civil, ya que siendo regla casi exclusiva, el ejercicio obligatorio de la acción penal encomendada a un órgano estatal (Ministerio Público) que actúa bajo los principios de oficialidad y estatalidad, según se estudiará en su oportunidad. 
De esta manera, el ejercicio de la acción penal es resultado de una potestad o deber conferido a determinadas personas u órganos para ejercer frente a los órganos jurisdiccionales previamente designados y constituidos, una pretensión punitiva a los efectos de averiguar si el hecho se produjo efectivamente y si de la investigación se reúnen los datos relevantes para determinar la existencia de una conducta relevante para el derecho penal, así como la identificación del o los responsables (a quienes se garantiza el ejercicio pleno e irrestricto de sus derechos procesales), reclamar la aplicación de la ley penal sustantiva en nombre de la sociedad y del Estado -o por la víctima-, la cual se producirá -única y exclusivamente-, si se confirma la hipótesis punitiva a través de una decisión judicial imparcial e independiente.
2. FUNDAMENTO DE SU REGULACIÓN  

¿De dónde se origina el derecho de accionar penalmente? 

La respuesta es muy sencilla: del derecho penal sustantivo que predetermina bajo qué hechos punibles se admite la persecución del órgano público y en los demás casos -la excepción a la regla- sólo es permitida la persecución por parte del particular damnificado. 
De esta manera, se reglamenta el derecho constitucional de peticionar a las autoridades, a través del derecho penal, y conforme a esta secuencia jerárquica de normas que intervienen en la génesis de la acción penal, la norma secundaria (Código Penal) habilita su ejercicio a los autorizados legalmente. 
La amplitud del ejercicio del derecho de petición que está previsto en el artículo 16 de la Constitución (ejercicio de los derechos en juicio) permite vincular íntimamente tres niveles jurídicos: 
a) Derecho Constitucional (facultad de peticionar a las autoridades); 
b) Derecho Penal (reglamentación del derecho de petición en la jurisdicción penal determinando la naturaleza y las personas habilitadas para ejercerlo), y; 
c) Derecho Procesal Penal (del cual es su pieza inicial para mover la jurisdicción penal y a través de las diversas actuaciones que pueden efectuar los interventores en el proceso, se podrá obtener la satisfacción del requerimiento punitivo del actor, o por el contrario, se podrá obstaculizar, impedir o extinguir de diversas formas esa pretensión). 
Entonces, el objeto de la acción penal es un presupuesto autónomo al derecho penal material, pero es condictio sine quae non para la existencia de un proceso penal, atendiendo a los pasos previos y posteriores consignados. A fin de evitar errores que corrientemente se verifican en el derecho penal, es que parece oportuno distinguir entre lo que muchos consideran elementos conexos de esta institución, cuando que realmente no es tan así. 
Nos referimos pues a las expresiones acción penal y pretensión punitiva, respectivamente. 
A través de la acción penal se habilita -como un deber institucional emanado de la ley penal, por regla- al órgano estatal constitucionalmente señalado a ejercer (mediante requerimiento) la investigación de un supuesto hecho punible que afecta gravemente un interés social en el conflicto generado por la inobservancia del precepto penal (en principio). Mientras que por la pretensión punitiva se quiere significar la preexistencia y persistencia de un derecho estatal (en sentido general) a la punición que se manifiesta con una promesa de investigación objetiva del supuesto delictivo (deber de investigar y ejercer la acción penal pública), el que recién se efectiviza (en una etapa posterior de la investigación y consecuente admisión de la acusación concreta) al concluir el juicio que contenga una sentencia condenatoria a la persona culpable.
3. INFLUENCIA DE SU EJERCICIO SOBRE EL DERECHO  

Existe una estrecha relación entre el derecho y la acción, ya que a través del ejercicio de ésta se pueden conservar los derechos, que por lo general son prescriptibles, lapso que se interrumpe en lo penal con los criterios jurisprudenciales que se conocen como secuela del juicio. 
a) En cuanto a la suspensión de la prescripción, la misma se da en los casos de obstáculos formales para la persecución penal (cuestión prejudicial atinente al desafuero de un funcionario que está protegido por ese instituto), quedando a salvo la pretensión punitiva del Estado cuando desaparezca el obstáculo. 

b) También el ejercicio de la acción puede modificar el derecho sustantivo (el contenido de la pretensión del actor), cuando en el curso del proceso impulsado por el Ministerio Público se produce un cambio cualitativo de la información que permite ampliar la reclamación inicial, siempre que con ello no se vulnere el principio de congruencia que debe existir entre la acusación y los hechos debatidos en la audiencia que genera, posteriormente, en un caso hipotético, la sentencia condenatoria. Asimismo, la protección del derecho sustantivo que invoca el actor, puede extinguirse, si durante el proceso el acusador no formula su acusación en el plazo legal, omisión que provoca la extinción de la acción penal y con ello la pretensión punitiva. 

c) La falta de sostenimiento de una acusación en plazo oportuno, por aplicación de la regla nem bis in ídem (prohibición de persecución múltiple), impide una nueva persecución penal. 

d) Idénticas consecuencias se producen cuando el acusado es absuelto o se admite su sobreseimiento. Con el mismo razonamiento, si se dicta una sentencia condenatoria, el cumplimiento de la sanción por parte del afectado resultará de la sentencia (recaída en el proceso, mediante el correcto y efectivo sostenimiento de la acusación) y no del derecho sustancial que originariamente sirviera de sustento a la promoción de aquella. 

e) El ejercicio de la acción también puede constituir un nuevo derecho, el que surge del “resultado final” del proceso penal. Así, la sentencia condenatoria consolida la expectativa de una pretensión derivada del delito condenado y que habilita plenamente a la víctima para reclamar indemnización de los daños y perjuicios emergentes del hecho condenado. 

f) Por último, el ejercicio de la acción impide, a veces, que ese derecho sea transferido a determinadas personas, como los abogados que intervinieron en el proceso (ejemplo: la necesidad de contar con un poder especial que permita discernir correctamente la pretensión del damnificado en los casos de querella adhesiva, o, la imposibilidad de renunciar o efectuar transacciones en el curso del proceso, ya que la disponibilidad de la acción pertenece exclusivamente a la víctima y no a sus apoderados). Por regla, la acción penal es intransferible, salvo el caso de los herederos de la víctima que pueden instar el procedimiento o proseguir la querella instaurada, según la naturaleza del hecho punible por el cual se pretenda continuar la imputación.  

4. MANERAS DE PROMOVER LA ACCIÓN PENAL 

El Código Penal inserta una modalidad novedosa en el régimen tradicional de la acción penal y que consiste en la condición previa de una instancia de la parte afectada o damnificada por el hecho. Significa que la víctima o los autorizados legalmente (parientes, tutores, curadores o el Ministerio Público en casos taxativos) previamente deben poner en conocimiento del órgano requirente (Ministerio Público) mediante denuncia de la perpetración de un delito que los afecta directa o indirectamente, en cuya circunstancia, el Ministerio Público recién puede hacerse cargo de sostener la acción penal pública (la persecución), mediante el proceso penal reglado en la legislación secundaria. 
De esta manera, se puede decir que la clásica división de la acción penal en pública y privada subsiste de la lectura de los Códigos Penal y Procesal Penal, pero si nos ceñimos exclusivamente al texto del Código Penal, notaremos la absoluta prevalencia del régimen de la acción pública, difiriendo solamente en lo que se refiere a su ejercicio que adopta dos modalidades: la acción penal pública directa u oficiosa y la acción penal pública indirecta o sujeta a la previa instancia de la parte afectada o la víctima en particular. 
Lo que debe quedar claro es que la instancia del procedimiento a cargo de la víctima, no significa que el hecho punible sea de acción privada, sino que sigue perteneciendo a la órbita de la acción pública, sólo que el Ministerio Público no puede iniciar una investigación penal en forma oficiosa o unilateral, sino que debe esperar que la víctima inste el procedimiento (según el artículo 98 del CP el plazo para instar es de seis meses contados desde la realización del hecho o el conocimiento de su autor o participante) por vía de una denuncia o querella adhesiva, bastando, en puridad, la existencia de una denuncia para habilitar al Ministerio Público a ejercer la acción penal pública. 
La manera práctica y útil para verificar una distinción entre los hechos punibles de acción pública cuya persecución la puede iniciar el Ministerio Público en forma oficiosa o a instancia previa de la víctima en la forma expuesta precedentemente, se puede esquematizar de la siguiente manera. 
A. Acudiendo a la Parte Especial del Código Penal, en la cual leeremos cada tipo legal y de su texto completo e integral verificaremos si hace referencia a la siguiente locución (que puede ser textual o similar al que trascribimos a continuación): “…La persecución penal del hecho dependerá de la instancia de la víctima”, con lo cual está refiriendo que se trata de un caso reglado por los artículos 97 y 98 del Código Penal. Es decir, un hecho punible cuya persecución a cargo del Ministerio Público está sujeto a la previa instancia de la víctima en el lapso de 6 (seis) meses. 

B. Si de la lectura en la forma consignada en el literal anterior, no se hace mención de esta especial cualidad, entonces el hecho punible es de acción pública pura o su persecución a cargo del Ministerio Público puede darse en forma oficiosa. C. De esta manera, se preserva el principio de que el Ministerio Público sobre la base del principio de legalidad, estatalidad y oficialidad mantiene el predominio del ejercicio de la acción penal pública, sin condiciones previas y sólo excepcionalmente, en los casos expresamente establecidos en la Parte Especial del Código Penal, se restringa levemente, mediante una condición previa e indispensable que constituye la instancia previa de la víctima. 
Fuera de las condiciones expuestas, la acción penal privada subsiste por decisión posterior del legislador, cuando se consigna en la Ley Nº 1286/98 que sanciona el Código Procesal Penal, cuyo artículo 17 determina taxativamente los hechos punibles de acción privada, es decir, en los cuales no es parte el Ministerio Público y sólo se puede iniciar el proceso penal sobre la base de una acusación particular, coyuntura específica en la que el querellante que siempre es la víctima en el concepto legal del artículo 67 del CPP y adopta el carácter autónomo, precisamente porque siendo la base del sistema acusatorio -“nemo iudex sine actore”- (en una traducción al castellano más o menos amplia de lo que se pretende trasmitir como idea-fuerza: no habrá juicio o proceso penal sin previa acusación pública o particular), al no aplicarse este pequeño segmento excepcional a la regla de que el proceso penal se promueve por vía de la acción penal pública a cargo del Ministerio Público, para constituir válidamente el proceso se requiere una acusación particular en sustitución a la pública por la naturaleza del hecho punible que, reiteramos, es de acción privada. 
Una cuestión final que debe considerarse: los hechos punibles de acción privada previstos en el artículo 17 del CPP, originariamente eran de acción penal pública dependiente de la instancia previa de la víctima, por lo que tal conversión se dio por decisión exclusivamente legislativa y sobre bases pragmáticas, aunque el autor de este material quiere manifestar su absoluta discrepancia, ya que tal discriminación legislativa no se circunscribió a criterios prácticos y razonables. Y esto surge fácilmente de la lectura del catálogo del artículo 17 del CPP (los hechos punibles de acción pública “convertidos” en acción privada), en el que ciertas conductas como la lesión, lesión culposa, violación de domicilio, daño, etcétera no concitan, en los hechos, una posibilidad de acceso a la justicia por parte de la víctima, principalmente cuando se trata de una víctima “de escasos recursos”. 
Bien sabemos que la querella autónoma exige el patrocinio de abogado, y, por ende, implica un costo económico que mal podría sufragar una persona de escasos recursos. No está por demás recordar lo reiterado en clase, cuando notamos de la cruda realidad que gran parte del segmento que se ubica entre imputados y víctimas de hechos punibles presentan una peculiar y triste coincidencia: la realidad de sus padecimientos por el hecho y la impotencia de enfrentar al sistema judicial, desde su posición, por las condiciones económicas paupérrimas. He allí la base de la crítica de quien escribe estas líneas. 
En puridad, la conversión de los hechos punibles de acción pública “dependientes de la previa instancia de la víctima” (Código Penal) a hechos punibles de acción “privada” (Código Procesal Penal) se puede visualizar sencillamente acudiendo a los tipos legales previstos en el código de fondo y los tipos legales de acción privada en el código procesal penal, para encontrar el origen y una explicación, si bien exclusivamente formal, por lo menos, un elemento para fundar esta diferenciación. 
En elevada síntesis, podemos concluir: 
a) El Título VI Del Código Penal menciona solamente la Instancia del Procedimiento dentro de la Parte General del Libro Primero, sin involucrar de una manera concreta a la Acción Privada, figura consagrada en la Constitución de la República (artículo 23). 
b) Por esta razón debemos acudir, como fuente suplementaria del régimen de la acción penal, al texto constitucional que, finalmente, se convierte en la integradora de las inadvertencias gastadas por la legislación de fondo. 

c) En virtud del Código Penal todos los hechos punibles que requieren instancia de la víctima son de acción pública derivada, mientras que las que no precisan de este mecanismo previo son puramente de acción pública. 
d) La razón por la que se reconocen ciertos delitos de acción pública que requiera la previa instancia de la víctima, se sustenta en que si bien la sociedad se interesa en la investigación de todos los hechos punibles perpetrados, todos ellos no se pueden conocer directamente por el Ministerio Público. 
e) Existen numerosos acontecimientos que un representante de la sociedad mal podría enterarse, porque la esencia de un Estado Republicano no es la del control hegemónico de todos los ámbitos de la vida del ciudadano, que más bien es un rasgo típico de los totalitarismos. 
f) De esta manera, obviando la necesidad de una previa instancia de la víctima, la acción penal siempre es pública (según el Código Penal), ya que la protección de algunas conductas valiosas por la norma penal es de interés público (en todos los hechos punibles de la parte especial), de lo que se deriva que la falta de previsión de los delitos de acción privada responde a una decisión de política criminal. 
g) El rescate de la víctima entendido como el derecho que tiene a sostener, exclusivamente y en determinados hechos punibles, el ejercicio de la acción sin participación del órgano fiscal, se advirtió en el artículo 23 de la Constitución, que explica los alcances de la exigibilidad de la prueba de la verdad en delitos de acción privada, con lo que se patentizaba que la propia normativa fundamental asentía la figura imprevista, como se advirtió, en el Código Penal. 
h) Con este nuevo elemento de convicción, se incluyó dentro del régimen de la acción artículo 17 del CPP- un catálogo de Delitos que sólo se pueden perseguir a través del ejercicio de la acción exclusiva por parte del ofendido o particularmente damnificado, con prescindencia del órgano estatal requirente.
La bifurcación de caminos en cuanto al tratamiento del régimen de la acción en el Código Penal y Código Procesal Penal, respectivamente, generó las siguientes consecuencias: 
1. El capítulo de la instancia del procedimiento que en términos más sencillos fundamenta el régimen de la acción penal, se remite a dos cuerpos legales, contrariando una técnica legislativa apropiada. de tal manera que el interesado en esta materia, debe acudir al código de fondo y de forma para terminar de estudiar el régimen correspondiente a las maneras de ingresar al procedimiento penal; 

2. Los hechos punibles individualizados como de acción penal privada por virtud del artículo 17 del CPP corresponden a situaciones que originariamente estaban previstas en el CP como perseguibles a instancia de la víctima; 

3. por efecto de esto último, la naturaleza de la acción penal pública dependiente de la instancia de la víctima, es modificada por el CPP y con ello disminuye el catálogo de las mismas y su consecuente impacto político-criminal para cada caso específico, y; 

4. Se restituye el capítulo del procedimiento especial para los hechos punibles de acción privada que en el modo originario previsto por el Código Penal resultaba inaplicable.
LAS SALIDAS ALTERNATIVAS AL PROCEDIMIENTO ORDINARIO
1. SU DIFERENCIACIÓN DEL MODO “NORMAL” DE CONCLUIR EL PROCEDIMIENTO ORDINARIO


Analizamos este módulo formulándonos la siguiente pregunta: ¿por qué hablamos de salidas alternativas al procedimiento? Y agrego todavía más a la pregunta inicial, ¿qué son las denominadas salidas alternativas o alternas al procedimiento ordinario? La respuesta se concentra entonces en los siguientes aspectos a saber, los cuales, en su conjunto, explican acabadamente las razones del legislador para su incorporación “novedosa” al régimen de la acción penal. 
a) Por un lado, por virtud del artículo 268.2 y 269.3 de la CN, al instituirse el Ministerio Público, se le atribuye, con carácter exclusivo, el ejercicio de la acción penal pública. 
b) Esto se reglamenta positivamente en el Código Penal cuando establece que los hechos punibles son de acción penal pública pura (porque la persecución la puede iniciar el Ministerio Público en forma oficiosa) y la acción penal pública derivada, mediata o dependiente de la instancia previa de la víctima. Esto último implica, según vimos en los apartados anteriores, que el Ministerio Público sigue siendo el titular indiscutido de la acción pública, sólo que para iniciar la investigación o persecución, depende que la víctima le ponga en conocimiento previo del hecho, claro está, en los casos señalados en el Código Penal (Ejemplo: el artículo 133 del CP que regla el hecho punible de acoso sexual que exige la instancia de la víctima para dar origen a la persecución penal del Ministerio Público), sin cuya condición -que debe ejercerla en el plazo máximo de seis meses contados desde que haya tomado conocimiento del hecho o de la persona del autor- no es posible el procedimiento penal a cargo de la institución oficial y pública (Ministerio Público). 
c) Recuérdese que por virtud del Artículo 18 del CPP el Ministerio Público tiene el deber de ejercer la acción penal pública en los casos establecidos en la ley, pudiendo prescindir, cesar, suspender o culminar su ejercicio en la forma y condiciones también predeterminadas por el CPP. Esta norma es la que confiere fundamento a las denominadas “salidas alternativas al procedimiento ordinario”. 
d) Para los hechos punibles de acción penal pública (directa u oficiosa e indirecta, mediata o dependiente de la instancia previa de la víctima) se regla un procedimiento ordinario, distinguiéndose así de los procedimientos especiales (entre los cuales, se encuentra el regulado en el CPP para los hechos punibles de acción privada), y, bien sabemos que la manera “tradicional” o “normal” (por usar expresiones cómodas que pretenden explicar el tópico) de concluir el procedimiento ordinario es a través de una sentencia definitiva (absolutoria o condenatoria, según el caso), es decir, no se plantea la posibilidad de que n proceso penal de acción pública no concluya a través de la sentencia definitiva, porque este es el acto y hacia ella se dirigen los actos procesales previos tendientes a dilucidar si el hecho es punible o no y si es posible conminar la responsabilidad penal al procesado. Esta última operación, sólo es posible, con el dictado de una sentencia definitiva.
e) En consecuencia, el modo de culminación normal de un procedimiento ordinario es la sentencia definitiva absolutoria o condenatoria, porque así está previsto en todos los códigos procesales. f) Sin embargo, el CPP reconoce la posibilidad de que existan causas penales -en los casos expresamente establecidos por su propia normativa- de que culminen en forma anticipada, es decir, de manera previa, o mejor aún, muy anterior al dictado de una sentencia definitiva, para lo cual, se instituyen ciertas figuras que reconocen realidades que se dan en el proceso y que evitan la sobrecarga de causas penales en los cuales ya no existe un interés social relevante y en el que prima especial interés el ánimo reparatorio entre víctima y victimario, o, fundamentalmente porque se trata de hechos punibles de escaso reproche o mínima repercusión social (las partes en litigio se conciliaron, el imputado resarció a la víctima, el imputado obró con una notoria disminución del grado de reprochabilidad, el Código Penal prevé para el caso concreto un reproche reducido o la gravedad de las consecuencias del hecho generado por el imputado se trasladaron al mismo de manera tan dolorosa, que el mismo recibió una consecuencia más gravosa de la que produjo por su propio hecho como se da con los casos de pena natural), y, en estos casos, reiteramos, estrictamente permitidos por el CPP, se permite culminar anticipadamente el procedimiento ordinario (ya que lo que cesa, se suspende o se neutraliza por medio de un acuerdo entre víctima y victimario con consentimiento del órgano judicial es la acción penal pública) sin que se agoten todas las etapas del proceso, y, consecuentemente, se dicte una sentencia (se exceptúa el caso del juicio abreviado, pero lo mismo constituye una salida alternativa al procedimiento ordinario, porque se obvia una etapa del proceso penal, cual es, el juicio oral y público). 
En suma, se denominan salidas alternativas al procedimiento ordinario las instituciones previstas expresamente en el CPP que permiten cesar, suspender o extinguir el ejercicio de la acción penal pública sin que se agote todo el trámite que, normalmente, culmina con el dictado de una sentencia definitiva (absolutoria o condenatoria). Estas figuras permiten una descarga importante del trabajo al Ministerio Público, confiriéndole capacidad de concentración con relación a las causas realmente complejas y comprometidas con el interés social relevante, a la vez de permitir la plenitud de la función restauradora por vía de la conciliación o consenso entre las partes principalmente interesadas en determinados hechos punibles, con lo cual se restablece la paz social o se redefine el conflicto de una manera menos traumática y con mayor eficiencia y anuencia de las partes en litigio.7

2. LOS CRITERIOS DE OPORTUNIDAD 

La matriz principio de legalidad significa que los hechos punibles (definidos en el código penal, ordinariamente) deben ser perseguidos por un órgano estatal encargado de requerir la investigación y, conforme a la constatación de la hipótesis sostenida en el requerimiento, formular la acusación en nombre y representación de la sociedad y del estado (pretensión punitiva), lo que se discute es si dicha persecución “obligatoria” o fundada en un deber jurídico es aconsejable para todos los casos o solamente para los que afectan con mayor gravedad los bienes jurídicos encapsulados por las normas del derecho penal sustantivo. 
Analizados estos aspectos, es conveniente abordar el punto relativo a la supuesta imprescindibilidad del ejercicio de la acción penal pública, para determinar si existe, en realidad, algún impedimento que genere una salida real y eficiente a la persecución penal. 
Inicialmente podría sostenerse -superficialmente- que la norma constitucional a la cual nos remitiéramos al estudiar el principio de legalidad –el artículo 268.3 de la CN- impediría aplicar el criterio de prescindencia relativa o restringida de la acción pública más conocida como criterios de oportunidad. Sin embargo, leyendo con especial atención dicha norma constitucional, encontramos que la misma no es un dispositivo “cerrado”, ya que de su contexto se puede coincidir con la opinión que en el mismo nivel de discusión expusiera el conocido jurista argentino José Ignacio Cafferata Nores señalando: “...en ningún lugar la Constitución expresa, que cada vez que se comete un hecho de los que la ley anterior tipifica como delitos, se deba imponer una pena o deba iniciarse un proceso. Además, aun cuando reconoce expresamente la necesidad de acusación presupuesto del juicio (“acusación, juicio y castigo” es la secuencia prevista por la Constitución en ese tramado), no ordena que aquélla se produzca en todo caso...”. 
De esta manera, el mandato es imperativo en cuanto a la investigación y planteamiento de una hipótesis acusatoria en los delitos de acción penal pública, más la prescindencia de esa persecución no está expresamente prohibida porque se encuentra ante la posibilidad –el órgano de acusación pública- de usufructuar otros remedios alternativos que permitan una “solución real” del caso, antes que una meramente “formal e idealizada” del litigio penal. 
Esta alternativa es perfectamente aprehendida por el sucedáneo del principio de legalidad constitucional y que lo prevé el artículo 18 del CPP que habilita una regla de apertura al expresar: “Legalidad. El Ministerio Público estará obligado a promover la acción penal pública en los hechos punibles que lleguen a su conocimiento, siempre que existan indicios fácticos de la existencia de los mismos. Cuando sean admisibles, se aplicarán los criterios de oportunidad establecidos en este código”. Consecuentemente, la CN no “cierra” la posibilidad de reglamentar el principio de legalidad, aspecto que depende del derecho secundario y que, claro está, debe articularlo el derecho procesal penal al que se encarga la regulación de todo lo concerniente a las formas de motivar la jurisdicción para aplicar, en su tramo final y definitivo, el derecho penal sustantivo. 
De acuerdo con el artículo 18 del CPP, el principio de oportunidad consiste en la potestad jurídica que dispone el órgano encargado de la persecución penal de prescindir el ejercicio de la acción penal pública, o de suspender su ejercicio provisoriamente, o de restringir dicho ejercicio en cuanto a hechos y personas imputadas, por razones de política criminal y situaciones procesales predeterminadas en la misma ley, pese a concurrir las condiciones ordinarias (objetivas y subjetivas) para perseguir y eventualmente solicitar el castigo por la perpetración de la hipótesis punible. 
Del concepto se pueden abstraer una serie de elementos sustanciales que permiten discernir su significado institucional: 
 Es una potestad jurídica, porque la misma debe ejercerla primaria y necesariamente -aunque no indispensablemente-, el órgano encargado de la persecución (Ministerio Público), por lo que se prescinde para los casos de hechos punibles dependientes de instancia de parte o de acción privada, que disponen de otros conductos para la obtención de la cesación de la persecución punitiva; 

 Esa potestad puede consistir en la cesación de la persecución, en la suspensión condicionada de esa persecución o en limitar esa persecución a determinados hechos y personas; 

 Esas facultades se reglamentan en la ley procesal penal, fuera de las cuales, no cabe una interpretación extensiva o analógica; su regulación jurídica no permite una disponibilidad discrecional absoluta, sino que está sujeto al control jurisdiccional a los efectos de precautelar los intereses sociales, de la víctima y las garantías para el imputado, y; 

 Por el alcance de la terminología, el Ministerio Público sólo podrá ejercer esta potestad hasta antes de la admisión de la acusación que origine el juicio oral y público, aunque otras legislaciones admiten esta salida hasta antes de dictarse sentencia. 

Entonces, la obligación de perseguir penalmente los hechos de acción pública sigue siendo la regla y la prescindencia o cese de dicho ejercicio la excepción, siempre que exista resolución favorable del tribunal y que se reúnan ciertos requisitos como el consentimiento del imputado y de la víctima, respectivamente; esta posibilidad de prescindir la persecución penal la prevé el artículo 19 del CPP.
Así tenemos que el principio de legalidad está sustentado, primariamente, por limitaciones como la irretractabilidad y la indispensabilidad (obligatoriedad inexcusable de promover la acción), pero esta interpretación básica –profundizando un poco más el análisis normativo- cede ante la posibilidad que permita al Ministerio Público disponer del ejercicio de la acción penal bajo condiciones explícitas que es lo que se conoce como aplicación de criterios de oportunidad, que a su vez, puede ser: limitada, taxativa o reglada por la ley y libre o amplia, dejando a cargo del órgano el ejercicio de la acción penal. Conforme a la lectura del artículo 19 del CPP, la aplicación de criterios de oportunidad a cargo del Ministerio Público es taxativa, limitada o reglada.  

2.1 LOS PRESUPUESTOS PARA SU ADMISIBILIDAD

El artículo 19 del CPP admite la aplicación de criterios de oportunidad en los siguientes casos: 
a) Que dicho planteamiento lo efectúe el Ministerio Público; 
b) Que dicha solicitud lo puede efectuar en cualquier momento de las dos etapas que componen lo que resumidamente podría denominarse como “preparación de la acusación” (investigación e intermedia, respectivamente);  
c) Que la solicitud debe ser sometida a la aprobación del juez penal o juez de paz, en su caso, y;  
d) Que existen criterios taxativamente establecidos en el mismo artículo 19 en concordancia con las normas del Código Penal que permitirían analizar la procedencia o no de esta solicitud. 
Ahora bien, la oportunidad reglada del CPP permite distinguir las diversas hipótesis, a saber: 
El inciso 1º del artículo 19 dice: “cuando el procedimiento tenga por objeto un delito, que por su insignificancia o por el grado de reproche reducido del autor o partícipe, no genere un interés público en la persecución...”. Esto significa que la restricción para la aplicación del criterio de oportunidad se ciñe solamente a los delitos y no a los crímenes (que por virtud del CP podrían generar una sanción privativa de libertad superior a los 5 años). 
La insignificancia tendría que sopesarse conforme a elementos objetivos y subjetivos conjuntamente por el juez penal o juez de paz, en cada caso. Por ende, la expresión no es cláusula cerrada. 
El entendimiento de lo que implica la expresión, según el Diccionario de la Real Academia Española se sintetiza como: “... cosa muy pequeña o cantidad muy pequeña o de muy poco valor...”, indistintamente al hecho en particular y los bienes jurídicos afectados por aquel. En cuanto al hecho se debe atender al escaso disvalor del resultado como se da en el caso de la tentativa inacabada, que sería el aspecto objetivo a ser tenido en cuenta. A esto debe añadirse, las condiciones subjetivas de tiempo, modo y forma en que se produjo la tentativa en concreto, sin perder de vista un elemento de ponderación objetiva referente al valor e importancia del daño que estuvo en peligro de consumarse por la tentativa. 
En cuanto a ese último elemento, el artículo 172 del CP establece la persecución penal pública “oficiosa” cuando el delito afecte alguna cosa mueble cuyo valor exceda los diez jornales mínimos, pero este parámetro no debe adoptarse con un criterio “absoluto”, ya que el valor en jornales mínimo puede exceder a los diez jornales y aun así, considerarse que el hecho resulta insignificante por la actitud que adopta el imputado frente al hecho y al daño que pretende resarcir, o la propia víctima considera admisible la prescindencia merced al acuerdo suscrito con el imputado. Es decir, se reintegran las condiciones de modo, tiempo, lugar y personales “concretos” del hecho que podría beneficiarse con esta salida alternativa. 
Nótese que en los hechos punibles contra el patrimonio se puede tentar una salida consensual como los acuerdos reparatorios que podrían servir de base para la prescindencia de la persecución penal y, en este instituto, no existen limitaciones respecto al valor económico del bien mueble o inmueble afectado; en consecuencia, la limitación objetiva que surge del primer numeral del artículo 19 del CPP es que la prescindencia de la persecución penal debe sostenerse en delitos y nunca en crímenes. 
Otro elemento objetivo que puede despejar las dudas en cuanto a la interpretación del artículo 19.1 del CPP cuando habla del escaso reproche o reproche reducido. La reprochabilidad o culpabilidad debe entenderse como “la reprobación basada en la capacidad del autor de conocer la antijuridicidad del hecho realizado y de determinarse conforme a ese conocimiento”, vale decir, en “querer cometer el hecho y conducir su conducta conforme a la obtención de ese resultado dañoso”. Esta definición exige la concurrencia de un grado objetivo de autodeterminación del agente de tal forma que sea imputable, o sea, que tenga la aptitud de conocer la antijuridicidad de su obrar y la posibilidad cierta y razonada de poner todos los esfuerzos de ese comportamiento para realizar el resultado conocido que provee la conducta antijurídica, pudiendo desviarla a otra distinta, prefiriendo aquélla. 
No obstante, también existen circunstancias que tornan imposible comprender la antijuridicidad de la conducta del agente: incapacidad psíquica, trastorno mental, desarrollo psíquico incompleto o retardado y grave perturbación de la conciencia; también se puede dar el caso de algún error de prohibición vencible: cuando se desconozca la existencia de un norma penal que sanciona una determinada conducta (el extranjero que consume marihuana y posee una cantidad superior a los diez gramos y que desconoce la punición de dicha tenencia por virtud del artículo 30 de la Ley Nº 1340/88), los casos de defensa putativa (cuando el agente cree ser agredido ilegítimamente y reacciona, cuando que realmente estaba siendo objeto de una broma) y la situación de un grupo no integrado al contexto social y por ende le resulta difícil comprender eficientemente las prohibiciones del texto normativo penal (el indígena que desconoce ciertas conductas como punibles, cuando que en su sistema organizacional no existe similar prohibición). 
Otro modo de mensurar el escaso reproche es a través de la inexigibilidad de otra conducta que autoriza la realización de un hecho antijurídico para desviar de sí mismo, de un pariente, o de otra persona allegada un peligro presente para su vida, su cuerpo o su libertad. Finalmente, la irresponsabilidad que prevé el CP en su artículo 21 para los menores que no hayan cumplido catorce años de edad. 
Todas las hipótesis previstas en el CP pueden merecer la aplicación del principio de oportunidad fundado en el escaso reproche del hecho punible, quedando a criterio del juez analizar las consideraciones objetivas y subjetivas que, indudablemente, deben concurrir para su pertinencia. Este catálogo primario no impide que las “circunstancias análogas” a las predichas puedan ser incluidas a los efectos de prescindir de la persecución penal por virtud del artículo 19 del CPP, pero debe consignarse que todas ellas encuentran una limitación punitiva y que consiste en la expectativa de sanción que no podrá exceder los cinco años de privación de libertad, vale decir, exclusivamente para los casos de delitos. 
Una cuestión final respecto al punto analizado: una mala redacción del inciso en cuestión no trasluce la finalidad de lo que se entendería por escaso reproche o por el concepto de delito, es por eso que la jurisprudencia tendría que reinterpretar la expectativa de pena de hechos punibles que no excedan los cinco años de privación de libertad, con la posibilidad que el marco penal señalado expresamente por cada tipo (5 años) se concentre a la pretensión punitiva (calificación del hecho y solicitud de eventual sanción, mediante) que formule el Ministerio Público, en cada caso. 
El inciso 2º del artículo 19 del CPP expone otro caso de oportunidad, al señalar que: “... el código penal o las leyes permiten al tribunal prescindir de la pena”; la aplicación irrestricta del principio de legalidad penal provocaba, muchas veces, un “resultado” que no se compadecía con las circunstancias “estrictamente fijadas en la norma penal” y esta es la situación de las sanciones naturales que el agente o imputado recibía mediante el hecho del cual resulte responsable. Ejemplo: el conductor del automóvil que en compañía de su menor hijo cruza una luz roja del semáforo en una esquina muy transitada y resulta embestido -por esa negligente omisión- por un camión que cruzaba en la arteria que daba con luz verde y por efecto de esa colisión se produce la muerte del párvulo a más de lesionar al conductor del camión. La sanción “moral” que recibirá el imputado es superada con creces por la que podría recibir “penalmente”, por lo que atendiendo a las particularidades del caso, se puede prescindir de la sanción. 
El artículo 64 del CP dice: “Prescindencia de la pena. Cuando el autor hubiera sufrido, por su propio hecho, consecuencias de tal gravedad que ostensiblemente no se justificara agregar una pena, el tribunal prescindirá de ella. Esto no se aplicará cuando proceda una pena privativa de libertad mayor de un año”. Aparentemente la norma penal impide la vigencia de este principio de prescindencia para casos que superen el año de privación de libertad; empero y del análisis, el Ministerio Público tendría que justificar mediante su petición de “expectativa de punición concreta” una calificación que no excederá del año de privación, por lo que podría incorporarse a los casos de delitos cuya máxima sanción puede ir hasta cinco años. 
Para la admisión del principio de oportunidad por virtud de los incisos 1ª “insignificancia del hecho o escaso reproche del hecho” y 2º “casos de prescindencia de la pena”, se requerirán a más de los elementos fácticos expuestos, la necesidad que el imputado”... haya reparado el daño ocasionado, haya firmado un acuerdo con la víctima en ese sentido o demostrado su voluntad de reparación...”. Dicha norma necesariamente no excluye la postura que pueda asumir en este requerimiento, la víctima. No obstante, la admisión de la prescindencia tampoco puede quedar supeditada a la voluntad particular de aquélla, cuando las expectativas de reparación ofrecidas por el imputado son objetivamente suficientes; aún con la oposición empecinada de la víctima, los requisitos ineludibles para que prospere la solicitud de prescindencia son: la anuencia del Ministerio Público y el acuerdo del juez o tribunal. 
Algunos señalan que la prescindencia de la posición de la víctima, constituye una renuencia a los derechos de aquélla en cuanto a demandar la reparación integral del daño ocasionado por el delito, siendo que la misma es la principal “afectada” por el hecho; sin embargo, el proceso penal no es el escenario para que el Estado a través de sus órganos de acusación, arremetan contra el imputado como una suerte de “preferencia de los intereses particulares sobre los intereses sociales”. Después de todo, ante la insatisfacción de la víctima por el acuerdo o la voluntad de reparación que ofrece el imputado, tiene expedita la vía para reclamar de una forma efectiva y menos onerosa, la reparación del daño ocasionado por el delito, a través del procedimiento especial previsto en el CPP. 
El inciso 3º del artículo 19 del CPP también habla de la saturación de penas como causal para la admisión del criterio de oportunidad, cuando reza: “cuando la pena que se espera por el hecho punible carece de importancia en consideración a: a) una sanción ya impuesta; b) la que se espera por los demás hechos punibles que constituyen el objeto de procedimientos pendientes; o c) la que se le impondría en un procedimiento tramitado en el extranjero”. Una característica del derecho penal contemporáneo consiste en el otorgamiento de una función a la sanción, que por virtud del artículo 20 de la CN bregará por “... la readaptación de los condenados y la protección de la sociedad...”.
De esta manera, la implantación de condenas o sanciones con privaciones de libertad indeterminadas en el tiempo (casos de privación perpetua o las que excedan de las expectativas lógicas de vida del condenado) resultan incompatibles con el mandato constitucional; esto es lo que conlleva el texto del artículo 38 del CP –con su reforma por Ley N° 3440/09- cuando indica: “Duración de la pena privativa de libertad. La pena máxima de libertad tendrá una duración mínima de seis meses y máxima de treinta años. Ella será medida en meses y años completos”. La concordancia del precepto constitucional con el CP se encuentra en el artículo 39.1 que reza: “...1) el objeto de la ejecución de la pena privativa de libertad es promover la readaptación del condenado y la protección de la sociedad...”. La imposibilidad de que el condenado pueda recibir una sanción superior a los 30 (treinta) años de privación libertad surge del contexto del artículo 71 del CP que establece la necesidad que el juez o tribunal fijará una pena unitaria que, lógicamente, en la sumatoria por varias infracciones autónomas que ameritan una sanción, no podrá exceder el máximo de lo previsto en el artículo 38 del CP. 
Desde esta perspectiva, si el imputado es objeto de varios procedimientos en los cuales resultaría una sanción que satisfaga las expectativas punitivas máximas del artículo 38 del CP, sería intrascendente continuar un trámite de cuyo resultado nunca se podrá obtener una máxima de 30 (treinta) años, vale decir, que si después de los esfuerzos del esfuerzo estatal en la persecución, lo único que se obtendría es una resolución por la cual se unificarían las sanciones sobre la base del artículo 38 del CP (en realidad, será meramente declarativa, porque en los anteriores procedimientos la sanción podría llegar al máximo, lo que imposibilitaría “agregarle” un aumento por el hecho condenado en el procedimiento actual). Es por eso que para evitar los esfuerzos ilógicos de la estructura estatal en la persecución delictiva, si existen procedimientos anteriores cuya expectativa es una sanción claramente suficiente en los términos del artículo 38 del CP o que existe una sanción ya impuesta con un marco punitivo suficiente o la que podría corresponder al imputado por un procedimiento aplicado en el exterior, se autoriza al Ministerio Público a plantear el criterio de oportunidad. 
El fundamento es “complejo”: a) por una parte, por razones de economía de recursos y porque los marcos penales no puede trasvasarse al máximo previsto, lo que descansa en el objeto de las penas que es un mandato constitucional, y; b) por la otra, atendiendo a la eficacia de una persecución penal de otros hechos en los cuales no existe la expectativa de una sanción adecuada y que requiere de un esfuerzo concreto del Ministerio Público, para lo cual, se busca optimizar esa función en “hechos relevantes desde una visión de proteger los intereses sociales gravemente afectados por el delito o crimen”. 
El inciso 4º del artículo 19 es un presupuesto que guarda relación con la saturación de penas, pero que se lo aparta del contexto porque directamente se prefiere “no perseguir” un hecho punible cometido en nuestro territorio por tratarse de un imputado que igualmente podría ser objeto de reclamación en el extranjero y en el cual existen mejores posibilidades de una investigación y consecuente sanción. En efecto, la misma disposición encuentra “eco” con las reglas internacionales de “cooperación” en la persecución punitiva, de cuyo contexto, un país con mayor desarrollo en la averiguación de hechos punibles que afectan intereses transnacionales bien podrían ser analizados en el extranjero (ejemplo: el imputado que falsifique moneda norteamericana en el país y cuyos resultados afectan intereses económicos nacionales como del país cuya falsificación de moneda también lo sanciona, podría ser más efectivo que se lo remita a los Estados Unidos, porque en dicho país se disponen de mejores medios para posibilitar una sanción, en cuyo caso, se puede ordenar su extradición o expulsión, según el caso). 
En el caso de los incisos 3º y 4º del artículo 19 del CPP no se establece la condición de reparar o el acuerdo de reparar el daño por parte del imputado hacia la víctima, en razón de que se trata de circunstancias que podrían discutirse en los otros hechos sobre los cuales versan los anteriores procedimientos o la sanción ya impuesta, por el principio de unificación de sanciones. No obstante, el daño ocasionado por el hecho a la víctima y la prescindencia en este sentido, no impiden que ésta puede plantear este accesorio como elemento para la admisión de este presupuesto ante el juez y que este señale esa pauta (caso por caso) con el derecho de recurrir que dispone en caso de negativa a tal planteamiento; o destacar su insatisfacción por la expectativa de punición obtenida en los restantes procedimientos, solicitando se reanude el proceso hasta obtener el resultado requerido; o bien, una vez consolidada la expectativa de punición al imputado por los otros hechos en los cuales surjan condenas, solicite la unificación de las mismas con el hecho prescindido y en tal carácter, pueda ejercer por vía del procedimiento especial para la reparación del daño, esa petición concreta; o, finalmente, una vez obtenida la sanción por los otros procedimientos, en el proceso en el cual se prescindiera la persecución, obtenga una resolución del juez que disponga las razones de la prescindencia, dejando expedita la vía para reclamar civil o en el mismo ámbito la responsabilidad emergente del delito.  
2.2 EFECTOS QUE PRODUCE LA ADMISIÓN DEL CRITERIO DE OPORTUNIDAD CON RELACIÓN AL PROCEDIMIENTO PENAL 

Por regla general, para los casos de admisión del principio, la acción penal pública quedará extinguida en relación al participante en cuyo favor se decide esta salida (artículo 20 del CPP). De esta manera, se prescinde respecto a la voluntad esgrimida por el imputado en el procedimiento, más si la prescindencia se sustenta en la insignificancia del hecho, los efectos de la decisión de aquélla decisión se extenderán a todos los demás participantes. La excepción está constituida por el inciso 3º en la cual se suspende el ejercicio de la acción penal pública, hasta que se dicte la sentencia respectiva, momento en el que se resolverá definitivamente sobre la prescindencia de la persecución penal. Claro está, si la sentencia no satisface las expectativas por la cuales se ejerció esta prescindencia momentánea, el juez podrá reanudar –de oficio o a pedido de parte- su trámite, decisión que será irrecurrible cualquiera sea el sentido de aquélla (admitiendo o denegando la continuidad del trámite suspendido por virtud del inciso 3º). 
Finalmente, ¿hasta qué momento se puede plantear el principio de oportunidad en el proceso penal? En procedimientos tramitados integralmente por el CPP hasta la audiencia preliminar que corresponde a la Etapa Intermedia (inclusive en el mismo momento de la audiencia preliminar oral, cualquiera de ellas las puede plantear en forma verbal).  

3. LA SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCEDIMIENTO. 3.1 CARACTERIZACIÓN DE DICHA FIGURA
Otra de las instituciones postuladas por las tendencias modernas de la política criminal e incorporada al CPP es la suspensión condicional del proceso penal, conocida en la expresión anglosajona como probation.
Consiste en la solicitud que efectúa el Ministerio Público de suspender temporalmente la investigación y consecuentemente la acción penal pública respecto al imputado, siempre que éste lo consienta y que repare el daño social o particular ocasionado por el hecho, con una admisión de los hechos, lo que no puede entenderse como una admisión de culpabilidad anticipada, ya que justamente lo que se suspende es el proceso del cual pudiera resultar una sanción por virtud de una sentencia que ponga fin a la causa penal. 
A diferencia de la figura del criterio de oportunidad, la aplicación de la probation o suspensión condicional del procedimiento, es que por este instituto se “suspende” la tramitación de la causa penal y no se produce la extinción de la acción como se da con el primero de los institutos abordados; además, la suspensión está condicionada al cumplimiento de una serie de pautas o reglas de conducta que la persona del imputado se compromete observar por un lapso que debe oscilar entre un mínimo y un máximo que lo fija el juez para cada caso, el que transcurrido sin que el afectado se aparte de aquéllas, provoca la extinción del procedimiento y consecuentemente de la acción penal intentada. 
Este mecanismo alternativo de “salida” al litigio penal es uno de los medios idóneos para evitar el ingreso masivo de procesos que impiden una efectiva respuesta punitiva del estado, principalmente, del Ministerio Público, que es el órgano que debe poner iguales esfuerzos para perseguir todos los hechos delictivos. 
Mediante esta suspensión se descongestiona el contenido de causas penales y ser logra una respuesta efectiva respecto a las causas abiertas por hechos realmente graves y que afectan sensiblemente a la conciencia y al conjunto de la sociedad, con lo cual se ahorran recursos y medios para concentrarlos en los procesos complejos que exigen una respuesta concreta; además, la suspensión condicional del procedimiento descansa sobre las bases mismas del nuevo derecho penal y que son los principios de subsidiariedad y de la aplicación de la privación de libertad como ultima ratio, ya que resulta demasiado obvio que los sistemas carcelarios no cumplen con los requisitos mínimos para colmar las expectativas que postula el artículo 20 de la CN, diciendo que “las penas privativas de libertad tendrá por objeto, la readaptación de los condenados y la protección de la sociedad...”. 
Buscar una respuesta teórica a un fenómeno que la realidad elocuente de la superpoblación carcelaria ofrece a la sociedad con todas las consecuencias perniciosas que ello implica, sería una impudicia, porque los presupuestos de sanción penal deben ofrecer una respuesta tradicional, cual es, la privación de libertad de las personas, en la medida que el hecho condenado afecte intereses públicos graves y no por una simple aplicación automática de la privación de libertad, que sería contraproducente para la dignidad de las personas y aún para los presupuestos penales de derecho penal mínimo, subsidiario y de última ratio.  

3.2 ¿CÓMO OPERA DICHA FIGURA EN EL PROCEDIMIENTO PENAL?  

El artículo 21 del CPP dispone: “Suspensión condicional del procedimiento. Cuando sea posible la suspensión a prueba de la condena en las condiciones establecidas en el código penal, las partes podrán solicitar la suspensión condicional del procedimiento...”. 
La condición básica para plantear dicha medida alternativa a la continuación del proceso penal, es que se trate de un delito cuya sanción no exceda los dos años de privación de libertad; a más de esto, habrán de verificarse las demás condiciones objetivas señaladas por el código penal en cuanto a la admisión de la suspensión a prueba de la condena y que son: 
 La consideración de la personalidad del condenado (en este caso, del imputado), o sea, su conducta y condiciones particulares del hecho y del sujeto beneficiado y que no tenga antecedentes de orden penal, vale decir, que se trate de delincuentes primarios o que se involucran en hechos que carecen de gran importancia por los bienes jurídicos en juego; 

 Durante la suspensión a prueba, el condenado deberá sujetarse a una serie de reglas de conducta que le impondrá el tribunal, bajo custodia de un asesor de prueba, también designado por el mismo órgano sentenciador; 

 El plazo de vigencia de las reglas de conducta podrá oscilar entre un máximo de cinco años y un mínimo de dos años, durante el cual se le impondrán al condenado una serie de condiciones (reglas) de las que no podrá apartarse en forma injustificada y manifiesta; 

 El apartamiento manifiesto e injustificado de las reglas de conducta o la comisión de un nuevo delito, motiva que el tribunal revoque la suspensión y disponga la ejecución de la condena, y; 

 Cumplido el plazo señalado por el tribunal para la observancia de las reglas de conducta por parte del condenado, se produce el efecto concreto de la extinción de la condena y la consecuente desaparición de los efectos propios generados por la acción penal, o sea, también se traslada a la extinción misma de la acción instaurada.

El CP establece pautas similares a la suspensión condicional del procedimiento, con la diferencia que por la primera -suspensión a prueba de la condena- se aplica una vez que la condena se dictó para evitar la ejecución de sus efectos, mientras que la segunda -suspensión condicional del procedimiento- se puede plantear en cualquier momento de las dos primeras etapas del proceso penal y tiene por finalidad suspender la continuidad del trámite bajo la promesa formal del imputado de sujetarse a reglas similares a las señaladas por el CP.
Ahora bien, ¿cuáles son las condiciones que impone el CPP para la aplicación de la suspensión condicional del procedimiento (probation)? 
 Se puede plantear solamente para los hechos punibles cuya sanción no exceda los dos años de privación de libertad. 

 Ordinariamente lo formula el Ministerio Público, aunque no está prohibido que lo planteen la víctima y el imputado, si consideran como una salida válida a sus pretensiones. Lo único que debe condicionarse es la aceptación por parte del Ministerio Público y del imputado, a más de la resolución de admisión por parte del juez penal o juez de paz, respectivamente. 

 El requerimiento lo efectúa por escrito fundado en el cual debe calificar los hechos imputados, señalar los elementos que sustentan la calificación, la aceptación de tales hechos por el imputado a más de la firma del defensor que acredite el consentimiento otorgado por aquél en forma libre y voluntaria; igualmente, la solicitud debe contener una constancia de reparación del daño ocasionado a la víctima, o la firma de un acuerdo de repararlo, o la demostración de una voluntad que certifique la actitud del imputado de reparar, dentro de sus posibilidades. 

 Dicho escrito se pone a consideración del juez penal o juez de paz, según el caso, y se puede solicitar la aplicación de unas reglas de conducta que, finalmente, quedan a consideración del juez en aplicarlas en su totalidad o variarlas según su convicción, claro está, dentro de un catálogo abierto que prevé el mismo CPP. 

 Si el juez admite la suspensión condicional del proceso, debe fijar el plazo de duración de las reglas de conductas (no inferior a un año ni superior a tres años) y las modalidades para llevarlas adelante así como la forma de control y satisfacción de los objetivos de las reglas impuestas. 

 Si el juez no admite la suspensión condicional del proceso, se podrá recurrir en apelación, sin perjuicio de que el juez devuelva las actuaciones al fiscal para que formule nuevo requerimiento. 

 La suspensión condicional puede ser revocada en casos de que el imputado se aparte considerablemente de las reglas o comete un nuevo delito. Si el apartamiento considerable obtiene alguna justificación por parte del imputado, el juez le podrá sancionar con un aumento del periodo de prueba hasta cinco años. 
 Si se revoca la suspensión condicional por las razones expuestas, no implica que en adelante, cuando se dicte eventualmente la sentencia condenatoria, el afectado pueda solicitar la suspensión a prueba de su ejecución, con la cual se podrá beneficiar si concurren los presupuestos para su otorgamiento. 
 Si la víctima no está conforme con la suspensión condicional del procedimiento, a pesar de existir voluntad de reparación por parte del imputado, podrá apelar tal decisión; no es imprescindible que para el acuerdo tenga que existir inexorablemente una satisfacción a todas las reclamaciones de la víctima, sino tan solo una forma de reparación razonable conforme a la magnitud del hecho y del daño causado.
3.3 EL TRÁMITE PREVISTO EN EL CÓDIGO PROCESAL PENAL  

Si se produce un hecho punible que según el CP prevé una sanción privativa de libertad de hasta 2 (dos) años y demás condiciones señaladas en los artículos 44 al 50 del CP, el Ministerio Público por requerimiento fundado podrá solicitar la suspensión condicional del procedimiento, siempre y cuando se den las siguientes condiciones: 

 El imputado acepte los hechos imputados, previa calificación que deberá efectuar el fiscal con los elementos que sustentan tal calificación, la cual deberá estar fundada en el requerimiento; 
 La aceptación de la víctima se podrá verificar de los siguientes modos: a) una aceptación incondicional; b) se firme un acuerdo reparatorio, o; c) el imputado manifieste su voluntad fehaciente de reparación, en cuyo caso, basta que sea razonable, para considerar cumplida este aspecto. 
 El requerimiento se formule por escrito con la firma del imputado y se someta a la consideración del juez penal o de paz, según el caso. 
 El juez debe convocar, de ordinario, a una audiencia para la ratificación de los presupuestos de la suspensión condicional (aunque por cuestiones de economía, si es que no existe controversia, se podría prescindir), en un plazo máximo de tres días que se computará desde que se reciba la presentación del fiscal; 
 En dicha oportunidad, el juez puede aceptar la propuesta (en cuyo caso, dicta la resolución e impone las condiciones de la suspensión), o, denegarla (en cuyo caso, debe aplicar lo previsto en el artículo 314 del CPP); 
 Ciñéndonos al caso de la aceptación de la suspensión por parte del juez, podrá imponer: 
 Una o varias de las propuestas de reglas de conducta y señalando la duración de las mismas, pudiendo elegir entre las siguientes alternativas que prevé el artículo 22 del CPP: residir en un lugar determinado que deberá fijarlo el juez, sujeto a las condiciones de control que estime conducentes; la prohibición de frecuentar determinados lugares o personas, señalando las características que debe observar el imputado para el correcto cumplimiento de esta restricción; abstenerse del consumo de drogas o bebidas alcohólicas o someterse a tratamiento médico o psicológico, según la naturaleza del hecho y las circunstancias personales del imputado; terminar la escolaridad primaria si es que no la tiene, o, en su defecto, aprender alguna profesión, arte u oficio en el establecimiento que señale el juez y bajo las formas de evaluación que también determine; permanecer en un trabajo o empleo si es que no lo tiene, a los efectos lograr su subsistencia; la prohibición de portar o tener armas; la prohibición de conducir, adoptando las medidas que permitan efectivizar esta prohibición; cumplir con los deberes de asistencia alimentaria, y; otras medidas análogas que sean conducentes a la naturaleza del hecho y para el mejor cumplimiento; 
 Todas estas alternativas, con la facultad que tiene el juez de que el imputado se someta a la vigilancia de determinadas personas o instituciones que evaluaran el grado de cumplimiento de la medida adoptada. se notificará esta decisión al imputado y se le advertirá sobre las consecuencias de un apartamiento injustificado a tales reglas, y; 
 Finalmente, puede ocurrir que el imputado se aparte considerablemente de las reglas de conducta prefijadas por el juez penal, en cuyo caso, si la misma es justificable, se puede aumentar el periodo de prueba hasta cinco años, o bien, si la misma es injustificada, disponer la revocación de la suspensión e intimar al fiscal para que en el plazo que le fije, disponga la continuación del trámite en el estado en que se encontraba al momento de la suspensión.
4. LOS ACUERDOS REPARATORIOS Y LA CONCILIACIÓN 

La conciliación es una figura que se relaciona íntimamente con la función del Estado, a través del Poder Judicial, en su prédica por la recomposición de los conflictos particulares, como un modo de bregar por la paz social, a través de una minimización de la violencia generada por el hecho punible, obviamente, por obra de su intervención eficaz e imparcial. 
La mediación se convierte así, en una de las herramientas más eficaces y utilizadas en el presente, no sólo para disminuir la sobrecarga de los tribunales que por una demanda excesiva provee un servicio deficiente e ineficaz, sino para construir una cultura de paz que busque la solución de los conflictos puntuales, sino que esa experiencia de comunicación de los litigantes pueda redundar en una restauración de las relaciones y contactos humanos entre los afectados. 
El CPP establece diversos modos de plantear los acuerdos reparatorios, institución que debe entenderse no sólo en el pago o cancelación del perjuicio o reclamo de la víctima, por parte del victimario, sino en el resarcimiento integral o social que, muchas veces, no trasciende a la esfera patrimonial; ejemplos de acuerdos reparatorios los encontramos en las figuras recién estudiadas como los criterios de oportunidad (que obliga al acuerdo con la víctima, mediante reparación, para los casos del inciso 1º del artículo 19), la suspensión condicional del procedimiento. 
También constituye una forma novedosa de operarse la extinción de la acción penal, como se daría en el caso de los delitos cuya pena no exceda los dos años de privación libertad, mediante el pago del máximo previsto para la sanción de multa que se impusiera en sustitución de la privación; asimismo, en los hechos punibles contra los bienes de las personas o en los hechos punibles culposos, por la reparación integral del daño particular o social causado que se efectúe antes del juicio oral y público, siempre que lo admita la víctima o el Ministerio Público, según el caso. 
Una crítica que se alza contra esta forma de extinción de las acciones penales, es que podría otorgar impunidad a una serie de hechos que, en principio, serían culposos y por aspectos adicionales o posteriores adquieran las características de dolosos. 
No obstante, para esta eventualidad, tendríamos que efectuar un análisis previo de lo que en tal sentido expresan las normas del CP y encontraremos el siguiente cuadro: el artículo 14, numeral 2ª del CP, prevé lo siguiente: “Cuando como consecuencia de un resultado adicional del hecho punible doloso, la ley aumente el marco penal del mismo, todo le hecho se entenderá como doloso, aunque éste hubiese sido producido culposamente”, lo que quiere significar que en tales circunstancias, no correspondería la aplicación de esta forma de extinción de la acción penal, porque esta situación colisionaría con el objetivo de una salida alternativa respecto a hechos punibles que no afecten gravemente un interés social o particular. 
Finalmente, los mismos hechos que permiten los acuerdos reparatorios son susceptibles de conciliación, aunque esta figura está reservada, en principio, para todos los hechos punibles, tal como lo prevé el capítulo de la Audiencia Preliminar, en la que el juez bregará, inicialmente, por la conciliación; asimismo, es una etapa previa al juicio oral y público, para los hechos punibles de acción privada.  

5. ¿POR QUÉ NO INCLUIMOS EL JUICIO ABREVIADO?  

Si bien es una figura que se ubicaría –por las explicaciones precedentes- entre las salidas alternativas al procedimiento ordinario, al mismo tiempo, se trata de un procedimiento especial –de los varios que regula el Código Procesal Penal-. Conforme a este último aspecto, es que por una cuestión de orden en la exposición es que preferimos derivar su estudio en el capítulo de los procedimientos especiales, sin perder de vista, reiteramos, que también se erige en una de las salidas alternativas al procedimiento ordinario.
LOS ÓRGANOS ESTATALES DE INTERVENCIÓN OBLIGATORIA EN EL PROCESO PENAL
1. EL JUEZ O TRIBUNAL COMO SUJETO DE LA RELACIÓN PROCESAL PENAL

La Constitución de la República de 1992 establece normas decisivas sobre la independencia política de los tribunales, corolario que se eleva a la categoría de garantía procesal en el artículo 16 cuando prevé que toda persona tiene derecho a la defensa de sus derechos y a ser juzgado por tribunales o jueces competentes, imparciales e independientes. 
Un problema que impedía la plasmación del principio de independencia del Poder Judicial indudablemente constituía el sistema de selección de magistrados que recaía en el titular del Poder Ejecutivo, lo que sumado a una cultura autoritaria persistente en el país, viciaba el carácter institucional y legítimo de aquellos, ya que prevalecían criterios político-partidarios en la nominación lo que vulneraba otras reglas concomitantes con el de la independencia, tales como: la idoneidad e igualdad de los ciudadanos para acceder a la función pública y, en especial, la judicial. 
Este obstáculo se pretendió menguar con la variación del tradicional sistema de designación a cargo del poder político, previéndose un órgano perteneciente al ámbito del poder judicial denominado: Consejo de la Magistratura. Este órgano constitucional se compone de dos representantes de las cámaras del Poder Legislativo (Senadores y Diputados), uno de la Universidad Nacional, uno de las Universidades Privadas con una antigüedad de por lo menos 20 años de funcionamiento en el país –razón por la cual en le actualidad recaiga en un integrante de la Facultad de Ciencias Jurídicas de la Universidad Católica-, uno del Poder Ejecutivo, uno de la Corte Suprema de Justicia y dos abogados matriculados que representan a los profesionales que ejercen la profesión. 
La composición del Consejo de la Magistratura es, en cierta forma, pluralista, si tomamos en consideración la participación interinstitucional en el proceso de concurso, selección y designación de los magistrados del Poder Judicial, único aspecto que los constituyentes tomaron en cuenta para “garantizar la independencia política” de la función jurisdiccional del Estado, al menos, en lo que respecta a la vinculación institucional con los demás poderes constituidos (Ejecutivo y Legislativo, respectivamente). Empero, no evitó que continúen las injerencias político-partidarias en la selección de los magistrados, ya que la conformación interinstitucional del Consejo, lo que provocó es una suerte de negociación general sobre cupos políticos para llenar los cargos en competencia, obviándose nuevamente los criterios de idoneidad, probidad e igualdad para el acceso a las funciones públicas, aspecto éste que constituye una materia pendiente para la verdadera institucionalización del Poder Judicial.
Introduciéndonos en las atribuciones que constitucionalmente se reconoce al Consejo de la Magistratura, dicho órgano se encarga de poner a consideración del Senado, del Poder Ejecutivo o la Corte Suprema de Justicia (según el cargo para el cual se elige la nominación), ternas seleccionadas para el nombramiento de todos los magistrados del Poder Judicial (Ministros de la Corte Suprema de Justicia, Fiscalía General del Estado, Miembros de Tribunales de Apelación, Jueces de Primera Instancia, Fiscales, Defensor General y Defensores Públicos), previa concurso de aptitudes y méritos de los candidatos que se presentan al concurso de cada cargo proveído. 
La terna para ocupar el cargo de Ministro de la Corte Suprema de Justicia o del Superior Tribunal de Justicia Electoral, se eleva a consideración de la Cámara de Senadores, órgano encargado de designar al Ministro. La terna para ocupar el cargo de Fiscal General del Estado, se eleva a la consideración del Poder Ejecutivo, quien elige a uno de la terna, quien deberá contar con la anuencia o acuerdo de la Cámara de Senadores. Una vez designados, los magistrados gozan de inmunidades e incompatibilidades similares a las que gozan los integrantes del Poder Legislativo, o sea, no pueden ser molestados ni acusados con motivo del ejercicio de sus funciones o las opiniones que realicen en cumplimiento de sus atribuciones constitucionales y legales. Además, se les garantiza la independencia funcional de los demás poderes, imponiéndose sanciones de orden penal a las autoridades o personas que de algún modo interfieren o afectan dicho atributo en la realización de los juicios que caigan bajo su competencia, sin perjuicio de la nulidad absoluta de las actuaciones realizadas bajo esas condiciones. 
En cuanto a las inhabilidades e incompatibilidades, las mismas están expresamente señaladas en la CN, permitiendo a los magistrados únicamente el ejercicio de la docencia o trabajos vinculados con aquélla, quedando prohibido cualquier otra retribución, remuneración o emolumento que no provenga del ejercicio de la enseñanza o la investigación. 
Otro aditamento que la Constitución de 1992 reconoce como un mecanismo de consolidación de la independencia del Poder Judicial es el de la inamovilidad; entiéndase la intra-poder como la extrapoder, en el sentido que todo magistrado (de la competencia y jerarquía que fuere) tiene derecho a la inamovilidad de su cargo, función y jerarquía con todas las prerrogativas o deberes de orden constitucional y legal frente a los otros poderes constituidos y aún en el esquema administrativo interno, ya que el magistrado designado para un determinado cargo en la función judicial, nunca puede ser trasladado sin su consentimiento o simplemente variarse sus funciones originarias para las cuales concursó y resultó designado, salvo que se produzca una ley que así lo establezca, pero con la expresa reserva de que los derechos adquiridos no pueden resultar afectados por una ley posterior. Precisamente, una de las causales de remoción de los magistrados, es la de haber recibido directivas o indicaciones que alteren sustancialmente su independencia por cualquier tipo de injerencia externa o interna. 
En cuanto al punto antes expuesto, en la actualidad se confronta una confusa situación ya que las disposiciones finales y transitorias de la Constitución de 1992 establece que los magistrados que fueren confirmados dos veces en sus funciones, adquirirán su inamovilidad, condición que una vez cumplida, motivará que sólo podrán cesar en sus funciones cuando cumplan los 75 años o cuando incurran en causales de remoción (mal desempeño de funciones o comisión de delitos). 
El punto de tensión se centra en el órgano que debe confirmar al magistrado que actualmente se encuentra en funciones: 
a) Los integrantes del Poder Judicial señalan que debe ser la CSJ, organismo que los había designado en el primer periodo, y; 

b) La comunidad no jurídica y sectores políticos, señalan que los jueces que quieran ser confirmados deben proceder a un nuevo concurso ante el Consejo de la Magistratura, como el resto de los interesados que no ocupan cargos en el Poder Judicial. Muchas veces se analizó el problema de la independencia del Poder Judicial frente a los demás poderes constituidos y aún en su estructura interna, desde los principios políticos que prevé el Estado de Derecho fundado en el respeto de la dignidad humana y el sistema republicano de gobierno.
Sin embargo, se ha olvidado el tema de la independencia financiera o económica que en varios países no constituye materia constitucional. La Constitución de 1992 establece una declaración que busca afianzar la independencia del poder judicial de manera práctica, principalmente en el uso racional pero autónomo de sus recursos y como una forma de protección de represalias políticas coyunturales (las cuales se patentizan con mermas en el presupuesto de gastos en forma injustificada) obliga que en la confección y sanción del presupuesto general de gastos de la nación, el rubro correspondiente al Poder Judicial (con incorporación genérica de los demás órganos que no cumplan una función eminentemente jurisdiccional como el Ministerio Público y la Defensoría Pública, respectivamente) no podrá ser inferior al 3 % (tres por ciento) del total presupuestado para cada ejercicio financiero. 
En cuanto al juicio de responsabilidad de los magistrados y de cuyo resultado se determine su culpabilidad en causales de mal desempeño de funciones, comisión de delitos comunes o comisión de delitos con motivo del ejercicio de sus funciones, la Constitución confiere la competencia y el conocimiento a un órgano de composición híbrida (por la mezcla de órganos involucrados en dicho menester) denominado Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados e integrado por casi las mismas dependencias que conforman el Consejo de la Magistratura, desarrollando los juicios de calificación respecto a la gestión de los magistrados a través de ciertos principios mitigados del sistema oral y público. En lo que atañe al control interno o institucional que garantice la correcta actuación de todos los magistrados, dicha tarea recae en la Corte Suprema de Justicia, la cual ejerce facultades de superintendencia, pero el trámite y diligencias para adoptar una decisión administrativa se delega en el Consejo de Superintendencia que tiene a su cargo, desarrollar las investigaciones oficiosas sobre el desempeño de los jueces, suspenderlos en el ejercicio de sus funciones y remitir sus antecedentes a modo de denuncia ante el jurado de enjuiciamiento de magistrados, siempre que obtenga acuerdo del pleno de la máxima instancia del órgano jurisdiccional. 
La responsabilidad funcional y remoción de los integrantes de la Corte Suprema de Justicia y del Fiscal General del Estado se dirime a través de su sometimiento a un juicio político, por acusación de la Cámara de Diputados ante la de Senadores, que funge de órgano juzgador. Las causales son las mismas que para los demás magistrados de inferior jerarquía, aunque las mayorías parlamentarias para la acusación y sentencia (que se sanciona con la destitución, en caso de comprobarse las causales denunciadas) deben ser calificadas (las dos terceras partes de cada cámara). 
Puntualizando la figura del Magistrado en el ámbito penal, cuando nos referimos a este sujeto procesal, sin el cual no se puede configurar una relación procesal, estamos incluyendo a la figura del Juez que representa al poder jurisdiccional, sea en forma personal o colegiada (artículo 14 del Código Penal.  Definiciones) en ejercicio de su imperium. 
La naturaleza representativa de la sociedad organizada jurídicamente (el Estado) constituye la importancia de lograr la mayor aproximación posible en lo personal y funcional del ejercicio del poder jurisdiccional que se le otorgan a determinados ciudadanos, para cumplir eficientemente la tarea de administrar los conflictos con total imparcialidad e independencia.
De esta manera, el Poder Judicial está integrado por el conjunto de jueces que ejercen su ministerio de aplicar y decir el derecho aplicable a los casos que caen bajo su competencia, administrando e impartiendo justicia que no es otra cosa que el correcto ejercicio de las labores asignadas a aquellos, señalando en forma precisa los derechos y deberes que surgen en toda relación procesal y en la cual emitirán finalmente una decisión en representación del Estado y a cuya determinación, los particulares, deberán someterse espontánea o forzosamente, una vez que la decisión se encuentre “firme” y “ejecutoriada”. 
Los jueces no son personas que invisten una potestad en nombre y representación del Estado por una simple necesidad de que en el conjunto poblacional existan personas que ejerzan funciones de gobierno y otras de gobernadas. 
Decíamos que los principales rasgos que diferencian de la gente común frente al magistrado judicial consisten en el otorgamiento de una serie de herramientas previstas en la propia Constitución de la República y las leyes secundarias, todo esto, con el objetivo de garantizar el buen cumplimiento de la función gubernativa que jurídicamente se les confiere. Así surgen las condiciones elementales que surgen del conjunto de normas positivas de la República, a los efectos de asegurar unos requisitos objetivos y subjetivos (tomando en consideración la figura del magistrado) tendientes a evitar la influencia directa o indirecta de los demás órganos del gobierno estatal o aún de los particulares que puedan distorsionar los principios de independencia intra y extra-poder y de imparcialidad en su cometido, atendiendo que este último requisito se perfila con mayor rigor en los casos que caen bajo su conocimiento o su competencia. 
Estos presupuestos pueden resumirse de la siguiente manera: 
a) La independencia extra e intra-institucional del poder judicial que alcanza a todos sus integrantes. 

b) La idoneidad que necesariamente exige una discriminación sobre la base del “cargo” al cual accede el ciudadano. 

c) La probidad, elemento subjetivo que sin duda se la debe dimensionar conforme a reglas objetivas (actitud frente a la comunidad jurídica, conducta pública en el desempeño de alguna función anterior, antecedentes de los diversos círculos sobre los cuales giran sus actividades particulares (respetando su privacidad e imagen), posición de respeto hacia el ordenamiento jurídico de manera tal que se lo diferencie como un ciudadano notable frente al resto de la población, antecedentes judiciales, académicos, policiales o económicos intachables), por citar algunos elementos de convicción que servirían para discernir correctamente acerca de este requisito. 

d) Participar en concurso de méritos, aptitudes y condiciones para el desempeño del cargo pretendido ante el Consejo de la Magistratura. e) Rendir cuentas -antes y después del ejercicio del cargo- en el plazo fijado en la ley (declaración de bienes ante la Contraloría General de la República). 

f) Prescindir cualquier actividad político-partidaria, sindical o aún corporativa que pueda influir en sus convicciones jurídicas, restándole uno de los aditamentos más importantes como integrante del Poder Judicial, cual es, la gestión imparcial de aplicar el derecho en los casos que caen bajo su competencia. 

g) Valor y fortaleza espiritual, ya que la mayoría de los investigadores en el fenómeno judicial reiteran que una de las principales garantías de una judicatura independiente y trascendente para los postulados de un Estado de Derecho constituye la preparación ética para soportar los rigores de la coacción, del chamuyo, del dicterio, de las amenazas y bajezas que pretendan menguar o atizar su autonomía que, por lo general, provienen de grupos corporativos al margen de la ley y que no escatiman recursos de cualquier índole.

2.  DIFERENCIA CONCEPTUAL ENTRE JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA

La pregunta que nos hacemos, a los efectos de comprender cabalmente los institutos de la jurisdicción y la competencia, es la siguiente: ¿cuáles son las autoridades que deben atender la petición concreta de la persona que ejercita la acción? De acuerdo a lo que establece la Constitución esas autoridades encargadas de atender las peticiones de las personas que ejercen una acción, de la naturaleza que fuere, son las que componen el Poder Judicial. 
Lo señalado nos provee de una visión inteligible sobre los orígenes de la expresión jurisdicción, ya que indicamos al estudiar el régimen de la acción penal que la pretensión punitiva que ejerce la víctima o del Ministerio Público, según el caso, a través de una petición concreta (acción) ubica al Estado como sujeto pasivo de la relación peticionante-autoridad peticionada en el sentido que le corresponde cumplir con la obligación de impulsar el procedimiento (derecho al proceso). Para poner en movimiento este deber la Constitución señala cuáles serán los órganos para atender este requerimiento que, a su vez, exige de aquellos -los órganos señalados para conocer en los asuntos de carácter contencioso- que se organicen por razones de practicidad y eficiencia con la finalidad de responder acabadamente al reclamo social o particular. 
La relación jurídico-institucional que se forma, entonces, señala a la persona o entidad que plantea la acción penal (sujeto activo) frente al Estado (sujeto pasivo) para que ponga en movimiento las normas del proceso penal con el cumplimiento estricto de los derechos y garantías aplicables a ese ámbito. Es por eso que es necesario señalar objetivamente lo concerniente a las instituciones que distribuyen las funciones del poder jurisdiccional del Estado, independientemente que una vez sostenida correctamente la acusación por la sociedad (Ministerio Público) represente al sujeto activo del Estado para aplicar la ley penal cuando se reúnan las condiciones previstas en aquélla respecto a las personas imputadas de un hecho punible.  

3. CONCEPTO DE JURISDICCIÓN

El derecho de acudir con una pretensión a un determinado órgano no hace más que indicar una nota especial de lo que se denomina jurisdicción, expresión que la podemos conceptuar como “La porción conferida constitucionalmente a un determinado órgano del Estado para resolver acerca de la pretensión de los ciudadanos en particular o de otros órganos que invistan cierta representatividad previamente establecida, también, en la misma Constitución y en las leyes”. 
La actividad jurisdiccional cumple su deber de atender la acción (en las formas previstas por la Constitución y las leyes, también) mediante el movimiento del proceso que cumple distintas finalidades, conforme a las etapas de las que consta y a la posición que asumen los sujetos que intervienen en aquel. 
Goldschmidt define a la jurisdicción como la facultad y deber de administrar justicia. Es una potestad para Alsina, una función para Lascano y un poder para Podetti. 
De los conceptos trascritos, se puede sostener que la jurisdicción no es más que una función y que se ciñe estrictamente a decir el derecho, o, en otras palabras, en la actividad de aplicar el derecho abstracto al caso particular y concreto. Por razones de mejor realización (postulados de celeridad y sencillez que deben facilitar el funcionamiento de un Estado Mínimo) la jurisdicción puede ser distribuida a determinadas personas (juez natural) y para determinadas cuestiones (materias), preservándose así, el principio de indivisibilidad de la función jurisdiccional que viene a ser la base generadora de la competencia; en síntesis, la jurisdicción surge de la Constitución, mientras que la competencia de los códigos y leyes. 
Podría decirse -en sentido figurado- que la jurisdicción es el continente y la competencia es el contenido, porque en definitiva los órganos competentes deben estar previamente autorizados para decir el derecho, o sea, para ejercer la jurisdicción. La jurisdicción es una sola desde el punto de vista abstracto y únicamente desde el concreto (competencia) se fracciona en cuanto a los órganos que la ejercen, para actuar con más eficiencia y por razones de comodidad, pero la función sigue siendo la misma y es siempre única. 
Etimológicamente jurisdicción se traduce al castellano “decir, declarar el derecho” (ius dicere, iuris dictio), traducción que tiene que interpretarse, a su vez, en forma clara: aplicar el derecho, no crearlo, debiéndose recordar que en determinado momento del derecho romano no se hizo distingo entre la facultad de dictar la norma y la de aplicarla a los casos concretos.
3.1 FUNDAMENTO DE LA JURISDICCIÓN 

El fundamento reside en que la función primaria del Estado, concerniente al derecho de punir, sólo se puede realizar a través de un órgano que cumple la función de aplicar el derecho a los casos particulares, desplegando dicha actividad por medio de magistraturas. Siendo la jurisdicción -como atributo esencial del poder soberano del Estado- una función Indivisible, se preserva tal naturaleza mediante prerrogativas que cumplen con las distintas facetas en que se producen relaciones de índole procesal (asuntos de carácter penal, civil, administrativo, etcétera), aunque ocioso sería reiterar, que dicha función diseminada en distintas materias se concentra en una actividad prevalente, cual es, decir el derecho en el caso concreto. 
Por ello, no existen varias jurisdicciones -que es una sola, por la naturaleza indivisible del poder estatal-, como se denominan erróneamente a la civil, penal, laboral, etcétera, sino que la división se produce en el ámbito de la competencia. 
Para Chiovenda, la función jurisdiccional se caracteriza porque en ella se sustituye la actividad ajena (de los particulares) por la actividad pública. En realidad esta actividad considerada como facultad y deber simultáneo deriva del monopolio de administrar justicia que ha implantado el Estado, con la correspondiente prohibición de la autodefensa y la exclusión de jurisdicciones particulares. 
Como la jurisdicción es la facultad de administrar justicia, para ello el Estado le da a ciertos órganos una capacidad abstracta, que se debe distinguir de la concreta, es decir, de la competencia, con la que se suele confundir la jurisdicción. Tanto es así que se habla de jurisdicción penal o civil, así como también se la confunde a veces con el órgano que la ejerce, o sea, con el tribunal y con el límite, y los códigos se referían y refieren a la incompetencia de jurisdicción. Esos órganos intervienen cuando hay conflicto de intereses o litigios entre el Estado y los particulares, o entre éstos, y los resuelve; de lo contrario, el choque de las dos partes podría trastornar el orden social. Las razones expuestas, fundamentan la necesidad que han hecho “que un tercero intervenga en los conflictos de los particulares para resolverlos pacíficamente; y esa actividad desempeñada por otra persona que los propios interesados, es la que, en esencia, constituye la jurisdicción”. 
Salvadas estas diferencias, podemos concluir que a través de la función jurisdiccional se satisfacen simultáneamente dos intereses:
a) El del Estado, en preservar la paz social que es la finalidad esencial de todo ordenamiento jurídico, y; 

b) El de los particulares, que litigan y encuentran en la jurisdicción una forma de redefinición de sus conflictos, mediante la determinación del derecho aplicable que, como ya se explicó, corresponde únicamente a los órganos que la componen. 

Pues bien, ante el derecho de los particulares de requerir del Estado la actividad jurisdiccional, a fin de que resuelva sus conflictos, aparece el correlativo deber del Estado de solucionar esos conflictos.
3.2 CARACTERÍSTICAS DE LA JURISDICCIÓN

3.2.1 ES UNA FUNCIÓN PÚBLICA INHERENTE AL ESTADO

Constituyéndose en un servicio público, en virtud del cual todos los habitantes tienen el derecho de pedir que se ejerza la jurisdicción, cuyo ejercicio no puede ser arbitrario, ya que está reglado por normas predeterminadas. Recuérdese que a pesar de variantes ideológicas contemporáneas (principalmente en lo que se refiere al neoliberalismo que plantea el “achicamiento” del Estado) existe una posición unánime que no permite revisar la provisión de este servicio estatal en forma delegada a formas privatizadas.  

3.2.2 ES INDELEGABLE
Porque su ejercicio es conminado a personas especialmente designadas para el efecto (requisitos para el concurso, designación y confirmación en la función judicial), por lo que sus potestades no pueden ser delegadas a otras personas o funcionarios que no tengan esa especial calidad que implica el ejercicio de la magistratura y consecuente ejercicio de la jurisdicción como función pública estatal. No obstante, la comisión que otorgan los magistrados para la realización de ciertas diligencias que no las pueden desarrollar personalmente, a otros funcionarios, no implica delegación, siempre y cuando se cumplan las exigencias que permiten esta derivación.  

3.2.3 ES IMPRORROGABLE

La jurisdicción tiene límites territoriales donde se ejerce, por lo que excepcionalmente puede aplicar una ley extranjera. Por ende, sus resoluciones no tienen eficacia para el exterior, ni viceversa, salvo que pactos o principios de reciprocidad permitan lo contrario, en cuyo caso es también el derecho interno el que permite dar eficacia a la actividad jurisdiccional de otro Estado.  

3.2.4 EMANA DE LA SOBERANÍA ESTATAL  

La soberanía del poder estatal integra tres grandes funciones (legislativas, ejecutivas y jurisdiccionales). De ahí que la jurisdicción está investida del IMPERIUM necesario para desarrollar la actividad que le es propia, y puede emplear la fuerza, si es preciso para practicar embargos o secuestros, compeler testigos, aplicar medidas cautelares de orden personal, ejecutar las sentencias, etcétera.
3.2.5 ES DE ORDEN PÚBLICO 

Las disposiciones que gobiernan la jurisdicción pueden ser alteradas ni modificadas por la simple voluntad de las partes, concepto que se podría aplicar de una manera restrictiva en el ámbito civil y comercial, pero que no es nuestro caso, dado que estamos en presencia de un proceso penal eminentemente de orden público. En puridad, la expresión orden público resulta híbrida, porque su concepción se aproxima a posturas ideológicas que mal condensadas pueden obedecer a criterios de mera coyuntura política prevalente de un determinado grupo o segmento social, más los esfuerzos intelectivos para concebir una explicación razonable y alejada de míticas proyecciones, resulta una labor de profundidad político-filosófico al que no acudiremos porque no constituye la finalidad de dicha institución.  

3.2.6 ES INSEPARABLE DEL CONFLICTO

No se sustrae de la idea originaria de su declaración normativa, cual es, la necesidad de resolver (redefinir, en una expresión aproximativa a los efectos reales que genera el pronunciamiento del magistrado en un caso) los conflictos que afectan a los particulares. Una cosa es el conflicto que parte de la idea de una confrontación o choque de intereses tutelados por el derecho que ordinariamente se verifica en el proceso penal cuando el acusador sostiene una pretensión que se opone a la posición del imputado o, aún, de otro que inviste igualmente la condición de actor, siendo la función de la jurisdicción resolver o redefinirlo mediante la aplicación del derecho concreto pertinente al caso, mientras que la controversia, quiere señalar la existencia de un desacuerdo de opiniones que muchas veces no se plantea en el proceso penal, como ocurre en el juicio penal cuando el acusado admite el hecho imputado (sin que ello signifique un menoscabo a la garantía de la declaración contra sí mismo o sus parientes), manteniéndose el conflicto, mas no la controversia, la cual, puede generar efectos específicos en la redefinición del conflicto (Ejemplo: la aplicación de un juicio abreviado, la suspensión condicional del proceso o alguna forma de reducción del reproche respecto al tipo penal que se pretende encuadrar a la conducta del prevenido).  

4. LA COMPETENCIA PENAL

4.1 CONCEPTO
La competencia puede entenderse como “La facultad de cada tribunal de entender en los juicios o la capacidad del órgano del Estado para ejercer la función jurisdiccional”, mientras que la jurisdicción es la función misma, o sea, implica potestad o capacidad de juzgar, es la actividad del Estado para hacer cumplir la norma, según se expuso en el módulo precedentemente analizado. 
Pueden existir muchas competencias pero una sola jurisdicción (recuérdese la diferencia entre continente y contenido), que aunque fraccionada, cumple con una función estatal (Poder Judicial). No obstante por razones de pura conveniencia técnica, atendiendo a ciertas reglas muy distintas a las que corresponden ordinariamente al fuero penal, se han previsto jurisdicciones especiales como la electoral (terminología impropia), cuando en realidad no es más que un fraccionamiento de la jurisdicción, siendo aquélla tan sólo una magistratura con competencia exclusiva en materia electoral, razonamiento que consolida la tesitura expuesta sobre la confusión que normalmente suelen incurrir los operadores de justicia. Idéntico es el caso de la mal denominada jurisdicción militar que constitucionalmente es la única habilitada para ser denominada como tal, porque la finalidad de las normas castrenses escapa por completo a la actuación de la justicia ordinaria. A pesar de esto, los códigos militares tienen previstos materias recursivas contra las sentencias dictadas en dicha jurisdicción, las que se promoverán ante la máxima instancia de la jurisdicción ordinaria -Corte Suprema de Justicia-.
De esta manera, se salvaguarda el principio de indivisibilidad del poder jurisdiccional del Estado, que reconoce ámbitos y reglas especiales para ciertos procesos, más la última decisión siempre caerá bajo la órbita del Poder Judicial en virtud de lo dispuesto en el artículo 248 de la CN que dice: “De la independencia del Poder Judicial. Queda garantizada la independencia del Poder Judicial. Sólo éste puede conocer y decidir en actos de carácter contencioso...”. 
Podemos sostener con una base coherente que la competencia es la medida de la jurisdicción, por lo que reiteramos lo erróneo de pretender hablar de jurisdicción penal, civil, laboral, pues lo que realmente se fracciona es la competencia. 
Ningún juez carece de jurisdicción, pero sólo la ejerce dentro de los límites señalados por la ley, por lo que puede faltarle competencia para entender en un asunto determinado. De esto surge que cuando un juez no es competente, la parte afectada puede pedirle que así lo declare mediante la excepción de incompetencia, o recurrir al juez que considera competente, a fin de que se afinque al conocimiento del asunto. 
Un modo de ejemplificar este aserto brindará mayor cobertura explicativa: 
Si un particular dicta sentencia, obra sin jurisdicción, pero si un juez de Ciudad del Este dicta una sentencia en un proceso tramitado en Asunción, carece de competencia; el primer acto carece de cualquier eficacia o valor e inclusive puede imputarse al responsable la perpetración de hechos punibles al arrogarse una función impropia a su labor, en el segundo caso, la vulneración de las reglas de competencia, como regla, genera la nulidad de las decisiones adoptadas por el magistrado incompetente, más existen otras circunstancias que por razones de urgencia, pueden adquirir eficacia y que son anulables. Tal es el caso de las medidas cautelares adoptadas por un juez incompetente, o las relativas a la libertad del imputado en casos de urgencia, por citar algunas situaciones que aclaran lo que señalamos.  

4.2 FUNDAMENTO DE LA COMPETENCIA  

La distribución funcional de la jurisdicción en varias magistraturas especiales reside en el deseo de obtener una justicia más rápida, económica y con mayor capacidad técnica de los jueces que la administran en lo atinente a las ramas jurídicas más trascendentales para la vida social. 
En procura de obtener resultados óptimos en el cumplimiento de tales finalidades, el sistema jurídico prevé, a manera de ejemplo, la competencia territorial tiende a evitar que el juez y las partes se trasladen a largas distancias para el diligenciamiento de ciertos actos (aunque ello no impide que los actos trascendentales puedan comisionarse a otros órganos jurisdiccionales que residan en el lugar, o, en su defecto, el juicio oral y público se efectúe en el lugar en que se cometió el hecho llevado a juicio por las implicancia que generó en la comunidad respectiva). En esa misma línea de pensamiento, la competencia por razón de la materia permite la división del trabajo y resuelve el problema de la complejidad cada vez mayor del orden jurídico, que exige conocimientos especiales de ciertos institutos del procedimiento (la diferencia sustancial que se da entre el código procesal civil y penal, por ejemplo). Asimismo, los asuntos más graves o complejos son resueltos por jueces más idóneos, se economiza la energía funcional y los gastos (ejemplo concreto de esto es que el CPP permite que los juicios orales en hechos punibles que no excedan la eventual sanción de dos años de privación de libertad, sea sustanciado ante el tribunal uninominal).
Una forma novedosa que incorpora el CPP consiste en la posibilidad de otorgar un margen de libertad para que los jueces penales puedan integrar los tribunales de sentencia, siempre y cuando no conlleve deficiencias en el cumplimiento de sus funciones de controlador de las garantías durante las dos primeras etapas. 
La única prohibición que prevé el CPP es la señalada por el artículo 50 inciso 6º que establece como motivo de excusación el “...haber intervenido anteriormente, de cualquier modo, o en otra función o en otra instancia en la misma causa...”, fundada en el principio que garantiza la imparcialidad de los magistrados, prevista en el artículo 16 de la CN.  

4.3 CRITERIOS PARA CLASIFICAR LA COMPETENCIA PENAL  

De acuerdo a las normas de la materia insertas en el  CPP, se pueden distinguir varios criterios objetivos para la división de la competencia penal y que se pueden enumerar de la siguiente forma:  

4.3.1  POR RAZÓN DE LA MATERIA 

Se establece una división funcional de la competencia, conforme a las normas de fondo que deben aplicarse y que requieren de una especialización en la interpretación y aplicación de aquéllas, a más de requerirse un especial de tratamiento del conflicto a través de la litigación de casos. La tradicional división de la competencia que reconoce el derecho positivo procesal es la que se refiere al contenido del derecho material (por ello, su denominación ratione materia). Es así como se tiene como se dispone de una competencia civil, laboral, penal, administrativa, electoral, etcétera (mal denominadas jurisdicciones).  

4.3.2  POR RAZÓN DEL TERRITORIO

La finalidad de esta partición responde al principio de la indelegabilidad de la competencia y que no es otra que la imposibilidad que los magistrados puedan entender en todos los asuntos que se produzcan en el territorio nacional. Preliminarmente el objetivo de tal división del trabajo pretende dar eficiencia a la administración de justicia, no por esto también podemos dejar de recalcar que responde al principio constitucional de descentralización administrativa que como exigencia del tipo de Estado se reconoce en su artículo (una forma de implementación, constituyen los juzgados y fiscalías del área metropolitana que tienden a descongestionar la centralidad judicial en la ciudad de Asunción). 
No debe confundirse la descentralización con la autonomía funcional de la justicia, ya que el poder de superintendencia que la Ley No. 609/95 reserva a la Corte Suprema de Justicia, no permite que las competencias por razón del territorio, destruyan el principio unitario del Estado y de la indivisibilidad de la jurisdicción; asimismo, por sucesivas leyes se han creado diversas circunscripciones judiciales en el interior de la República y que permiten aproximar el funcionamiento jurisdiccional a los ciudadanos de todo el territorio de la República. 
4.3.3  POR RAZÓN DEL TURNO

Modalidad que en el ámbito penal ha desaparecido, al menos, en la forma estricta que venía implementándose antes de la entrada en vigencia plena del CPP. Esta forma de división funcional consistía en la selección de todos los litigios que ocurran en un momento específico derivándose a un determinado magistrado que se encuentra de turno en la fecha de su perpetración. 
Ahora bien, la modalidad no desaparece totalmente, ya que la competencia por razón del turno se ha modificado en cuanto a la automática derivación de causas a un magistrado por coincidir con la fecha del hecho sujeto a investigación, estableciéndose una mesa central de entradas del Poder Judicial que deriva las causas por vía de sorteo, pero ingresando en el sorteo las magistraturas que tienen menor sobrecarga de causas respecto a las demás. Este sistema de turno tiende a responder a criterios más racionales, ya que el anterior descansaba única y exclusivamente por las fechas, independientemente de una equitativa distribución de trabajo. La voz de alerta es que la corrupción mantiene intacto su influencia, ya que se aclimató fácilmente a esta modalidad, al punto que importantes sectores de los usuarios del sistema sostienen que la digitación se mantiene incólume, a pesar de la “modernización informática”.  

4.3.4  POR LA GRAVEDAD DEL HECHO PUNIBLE  

Esta distribución también es racional que el CPP se encarga de establecer con pautas generales que podrían exigir un mejor ajustamiento por acordadas de la Corte Suprema de Justicia. En tal sentido, la competencia del tribunal unipersonal o colegiado se determinará conforme a la gravedad o naturaleza del hecho punible o la posibilidad que los jueces de paz puedan conocer en el procedimiento abreviado en hechos punibles de escaso reproche o insignificancia, en la aplicación del proceso abreviado cuando el hecho que se plantee no merezca una eventual sanción que supere un año de privación de libertad, etcétera.  

4.3.5  POR RAZÓN DEL GRADO 

Determinado por la naturaleza y alcance de los recursos previstos en la ley procesal (Ejemplo: el CPP señala que el tribunal de sentencia unipersonal puede conocer en grado de apelación las resoluciones dictadas por los jueces de paz; la revisión de una sentencia condenatoria firme y ejecutoriada, será entendida por la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia al igual que el recurso extraordinario de casación, etc.).  

4.3.6  PERSONAL O RATIONE PERSONAE 

Implica la potestad de conocer y juzgar a determinados magistrados tomando en consideración las características personales del imputado o de las partes (Ejemplo: el CPP establece un procedimiento para menores infractores que, a su vez, exigirá una magistratura especializada como lo tiene previsto el proyecto de código de la infancia, la adolescencia y la niñez). Existe una discusión en cuanto a la naturaleza de la competencia reconocida a los jueces de ejecución, ya que algunos señalan que debe ubicarse como una particular ratione materia, mientras que otro sector lo imbrica dentro de la competencia ratione personae. Nuestro criterio es que dicha magistratura pertenece a la competencia funcional, por las razones que se abordan en el respectivo ítem.
4.3.7  FUNCIONAL

Responde a la división del trabajo y a una mejor distribución de las causas que permita eficiencia y rapidez en dispensar una respuesta a los justiciables, así como a una mejor forma de realización de los derechos y garantías del imputado y de la víctima. El CPP establece que los jueces penales deben conocer en todos los planteamientos que exijan pronunciamiento judicial en las etapas preparatoria e intermedia, respectivamente. Asimismo, el tribunal de sentencia entiende en el juicio oral y público, cuya conformación, a su vez (unipersonal o colegiada) se determina conforme a la gravedad del hecho que debe juzgar.  

4.3.7  OTROS CRITERIOS QUE ADOPTA EL CÓDIGO PROCESAL PENAL

Existen otros aspectos que implícitamente establece el Código Procesal Penal, siempre con el objetivo de optimizar funcionalmente la administración de la justicia, los cuales señalamos a continuación: 
A. Competencia Optativa , conferida a los jueces de paz en los casos previstos por el CPP, siempre que las partes lo acepten; 
B. Competencia Supletoria, que la pueden ejercer los jueces de paz para situaciones de urgencia como lo prevé el artículo 44.1, y; 
C. Competencia Causal, que responde al principio de inmediatez (a los que puede acuñar los de economía y concentración), situación que se produce cuando el mismo juez o tribunal que dictó una resolución o sentencia, conoce en la ejecución de lo declarado por aquella (ejemplo: el tribunal o juez que dictó la sentencia, conoce en el procedimiento para la reparación del daño).  

5. EXCLUSIÓN DE JUECES Y TRIBUNALES

5.1 CONCEPTO Y PRINCIPIO CONSTITUCIONAL QUE SE BUSCA PRESERVAR  

Una de las instituciones que mayores problemas generan respecto a la celeridad y sencillez de los procesos penales, es sin duda el de las inhibiciones y recusaciones, figuras que tienen por finalidad garantizar la independencia e imparcialidad de los magistrados en la administración de los casos que caen bajo sus respectivas competencias. Decimos que se trata de un tema urticante, porque la opinión pública constantemente señala que los códigos procesales no prevén mecanismos cerrados o estrictos que impidan el abuso de las recusaciones, principalmente, por parte de los litigantes que en la práctica facilita la elección del juez que entenderá en la causa. Recuérdese que todo magistrado competente en una causa y que resulta apartado, afecta el principio constitucional del debido proceso, vale decir, de una causa que tiene que ser entendida por el juez natural y que no es otro que el señalado por una ley anterior al hecho que motiva el procedimiento.
No obstante, el CPP ha previsto causales, sin que por ello su enunciación sea taxativa, principalmente si se atiende a la naturaleza del nuevo proceso penal que otorga mayores garantías de imparcialidad a las partes que están involucradas en una causa penal. 
Antes de analizar el texto legal que hace mención sobre los motivos de excusación y recusación, es importante distinguir perfectamente ambas figuras. 
La recusación es un mecanismo procesal que la ley procesal penal acuerda a las partes, cuando existan actos concretos y graves que comprometan seriamente la imparcialidad del juez o tribunal competente, para lo cual deberán plantear el incidente de recusación en las formas y plazos de ley. Entiéndase por la forma escrita y en cualquier estado del procedimiento. 
La inhibición tendría que ser la figura madre en cuanto a la postura que adopten los jueces y tribunales respecto a la institución que estamos analizando, aunque no siempre se produce esta postura de una forma espontánea por parte de los magistrados insertos en una causa expresamente señalada por la ley. Inhibirse significa desentenderse y en términos procesales, quiere indicar la decisión voluntaria y espontánea que adoptan los jueces cuando tienen la convicción razonable que se encuentran dentro de alguno de los motivos que inhabilitan a los mismos en la continuidad de su intervención competente y cuyo resultado no es otro que el declararse inhábil para administrar el conflicto que conoce con imparcialidad e independencia.  

5.2 CLASIFICACIÓN DE LOS MOTIVOS DE EXCLUSIÓN DE LOS JUECES  

Distinguida las formas en que puede operarse la separación de magistrados como integrantes del componente del debido proceso (jueces naturales e imparciales, tal como lo prescribe el artículo 16 de la CN), analizaremos lo que el CPP en su artículo 50 describe como los motivos taxativos y otras circunstancias análogas, claro está, siempre que las mismas encuentren sustento por vía de la analogía o aproximación a las expresamente nominadas en el citado precepto. Asimismo, se podrá corroborar que existen algunos motivos de excusación y recusación que están mejor definidos, todo ello, con el objeto de poner límites formales y sustanciales a la práctica impropia de provocar apartamientos de jueces que conspiran contra la buena marcha de los procesos y a la vez, montando suspicacias que oscurecen la transparencia en la administración de la justicia en general. 
Dice el artículo 50: 
“Los motivos de separación de los jueces serán los siguientes: 1) ser cónyuge, conviviente o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad o por adopción, o segundo de afinidad, de alguna de las partes o de su representante legal o convencional...”. 

Como incorporación novedosa entre las causales de separación por vínculos familiares, se destaca la figura del conviviente, que sería la persona -sin distinción de sexo- que mantenga una relación más o menos estable y conocida con una de las partes (unión de hecho o conocimiento público de “convivencia bajo el mismo techo” o de alguna manera fehaciente que acredite la relación personal con la persona del juez) o los representantes legales o convencionales. Es importante poner de resalto que la representación legal podría recaer en personas físicas que específicamente no están vinculadas a la causa penal, pero que al intervenir como apoderados para cualquier efecto en el procedimiento, están comprendidos dentro de uno de los supuestos que prevé el numeral 1º del precepto. 
“2) ser acreedor, deudor o garante, él, su cónyuge o conviviente, de alguna de las partes, salvo cuando lo sea de las entidades del sector público, de las instituciones bancarias, financieras o aseguradoras. Habrá lugar a la inhibición o recusación establecida en este numeral sólo cuando conste el crédito por documento público o privado, reconocido o inscripto, con fecha anterior al inicio del procedimiento; (...)”.
En principio la calidad de acreedor, deudor o garante del juez con algunas de las partes es suficiente para la inhibición del magistrado que entienda en una causa penal. Sin embargo, se exceptúan a las instituciones bancarias, financieras o aseguradoras que funcionen lícitamente, vale decir, que tengan una personería reconocida y que los integrantes del cuerpo directivo, a su vez, tampoco guarden una relación más allá de la meramente formal que exigió la concesión del crédito o la aceptación de una garantía real (según cuál sea la naturaleza de la operación). 
La prueba instrumental es fundamental para la procedencia de esta causal, aunque tampoco habrá que ser muy exigentes en esta formalidad, ya que el instrumento de crédito privado reputado al juez, no necesita un reconocimiento por vía de la acción preparatoria o de alguna mención expresa del afectado (el magistrado). Es lógico que ante una circunstancia como la expuesta, el magistrado debe inhibirse y si alega la ausencia de una formalidad como la expresada, la sospecha de su resistencia a seguir entendiendo en la causa lo ubica dentro del interés manifiesto con alguna de las partes. 
“3)Tener él, su cónyuge o conviviente, o sus parientes dentro de los grados expresados en el inciso 1), procedimiento pendiente con alguna de las partes o haberlo tenido dentro de los dos años precedentes si el procedimiento ha sido civil y dentro de los cinco años si ha sido penal.  no será motivo de inhibición ni de recusación la demanda civil o la querella, que no sean anteriores al procedimiento penal que conoce (...)”. 

Esta norma aclara una cuestión muy contradictoria en materia de recusaciones. 
En primer lugar, establece que los procedimientos pendientes o anteriores que tengan o hayan tenido las partes (con los alcances del numeral 1º), deben ser anteriores a la promoción de la acción penal. 
En segundo lugar, fija plazos de antelación para limitar el alcance de los procedimientos pendientes o anteriores, según se trate de procesos civiles 2 (dos) años y penales 5 (cinco) años. 
Finalmente, prohíbe la recusación fundada en este motivo que sea posterior a la promoción de la acción o inicio del procedimiento, aunque fueren coincidentes en el tiempo o que su promoción intentada poco tiempo antes del proceso penal que entiende el magistrado, guarde estrecha relación con el objeto de provocar la separación del magistrado. 
La expresión demanda civil o querella no excluye, de por sí, otras circunstancias análogas como serían las denuncias penales, las denuncias ante organismos administrativos y las radicadas ante los órganos competentes para juzgar la actuación de los magistrados (Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados y Consejo de Superintendencia del Poder Judicial, respectivamente). Con idéntico sentido, pero con referencia a lo expuesto en el párrafo anterior, la sinonimia entre demanda y querella con las especies que se acaban de mencionar que hayan sido promovidas con anterioridad al inicio del proceso penal, también constituye un motivo serio para que el juez se aparte en el conocimiento de la causa. 
“4) Tener interés personal en la causa por tratarse de sus negocios o de las personas mencionadas en el inciso 1) (…)”. 

El interés personal no sólo se traduce en algún beneficio económico o patrimonial que podría recibir el juez con alguna de las partes con los alcances del inciso 1º, sino cualquier emprendimiento que de una forma indirecta pueda beneficiarlo en el disfrute de una posición que no la obtendría sino a través de la relación que provoca un interés especial hacia una de las partes en cuanto al resultado de la causa penal. Un ejemplo típico de esta ampliación del interés que debe ser manifiesto o palpable con la actitud del juez respecto a la parte con la cual se encuentra comprendido en esta causal, es la provisión de insumos, trabajos a parientes, trato preferencial por su condición de magistrado en ciertas entidades o grupos, acceso a sistemas crediticios especializados, participación y deliberación en entidades que aglutinen a personas que su vez mantenga una posición definida respecto a temas que hipotéticamente puedan influir en la decisión de la causa, etcétera. 
“5) Ser contratante, donatario, empleador, o socio de alguna de las partes (...)”. 

Esta causal sólo merece un agregado más y por razones de garantizar la absoluta prescindencia de sospechas respecto a la imparcialidad del magistrado: que las “partes” deben entenderse con los alcances previstos en el numeral 1º del precitado artículo 50. 
“6) Haber intervenido anteriormente, de cualquier modo, o en otra función o en otra instancia en la misma causa (…)”. 

La intervención del juez penal de garantías, principalmente, debe ceñirse a no incurrir en alguna actuación que empañen su imparcialidad y se puede generar un motivo de excusación o recusación. Atendiendo a la configuración novedosa del procedimiento ordinario, es evidente que todo magistrado que intervino -aún sin emitir pronunciamiento definitivo- en la misma causa, no puede continuar en conocimiento de ésta, aunque las partes lo consientan o se trate de una situación excepcional (Ejemplo: el juez penal de garantías que sustituyó temporalmente el despacho del magistrado natural, no podrá intervenir como miembro del tribunal de sentencia, o, el juez penal de ejecución que si bien tuvo a su cargo el control de las finalidades de la prisión preventiva en las diversas etapas del procedimiento ordinario, tampoco puede integrar el tribunal de sentencia o el tribunal de apelación).
 “7) Haber dictado una resolución posteriormente anulada por un tribunal superior...”. 

En el sistema del CPP, cualquier sentencia que fuera objeto del recurso de apelación especial de sentencia de primera instancia o de casación extraordinaria, según el caso, tendría que ser anulada y reenviada a nuevo juicio oral y público (salvo los casos de decisión directa, que no afectaría la situación que describe el numeral 7º), por lo que la decisión que admita el recurso, siempre provocará el juzgamiento del caso por un nuevo tribunal, distinto al que emitiera la decisión anulada; de esta manera, es perfectamente entendible la prohibición sentada en este numeral. 
Ahora bien, tampoco puede perderse de vista que a través del recurso de apelación general, las decisiones adoptadas por los jueces penales durante el trámite de las dos primeras etapas (preparatoria e intermedia), podrían provocar la nulidad o revocación de la resolución recurrida. Si se trata del primer supuesto -nulidad-, es evidente que podría verificarse la separación del magistrado en la causa penal, mediante la invocación del mismo numeral 7º (recuérdese que el artículo 165, párrafo 2º inserto en el capítulo de las nulidades, permite la apelación general fundada en inobservancias que puedan provocar la declaración de la decisión con los alcances de una nulidad absoluta). En el caso de la revocación del fallo impugnado, la excusación o recusación será inviable. 
“8) Haber intervenido en el procedimiento como parte, representante legal, apoderado, defensor, perito o testigo; 9) Haber sido condenado en costas, en virtud del procedimiento que conoce (…)”. 

En el Título II del Libro V, se establecen los casos en que los jueces podrían soportar la condena en costas. Los artículos 275 y 276 responsabilizan solidariamente al Estado por la restricción de libertad (preventiva o condenatoria), sin perjuicio de imponerlas a quienes hayan contribuido dolosamente o por culpa grave al error judicial (en los casos de revisión). De esta manera, a los magistrados se les podría imponer el pago de las costas por estas causales, claro está, sin perjuicio de sus responsabilidades personales que deberán dilucidarse por los conductos correspondientes.
Esta circunstancia impediría que los magistrados puedan conocer en la misma causa penal por la imposición de las costas, ya que esta determinación obedece a una grave negligencia de los mismos o, en su defecto, a una acción dolosa susceptible, como se dijo, de responsabilidad civil y penal respectivamente. 
“10) Haber emitido opinión o consejo sobre el procedimiento, que conste por  escrito o por cualquier medio de registro...”. 

Fuera del caso de las opiniones por escrito u otro medio similar que compruebe un prejuzgamiento del magistrado que entiende en una causa penal y que no merece mayores disquisiciones al respecto, se encontrarían las mismas resoluciones emitidas por aquellos. 
En esta hipótesis se podrían presentar, a su vez, varios supuestos que mencionaremos al sólo efecto ilustrativo: 
a) Que la resolución adoptada por el juez se aparte considerablemente de la naturaleza del acto que debía resolver (Ejemplo: para imponer una medida cautelar, emite juicios de valor sobre la persona de una de las partes -el imputado, en particular- o señala la existencia de pruebas que anticipadamente presentan a una de las partes como la portadora de la razón, siendo una etapa impropia para tales manifestaciones); 
b) Que adopte una decisión sobre la base de un temperamento totalmente ajeno a su convicción (Ejemplo: admite alguna diligencia o resuelve una medida que afecta al imputado o a la querella, basándose en la exclusiva opinión de un tercero); 
c) Que si bien no se observan actitudes concretas que presuman un prejuzgamiento del magistrado, éste haya adoptado un temperamento definido y anterior respecto a una de las partes que está en la misma situación jurídica que el afectado, lo que equivaldría a señalar que las demás partes correrán la misma suerte con relación a sus planteamientos. 
La Ley Nº 3759/09 que establece el procedimiento para el enjuiciamiento de magistrados, establece la prohibición que los jueces emitan opiniones sobre el estado de las causas a los medios de comunicación, todo esto, con el objetivo de preservar la independencia e imparcialidad del magistrado. De todas maneras, su máximo rigor se produce en la etapa preparatoria, ya que el proceso no es público y los jueces penales de garantías deben preservar justamente uno de los principios más importantes del debido proceso, cual es, la presunción de inocencia de las personas. 
“11) Tener amistad que se manifieste por gran familiaridad o frecuencia de trato; 

12) Tener enemistad, odio o resentimiento que resulte de hechos conocidos (…)”. 

Es evidente que la amistad o enemistad entre las partes con el juez, es uno de los motivos que provoca la inhibición o recusación de los magistrados, aunque su práctica se ha pervertido por aquello que anticipábamos en este análisis, que las partes han abusado de ciertos temperamentos adoptados por los jueces para intentar probar la existencia de esta causal. En cuanto a la amistad, el CPP se refiere a la gran familiaridad o frecuencia de trato, dejando de lado la expresión del Código Procesal Civil que señalaba como prueba de esta causal la amistad íntima. 
Los alcances de la intimidad quedaban, de ordinario, en la convicción del juez y esto motivaba un rechazo casi unánime de las recusaciones que alegaban esta circunstancia. La familiaridad o frecuencia en el trato, se refiere a circunstancias objetivas y fácilmente comprobables en medios sociales pequeños como el nuestro. Es lógico que la sola existencia de un trato deferente entre jueces con una de las partes o las reiteradas audiencias que conceden a una de las partes, no sea bastante para alegar la familiaridad en el trato. Una fórmula razonable consistiría en la determinación de ciertos ámbitos de frecuencia que indudablemente producen una estrecha relación que trasciende más allá de lo meramente formal y pasan al ámbito de lo familiar y frecuente: participar de grupos sociales que involucran a determinados estamentos de la sociedad, concurrencia a domicilios de personas con las cuales -el juez y una de las partes- existe un vínculo muy estrecho, participación en grupos que congregan a determinados magistrados, abogados y otras personas que se vinculan en sectas o grupos que no activan públicamente, etcétera. 
Es indudable que estas actividades generan un grado de compenetración en las relaciones del grupo (entre los cuales están incluidos los jueces y una de las partes), tornándose el trato mucho más que una coincidencia de lugar y tiempo, de respeto mutuo, consolidando una cierta identidad o afinidad sectorial o familiar con el correspondiente compromiso o lealtad, todo lo cual, impide garantizar una razonable imparcialidad del juez en administrar el caso en el cual entiende, claro está, por efecto de dichos lazos. 
En cuanto a la enemistad, hay que entender que el odio o resentimiento aparte de ser conocido por propios o terceros, debe sustentarse en una acción del juez hacia una de las partes y no en sentido adverso. Una práctica muy repetida en nuestro medio es que los litigantes perfeccionaron el arte de la insidia y la ofensa en motivos estrictamente coyunturales (al momento de intervenir en una causa penal o al obtener una resolución desfavorable a sus intereses), de tal manera a provocar la separación del magistrado. Recuérdese que el magistrado debe estar por encima de las actitudes beligerantes y enconadas, pues al decir de Carnelutti, su actuación es la expresión de la justicia humana y atendiendo a su peculiar investidura, es una persona que tiene suficiente convicción y preparación intelectual, ética y moral para enfrentar las contingencias provocadas por el dicterio, que de incurrir en esa bajeza, no merece ser magistrado. De esta manera, las recusaciones sustentadas en esta causal (por odio o resentimiento que manifiesta una de las partes hacia el magistrado) sólo podrían tener cabida, en forma excepcional, cuando la respuesta del juez trasluce una actitud en el mismo sentido, hacia el litigante. Fuera de esta excepción, es práctica pacífica que las recusaciones provocadas por las partes sobre motivos de odio o resentimiento, deberán desestimarse. 
Por último las sanciones disciplinarias aplicadas por los magistrados y que se hayan revocado a través del recurso de apelación, siempre que de la lectura del fallo emitido por el tribunal superior, surja una actitud parcial o de menoscabo a la dignidad de la parte afectada, estaríamos frente a una causal que sobrevenga y como tal el magistrado tendría que apartarse en el conocimiento de la causa. 
“…y; 13) Cualquier otra causa, fundada en motivos graves, que afecten su imparcialidad o independencia”. 

Este numeral prevé lo que denominaremos una norma procesal en blanco, ya que sin describir cuáles serían los supuestos que podrían ampararse en esta causal para provocar la excusación o recusación de los jueces, impone un fundamento serio para su extensión hacia otras situaciones que no sean las mismas a las enumeradas taxativamente, las que tendrían que bordarse mediante una jurisprudencia seria y responsable que busque el justo equilibrio de dos principios cardinales del proceso penal: el de garantía (preservando la imparcialidad de los magistrados en las causas que caen bajo su competencia) y el de eficiencia (preservando la sencillez, economía, celeridad, progresión y continuidad de los procesos penales), respectivamente. 
El numeral 13º convierte el régimen de excusaciones y recusaciones tradicionalmente regulado por normas taxativas o cerradas, en un dispositivo de numerus apertus (abierto), que introduce casos típicos o más usuales en la práctica forense.
5.3 EL TRÁMITE EN EL CÓDIGO PROCESAL PENAL

Se remite al trámite de los incidentes regulados en el CPP. 
“Artículo 341. Inhibición. El juez comprendido en alguno de los motivos de impedimento previstos en este código deberá inhibirse inmediatamente, apartándose del conocimiento o decisión del procedimiento”. 

“Artículo 342. Recusación. Las partes podrán recusar a un juez alegando cualquiera de los motivos indicados”. 

“Artículo 343. Forma y tiempo. La recusación se interpondrá por escrito, en cualquier estado del procedimiento, indicando los motivos en que se funda y los elementos de prueba pertinentes. La interposición de recusaciones manifiestamente infundadas o de modo repetitivo con la finalidad de entorpecer la marcha del procedimiento se considerará falta profesional grave”. 

“Artículo 344. Tribunal Competente. Producida la inhibición o promovida la recusación, el juez o tribunal inmediato superior tomará conocimiento del incidente. Si se trata de un tribunal en pleno, deberá entender el tribunal inmediato superior. Cuando el afectado sea uno solo de los jueces de un tribunal conocerán los restantes miembros, siempre que puedan constituir mayoría”. 

“Artículo 345. Trámite y resolución.  Promovida la recusación se pedirá informe al juez recusado, quien contestará en veinticuatro horas. Si el recusado se allana, se lo declarará inhibido del conocimiento del procedimiento; Si se opone, fundándose en razones de derecho, se resolverá dentro de los tres días; Si la oposición se funda en hechos justificables se convocará dentro de los tres días a una audiencia de prueba y luego se resolverá inmediatamente. Cuando se admita la recusación, se reemplazará al juez conforme a lo previsto en el código de organización judicial. En caso contrario continuará el juez original, quien ya no podrá ser recusado por los mismos motivos”. 

“Artículo 346. Efectos en el procedimiento.  La inhibición o la recusación no suspenderán el trámite del procedimiento, pero una vez interpuestas serán resueltas antes de que el juez afectado tome cualquier decisión. Asimismo, el juez afectado no podrá practicar acto alguno, salvo aquellos que no admitan dilación y que, según las circunstancias, no puedan ser realizados por el reemplazante. La resolución que admita la inhibición o la recusación será notificada inmediatamente al nuevo juez y a las partes, y será  irrecurrible”. 
Varias cuestiones deben resaltarse respecto a lo trascrito: 
a) La solicitud se podrá realizar en cualquier momento del procedimiento, aunque existe un límite preciso en el tiempo que señala el CPP en su artículo 365 para recusar a los miembros del tribunal de sentencia. 
b) El plazo es de cinco días contados desde la notificación de la convocatoria a la audiencia del juicio oral y público. Es evidente que los motivos de la recusación o inhibición, deben fundarse en hechos nuevos o, por lo menos, conocidos en lapso estrecho entre la constitución del Tribunal y la comprobación de la causal; 
c) El juez que se inhibe debe fundar sus motivos en una resolución y tal circunstancia no puede ser objeto de impugnación como acontecía en el sistema del CPP de 1890; 
d) El juez recusado pierde la potestad de seguir entendiendo en la causa penal, aunque podría realizar actos que no admitan demora como un anticipo jurisdiccional o todo lo concerniente a las medidas cautelares de orden personal. 
e) Fuera de estos casos, no podrá resolver las cuestiones pendientes, sino una vez que el tribunal superior resuelva lo que corresponda respecto al magistrado afectado; 
f) Si el magistrado recusado opone resistencia, manifestando que la solicitud no reúne los requisitos para la procedencia de la recusación, el tribunal deberá convocar a una audiencia oral en la que se producirán las pruebas, la que una vez concluida, permitirá que la resolución del incidente inmediatamente y la resolución que recaiga es irrecurrible, y; g) Finalmente, se establece la prohibición de designar abogados comprendidos en notorios motivos de excusación y recusación, con la salvedad del imputado que está exonerado de esta prohibición, cuando designe un defensor en su primera presentación o en el primer acto de procedimiento que le corresponde intervenir (artículo 112 del CPP en concordancia con el 50 del mismo cuerpo legal).
6. EL MINISTERIO PÚBLICO

6.1 UBICACIÓN HISTÓRICA Y AVANCE INSTITUCIONAL

La Constitución de 1992 creó un Ministerio Público cuyas funciones, ubicación institucional, inserción dentro del esquema de poderes y su misión general, es totalmente nuevo para la República del Paraguay. Este hecho, evidente con la simple lectura de las normas constitucionales, no ha sido destacado suficientemente y todavía hay quienes piensan al Ministerio Público desde un horizonte político y cultural ya superado por la Ley Fundamental. 
Las columnas que sostienen esta nueva estructura del Ministerio Público son cuatro y provienen directamente de las normas del sistema constitucional: 
a) El carácter judicialista, que hace del Ministerio Público una de las instituciones judiciales del Paraguay. 

b) Su carácter de representante de la sociedad, que enlaza al Ministerio Público con el concepto de democracia participativa y obliga a un modelo de organización totalmente distinto al tradicional. 

c) Su autonomía incluso respecto de las otras instituciones judiciales.

d) El control de legalidad privilegiado que se manifiesta en la defensa de los derechos y garantías constitucionales (CN, artículo 268.1) y que es una vuelta a las raíces históricas del control de legalidad. 

El carácter judicialista del Ministerio Público es claro en la Constitución de la República, que ubica sus normas dentro del Capítulo del Poder Judicial (Sección IV). De este modo, nuestra Ley Fundamental optó por una de las posibles ubicaciones del Ministerio Público (administrativista, judicialista, órgano extra-poder) y se puede decir que desde 1992 el Poder Judicial se organiza internamente por cuatro grandes instituciones: los Tribunales (órganos jurisdiccionales en sentido estricto), el Ministerio Público (órgano judicial requirente), el Consejo de la Magistratura (órgano regulador de la carrera judicial) y la Justicia Electoral (órgano jurisdiccional-administrativo, especializado y de naturaleza compleja). Esta partición del Poder Judicial no significa un debilitamiento sino un fortalecimiento de este poder, pero sin duda también significa una nueva realidad, que ahora debe ser conceptuada con los instrumentos adecuados y que ya no puede ser interpretada desde los viejos moldes y menos aún permite que las prácticas anteriores a 1992 puedan persistir. 
La evolución política demuestra que la posición del Ministerio Público fluctuó entre dos vertientes: una administrativista cercana al Poder Ejecutivo, y otra, judicialista pero como mero auxiliar que, finalmente, seguía siendo una institución dependiente, sólo que de un órgano diferente. 
El gran paso de la Constitución Republicana de 1992 fue resolver la cuestión mediante su inclusión clara dentro de los organismos judiciales pero, a la vez, resaltar con fuerza su autonomía, incluso de los otros organismos judiciales, de modo que ya no puede ser conceptuado como un mero auxiliar de los jueces y tribunales.
Con la Revolución Francesa -nutrida de una gran desconfianza hacia el sistema judicial absolutista y productora de una ruptura histórica que moldeará a los sistemas jurídicos desde entonces- nace la tradición legalista. Hasta esa época todos los sistemas eran, en cierto modo y con variantes, sistemas judicialistas basados en la actividad judicial como eje del sistema jurídico (idea vigente hasta el presente en el common law), que se altera con la difusión de la obra legislativa francesa al derecho continental europeo -del cual somos tributarios- se consolida un legalismo producto de la desconfianza en los sistemas judiciales del Antiguo Régimen, es decir, del sistema inquisitivo en sus diferentes variantes. No obstante, esto debe ser analizado en un contexto histórico para percibir la verdadera corriente ideológica que se pretende plasmar. En efecto, cuando los revolucionarios franceses alzan la primacía de la ley, están buscando destruir la sociedad de privilegios (por lo menos en un sentido formal), están tratando de preservar a la ley como mecanismo ordenador de la sociedad, por encima de la voluntad del rey o de los nuevos gobernantes. Es por este breve criterio que ese espíritu legalista es emanación del espíritu igualitario y busca destronar la arbitrariedad. 
El programa normativo, entonces, buscaba la expresión de un nuevo orden, basado en la igualdad, la libertad y la fraternidad. El sistema judicial, convertido en uno de los poderes del Estado, debía respetar a toda costa ese sistema normativo. Inmediatamente la propia dinámica de la Revolución producto de su enfrentamiento con el resto de Europa, de una paulatina consolidación de un si tema centralizado; en fin de avances y retrocesos del propio proceso político, demostró que la aspiración que el juez fuera un simple aplicador mecánico de la ley era imposible. Y esto porque la diversidad de la vida hacía que la interpretación de la ley fuera insoslayable (recuérdese la famosa frase de Napoleón ante la aparición del primer comentario a la nueva legislación: "¡Mi Código está perdido...!") como las nuevas necesidades de un poder político centralizado hacían que el mismo poder fuera reacio a la subordinación absoluta al programa de la ley. 
Este complejo panorama político hace nacer dos instituciones que desde sus orígenes fueron marcadas por esta dualidad y contradicción de ser tanto custodios de la ley es decir, custodios del programa político igualitario plasmado en la ley, instrumento de racionalización de la vida social y política (téngase en cuenta que el Iluminismo se caracteriza por una ilimitada y a veces ingenua fe en la razón) así como avanzadas del poder político sobre el judicial, para asegurar los intereses del Estado. 
Estas instituciones son la Corte de Casación, en un primer momento ligada al Parlamento como un modo de preservar el sentido de la ley (mucho más su sentido político, que su sentido literal, ya que el Parlamento era un poder electivo en el que residía la soberanía popular) y el Ministerio Público, custodio de la legalidad, defensor del programa normativo, para evitar la distorsión judicial. Debe quedar claro, pues, que el nacimiento histórico del Ministerio Público estuvo ligado a dos ideas fundamentales: 
a) La crítica al sistema judicial del Antiguo Régimen, básicamente estructurado sobre el modelo inquisitivo, y; 

b) La defensa de la ley como expresión de una aspiración igualitaria y racionalista que se expresaba en el programa normativo. 

Por eso señala Roxin que "...oralidad, publicidad, participación de los legos en la administración de justicia y la introducción del Ministerio Público, ésas fueron las exigencias reformistas decisivas del siglo XIX en oposición a la justicia de gabinete y a la manipulación arbitraria del poder penal. El Ministerio Público que, como es conocido, tiene su origen en el derecho francés y hunde sus raíces en la gran revolución francesa del siglo XVIII es, entonces, herencia del iluminismo; él cobró vida como medio de liberación ciudadana y no como instrumento de represión autoritaria (...)”. 

El movimiento independentista latinoamericano se nutre de las ideas de la Revolución Francesa. El problema para la generación de la independencia no era sólo liberarse de España sino construir la República y se puede decir que su gran éxito fue el logro de la independencia y su gran fracaso fue la imposibilidad de construir el sistema republicano. Dentro de ese proceso político también se dio una profunda crítica al sistema inquisitivo, a la justicia del rey español que la distancia y el descontrol habían hecho más formalista y más arbitraria aún. También en nuestro país, la reforma judicial, la oralidad de los juicios, los jurados y el Ministerio Público aparecen, al igual que en Europa, como postulados básicos del pensamiento republicano. Ni en Europa, ni en América Latina se logró destruir el sistema inquisitivo -por tal razón, hoy, doscientos años después de la Revolución Francesa, aquí y allá sigue siendo una tarea pendiente-. 
En América Latina la pervivencia del sistema inquisitivo fue más fuerte y en muchos países, entre ellos el nuestro, prácticamente se conserva en su forma pura. Los intentos por establecer el jurado fueron perdiendo fuerza, el mismo movimiento de reforma se fue agotando y lentamente el sistema inquisitivo y su cultura formalista y arbitraria se convirtieron nuevamente en el sistema dominante. No obstante, el Ministerio Público fue organizado, pero quedó atrapado dentro de un sistema extraño, aislado de otras reformas a las que estaba históricamente ligado e incluso se olvidó la razón política que le había dado origen. Un Ministerio Público injertado en el sistema inquisitivo que la generación de la independencia no pudo destruir, se convirtió en una institución anodina, sin perfil político ni institucional, fácilmente manipulable y, en el fondo, inútil. 
Sus funciones penales, pensadas originalmente para ser una condición de la persecución penal igualitaria y una garantía de la imparcialidad de los jueces (recuérdese la famosa frase de Radbruch: "quien tiene a un juez por acusador necesita a dios como abogado") quedaron convertidas en una pobre participación en el proceso, realizando dictámenes que atrasan el trámite, antes que contribuir a la correcta administración de justicia, sin ningún control sobre la policía y subordinados totalmente a las tareas del juez de instrucción. Por otra parte, sus funciones de vigilante de la ley pensadas para que fuera custodio del programa normativo, de la racionalización del poder, de la ley como expresión de los derechos inalienables del hombre, quedaron convertidas en una participación rutinaria en procesos civiles y comerciales, en dictámenes sin mayor importancia en sucesiones o tutelas. En fin, el custodio de la ley quedó convertido en un pobre guardián de formas procesales y rutinas forenses. 
Pues bien, ese era el Ministerio Público inquisitivo -pariente muy pobre y muy lejano de los ideales de la Revolución Francesa- el que gasta recursos del Estado sin un rumbo claro, sin un aporte social significativo y sin ningún futuro. De ahí la importancia que por virtud de la Constitución Republicana de 1992 se haya retomado el rumbo exacto de la genuina naturaleza del Ministerio Público, retornando a sus raíces y orígenes históricos. 
Por supuesto, en un contexto político y cultural totalmente distinto que obliga a tomar la esencia de lo anterior y no sus meras formas. 
a) Retorna el sentido originario del “control de legalidad" que, como se dijo, no era control de formas o de legislación de menor orden, sino control de la vigencia de la ley en tanto expresión racional de los derechos inalienables de la persona. Ese programa normativo hoy está plasmado en la misma Constitución y por ello ser "custodio de la ley" significa en nuestra actualidad, ser custodio, defensor, de la vigencia de la misma Constitución. 
b) Esto que hemos llamado "control de legalidad privilegiado" para marcar la diferencia con el depreciado y aparente control de la ley secundaria y sus formas que venía realizando el Ministerio Público, es uno de los fundamentos esenciales, como ya se ha dicho, de la flamante ley orgánica.
c) La vigencia de la carta de derechos y garantías plasmados en el texto constitucional, hoy es tarea prioritaria del Poder Judicial en su conjunto (artículo 247 de la CN) y ello explica la integración del Ministerio Público como parte esencial del mismo Poder Judicial. 
d) La custodia del programa normativo no aparece ya como la tarea exclusiva de los poderes políticos sino como una preocupación de toda la sociedad que asume el derecho y el deber de la participación democrática (artículo 1 de la CN); de ahí que el Ministerio Público se configura de un modo especial, como aquella institución que debe actuar de nexo entre muchas de las preocupaciones sociales (entre ellas los intereses colectivos y difusos) y los órganos del Estado previstos para dar solución pacífica a los conflictos sociales (esencia de la función de los órganos jurisdiccionales). 
e) Finalmente, no se puede repetir el error histórico de organizar al Ministerio Público olvidándose que él nació como uno de los instrumentos de destrucción del sistema inquisitivo. Por ello, esta ley está pensada en el contexto de una reforma integral de la justicia penal, que remueva de raíz las estructuras inquisitivas. 
f) Las funciones penales del Ministerio Público y potenciadas en su Ley Orgánica, en general, presuponen el inicio de una profunda transformación judicial en el Paraguay sin la cual el Ministerio Público estará condenado a la intrascendencia y la sociedad paraguaya verá cómo su programa constitucional, que hoy tiene fuerza y moviliza las energías sociales, poco a poco, como ya sucedió en la historia nacional, irá cayendo en el olvido y se convertirá en dolorosa letra muerta.

7. PRINCIPIOS QUE RIGEN SU ORGANIZACIÓN

7.1 INSTITUCIÓN VINCULADA CON LA ACTIVIDAD JUDICIAL

El sistema tripartito que las constituciones republicano-democráticas, conduce a la asignación especializada de actividades a oficinas o entidades orgánicas para la satisfacción de las necesidades propias a cada quehacer; entre las funciones esenciales del Estado se destaca la jurisdiccional avocada al conocimiento de los asuntos contenciosos producidos por el incumplimiento de una norma que integra el ordenamiento jurídico estatal. En otras palabras, se le confiere una parcela de la soberanía estatal interna para administrar justicia conforme a los valores constitucionales; esa función llamada judicial -sinónima de jurisdiccional- llevó a confusiones doctrinarias para saber exactamente si la palabra jurisdicción congloba la expresión judicial o viceversa. 
Lo señalado exige claridad por lo que cuando nos referimos a la gestión judicial que ejerce el Estado no estamos involucrando solamente la actividad orgánica que realizan los jueces. Por el contrario, la administración de justicia conforme a un procedimiento previsto por el sistema legal -cuando usamos la expresión judicial-, es en la que se realiza para la concreción de los fines que persigue la función judicial en un sistema democrático y republicano de gobierno: la búsqueda de la verdad real sobre los acontecimientos puestos en estudio y a través de ella, el funcionamiento de la voluntad de la ley con la finalidad de asegurar una correcta administración de justicia. 
Alfredo Vélez Mariconde otorga un sentido lato al contenido de la función judicial comprendiendo actividades trascendentes más allá de la típica y tradicional función decisoria de última ratio y eminentemente jurisdiccional que efectúan los tribunales. 
Esta idea se sustenta en la necesidad de reconocer un género (la función judicial), dentro del cual se advierten dos especies diversas, unidas por una sola finalidad (la búsqueda de la verdad y la efectiva aplicación de los ideales naturales de justicia). En este género, se encuentra la actividad eminente y determinativamente jurisdiccional que es el acto de dictar una resolución o sentencia, que constituiría así, la especie de aquélla, mientras que la otra especie constituye la función requirente del Ministerio Público. 
Conforme a esto, se tiene que del concepto de función judicial se pueden aclarar las dificultades iniciales entre los vocablos judicial y jurisdiccional: 
a) Actividad estatal compleja que contempla a varios órganos que constitucionalmente se encuentran bajo la órbita judicial;  

b) Esos órganos ajustarán su "funcionamiento" a un mecanismo que instrumenta sus deberes “concretos” y que no es otro que la ley procesal; 

c) Cada órgano pretende buscar y arribar con claridad a la verdad de los hechos investigados, todo esto, para lograr, finalmente, la aplicación de la ley de fondo al caso particular; 

d) El ejercicio de la acción que motiva la intervención de la jurisdicción, corresponde como función específica al Ministerio Público. 

Clariá Olmedo nos enseña que: "...el poder jurisdiccional y el poder judicial requirente son órganos que aglutinan sus poderes diferentes en lo específico, realizan unívocamente poderes de 'realización del orden jurídico', correspondiendo a cada uno una atribución que le determina la norma penal y la procesal penal. Como órganos del estado ambos se inspiran en la misma finalidad (administrar justicia conforme a derecho) y procuran el imperio de la verdad que da base a la justicia; pero la opinión del juez ingresa al mundo jurídico con un atributo (el poder decisorio) que le acuerda una autoridad (de cosa juzgada) extraña al requerimiento fiscal...", lo cual no excluye de la órbita judicial la labor desplegada por el Ministerio Público en el proceso penal. 
La función requirente aparece entonces como condición previa e infaltable para la constitución del proceso, de lo que se tiene que la función jurisdiccional -propia y única de los jueces- perdería fuerza legítima sin un Ministerio Público cumpliendo su función requirente que, después de todo, es un aditivo sin cuya presencia no existiría uno de los soportes de la independencia de la función de los jueces, cual es, la imparcialidad. 
En otras palabras, sin Ministerio Público la función requirente no existiría y esto, a su vez, implicaría que los jueces se subroguen tal menester -como ocurría en el modelo inquisitivo- y con ello menguar o asfixiar la imparcialidad como atributo insustituible de un debido proceso penal republicano. Por ejemplo, en el caso específico de la materia penal, el Ministerio Público, por regla (las excepciones la constituyen los delitos de acción penal privada) ejercita una función judicial, que a su vez es pública y que está reglada por la Constitución y por el procedimiento penal. 
Esa función atribuida en exclusividad por la Constitución al Ministerio Público tiene un fundamento claramente republicano en la concepción del proceso penal: por un lado, responde a la necesidad de dar coherencia al sistema en el sentido que la excitación de la jurisdicción, exige el previo ejercicio de una acción (preeminencia del principio acusatorio), y, por el otro, la consolidación de la objetividad de la actuación de este actor penal público en el sentido de que su aspiración no es esencialmente la de acusar, sino la búsqueda de la verdad, plasmando criterios objetivos de justicia. 
Tal atribución le corresponde constitucionalmente al Ministerio Público y se la conoce bajo la denominación de poder requirente, es decir, provocar el funcionamiento de la jurisdicción mediante el ejercicio de la acción penal pública para lograr la actuación de la ley (substantiva y adjetiva) para que se haga justicia mediante la acumulación de información probatoria, que será discernida por el tribunal competente, el cual emitirá una declaración con carácter definitivo acerca de la voluntad de la ley que debe expresarse en sentido positivo o negativo, claro está, en el caso concreto sometido a su consideración. De ahí que el CPP incorpore la expresión REQUERIMIENTO FISCAL, porque señala que el modo ordinario de expresarse dicho órgano en todo proceso penal, es a través de una solicitud expresa de aquél a la jurisdicción para que lleve adelante una investigación, o realice actos tendientes a la dilucidación del hecho en estudio, o culmine su actuación en las diversas etapas y modos que la legislación procesal tiene reservada para dicha institución. El Ministerio Público, entonces, cumple una función judicial sujeta a principios de Oficialidad, Objetividad y Legalidad, pero en parte alguna puede traducirse como comprendida en la Actividad Jurisdiccional, que, repetimos, pertenece exclusivamente al juez o tribunal. 
Esta inserción judicial del Ministerio Público quedaría depreciada si es que no se le adosa el ingrediente de la autonomía. En tal sentido, autonomía y judicialidad son conceptos auto-adheridos, porque de nada sirve el carácter judicial del Ministerio Público si luego él queda subordinado a otro de los órganos del Poder Judicial como podrían ser la Corte Suprema de Justicia o el Consejo de la Magistratura, ya que, como se ha dicho antes, una simple injerencia o dependencia -siquiera mínima- del Ministerio Público, no lo hace menos dependiente “...si no, antes bien, dependiente de una autoridad distinta de la tradicional: el Poder Ejecutivo". 
En conclusión: la decisión principal que surge del texto constitucional es la de un Ministerio Público independiente de cualquier órgano del Estado y, con la finalidad de consolidar dicho presupuesto, se lo integró al Poder Judicial, más con esto no se entienda como una suerte de sometimiento o dependencia respecto a los demás órganos que involucra dicho poder.  

7.2 AUTONOMÍA

Hay que advertir que nos referimos a un concepto político y técnico que expresa una particular posición del Ministerio Público como integrante del Poder Judicial, sin depender de la Corte Suprema de Justicia. Lo que quiere expresar realmente dicho vocablo no va más allá de su tradicional concepto, que se realiza por una capacidad de autorregulación -del Ministerio Público- para asegurar su independencia; capacidad que debe ser interpretada en el sentido más amplio (independencia funcional, administrativa, económica, organizativa, no sujeción a la jurisprudencia de los tribunales, carrera fiscal, etc.). De tal característica no se puede colegir que el Ministerio Público quede fuera del sistema de pesos y contrapesos del sistema político, tal como lo postula el artículo 3 de la CN, como principio regulador del ejercicio del poder público. 
El Ministerio Público está sometido a las funciones reguladoras del Consejo de la Magistratura -en especial, al nombramiento de sus funcionarios superiores-. Está sometido a los métodos de remoción de la Ley de Enjuiciamiento de Magistrados de esos mismos funcionarios, a los controles financieros de la Contraloría General de la República y a las funciones de superintendencia de la Corte Suprema (artículo 259.1) que en el contexto del sistema constitucional y la cuatripartición del Poder Judicial (Tribunales, Ministerio Público, Justicia Electoral Y Consejo De La Magistratura) sólo puede ser entendida como un principio de coordinación, desarrollo de lo previsto en el ya mencionado artículo 3º de la Constitución de la República y no como un sistema de dependencia, que rompería con la estructura constitucional.
7.3 EJERCE LA REPRESENTACIÓN DE LA SOCIEDAD 

El cambio más significativo que realiza la Constitución se verifica con una atribución conferida al Ministerio Público en el sentido de ser un representante de la sociedad ante los órganos jurisdiccionales del Estado (artículo 266). Ello significa haber asignado al Ministerio Público una función particular, ya que si bien no pierde su carácter de institución del Estado se la ubica especialmente como portavoz del conjunto de la sociedad y las restantes estructuras sociales. 
Aparece como un intermediario (representante) entre los reclamos sociales y los órganos jurisdiccionales que tienen capacidad para resolverlos. Este carácter tan original que le otorga la Constitución que le atribuye una labor parecida a la de un abogado de la sociedad, tiene influencias sustanciales en su organización, ya que ella debe ser permeable y sensible a las inquietudes, reclamos, necesidades de esa sociedad que, en cierto modo, sería su mandante. Tanto en las funciones penales (ejercicio de la acción penal) como en las funciones no penales (intereses colectivos y difusos, control de legalidad constitucional y representación ante la justicia electoral) se manifiesta esta representación de los intereses sociales. 
Desde un punto de vista político y cultural éste es el mayor cambio que produce la Constitución de 1992 ya que el Ministerio Público, a partir de ella, jamás tendría que ser pensado -aunque los hechos nos demuestran lo contrario- como un brazo del Estado ni como un auxiliar de la justicia, sino como un representante de la sociedad. El futuro del Ministerio Público -su éxito o fracaso-, reside en la capacidad que tenga esta institución y quienes la dirijan de cumplir con este mandato constitucional.  

7.4 EJERCE UN CONTROL DE LEGALIDAD PRIVILEGIADO
La Constitución de la República redefinió la función tradicional de control de legalidad asignada al Ministerio Público, retomando sus raíces históricas de lo que debe entenderse genuinamente como un verdadero control de legalidad, atendiendo a que como estaba configurada dicha labor se diluyó en un mero contralor (y muy superficial) de formas o de normas secundarias de relativo o escaso valor político. 
Cuando el artículo 268 de la CN le otorga al Ministerio Público la función de "velar por el respeto de los derechos y garantías constitucionales" vuelve al principio básico del control de legalidad: preservar de un modo igualitario el programa político que se expresa a través de la ley. Ese programa político -incumplido en su mayor parte- se expresa básicamente en la Constitución misma. Por ello, control de legalidad es control de los derechos y garantías constitucionales, antes que control de la legislación secundaria. 
Este cambio, de gran importancia política, produce una transformación profunda de las funciones del Ministerio Público, tradicionalmente llamado a dictaminar en asuntos de menor importancia. Mientras que el programa político-normativo de la Constitución queda sin defensa. En esta nueva dimensión, el Ministerio Público es también una especie de abogado de la constitución, un custodio de la legalidad constitucional, antes que nada. A esta decisión constitucional, la hemos denominado control de legalidad privilegiado y diferencia las funciones del Ministerio Público Paraguayo de otras legislaciones americanas y europeas, atadas aún al concepto amplio y vacuo de legalidad.
Nuestra realidad social, el histórico descuido por la vigencia real de la Constitución, hace que esta decisión de los constituyentes aparezca como un sabio retorno a las razones históricas que dieron nacimiento al concepto de control de legalidad y vuelvan más genuina e importante esta función del Ministerio Público. 
En conclusión: hemos explicado pues, como sobre los pilares de judicialidad, autonomía, control de legalidad privilegiado, organización específica y representatividad social se levanta un nuevo Ministerio Público en el Paraguay, llamado a cumplir un rol institucional totalmente distinto al que le cupo a lo largo de nuestra historia y que obliga que su ley orgánica no sea una simple enumeración de cargos y funciones, sino que desarrolle armónicamente una de las más importantes decisiones constitucionales.  

8. LABORES QUE DESPLIEGA EN EL PROCESO PENAL  
Hemos dicho que la imparcialidad es una garantía procesal esencial para la realización del debido procesal penal que no sólo es un mandato constitucional, sino que se encuentra inmersa como un presupuesto imprescindible del juicio previo, en el derecho internacional vigente y en el CPP, respectivamente. Este atributo de la imparcialidad no es más que una situación de equidistancia del magistrado que entiende en una causa penal, obviando asumir la posición que sustenta alguna de las partes y de esta manera, asegurar los objetivos trascendentales del proceso: la acreditación de un acontecimiento tal como aconteció y de la hipotética consolidación de la información probatoria que penetra al proceso, aplicar el derecho penal sustantivo, o sea, decir el derecho, sea afirmando o negando la hipótesis delictiva que incrimina al imputado. 
Es por eso que la protección de esta garantía procesal encuentra su mejor respaldo en los motivos de excusación y recusación, a más de la preservación de la independencia del magistrado en la convicción que adquiere por contacto directo con los sujetos procesales, prescindiendo de cualquier injerencia extraña -interna o externa al ámbito propiamente judicial- que destiña este atributo que debe ser el patrón de conducta del juez o tribunal en toda causa en la que debe entender. En otros términos, el fundamento de la imparcialidad no es otro que la resolución final -y porque no decirlo, de todas las decisiones que adopte en el curso del procedimiento-, constituya la fiel expresión de su convicción conforme al sistema de la valoración que prevalece en el modelo de procedimiento que rige su actuación. 
Junto al principio de imparcialidad se realiza -diríamos, en forma paralela- el de objetividad, modo de actuación que debe regir todos los actos efectuados por el Ministerio Público en el proceso penal. La naturaleza institucional del Ministerio Público provoca confusiones reiteradas respecto al rol que le corresponde constitucionalmente a este órgano, ya que muchos consideran, impropiamente, que preside una labor meramente coadyuvante a los acusadores particulares (la víctima) y se erige, concretamente, en un exclusivo órgano de acusación que resguarda o refuerza los intereses de la víctima y nunca del imputado. Quizás la influencia persistente de una cultura inquisitiva trasladada a una práctica distorsionada en el sentido señalado y que adoptan los funcionarios de dicha dependencia, es la principal promotora de esta errónea concepción. 
Julio B. J. Maier nos aclara en forma sencilla la naturaleza funcional que le corresponde al Ministerio Público en un proceso de corte acusatorio, diciendo: “…Se ha dicho que el Ministerio Público no es una parte del procedimiento penal en el sentido que haga valer en él un interés subjetivo, propio o ajeno –del estado-, en la actuación de la ley penal, sino, por el contrario, un órgano público cuyo interés se resume –como el de los órganos jurisdiccionales- en la correcta actuación de la ley penal; él tanto ampara al ciudadano, incorporando la prueba de su inocencia y reclamando una decisión que lo libere de la persecución penal, como le imputa un hecho punible y demanda una consecuencia jurídica, bajo la condición procesal de que se verifiquen todos los extremos que condicionan esa consecuencia. De allí se desprende que el Ministerio Público no esté situado frente al imputado para inquirir y requerir sólo en contra de él, sino, todo lo contrario, para aclarar la imputación procesal que soporta y requerir también a su favor, cuando corresponde; sólo con este concepto se puede entender que el Ministerio Público deba procurar la incorporación de elementos que sirvan para descargo del imputado, tenga la facultad de requerir el sobreseimiento o la absolución, si el resultado del procedimiento así lo indica, y pueda recurrir también a favor del imputado (...)”. 
La objetividad entonces, es un replanteo de la función del Ministerio Público que debe converger -como órgano necesario que cumple con un segmento vital de la función judicial-, junto al órgano jurisdiccional -jueces y tribunales- en el aseguramiento de la búsqueda por medios lícitos de la verdad histórica del hecho reputado criminoso y de esa coyuntura acreditada en el curso del proceso, adoptar una decisión que permita asegurar la vigencia del orden jurídica, condenando o absolviendo al o los imputados, es decir, afirmando o negando la hipótesis delictiva. 
Cuando señalamos que la objetividad y la imparcialidad deben ir juntas, no debe interpretarse en el ámbito exclusivamente gramatical de la expresión, ni tampoco mal interpretarse, queriendo significar -erróneamente- que ambas expresiones son la misma cosa, cuando que son varían partiendo desde la misma nomenclatura. 
Son similares y no idénticas, lo cual se explica de mejor manera con el siguiente ejemplo: 
Imaginemos las vías paralelas del ferrocarril. En una recta ubicamos a la imparcialidad que preside la actuación del órgano jurisdiccional y en la otra a la objetividad que preside la actuación del órgano requirente. El ferrocarril constituye el Estado de Derecho que representa los intereses del conjunto social, mientras que el trazado de las vías del ferrocarril, el camino del procedimiento que pretende llegar a su destino. En el ejemplo ilustrado, la imparcialidad y la objetividad están juntos pero no mezclados, vale decir, siguen una misma dirección que no otra que el destino fijado por el Estado que está representado por el ferrocarril. Mientras las paralelas no se junten el ferrocarril podrá circular por las vías y llegar a su destino, más si se unen o se mezclan perniciosamente, el aparato se descarrilará o lo que equivaldría a decir –en sentido figurado- la desviación o perturbación del Estado de Derecho. Pues bien, el ferrocarril que identifica al Estado de Derecho y en un sentido más restrictivo a la función judicial, pretende ponerse en movimiento hacia un destino (la ruta fungiría como el proceso penal) que ante la sospecha de un hecho punible se ponga en movimiento la máquina a través de los dos rieles que constituyen el medio idóneo que permita transitar por dicho camino. 
Esas paralelas se identifican en cuanto a su función judicial: acreditar por medios legales que la sospecha del hecho realmente aconteció, que ese hecho probado constituya un delito y que la autoría o participación pueda imputarse a las personas que resulten vinculadas con aquél. En ese trayecto hacia el destino, cual es, la redefinición del conflicto generado por el hecho y mediante el procedimiento penal, las paralelas no se confunden, sino que cumplen “roles” particulares, aunque, finalmente, busquen un fin mancomunado: la averiguación histórica del hecho y la aplicación de la ley penal sustantiva. 
Una de las paralelas –el Ministerio Público- representa los intereses sociales y como órgano estatal y judicial que es, no es un perseguidor nato, sino un órgano que pretende recolectar información para averiguar si objetivamente existe un hecho punible y si de las circunstancias aportadas por su labor puede individualizar a alguien como responsable del delito. Otra de las paralelas –el órgano jurisdiccional- prescinde de unirse con la otra, porque justamente su tarea consiste en valorar según las reglas probatorias permitidas por la misma ley, diciendo si el derecho de fondo corresponde o no aplicarse al caso, sin interferencias foráneas aún de la otra paralela que cumple con su función concreta. 
Luego del trayecto (procedimiento) que provoca que la máquina llegue a destino (redefiniendo el conflicto), el juez dicta una sentencia con absoluta imparcialidad, con lo cual, la convergencia se verifica, ya que tanto el Ministerio Público como el órgano jurisdiccional cumpliendo sus “objetivos concretos” durante el trayecto, han contribuido en forma recíproca pero por líneas separadas y paralelas (las vías del tren) con la averiguación y acreditación de la verdad histórica que, a su vez, justifique la eventual aplicación de la ley penal sustantiva. 
El modo ejemplificado nos parece idóneo para reiterar que el principio de objetividad que preside la actividad que debe desplegar el Ministerio Público en un proceso penal, no es sinónimo de actividad acusatoria como bien lo expone Maier. Su cometido le permite sopesar los elementos de cargo y de descargo acumulados en su investigación y en la diversidad de coyunturas en la que pueda verse envuelta, adoptar un requerimiento según su convicción, fundado en una razonable postura que prescinda del viejo prejuicio inquisitivo de confundir su rol de “exclusivo acusador”. 
De ahí que a veces parezca el más férreo persecutor y en otras un órgano muy permisivo -desde la óptica que se lo mire-, pero tales atributos se podrán mensurar siempre que su actividad esté precedida de un trabajo investigativo que contemple los elementos de cargo y de descargo reunidos y por una lógica unión de causa-efecto, su planteamiento convenza a propios y extraños que ha sido cuidadosamente trabajado y sustentado, de cuyo contexto no surjan dudas que obvió la regla primera de su ministerio, cual es, la de mantener su objetividad y prescindir, en lo posible, de posiciones subjetivas y claramente vinculadas con una de las partes, de cuyo resultado, motive el descarrilamiento del aparato judicial que perfectamente diseñó un modelo de proceso en el que prevalezcan del modo más equilibrado posible los principios de eficiencia y garantía. 
En consonancia con esta introducción que hace a la naturaleza jurídica del Ministerio Público y la correcta diferenciación con la función eminentemente jurisdiccional, es que el CPP reconoce dicho principio, cuando dice: 
Artículo 54. Objetividad. “El Ministerio Público regirá su actuación por un criterio objetivo, velando por la correcta aplicación de la ley y tomando en consideración los elementos de cargo y de descargo con relación al imputado”. 
Recuérdese que dicho precepto se encuentra dentro de la primera parte que regula las instituciones en sentido estático o conceptual del proceso penal. Es por eso, que su operatividad en la dinámica del procedimiento ordinario y los especiales, se deben buscar en la segunda parte (léase su concordancia en el artículo 314 del ritual penal). De esta manera, el Ministerio Público en el procedimiento ordinario podrá formular requerimientos: 
a) De imputación, mediante acta, cuando exista sospecha razonable de un hecho punible y se pueda individualizar al imputado;
 b) De desestimación de la denuncia o la querella, cuando analice que los elementos iniciales no constituyen base suficiente para creer razonablemente que se encuentra frente a un hecho de connotaciones penales; 
c) De solicitar el sobreseimiento definitivo o provisional, cuando no pueda fundar suficientemente la acusación o cuando los elementos que pretendía reunir no los pudo efectivizar y para ello necesita reunir más información; 
d) A pesar de haber acusado y llevado la causa a juicio oral y público, modifique su pretensión punitiva a favor del imputado, porque las pruebas rendidas en la audiencia permiten aplicar una norma más favorable al imputado; 
e) Recurrir decisiones que desestimen sus requerimientos por los jueces penales, principalmente cuando se trate de solicitudes de desestimación de denuncia o de querella o del sobreseimiento definitivo o provisorio. Esta potestad la puede ejercer, aunque el imputado consienta la decisión, y; 
f) Plantear recursos extraordinarios como el de revisión, cuando hechos nuevos permitan discernir en el criterio del Ministerio Público que objetivamente no corresponda mantener la sentencia firme y ejecutoriada a la persona del condenado, a pesar de la falta de impulso del defensor o del juez penal de ejecución. 
Si bien existen otras posibilidades de obrar que dispone el Ministerio Público, se citan las más importantes, al sólo efecto de ilustrar que en la dinámica del procedimiento la actuación objetiva de dicho órgano no sólo se remite a la declaración de un principio, sino que la operativiza a través de alternativas concretas que pueden beneficiar al imputado, cuando las circunstancias del caso así lo ameriten. 
En el mismo contexto de su actuación objetiva, debe cumplir con exigencias elementales que se describen en el artículo 55 del CPP que textualmente reza: “Formas y contenido de sus manifestaciones. El Ministerio Público formulará motivada y específicamente sus requerimientos, dictámenes y resoluciones,  sin recurrir a formularios o afirmaciones sin fundamento. Procederá oralmente en las audiencias y en el juicio; y por escrito en los demás casos”. De acuerdo a la norma trascripta, cualquier manifestación, dictamen o requerimiento sin una base argumental, que permita discernir en el juez penal o tribunal una posición institucional, tendría que motivar una desestimación de su pretensión, ya que justamente como órgano de actuación objetivo, su correcta dimensión de obrar en ese contexto se obtendrá de un contenido preciso y fundado de su solicitud o posición. Una forma de preservar la correcta actuación del Ministerio Público que permita obtener una eficiente labor de investigación respecto son los poderes de coerción que pueda usufructuar y que son las mismas que corresponden a los magistrados otorgadas por el derogado CPP de 1890 a los jueces que dirigían la investigación sumarial. 
Nos referimos a lo que dispone el artículo 56 del CPP: “Poder coercitivo y de investigación. El Ministerio Público dispone de los poderes y atribuciones que este código le concede y aquellos que establezcan su ley orgánica o las leyes especiales. En ningún caso asumirá funciones jurisdiccionales”. 
Atendiendo a la posición que ocupa el Ministerio Público en el proceso penal, resulta impensable la equiparación que anteriormente se hacía entre jueces y fiscales a los efectos de las inhibiciones y recusaciones. En efecto, recuérdese que aquellos son recusados por circunstancias que afectan seriamente su imparcialidad, mientras que éstos -los representantes del Ministerio Público- no pueden resultar afectados por la falta de imparcialidad, aunque sí por la objetividad. 
De esto se tiene, que los fiscales son irrecusables por cuestiones de imparcialidad, aunque se toman ciertos hechos que podrían afectar razonablemente su actuación objetiva y que se refieren a lazos de amistad íntima o enemistad manifiesta, o cuestiones fácilmente comprobables como el vínculo de parentesco con alguna de las partes que intervienen en el procedimiento. 
Esto señala el artículo 57 del CPP: “Inhibición y recusación. Los funcionarios del Ministerio Público se inhibirán y podrán ser recusados en los procedimientos donde intervenga o sea defensor su cónyuge, conviviente o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad o por adopción, o segundo de afinidad; o sus amigos íntimos o enemigos manifiestos. En los demás casos no podrá inhibirse y será irrecusable. La recusación será resuelta por el superior inmediato. La resolución podrá ser impugnada dentro de los tres días ante la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia. En cuanto al trámite, serán aplicables, análogamente, las disposiciones referentes a los jueces. Cuando la recusación se refiera al Fiscal General del Estado, lo resolverá la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia”.  

9. LA POLICÍA NACIONAL: FUNCIÓN QUE CUMPLE EN EL PROCESO PENAL 
El Ministerio Público ejercerá el control y dirección funcional de la Policía Nacional, en todo lo relativo a la investigación de los delitos, lo que no implica que aquélla se sujete a las directivas de aquél, salvo en lo concerniente a su actuación en el campo de una investigación en particular. 
Este organismo tiene a su cargo velar por el cumplimiento de la Constitución, las leyes y los reglamentos que de ella emanan, protegiendo la vida humana y la propiedad, para hacer más segura, agradable y cómoda la convivencia social. La propia CN y ratificada por la normativa del CPP señalan que la Policía Nacional es un organismo auxiliar, controlado y dirigido por el Ministerio Público en todo lo que interese a las actividades de investigación en hechos punibles de acción pública. Asimismo, corresponde a dicho organismo de seguridad interna evitar que los delitos tentados se consumen o los consumados adquieran una continuidad en el tiempo que provoque mayores perjuicios o daños a los bienes jurídicos que los inicialmente provocados. 
Hay que destacar que la función policial como auxiliar de la investigación del Ministerio Público, es vital en una etapa de transición del viejo sistema penal al nuevo de corte acusatorio, al punto que la infraestructura para desplegar tareas inmediatas (relevando datos, evidencias y labores técnicas complejas) prácticamente recae en dicha institución, lo que aumenta la imprescindible necesidad de un trabajo conjunto entre el cuerpo de investigación civil (Policía Nacional) y el cuerpo judicial de requerimiento penal (Ministerio Público), en especial, en hechos punibles violentos o que denotan características complejas, cuyos primeros datos y evidencias exigen la máxima diligencia y sujeción a las normas procesales para evitar frustraciones de los trabajos por inobservancia de garantías elementales del debido proceso. 
La subordinación de las fuerzas policiales no sólo se deberá al Ministerio Público, sino que deberán obediencia al Juez durante la tramitación de un proceso. Debemos resaltar en este punto, que se ha dispuesto que la autoridad administrativa nunca pueda revocar, alterar o retardar una orden del Ministerio Público o del Juez. No obstante, deberá quedar claro que esta situación no puede significar un cambio de dependencia de la Policía Nacional que seguirá con sus propias autoridades administrativas. 
El concepto de dirección funcional señala que su actuación en actividades vinculadas a lo judicial siempre se realiza de un modo subordinado y auxiliar. En la parte dinámica del CPP se detallan las actuaciones policiales que pueden desplegar, entre las cuales resaltan algunas que anteriormente eran de atribución exclusiva de los jueces penales (Ejemplo: levantamiento de cadáveres en ciertos casos, registro y cateo de vehículos y personas con algunos requisitos que podrían convertir las evidencias en pruebas integradas al proceso penal por su lectura, las aprehensiones en casos de flagrancias y la exoneración de los allanamientos en idénticas circunstancias, la importancia del expediente policial -que conocemos como parte- siempre y cuando se realicen y ofrezcan al conocimiento del fiscal en plazos predeterminados, etc.), lo que de por sí otorga mayor prestigio a dicha organización y no como erróneamente se analiza a la luz de la opinión pública, acerca de una merma considerable de sus atribuciones. 
Es evidente que la Policía Nacional no puede practicar detenciones preventivas y mucho menos disponer la libertad de imputados, salvo los casos en que los plazos legales (48 horas) hayan excedido sin una respuesta del Ministerio Público, organismo al cual deberán avisar a más tarde en el lapso de seis horas sobre la prevención de hechos punibles. 
Igualmente se le prohíbe tomar declaraciones preliminares o informativas sin la presencia de la autoridad fiscal, claro está, de quien aparece como sindicado de un hecho punible y que además tenga la asistencia de un defensor de su elección. 
Estas atribuciones que permiten una actuación reglada de la Policía Nacional como órgano auxiliar del Ministerio Público en la investigación de hechos punibles está perfectamente encuadrada a lo que prevén los artículos 59 y 60 del CPP, cuando establece que las formalidades propias de los actos de investigación previstas en el Código serán cumplidas, bajo la dirección del Ministerio Público.
LA VÍCTIMA EN EL SISTEMA PENAL
1. CONSIDERACIONES BÁSICAS CON RELACIÓN A LA VÍCTIMA 
La expresión víctima, sujeto particularmente damnificado, afectado, perjudicado, etcétera, tiene una connotación político-institucional que se construye sobre la base de los mandatos constitucionales. En efecto, el artículo 16 de la Constitución de la República garantiza el derecho a la tutela jurídica que dispone toda persona para hacer valer sus derechos u obtener una respuesta jurídica a sus reclamos en el marco de un juicio. Obviamente que esta tutela abarca a la sociedad en general, y, en particular, a la víctima (sin variables etimológicas) a secas, involucrando al particular afectado, perjudicado o damnificado como a la colectividad. 
El mentado artículo 16 de la CN reza: “De la defensa en juicio. La defensa en juicio de las personas y de sus derechos es inviolable. Toda persona tiene derecho a ser juzgada por tribunales y jueces competentes, independientes e imparciales”, permite distinguirlo del artículo 17 de la misma Ley Fundamental, en el sentido que el artículo 16 involucra una garantía de carácter general cuando señala que la defensa de los derechos y ejercerlos mediante pretensiones en cualquier juicio lo puede ejercer todo ciudadano, en cuyo contexto, se anexa la figura de la víctima, mientras que el artículo 17 es una garantía de igual tenor a la descrita, pero más ilustrativa y específica dada la peculiar posición que ocupa una persona incriminada susceptible de ser penada o sancionada, o sea, se trata de una garantía concreta que reconoce expresas garantías para el imputado que, en su cotejo con el precepto constitucional antes citado, permitiría la misma inferencia en cuanto a la naturaleza del derecho al juicio y a la pretensión de hacerlo valer en cualquier proceso, aunque se aparta considerablemente cuando establecemos que existen procesos en los cuales la garantía de la presunción de inocencia y de la defensa pública, son instrumentos de uso exclusivo en el ámbito penal. 
He aquí la diferenciación cualitativa, en cuanto a que ciertos derechos procesales prohijados a la luz del catálogo del artículo 17 de la CN sólo adquieren consistencia en el marco penal, mientras que el artículo 16 es el derecho de defender pretensiones o posiciones jurídicas con un sentido “general”. 
Esta interpretación adquiere más coherencia cuando analizamos lo que dispone el artículo 8, de la Ley Nº 01/89 que ratifica la Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica) que textualmente reza: 
“1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter…”.
Existe coincidencia entre el concepto descrito en el Pacto con la disposición constitucional contenida en el artículo 16, de lo que puede inferirse que a tenor del artículo 137 de la Constitución de la República que establece el orden de prelación de las normas que integran el ordenamiento jurídico, la víctima es un sujeto de derecho que, con prescindencia a la intervención estatal y oficial que efectúa el órgano específicamente conminado por la Ley Fundamental (Constitución Nacional) tiene derecho a: 
a) Ser defendida en cuanto a sus derechos y pretensiones, reglándose instituciones compatibles con dicha garantía que permitan ser oída dentro de un plazo razonable para la determinación de sus derechos en cualquier ámbito o carácter, y; 
b) En atención a lo dispuesto en el artículo 45 de la CN que dice: “De los derechos y garantías no enunciados. La enunciación de los derechos y garantías contenidos en esta Constitución no debe entenderse como negación de otros que, siendo inherentes a la personalidad humana, no figuren expresamente en ella. La falta de ley reglamentaria no podrá ser invocada para negar ni para menoscabar algún derecho o garantía”, significa que pese a la falta de reglamentación positiva de esta garantía -nos referimos a la víctima-, los sistemas procesales penales, especialmente, no pueden coartar, limitar o cercenar derechos de raigambre constitucional bajo el manto de la ausencia de normas secundarias que permitan su operatividad. Después de todo, se trata de una norma constitucional operativa y no programática, por lo que el imperativo es inmediato, sin sujeción a previas instancias legislativas o administrativas.  
Conforme a las pautas destacadas precedentemente, la víctima es una persona que debe ser protegida y atendida en sus derechos y pretensiones, sin solapamiento alguno -para diferir su atención a cuestiones meramente técnico-procesales-, por lo que el ámbito interpretativo de lo que se entiende por víctima, inexorablemente debe concitar una ampliación de su tradicional concepto, tal como lo expresa el destacado procesalista argentino Julio B. J. Maier, cuando sostiene: “...De la víctima en sentido tradicional, que es el que sufre el daño directo que provoca el delito, se desprende hoy el concepto de víctima, ampliado a intereses sociales (bienes jurídicos colectivos). Colocar al Estado como portador de esos intereses no modifica la situación imperante, pues la persecución penal le pertenece. Esto explica, la irrupción, en este rubro, de las asociaciones intermedias, constituidas para la defensa de estos intereses o uno de cuyos objetos es, precisamente, el interés colectivo perjudicado, a quiénes se les reconoce legitimación como víctimas, sin ser, en sentido estricto, las portadoras del bien jurídico concretamente perjudicado...”. 
De esto se tiene que sumando al concepto tradicional de víctima como la persona particularmente damnificada por el hecho punible, se le agrega en la misma calidad a las entidades que pueden ejercer la acción penal en protección de intereses constitucionalmente “generales”, tales como el medio ambiente y otros que se denominan conexos y difusos. 
Y esta afirmación no se circunscribe al ámbito estrictamente doctrinario, según lo acotado, sino a los mandatos expresos de nuestra Constitución Nacional que en su artículo 38 reconoce un derecho público subjetivo a cualquier persona física o jurídica, al señalar: “Del derecho a la defensa de los intereses difusos. Toda persona tiene derecho, individual o colectivamente, a reclamar a las autoridades públicas medidas para la defensa del ambiente, de la integridad del hábitat, de la salubridad pública, del acervo cultural nacional, de los intereses del consumidor y de otros que, por su naturaleza jurídica, pertenezcan a la comunidad y hagan relación con la calidad de vida y el patrimonio colectivo”. Se alega, en defensa de la no aplicación inmediata del artículo 38 de la CN, que el alcance de lo que se entiende por intereses difusos no es implícito, sino que debe ser explicitado en una ley secundaria, pero los valores jurídicos que concita la disposición es elocuente cuando habla de “…otros que, por su naturaleza jurídica, pertenezcan a la comunidad y hagan relación con la calidad de vida y el patrimonio colectivo”, de lo que se deduce que el derecho a la seguridad (protección de la vida, integridad física y otros que congloban lo que se entiende como dignidad humana), es un derecho humano fundamental que afecta tanto a la organización social, a la persona particularmente damnificada por el hecho y al que pudiera sentirse sindicado por la conducta que amerite la investigación y consecuente amenaza de aplicación del poder punitivo estatal. 
Este criterio fue adoptado en el Anteproyecto de Código Procesal Penal presentado por la Corte Suprema de Justicia al Congreso Nacional, pero las modificaciones introducidas por éste órgano constitucional, limitaron ostensiblemente los “nuevos alcances de la víctima”, que al ser “eliminados” literalmente, ubicaron a la víctima con el mismo alcance tradicional del vetusto y derogado Código de Procedimientos Penales de 1890. Es decir, en el ámbito de la defensa de los derechos de la víctima se mantuvo el status quo de finales del siglo XIX y que persiste hasta la fecha con las diferencias sustanciales que impide un verdadero protagonismo a la víctima que, reiteramos, sigue siendo una “convidada de piedra”.  

1.2 EL ALCANCE DE LA VÍCTIMA EN EL SISTEMA PENAL NACIONAL 

El significado conferido por los tratados y convenciones internacionales de derechos humanos ampliaron el concepto tradicional de víctima, por lo que antes que emprender la tarea desde la perspectiva del derecho nacional (según dijimos, finalmente se adscribió al criterio tradicional y por cierto contrario a las exigencias del derecho internacional), lo pautaremos desde la óptica del derecho trasnacional. En efecto basta para ello ceñirnos a la definición que las Naciones Unidas que en su Declaración del año 1985 trasuntó: “…Se entenderá por “víctimas” a las personas que, individual o colectivamente, hayan sufrido daños, inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que violen la legislación penal vigente en los Estados miembros, incluida la que proscribe el abuso de poder”. 
Nótese que la definición de las NN. UU resulta “incompatible” con la trasegada en el artículo 67 del Código Procesal Penal que dispone:  
Calidad de víctima. Este Código considerará víctima a: 

1) La persona ofendida directamente por el hecho punible; 

2) El cónyuge, conviviente o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad o por adopción, o segundo de afinidad, al representante legal y al heredero testamentario en los hechos punibles cuyo resultado sea la muerte de la víctima; 

3) Los socios, respecto de los hechos punibles que afecten a una sociedad, cometidos por quienes la dirigen, administren o controlen, o sus gerentes”. 

Y afirmamos que es incompatible porque la restrictiva definición impone limitaciones ostensibles a la víctima de hechos punibles de naturaleza difusa (intereses colectivos o difusos) en los que no se puede identificar o personalizar “individualmente” a la víctima, sino que directamente afecta a la comunidad, a determinados grupos, a la sociedad, y, porque no decirlo, a todos los habitantes de un país (Ejemplo: los hechos punibles relacionados con la corrupción pública o privada, afectan sensiblemente la provisión de recursos esenciales para satisfacer deberes estatales mínimos como educación elemental, la salud pública, la nutrición infantil, etcétera) , en los que la participación ciudadana (ver Preámbulo de la CN) resulta fundamental para que los poderes públicos intervengan con mayor eficacia y eficiencia en la denuncia, investigación, persecución y castigo de la corrupción como fuente generadora de la miseria social.

Pero a esta visión sustantiva del concepto de víctima se antepone el concepto tradicional, formalista y complaciente de persona particularmente damnificada que, en los hechos, si no dispone de medios suficientes, jamás podrá exigir a la débil institucionalidad estatal la utilización de los mejores esfuerzos para impulsar investigaciones penales serias y efectivas. Obviamente que la mantención del concepto tradicional en el esquema normativo procesal penal obedeció, antes que a una mera discrepancia conceptual (es que esta es la herramienta predilecta que utilizan los “estilistas” de las “formas” profundamente conservadoras y complacientes con el status quo), a un verdadero objetivo -contrario al postulado republicano de la responsabilidad del funcionario público y la participación ciudadana- de cercenar el control ciudadano en la gestión judicial mediante una amplia forma de intervención de la víctima colectiva (la sociedad o los ciudadanos, en general) en el proceso penal. 
A la luz de las deficiencias hartamente detectadas por distintos estudios y estadísticas que ponen en riesgo la legitimidad misma del mecanismo de control de los actos públicos, urge un verdadero movimiento reformista del sistema penal que rectifique los esquemas normativos que impiden una participación efectiva de la víctima, para lo cual, es indispensable ampliar el concepto “jurídico” de la víctima, incorporar un sistema de querella conjunta que habilite instancias esenciales del procedimiento aunque no cuente con el acompañamiento de la fiscalía y la representación institucional de sectores altamente vulnerables del componente “víctima” a fin de evitar una “doble victimización” o “re victimización”.  

1.3 LA INSTANCIA DE LA VÍCTIMA EN LOS HECHOS PUNIBLES DE ACCIÓN PÚBLICA  

El artículo 97 del CP es la norma que regula lo que ya explicamos más atrás (ver: Clasificación de las Acciones en el CÓDIGO PROCESAL PENAL) y que se relaciona con la instancia del procedimiento a cargo de la víctima. Esta norma penal, a su vez, está regulada en el artículo 16 del Código Procesal Penal que dispone: 
“Instancia de parte. Cuando el ejercicio de la acción penal pública requiera de instancia de parte, el ministerio público sólo la ejercerá una vez que ella se produzca, sin perjuicio de realizar los actos imprescindibles para conservar elementos de prueba, siempre que no afecten la protección del interés de la víctima...”. 

Lo que se puede comentar respecto a la norma procesal penal transcripta es que muchas veces la misma víctima no percibe rápidamente el hecho punible que le afecta, para lo cual y como una autorización excepcional, el Ministerio Público efectúa actividad propia sin la anuencia de la víctima para conservar imprescindiblemente elementos de prueba como en los casos de anticipo jurisdiccional de prueba (pruebas de suma urgencia que podrían tornarse irrealizables con posterioridad), alguna información suministrada por terceros, etcétera. 
Sobre la base de las razones expuestas, sin afectar el interés de la víctima (que en ciertas situaciones podrían generar vulneraciones a su honor o privacidad, en cuyo caso está prohibida la prevención a la instancia), se puede prescindir de la autorización de aquélla para realizar actos preparatorios, los cuales carecerán de valor si es que posteriormente no concurre la instancia requerida legalmente. Es fundamental que una auténtica jurisprudencia vaya pautando objetivamente los criterios sobre sus alcances a fin de conciliar la finalidad protectora de intereses públicos reservada al Ministerio Público con la protección de la privacidad e imagen de la víctima.
El artículo 98 del Código Penal establece los presupuestos para la aplicación de los plazos a los cuales debe sujetarse la víctima para instar válidamente el procedimiento, por vía de una denuncia o querella particular, según el caso: 
a) De 6 (seis) meses para el caso en que el autorizado haya tenido conocimiento del hecho o de la persona del participante; 
b) Si son varios los autorizados o participantes, los plazos corren separadamente para cada uno de ellos, y; 
c) Si existe reciprocidad de hechos punibles, si uno principió en la instancia del procedimiento, el derecho del otro quedará extinguido al terminar el último estadio procesal previo a la sentencia en primera instancia.

¿Cómo se computa el plazo respectivo? 

Cotejando lo que dice el artículo 10 del CP tenemos que: “El hecho se tendrá por realizado en el momento en que el autor o el partícipe haya ejecutado la acción o, en caso de omisión, en el que hubiera dejado debido ejecutar la acción. A estos efectos, el momento de la producción del resultado no será tomado en consideración”. 
De este modo, el plazo para la instancia comienza a correr desde la ejecución de la acción o inacción y no desde la producción de algún resultado. Es sabido que la forma ordinaria por la cual una persona insta el procedimiento es a través de la denuncia que no exige formalidades sustanciales, por lo que basta el aviso fehaciente para considerarse instado el procedimiento. En cuanto a los terceros que están obligados a poner en conocimiento un hecho punible y que a su vez están dentro de lo que se entiende como instancia de la víctima, la potestad se transforma en deber, si es que nos adscribimos a lo que dispone el artículo 286 del CÓDIGO PROCESAL PENAL cuando manda que los funcionarios y empleados públicos que conozcan el hecho en ejercicio de sus funciones, los médicos, enfermeros y demás personas que ejerzan cualquier rama de las ciencias médicas siempre que conozcan el hecho en el ejercicio de su profesión y que con ello no vulneren el secreto profesional y las personas que por disposición de la ley, de autoridad o por algún acto jurídico, tengan a su cargo el manejo, la administración, el cuidado o control de bienes o intereses de una institución, entidad o persona, cumplan con la puesta a conocimiento de la Policía Nacional o la Fiscalía del hecho. En los casos en que la víctima falleciera, la instancia se deberá producir dentro de los seis meses posteriores al deceso, a través de sus herederos o sucesores, o por la persona que tenía a su cargo la tutela o curaduría. 
Hay un caso que no se basa en el transcurso del tiempo para la pérdida de la instancia, sino por preclusión de los actos conclusivos del proceso. Así señala el artículo 98.3 del CP cuando regula una protección legal que evite la realización del doble proceso o aquellos trámites que podrían generar decisiones contradictorias, referidas a causas por hechos punibles recíprocos, consignando que si uno de los intervinientes previno en el derecho de instar el procedimiento, el derecho que corresponde al o los otros fenecerá cuando se produzca el último estadio procesal previo a la sentencia de primera instancia. En el caso del CÓDIGO PROCESAL PENAL, el último estadio previo a la sentencia de primera instancia será el auto de apertura a juicio oral y público. 
En cuanto al retiro de la instancia, el CP omite referencia alguna a las consecuencias de su producción en el artículo 98, ya que leyendo el precepto de referencia, parecería que la consecuencia derivada de la falta de instancia en los plazos legales sería la extinción de la acción, según se desprende del inciso 3°, cuando dice: “...el derecho de instar del otro quedará extinguido al terminar el último estadio procesal previo a la sentencia en primera instancia”. Ante semejante imprevisión, se debe complementar la circunstancia con lo  regulado en el artículo 24 del CÓDIGO PROCESAL PENAL, que dice: “Retiro de la instancia. Retirada la instancia de conformidad a lo previsto en el código penal, se extinguirá la acción penal”.
Restaría responder a la siguiente interrogante: ¿Hasta cuándo se puede retirar la instancia? De lo previsto en el artículo 25, inciso 7º del CÓDIGO PROCESAL PENAL se puede retirar la instancia en la forma precedentemente expuesta hasta la audiencia preliminar (incluyendo durante la sustanciación misma de dicha diligencia).
2. LA INTERVENCIÓN NO FORMAL DE LA VÍCTIMA EN EL PROCESO PENAL
Una cosa es postular el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales en la creencia que dicho catálogo está reservado para la figura del imputado, con prescindencia de otros sujetos que dentro del viejo modelo inquisitivo también han sido obviados o, directamente, se los excluyó del conflicto. En este sentido, por la persistencia del principio de la estatalidad mal entendida, se consideraba que la víctima poco o nada tenía que hacer, salvo que pretenda intervenir como parte legitimada a través del ejercicio de la querella criminal, con las responsabilidades inherentes a tal función y los costos económicos que significa sostener un abogado que controle los intereses de aquélla. De ahí que un correcto entendimiento del principio de garantía debe integrar en el proceso penal a más del imputado, a la víctima que es el segmento que nunca antes, en el modelo inquisitivo, fue atendido en sus reclamos y en sus padecimientos que le afectaban directamente por ser la persona particularmente damnificada por el hecho punible. 
Consecuentemente, la necesidad de otorgar un espacio participativo directo a la víctima en el CÓDIGO PROCESAL PENAL, denota esa preocupación de ceñirnos a una conformación simétrica de postulados republicanos (participación, control y acceso a la información de las personas en causas penales que incumben a su interés particular), evitando imponerle mayores cargas formales o de costos que podrían desalentar su participación en la averiguación de la verdad histórica y evaluar la necesidad o no de la efectiva aplicación del derecho penal sustantivo o de fondo. 
La superación de una tradición peyorativa a la víctima en el proceso penal, permitió asimilar su condición, salvando las diferencias y posiciones en el interior del proceso penal- a la del ciudadano imputado, otorgándole instrumentos (normas) que permitan que ésta: 
a) Adquiera el conocimiento previo y detallado del inicio de una investigación penal; 
b) Pueda controlar eficazmente las decisiones más importantes para sus intereses y que se adoptan en el procedimiento; 
c) En la necesidad de que pueda ser oída, cuando lo solicite, para posibilitar una redefinición más razonable y humana del conflicto penal, y; 
d) En la facultad que se le reconoce que todas estas herramientas que permitan su participación directa, no requiera de los requisitos formales que antes se le exigía en cuanto a la necesidad de asumir indefectiblemente querella particular. 
De lo expuesto se pueden extraer los diversos derechos que el CÓDIGO PROCESAL PENAL otorga a la víctima, sin necesidad de tener que mostrarse como parte querellante y que los resumimos en el siguiente catálogo: 
1) Principio de oportunidad. A la opción que tiene el Ministerio Público de prescindir de la persecución penal de hechos que no afecten el interés público, para que esta prescindencia produzca sus efectos se exige el consentimiento de la víctima. Además de esto, la potestad de tal solicitud reconocida al Ministerio Público como un componente de la aplicación del principio de legalidad se sujeta a varios presupuestos entre los cuales se destaca la reparación del daño social o particular causado. Eso surge del texto del artículo 19 cuando en su parte esencial dice: “...en  los supuestos previstos en los incisos 1) y 2) será necesario que el imputado haya reparado el daño ocasionado, haya firmado un acuerdo con la víctima en ese sentido o demostrado su voluntad de reparación...”. 
2) Auxilio previo en los casos graves de delitos de instancia. Como una consecuencia del desarrollo del principio de legalidad y consideración especial de la víctima, se autoriza la intervención del Ministerio Público en los delitos que requieren instancia de parte en casos de urgencia, siempre que no afecten la protección de la persona damnificada por el hecho. 
3) Ejercicio de la acción civil. Constituye una de las propuestas más importantes en el anteproyecto constituye la reparación de los daños a las víctimas luego de lograda la condena del imputado o la medida de seguridad impuesta, ante el mismo tribunal que dictó la sentencia condenatoria. Este procedimiento tiene una ventaja importante en la celeridad de la indemnización a la víctima de un delito resarcible, estableciéndose un proceso sencillo y breve, con plazos perentorios y de defensa restrictiva. También se establece la posibilidad de la extinción de la acción penal por la reparación del daño en delitos de contenido patrimonial o en los delitos culposos. Se incorpora de esta forma la reparación del daño a la víctima como uno de los objetivos del proceso penal, además de sus clásicas finalidades. Introduciéndose la figura de la víctima en forma activa dejando de ser un convidado de piedra en el proceso y protegiendo sus intereses. La consideración de la víctima se torna gravitante, si se atiende a que el CÓDIGO PROCESAL PENAL atiende la condición social y económica de aquélla, ya que se permite la delegación del ejercicio de la acción civil por parte del ministerio público cuando las personas no están en condiciones para demandar. 
4) Otros institutos que protegen los derechos de la víctima. El artículo 21 del CÓDIGO PROCESAL PENAL consagra el instituto de la probation o suspensión condicional del procedimiento para cuya procedencia, exige, la concurrencia entre varios presupuestos prefijados, que el imputado “... haya reparado el daño ocasionado, haya firmado un acuerdo con la víctima en ese sentido o demostrado su voluntad de reparación...”. Igualmente en el artículo 25 inciso 10º se establece que para la procedencia de los acuerdos reparatorios como uno de los modos de extinción de la acción penal, a los que se puede arribar por vía de una composición “...en los hechos punibles contra los bienes de las personas o en los hechos punibles culposos, por la reparación integral del daño particular o social causado, realizada antes del juicio, siempre que lo admita la víctima o el ministerio público, según el caso...”. 
5) Consagración de los derechos de la víctima con prescindencia de que asuma su rol de querellante particular. No se puede desconocer la importancia de la figura de la querella criminal como medio eficaz que dispone la víctima para perseguir al ofensor, aunque este requisito no es indispensable en el CÓDIGO PROCESAL PENAL para ejercer plenamente sus derecho como víctima, con prerrogativas que antes no tenía.
3.  LOS DERECHOS DE LA VÍCTIMA DEL HECHO PUNIBLE EN EL PROCESO PENAL 

La víctima puede participar e intervenir en el procedimiento penal sin necesidad de asumir el rol de querellante, lo que nos permite señalar -como aspecto principal- un tenue abandono, pero abandono al fin, del esquema “cerrado” y “tradicional” posición de ignorarla por completo, de modo tal, a que la expresión que la caracteriza hasta el presente como una “convidada de piedra”, pueda menguarse, aunque, reiteramos como al principio de este capítulo, sin alteraciones sustanciales que mantienen incólume el esquema de exclusión participativa y operativa en el sistema penal.
3.1 LOS DERECHOS DE LA VÍCTIMA EN EL PROCEDIMIENTO ORDINARIO

Como sabemos, este procedimiento consta de tres etapas (en sentido estricto): la primera denominada preparatoria y que está a cargo del Ministerio Público, la segunda que se llama intermedia y que tiene como objetivo el control horizontal de la investigación a cargo del imputado esencialmente, y una tercera que es la relativa al juicio oral y público que se lleva a cabo ante un tribunal unipersonal -para hechos punibles menores cuya sanción no excedan los dos años de privación de libertad- o por un tribunal colegiado de tres miembros -para el resto de los hechos punibles-. 
La noticia criminal puede verificarse por vía de denuncia que realiza la víctima ante la autoridad policial o en la oficina del Ministerio Público. Luego de recibida la denuncia, si el fiscal considera que existe la sospecha razonable de un hecho punible, formula el primer requerimiento consistente en el acta de imputación al juez penal en el que indica una breve relación de los hechos, el posible autor o autores y el plazo que estima conducente para culminar la pesquisa -el que nunca podrá exceder el máximo ordinario de seis meses-. 
El juez penal al recibir el acta de imputación tiene por formalmente iniciado el procedimiento, señalaba la fecha en que el fiscal debía presentar su acusación u otros actos conclusivos y notificaba dicha decisión a todas las partes y a la víctima. Si el Ministerio Público consideraba que no existían suficientes elementos para investigar el hecho punible como denunciado por la víctima, dictaba una resolución por la cual disponía el archivo de la investigación, la cual se notificaba a la víctima. Si ésta consideraba que existían elementos para iniciar formalmente una investigación o que no se consideraron otros aspectos esenciales que permitirían una investigación formal, podía recurrir directamente al juez penal de turno para que le ordene al fiscal la investigación del hecho señalando en su presentación cuáles son los elementos obviados por aquél o qué aspectos deben merecer una mejor investigación. Este planteamiento que efectúa la víctima lo resolverá el juez penal con previa audiencia de la víctima, ordenando al fiscal que continúe la investigación y presente el acta de imputación o rechazando la solicitud, en cuyo caso, la víctima no podrá recurrir tal determinación. 
Si la víctima asume querella criminal adhesiva y sobre dicha presentación el fiscal toma conocimiento de la perpetración de un supuesto hecho punible, el juez penal al recibir el escrito correrá traslado al Ministerio Público para que requiera la admisión o el rechazo de la querella. Con el requerimiento de la fiscalía el juez penal resolverá, admitiendo o rechazando la querella. Si el juez penal recibe un requerimiento fiscal de rechazo de la querella criminal y aquél considera que debe formular otra solicitud, puede dar inicio al trámite de oposición devolviéndole la solicitud al fiscal y presente un requerimiento distinto. Si el fiscal ratifica lo anteriormente solicitado y el juez insiste en su oposición, remitirá las actuaciones a la Fiscalía General del Estado para que formule otro requerimiento, organismo que puede ratificar la postura del fiscal de la causa, en cuyo caso no le queda otra alternativa que resolver conforme a dicha solicitud. La decisión que dicte el juez en ese sentido podrá ser recurrida por el querellante y si el tribunal de apelaciones otorga favorablemente el recurso a la víctima, ordenará que continúe el procedimiento y que el fiscal presente imputación. 
Durante la investigación que desarrolla el fiscal, la querella puede intervenir en todos los actos ordenados por el Ministerio Público y solicitar la realización de diligencias, aunque existen ciertos obstáculos que se le puede presentar a la víctima: no podrá recurrir las decisiones adoptadas por el fiscal en el sentido de no realizar ciertas diligencias y, si el imputado en ocasión de prestar declaración ante el fiscal, requiere que no presencien su deposición el querellante, así se ordenará y no existe remedio procesal alguno contra tal determinación.
En la fecha fijada por el juez penal para que el fiscal presente su acusación o cualquier otro medio conclusivo de la investigación, el querellante adhesivo presentará su acusación en la misma fecha y con los mismos requisitos exigidos al Ministerio Público. Si no lo presenta en la fecha fijada, se tendrá por abandonada la querella criminal, sin perjuicio de intervenir en las etapas ulteriores prestando declaración testifical o siendo escuchada antes de la deliberación de los miembros del tribunal sentenciador para dictar sentencia. 
Durante la Etapa Intermedia, el querellante adhesivo podrá recurrir la decisión por la cual el juez penal -luego de tramitada la audiencia preliminar- dispuso el sobreseimiento del imputado o declaró la extinción de la acción penal. En ambos casos, si el tribunal declara procedente el recurso del querellante, ordenará que se reponga la etapa intermedia en su totalidad a fin de que la fiscalía presente la acusación y se desarrolle bajo la dirección de un nuevo juez penal. Asimismo, si el querellante no asiste o abandona sin justa causa la audiencia preliminar se lo tendrá por desistido en su pretensión. 
Si es que el juez penal admite la acusación y dicta el respectivo auto de apertura a juicio oral y público, el magistrado deberá considerar los aspectos que conciernen a las dos acusaciones -la fiscal y la del querellante adhesivo-, ya que éste último adquiere total autonomía en cuanto a la relación de hechos, la calificación jurídica y la expectativa de sanción reclamada. En este sentido, el juez penal puede modificar total o parcialmente la acusación admitida en el auto de apertura a juicio oral y público, pudiendo optar por la sostenida por el acusador particular, sin que se entienda que exista un tácito rechazo de la acusación del Ministerio Público. 
En el juicio oral y público, el querellante podrá: 
a) Recusar a los magistrados que integren el tribunal sentenciador, en la forma prevista por el Código Procesal Penal; 

b) Presentar incidentes sobre la base de hechos nuevos –tienen que ser posteriores al dictado en el auto de apertura a juicio oral y público- y participar en el juicio oral y público con todas las prerrogativas que el código confiere a las demás partes; 

c) Sin perjuicio de la acusación particular sostenida, podrá prestar declaración testimonial durante el juicio oral y público, siempre que su deposición haya sido ofrecida, asimismo podrá ser oída al término de las alegaciones finales presentadas por las partes; 

d) También podrá ampliar la acusación sobre la base de hechos nuevos en cualquier estado del juicio oral y público; 

e) Podrá promover recurso de apelación especial contra la sentencia de primera instancia y el recurso extraordinario de casación, en la forma y condiciones que prevé el Código Procesal Penal.  

4. LA QUERELLA: DIFERENCIAS CON RELACIÓN AL PROCEDIMIENTO ORDINARIO DE ACCIÓN PÚBLICA Y AL PROCEDIMIENTO POR HECHOS PUNIBLES DE ACCIÓN PRIVADA 

La querella se distingue bajo dos modalidades que se bifurcan en cuanto al diseño de participación que el procedimiento penal permite al particular ofendido o la víctima; en este sentido, puede ser autónoma o adhesiva.
La querella autónoma regulada en el Proyecto de Código Procesal Penal presentado por la Corte Suprema de Justicia al Congreso Nacional como figura aplicable tanto a los hechos punibles de acción pública como a los de acción privada, claro está, con matices diferenciados entre sí, derivados de la imposibilidad de intervención del órgano fiscal en estos últimos, es objeto de una “sustancial alteración” por parte de los legisladores que bifurcan la figura en una querella adhesiva para los hechos punibles de acción pública y en una querella autónoma para los hechos punibles de acción privada. 
Para esto, se acudió al antecedente del procedimiento inquisitivo que nos rigió hasta el año 2000 y que preveía la intervención paritaria del querellante autónomo con el Ministerio Público, dando lugar al ejercicio abusivo de la víctima, constituyéndose dicha figura en una suerte de causa directa de la mora judicial, para lo cual se consagró una figura que limite ostensiblemente las potestades de aquél. 
En apariencia, la querella adhesiva no dista mucho de la autónoma, con la salvedad que si el Ministerio Público no formula imputación o acusación, según el caso, por más que el querellante sí lo haga, el procedimiento nunca podría prosperar por virtud de que lo accesorio sigue la suerte del principal. Es decir, siendo el verdadero titular de la acción penal pública el Ministerio Público, la querella es coadyuvante de aquél y carece de autonomía para impulsar per se el procedimiento. 
El principal argumento para implementar la querella adhesiva se centraba en que la mayoría de los hechos punibles se persiguen por un interés social y estatal, lo que se puede sostener en dos razones eminentemente prácticas: 
a) Para el cumplimiento de las finalidades preventivo especiales del derecho penal que excluye la venganza privada, ya que de lo contrario constituiría un despropósito a la protección de bienes jurídicos, y; 

b) Porque la presencia de la víctima como querellante autónomo o conjunto paralelamente a la acción ejercida por el Ministerio Público, ahonda las desventajas respecto al imputado, siendo perseguido por doble vía y enfrentándose a dos acusaciones con matices e intereses contradictorios, que enmaraña innecesariamente a la defensa; dicho de otro modo, la presencia de una querella adhesiva permitirá que la víctima también efectúe un seguimiento y control del procedimiento sin comprometer el esquema procesal que señala al Ministerio Público como el verdadero titular del ejercicio de la acción penal pública. Los principios de objetividad, de protección de los intereses sociales y particulares y el control privilegiado de legalidad que rigen la actuación del Ministerio Público en el proceso penal, constituye un reaseguro para que la víctima confíe en la gestión de dicho órgano y no se coloque en un plano de igualdad en la persecución penal. 
Otra posición que abona el criterio estatalista de la acción penal señala que la manutención de la querella conjunta desnaturalizaría la potenciación del ministerio público y, por ende, la función estatal de proteger el interés público comprometido en la mayoría de los hechos punibles. Esta teoría no encuentra muchos reparos para los modelos imperantes en países del primer mundo. Sin embargo, en países tercermundistas como el nuestro, en el que los presupuestos no integran suficientes recursos para el buen cometido funcional del ministerio público a más de vicios estructurales (ineficiencia, corrupción, falta de idoneidad, etcétera) que en un breve lapso serán difíciles de erradicarlos, entendemos que la querella conjunta o autónoma es una alternativa más para propiciar la participación de la víctima a más de las otras posibilidades que dispone el directamente afectado por el ilícito penal, y con ello no sólo se coadyuvará en optimizar los controles al quehacer del ministerio público, sino -por qué no decirlo- del funcionamiento mismo del sistema de justicia penal de la República.
Lo expuesto no significa que la posición estatalista predominante y plasmada en el Código Penal de 1997 resulte desdeñable, lo que se quiere significar es que dicho criterio no cuenta con una aprobación hegemónica en el campo de la doctrina contemporánea. En procura de encontrar un respaldo doctrinario, nos remitimos al mismo Código Penal alemán que constituye la fuente principalísima de nuestro código de fondo, se tiene que su legislación receptó numerosos cambios (principalmente a la luz de la Ley del 18 de diciembre de 1985 “De protección a la víctima”) y que tienden hacia una revalorización de la víctima como sujeto merecedor de un tratamiento paralelo e igualitario con los intereses estatales que representa el Ministerio Público. Si bien no se ha llegado a plasmar en ese derecho positivo la figura del querellante autónomo (optándose por el adhesivo),  es una prueba de que en materia de participación de la víctima dentro de un proceso penal, la dirección se asimila más hacia la restauración de una emergencia protagónica a través del instituto de la Querella Autónoma, emprendimiento que lamentablemente se atoró en el ámbito parlamentario cuando decidieron modificar el proyecto originario transformando el instituto de la querella conjunta o autónoma -admitida a regañadientes exclusivamente por un imperativo de orden constitucional- en una de carácter Adhesiva, cuyas consecuencias se analizarán seguidamente. 
Con los fundamentos acerca de la necesidad de rever el instituto de la querella criminal conjunta autónoma en una conjunta adhesiva, según se advirtió en el tópico anterior, las comisiones parlamentarias que tuvieron a su cargo el estudio del Anteproyecto de Código Procesal Penal presentado por el Ministerio Público, aceptaron sin mayores profundizaciones la sugerencia de uno de los asesores internacionales que tenían a su cargo buscar la coherencia entre el Código Penal ya vigente en el año 1998 y el Código Procesal Penal, respectivamente. 
Nuestra objeción a la sugerencia y consecuente defensa del esquema de regular el instituto de la querella conjunta o autónoma se sustentó en los siguientes argumentos: 
a) La mayoría de los casos -en nuestro país se tienen trabajos sobre victimología a cargo de la Dirección de Política Criminal dependiente de la Fiscalía General del Estado- entre el 60 al 65 % de los casos que ingresan a la maquinaria judicial, provienen por vía de denuncia que formula la víctima, lo que revela una cifra preponderante para considerar que es fundamental la información de aquélla para el conocimiento de un hecho punible y el interés que la misma tiene acerca de los pasos a seguir y de querer intervenir en todo el procedimiento; 

b) La ponderación de ciertos intereses que entran a jugar desde el momento en que acontecen determinadas infracciones penales -no todas- exige la necesaria atención no sólo del representante de la sociedad, sino de la víctima que es la principal afectada por el hecho, lo que de no producirse bajo ciertas reglas razonables de equilibrio, provoca la sospecha del particular sobre las decisiones que adoptan los fiscales en el curso de sus investigaciones; 

c) El Ministerio Público, de ordinario, no dispone de mecanismos de control interno acerca del correcto accionar de sus agentes fiscales, ya que siguen y seguirán respondiendo ante la noticia del hecho punible -repetimos, la mayor de las veces proveniente de la información de la víctima por vía de una denuncia o querella- con un esquema burocrático que actúa en forma automática, lenta y hasta con mayor o menor interés según el termómetro de la presión mediática respecto a determinados conflictos penales; en consecuencia, la corrección de estos desfasajes podría constituir el principal aporte -a modo de “contrapeso y control externo al accionar del Ministerio Público”- con la intervención plena, en igualdad de condiciones, de la víctima por vía de la querella autónoma o conjunta, y; 

d) En una etapa de transición procesal, no debió perderse de vista la experiencia de países de la región con similares problemas al nuestro, al igual que nuestros propios antecedentes sobre la crisis de la administración de justicia, sin dejar de mencionar la desconfianza pública hacia sus funcionarios, para concluir que por ahora, se carece de una organización administrativa y de recursos suficientes para que tengamos un Ministerio Público razonablemente preparado para enfrentar las nuevas contingencias y cargas laborales que le imponen las normas procesales; en ese sentido, la presencia de una querella conjunta o autónoma podría coadyuvar en el reencauce de los procesos, principalmente para que los operadores del sistema fortalezcan sus convicciones acerca de la eficacia del nuevo modelo procesal penal.
Ahora bien, las objeciones articuladas en los fundamentos antes enunciados carecerían de la fortaleza necesaria si es que sólo se produjera la sustitución de la querella autónoma por la adhesiva, mientras que las otras maneras de intervenir la víctima -sea ésta “formal” o “no formal”- se mantuvieron en el texto aprobado en el Parlamento, v. gr. la acción o querella popular para ciertos hechos punibles, la conversión de la acción pública en privada bajo determinados presupuestos, la representación de la víctima por asociaciones o entidades afines a los intereses en juego con relación al hecho punible investigado, etcétera. Empero, precisamente el código finalmente aprobado cercena dichas modalidades, reafirmando una coyuntura en el sentido que el verdadero trasfondo de la variación respecto al proyecto originario, no era un cambio de esquema en cuanto a la participación formal de la víctima, sino la preeminencia de la organización estatal en la investigación y persecución de los hechos punibles, obviándose que con tal temperamento se despojaba al particular afectado de herramientas fundamentales para controlar y prevenir el funcionamiento irregular del Ministerio Público y de la judicatura en general, algo previsible debido al tradicional apego de los organismos vinculados al Estado hacia formas autoritarias de actuación y la permisividad e involucramiento con abusos y actos de corrupción, a pesar de los cambios jurídicos desarrollados a finales del siglo pasado. 
La querella conjunta o autónoma es un instituto que permite a la víctima ejercer la acción penal con prescindencia del temperamento que adopte el Ministerio Público, pudiendo intervenir y sostener sus pretensiones sin que dependa del titular de la acción pública, al punto que si éste no investiga el hecho o después de investigar considera inviable una acusación, si el particular mantiene su postura fundada de continuar la persecución, la causa prosigue con dicha pretensión. Esta modalidad se mantiene única y exclusivamente para los hechos punibles de acción privada. 
En cuanto a los hechos punibles de acción pública se prevé la figura de la querella adhesiva, entendida como la pretensión que formula la víctima ante el juez penal, la cual será admitida única y exclusivamente cuando el Ministerio Público decida imputar e investigar a una o más personas. Asimismo, si luego de la investigación, el órgano requirente está convencido de que su investigación proporciona fundamento para un hipotético juicio oral y público, acusará y habilitará la etapa final del procedimiento ordinario. 
En ambas situaciones, para que la querella adhesiva pueda participar de la investigación o intervenga en el juicio oral y público, la condición es que el Ministerio Público impute o acuse, según el caso; contrariu sensu, si el Ministerio Público considera que no existen elementos para imputar o acusar, la investigación y el proceso se clausuran por vía de la desestimación o del sobreseimiento, siguiendo la querella adhesiva la suerte del principal, por más que la víctima mantenga su voluntad de continuar con la investigación o sostener una acusación particular. 
Entrando en el análisis de las restricciones que se verifican para el querellante adhesivo por virtud del modelo optado, se pueden observar dos obstáculos insalvables para el éxito de la pretensión particular, fuera de los cuales la participación de la víctima en su rol formal adquiere plena autonomía y desvinculación a los requerimientos adoptados por el Ministerio Público. 
Cuando el querellante adhesivo se presenta a formular su pretensión punitiva, sin que exista un requerimiento fiscal previo y concreto -solicitando la imputación de una o más personas a través de la denominada “acta de imputación”- la causa penal adquiere vida, ya que el Código Procesal Penal establece que para habilitar la etapa preparatoria o de investigación a cargo de la fiscalía, debe existir inexorablemente una imputación que la formule el órgano requirente, presupuesto que al no producirse provoca que la querella criminal adhesiva tenga que ser desestimada, sin perjuicio de que el afectado promueva recurso de apelación general contra el temperamento adoptado por el fiscal y la resolución dictada por el juez penal en el sentido expuesto. Ahora bien, si el fiscal presentó el acta de imputación con todos los recaudos informativos del caso, la querella adhesiva sigue su curso con total independencia de la actuación fiscal, pero al llegar la fecha que el juez penal fijó al fiscal y a la querella respectivamente, para formular la acusación, si la fiscalía decide no acusar o requiriese otros actos conclusivos que no constituyan acusación y dictado del auto de apertura a juicio oral y público (plantear el juicio abreviado, la aplicación de criterios de oportunidad o el sobreseimiento provisional o definitivo) aunque hubiere acusado la querella adhesiva, el proceso no podrá pasar a la etapa del juicio oral y público, porque sólo se provocará la apertura de dicha etapa siempre y cuando el Ministerio Público haya promovido su acusación en el plazo señalado para tal efecto. 
Los obstáculos son trascendentes cuando de impulso procesal se trata, ya que si el Ministerio Público no formula la imputación, no se puede dar la apertura formal de la investigación, o sea, no existe proceso penal en sustancia. Asimismo, si tras la culminación de la etapa de investigación, el Ministerio Público tampoco formula su acusación, en ningún caso se podrá pasar a la etapa del juicio oral y público, produciéndose el sobreseimiento de la causa (definitivo o provisional) o la extinción de la acción penal. En ambos casos, no importa si el querellante adhesivo expresa el impulso de la causa penal -formulando su querella en la forma de ley o la acusación particular, según el momento procesal en que se encuentre el proceso-, por lo que se puede inferir que éste -la víctima- inexorablemente debe esperar -sin quererlo- una explícita adhesión en lo concerniente al éxito de su pretensión punitiva, a lo que exprese finalmente la fiscalía. 
De lo expuesto se tiene que es el órgano oficial de persecución el que prevalece en su voluntad de aceptar o no la continuación de una investigación o derivarla a juicio oral y público mediante una acusación pública, con lo cual se expropia la voluntad de la víctima que no podrá obtener un pronunciamiento definitivo de la justicia penal acerca del hecho que lo afligiera. Pues bien, este despojo a la víctima es lo que se critica, ya que sabemos que la incipiente organización del Ministerio Público, sumado a las denuncias de apartarse de los principios de objetividad y búsqueda de la verdad por razones vinculadas a factores políticos, económicos e ilicitudes en el ejercicio de la función pública, pueden clausurar -de una forma unilateral- investigaciones serias, sin que la víctima tenga una verdadera oportunidad de sostener su pretensión y hacerla valer, a pesar de las objeciones –fundadas o no- del órgano encargado de la investigación fiscal. 
El Proyecto original previó dos aspectos totalmente diferentes a los estimados en el Código Procesal Penal vigente: 
a) Que la investigación a cargo del fiscal se podía iniciar por vía de querella criminal autónoma o conjunta, para lo cual el juez penal dictaba el auto de procesamiento, precisamente para dirimir si los fundamentos iniciales para abrir una causa tenían fundamentos acerca de la sospecha razonable de que una o más personas cometieron uno o más delitos, independientemente que el fiscal no formule solicitud de procesamiento (también aquí se alteró el esquema originario, ya que la decisión de imputar a una persona no pasa por una determinación judicial, sino del fiscal), y; 

b) Que el auto de apertura a juicio oral y público se podía dictar con la acusación particular que reúna todos los requisitos procesales previstos para el caso, sin que por ello el ministerio público tenga que ser obligado a sostener lo que el acusador particular promueve, de tal modo que se mantenía la independencia de posturas y pretensiones de ambos órganos que intervenían en el rol de acusación.
Nótese como el giro proporcionado por la variable incorporada al proyecto originario produjo un cambio radical acerca del respeto por la voluntad razonable de la víctima en su objetiva de buscar la aplicación de la ley penal sustantiva, mediante el sostenimiento de una querella criminal. Precisamente esa emergencia del cambio de la querella autónoma o conjunta por una de carácter adhesiva, provocó una distorsión en la interpretación del texto procesal penal finalmente sancionado, ya que la desprolijidad de la redacción se nota en varias secuencias normativas que seguidamente se expondrán y que pondrán de manifiesto que muchas veces se cumple lo que ciertos tratadistas expresan respecto a los retoques de proyectos de leyes elaborados con una visión de conjunto y coherencia, cuando alegan que “la enmienda resultó peor que el soneto”. 
El CÓDIGO PROCESAL PENAL contempla la posibilidad que el querellante adhesivo promueva un recurso de apelación general contra la decisión adoptada por el juez penal que ratifica el requerimiento de desestimación de la querella o la denuncia presentada por el fiscal. La pregunta que uno se hace es la siguiente: ¿qué ocurre si el recurso de apelación es admitido por el tribunal de apelaciones y declara procedente la apertura de una investigación?. 
Es evidente que el Ministerio Público a través de su fiscal, tendrá que designar a un nuevo fiscal para que formule imputación e inicie formalmente la investigación del caso, con el agregado que en los hechos, el “nuevo” fiscal estará influenciado por el fiscal que pidió la desestimación en cuanto a sus argumentos y, con ello, poco o nada se avanzará acerca de lo que se entiende por la realización de una investigación seria, responsable y objetiva. Como nos encontramos en los momentos iniciales de un procedimiento, todavía existe un largo camino de la investigación para que el “nuevo” fiscal pueda imbuirse de información complementaria relevante para llegar a la conclusión del equívoco cometido por su colega que le precedió en el trámite, aunque para bordar esta hipótesis, partimos de la base que el fiscal que asume la dirección de la investigación no se contaminará con la convicción ya sostenida por su antecesor. 
De esta manera, en este momento inicial de la investigación -nos referimos al caso en que el fiscal haya solicitado la desestimación de la querella y la clausura anticipada del procedimiento- todavía hay margen para enderezar lo que se inició en forma displicente, aunque siempre estará en juego la objetividad del órgano fiscal desde la perspectiva de la víctima y recuérdese que según el Código Procesal Penal y la ley orgánica del Ministerio Público, la representación que desarrolla la fiscalía es en nombre de la sociedad y de la víctima, respectivamente. 
Si luego de la investigación desplegada por la fiscalía, conforme a los elementos de convicción y la información administrada en dicha secuencia procesal, aquélla entiende que su labor no proporciona fundamento serio para acusar y consecuentemente requiere el sobreseimiento definitivo o provisional, también se otorga al querellante adhesivo para que se oponga a tal determinación promoviendo un recurso contra la decisión del juez penal que luego de realizada la etapa intermedia resuelva admitir lo solicitado por el Ministerio Público. A esta altura, nos hacemos la siguiente pregunta: ¿qué ocurre si el tribunal de apelaciones admite el recurso de apelación general y declara procedente la pretensión de la víctima en el sentido de admitir la acusación particular y derivar la causa a juicio oral y público?.

La situación sería mucho más grave desde la perspectiva de la verdadera función del Ministerio Público, ya que si tras la culminación de una investigación requirió el sobreseimiento definitivo o provisional y el tribunal de apelaciones sostiene que existen fundamentos serios para que se admita la acusación, en este caso la sostenida por el querellante adhesivo, revocando la decisión dictada por el juez de primera instancia que sobreseyera la causa, nos encontramos frente a un obstáculo insalvable que determina que no se podrá disponer la apertura de la causa a juicio oral y público si es que no existe una acusación fiscal, excluyéndose a la sostenida por la víctima a través de su querella. Precisamente tal restricción es la que se constituyó en la variante más importante introducida en el Código Procesal Penal finalmente sancionado, ya que según el proyecto originario el juicio oral y público se podría realizar sobre la base de la acusación pública o particular, indistintamente. En el ejemplo expuesto -sin olvidarnos que situaciones como éstas ya se produjeron en nuestro medio-, el tribunal de apelaciones al revocar el sobreseimiento definitivo decretado, implícitamente dicta el auto de apertura a juicio oral y público -lo que también es incorrecto, pues debería decretarse es la nulidad del fallo y la consecuente orden de reposición de toda la etapa intermedia a fin de que el fiscal interviniente formule requerimiento de acusación-, pero sobre la base de la única que se sostuvo en tal sentido y que corresponde a la querella adhesiva, ya que el Ministerio Público planteó el sobreseimiento. Aquí se tendría que producir una situación que planteamos como hipótesis, en el sentido que estamos frente a la culminación de un trabajo de investigación a cargo del fiscal y sus argumentos -según la postura adoptada- no son suficientemente razonables para llevar la causa a juicio oral y público, lo que se revierte por decisión de un órgano jurisdiccional que, en la forma expuesta, se inmiscuye en la investigación, afectando la imparcialidad reservada a los jueces para no contaminarse con los aspectos de la etapa preparatoria, repetimos, a cargo exclusivo del Ministerio Público.
De lo expuesto se tiene que el Ministerio Público está obligado a cambiar de temperamento, sin el mínimo convencimiento de que así debe obrar, y la consecuencia no será otra que una clara contradicción entre lo expuesto espontáneamente con su primer requerimiento solicitando el sobreseimiento definitivo a favor del o los imputados y la “acusación que debe preparar por orden judicial” lo que notoriamente desdibuja su posición, ya que mal puede revertir lo que el Código Procesal Penal señala como requisito esencial para pasar a la etapa del juicio oral y público: que el órgano requirente debe convencerse y convencer por medio de una promesa fundada a la judicatura, que sus elementos de convicción organizados sobre la base de la información probatoria recolectada en la preparatoria son serios y fundados para sostener la autoría o participación del o los sindicados. Esta contradicción es el resultado de una emergencia surgida en el seno de las comisiones parlamentarias, con la finalidad de equiparar la vigencia de un estatalismo exacerbado en el régimen de la acción penal instituido en el Código Penal, mediante un cercenamiento de las facultades del querellante, que pasa a denominarse “adhesivo”, el cual se efectuó sin mucho rigor para mantener la coherencia del accionar de las instituciones involucradas a la luz del cambio aprobado.
Como se ejemplificó, el desfasaje antes que dar plenitud interpretativa a la querella contribuyó a confundir las implicancias de los alcances de la adhesividad, ya que la jurisprudencia se encargó de moldear el instituto al punto que la víctima deberá sopesar si el rol que desempeñará en el proceso nos es más perjudicial que remitirse a intervenir de manera informal, sin asumir querella criminal, ya que esta última alternativa precisamente le dispensa de cargas y responsabilidades como las que se impone al que se muestra parte, con un convencimiento propio que, después de todo, el éxito de su intervención dependerá siempre de la postura que adopte el Ministerio Público. Lo que se logró con la adopción de la querella adhesiva es desalentar que a la víctima para que no moleste a través de la proposición de su pretensión, de modo tal que se libere el camino para que el órgano requirente intervenga a plenitud y sin un control formal efectivo y directo, que se hubiera dado de haberse mantenido la querella autónoma o conjunta. 
Auscultando un poco más las situaciones que podrían verificarse (siempre tomando los extremos puntualizados a modo de ejemplo), el Código Procesal Penal prevé un trámite denominado de oposición que lo ejerce el juez penal a quien el fiscal presenta su requerimiento inicial o conclusivo durante la etapa preparatoria.
El procedimiento consiste en que una vez presentada la solicitud fiscal (acta de imputación o acusación, que constituyen los puntos en análisis), el juez penal puede optar por resolver la situación planteada o devolverle las actuaciones para que formule requerimiento distinto al promocionado. El fiscal puede ratificar su solicitud anterior y si persiste la oposición del juez, lo puede derivar al funcionario superior de la Fiscalía General del Estado para que plantee lo que corresponda. La Fiscalía General del Estado puede cambiar el requerimiento planteado por el inferior, caso en el cual el juez penal resolverá conforme a la solicitud de aquél; sin embargo, puede ratificar expresamente o en forma tácita -cuando omita la presentación en el plazo que es de tres días, ya que el artículo 358 del CÓDIGO PROCESAL PENAL no señala nada al respecto, por lo que se aplica la disposición contenida en el mismo ritual penal de que cuando la ley no prevé un plazo legal se entenderá que es por tres días- lo requerido por el fiscal interviniente en la causa, caso en el cual el juez penal tendrá que resolver conforme a la pretensión inicialmente promovida. En esta coyuntura existe una secuencia de análisis que parte de la misma fiscalía que requirió inicialmente una solicitud al juez penal y termina con la más alta instancia del Ministerio Público que también considera correcta la actuación del fiscal que dirige la investigación. 
Si con estos antecedentes, el Tribunal de Apelaciones decide hacer lugar a la imputación o a la acusación -por vía de revocación de la decisión del juez penal que aceptó el requerimiento fiscal-, la situación es mucho más compleja, ya que precisamente el sostenimiento de los agravios contra la decisión del juez penal surge de la misma postura que éste sostuviera al imprimir el trámite de oposición y de la víctima que planteó una solicitud a favor de la continuidad del proceso; en esta situación, cobra mayor fuerza la vulneración del principio de imparcialidad de los jueces que nunca tendrían que dirigir la investigación a cargo de la fiscalía, ya que por doble vía se nota este traspasamiento: por una, la del juez que inicialmente al imprimir el trámite de oposición consideró inviable la desestimación de la querella o el sobreseimiento del o los imputados, y por otra, la del tribunal de apelaciones que inmiscuyéndose en la investigación considera que la causa debe continuar hacia las subsiguientes etapas del procedimiento ordinario.

La composición orgánica del Ministerio Público expresó su postura sobre la base del principio de unidad y aun así, debe sostener una imputación o una acusación, la que definitivamente es producto de la voluntad de la víctima con el auxilio de los órganos jurisdiccionales; con nitidez resalta lo inaceptable del esquema que se produce por la incoherencia orgánica del texto procesal penal sancionado, ya que si lo que se postulaba con la instauración de la querella adhesiva era que primara el interés público y social que congloba la representatividad del órgano requirente y no la voluntad de venganza de la víctima hacia el imputado, se hubiera establecido alguna previsión normativa acorde con el diseño del instituto que podría consistir en la obligatoriedad del trámite de oposición cuando se plantee la desestimación o el sobreseimiento con la oposición del querellante para tener una visión homogénea del temperamento adoptado por el órgano requirente respecto al caso y no permitir recurso alguno contra la decisión que se adopte en consecuencia. 
Se podrá cuestionar que estamos negando el derecho al recurso a la víctima, pero siendo coherentes con el instituto sancionado -ya hemos sentado nuestra adversidad con el modelo optado por el Código Procesal Penal-, pero habiéndose previsto en su normativa que solamente se podrá dictar el auto de apertura a juicio oral y público sobre la base de la acusación de la fiscalía, mal se podría, posteriormente por una vaguedad en la inferencia del modelo de enjuiciamiento finalmente adoptado, habilitar una compuerta para introducir trámites que generan una seria contradicción como la reseñada precedentemente. 
Se pretendió plasmar y honestamente estamos convencidos de que así lo habrán percibido los lectores, que el esquema optado y la consecuente supresión de la querella autónoma, es una pérdida invalorable en el afán perseguido por el proyecto procesal penal de revalorizar a la víctima, aumentar los sistemas de controles internos del proceso y esencialmente llegar a la conclusión de que la participación del ofendido en el procedimiento penal oficial como querellante conjunto o autónomo, no requiere otra cosa que la evitación de excesos en la actuación de aquél, lo cual perfectamente fue diseñado y previsto en el anteproyecto originariamente concebido.
EL IMPUTADO Y SU DEFENSA

1. EL IMPUTADO

1.1 AMPLITUD DEL CONCEPTO DE LA CALIDAD DE IMPUTADO
El Diccionario de Uso del Español de María Moliner no usa precisamente la expresión, sino que define el verbo imputar en los siguientes términos: “1. achacar, atribuir a alguien cierta falta o delito...”, por lo que si partimos del verdadero sentido idiomático, es indudable que la imputación es un acto de atribuir una falta, un delito o cualquier circunstancia que pueda encuadrarse dentro de los parámetros de la reprochabilidad de la conducta realizada por el señalado. 
Conforme a la definición de la Real Academia, cualquier expresión entre las variadas que existen para indicar una posición sinónima con la acción de imputar una conducta a una persona no puede desprenderse del contexto interpretativo idiomático que acabamos de reflejar con la trascripción. 
De esta manera, los términos acusado, denunciado, encartado, encausado, enjuiciado, imputado, inculpado, indagado, indicado, procesado se diferencian por matices dentro de un determinado contexto -en nuestro caso, dentro de un proceso penal-, más no significa alcances sustancialmente diferentes, o, dicho de un modo más simple: el imputado es el género y sus especies serían las demás expresiones, entre la cuales y al sólo efecto de ejemplificar se pueden extraer los de acusado, denunciado, encausado, inculpado, indagado, procesado, etcétera. 
El artículo 74 del Código Procesal Penal extrae tres denominaciones que permiten simbolizar los tres niveles que abarcan el concepto genérico de imputado:  

a) El imputado en sentido amplio e informal que es toda persona indicada o señala como autor o partícipe de un supuesto hecho punible; 
b) El imputado en sentido estricto y formal que es la persona especialmente señalada como autor o partícipe de un supuesto hecho punible en el Acta de Imputación; 
c) El acusado, la persona señalada como tal en una acusación pública o particular, y; 
d) El condenado, la persona sobre la cual pesa una sentencia condenatoria firme y ejecutoriada.  

De esta categorización nos volveremos a ocupar en el siguiente numeral con más precisión y con la apoyatura del cotejo de dispositivos constitucionales y procesales. 
1.2 DEFINICIÓN DEL IMPUTADO
Alfredo Vélez Mariconde nos da una definición de imputado, diciendo que es un “...sujeto esencial de la relación procesal a quien afecta la pretensión jurídico-penal deducida en el proceso, pero asume esa condición (aún antes de que la acción haya sido iniciada) toda persona detenida por suponérsela partícipe de un hecho delictuoso o indicada como tal en cualquier acto inicial del procedimiento (lato sensu)...”. Por su parte, José Ignacio Cafferata Nores señala que el imputado es “...aquélla persona que ha sido indicada como autor o partícipe de un hecho delictuoso en cualquier acto inicial del procedimiento dirigido en su contra...”. 
Como notas comunes que se destacan de las definiciones trascritas, podemos complementar el sentido de lo que se entiende por calidad de imputado diciendo que está referida a toda persona que es sindicada –aun preventivamente- bajo sospecha o indicio de autoría de un hipotético delito y cuya responsabilidad y el alcance de participación en el mismo se investigará en el proceso, como objeto de la actividad que desplegarán los órganos facultados para ello. 
En este sentido, se rescata la condición de sujeto de derecho y como tal acreedor de las garantías previstas en la Ley Fundamental, más precisamente las consagradas en el Artículo 17 de la CN. Esto no es otra cosa que reservar al imputado un rol de sujeto procesal esencial a quien se reconoce unos criterios amplios para ejercer su defensa desde un primer momento en que se lo pueda individualizar como la persona sobre la cual girará la investigación penal, independientemente que la misma se haya iniciado o no. Ocioso sería repetir que esta fórmula interpretativa no es arbitraria ni antojadiza, porque bajo cualquier punto de vista atendible, deben prevalecer sentidos interpretativos que conduzcan a reconocimientos amplios o más favorables al imputado tal como lo prevén los artículos 16 y 17.1 de la Constitución Nacional en concordancia con los artículos 5 y 10 del Código Procesal Penal. 
A este respecto, el artículo 74 del Código Procesal Penal determina el concepto jurídico-procesal de imputado, cuando dice que el imputado es: “...1) IMPUTADO a la persona a quien se le señale como autor o partícipe de un hecho punible y, en especial, a la señalada  en el acta de imputación; 2) ACUSADO a aquél contra quien exista una acusación del Ministerio Público o del querellante, según el caso, y; 3) CONDENADO a aquél sobre quién ha recaído una sentencia condenatoria firme”. 
Nótese como la expresión imputado guarda una acepción lata, amplia y concomitante con las reglas de la defensa amplia de toda persona sometida a proceso penal y otra que es resultado del acto de señalamiento de imputado y que se refiere a una cuestión específica de formalizar el órgano requirente una investigación contra una persona imputada. Es así como podemos sostener que la calidad de imputado surge desde el momento que una persona sea señalada como autor o partícipe en un supuesto hecho punible, aspecto que se podría trasuntar en cualquier acto formal que motive el inicio de una investigación penal como alguna denuncia dirigida hacia alguien, cuya identificación se discierna sin mayores esfuerzos desde un primer momento, incluyéndose también la presentación de una querella criminal adhesiva o autónoma, según la naturaleza del ilícito que se trate, etc. 
Este razonamiento tampoco resulta desconectado con el sentido interpretativo del artículo 10 del Código Procesal Penal si es que prestamos atención a la oración del mismo artículo 74 cuando expone que imputada es la persona señalada como tal y, en especial, a la señalada en el acta de imputación, por lo que se tienen dos momentos que permiten discernir la calidad de imputado: 
a) En general, cualquier sindicación antes de que exista IMPUTACIÓN FORMAL hacia una persona, en cuyo caso deberá tratarse de un acto de coerción (aprehensión o detención preventiva, convocatoria a un declaración indagatoria, sindicación de testigos en actos en los cuales se requiera orden judicial, incautación y secuestros de cosas, etc.), aunque dicha circunstancia deberá interpretarse elásticamente, atendiendo las peculiaridades de cada caso, ya que una formulación de una denuncia dirigida contra personas expresamente individualizadas y contra los cuales puede existir una suerte de tratamiento “mediático” constituye una imputación que habilita al afectado a ejercer sus derechos desde un primer momento, claro está, antes de la formulación del acta de imputación; 
b) En especial, y aquí es importante advertir que existirá una diferencia en el tiempo a veces significativa, cuando el Ministerio Público imputa en los términos del artículo 301 del CÓDIGO PROCESAL PENAL, extremo que no implica para nada menoscabar los derechos procesales (en su catálogo más amplio como el previsto en el artículo 17 de la CN, el artículo 8 del Pacto de San José de Costa Rica y los principios fundamentales del CÓDIGO PROCESAL PENAL, por citar algunos textos principalísimos) del afectado por una sindicación CON MUCHA ANTELACIÓN A LA FORMULACIÓN DE ESTE ACTO A CARGO DEL ÓRGANO REQUIRENTE.
La pregunta a responder que cabría hacerse en el deseo de disipar las interrogantes, es la siguiente:

¿A partir de qué momento el señalado como imputado por cualquier acto formal (denuncia, querella, actuación policial preventiva, acta de imputación, etcétera) puede ejercer y reclamar la vigencia de sus garantías y derechos procesales? 
El artículo 6 del Código Procesal Penal es claro al decir: “...A los efectos de sus derechos procesales, se entenderá por primer acto del procedimiento toda actuación del fiscal, o cualquier actuación o diligencia realizada después del vencimiento del plazo establecido de seis horas (...)”, por lo que no resulta muy dificultoso discernir que luego de las seis horas de acontecido el suceso criminoso v. gr. noticia del hecho, lapso que necesariamente es el que marca los límites entre “inicio del procedimiento” y “calidad de imputado”, ya que luego de las susodichas seis horas cualquier persona sindicada puede reclamar lo que mejor corresponda al ejercicio de sus derechos (defensa).
Algunos discuten si esta norma cede frente a la prevista en el artículo 303 del Código Procesal Penal que establece el cómputo del procedimiento desde la formulación del acta de imputación por el Ministerio Público, lo que aparentemente tiene consistencia, aunque apenas cotejamos con otras normas del mismo cuerpo legal, se pueden obtener dos interpretaciones: una restrictiva y otra ampliatoria de las garantías procesales para el imputado. Y en este contexto es que prevalecerá, siempre por mandato normativo, la interpretación más beneficiosa para el ejercicio de la defensa de los derechos del imputado, aspecto que indudablemente se construye sobre los cimientos del artículo 6 que extiende las garantías procesales en concordancia con los artículos 5 y 10 del ritual penal. 
Si bien existen discrepancias al respecto, es evidente que la interpretación de las normas procesales que favorezcan el ejercicio de los derechos y garantías al imputado debe prevalecer sobre cualquier otra postura que restringa dicho presupuesto (artículo 10 del Código Procesal Penal). En tal sentido si a través de una denuncia, de una actuación policial preventiva o cualquier otro medio que permita discernir la presencia de una persona a quien se indica como autor o partícipe de un hecho punible no la consideramos como imputada hasta que el Ministerio Público se decida a formular el acta de imputación, momento que puede ser muy posterior a las seis horas desde que se tuvo conocimiento fehaciente de la perpetración del hecho punible investigado, estaríamos restringiendo el ejercicio de los derechos y garantías elementales del debido proceso penal a una persona, lo cual es inaceptable a la luz de las dos posturas (la prevista en el artículo 6 del Código Procesal Penal o la que prevé la calidad de imputado desde la formulación del Acta de Imputación por parte del Ministerio Público), ya que la hipótesis primeramente sustentada por esta cátedra es la que reafirma de mejor manera los derechos y garantías procesales previstos a favor del imputado, y esto sí encuentra sintonía con otros preceptos del mismo cuerpo ritual como los artículos 5 y 10 del Código Procesal Penal, por citar algunos.

En síntesis: es imputado, cualquier sujeto sindicado como supuesto autor o partícipe de un hecho punible luego de las seis horas de la perpetración y conocimiento de la noticia del hecho, en un sentido genérico; con mayor especificidad, con la formulación del Acta de Imputación en los términos de los artículos 301 y 303 del Código Procesal Penal. Cualquier discusión sobre si prevalece el sentido genérico o el específico tal como se apuntó precedentemente, deberá obligar al intérprete a una opción más favorable a los derechos y garantías procesales del imputado, y de este modo, discurrimos por el sendero del sentido genérico y lato que perfila de mejor manera el catálogo de garantías procesales para el sindicado o imputado.
2. OBSTÁCULOS PARA LA PERSECUCIÓN PENAL
Señalamos que la investigación preliminar desplegada por el Ministerio Público pretende individualizar al imputado a los efectos de su señalamiento a través del Acta de Imputación, de lo contrario, será imposible e insuperable formalizar la investigación a cargo del Ministerio Público (y el consecuente inicio del cómputo del plazo máximo de duración de la etapa preparatoria que va “hasta seis meses”), al punto que el mismo artículo 302 del Código Procesal Penal establece entre los requisitos del Acta de Imputación que si no pudo individualizar correctamente al imputado, incorpore los elementos o extremos que permitirán su precisa identificación. 
La idea-fuerza que extraemos es que la existencia de una persona imputada (individualiza correctamente o con los elementos suficientes que permitan completar dicha labor) permitirá el paso de la informalidad de la etapa preparatoria a la formalización a través de los requerimientos previstos en los artículos 301 y 302 del Código Procesal Penal. A este respecto, dice el artículo 76 del Código Procesal Penal cuanto sigue: “Identificación. Desde el primer acto en que intervenga el imputado será identificado por sus datos personales y señas particulares. Si se abstiene de proporcionar esos datos o lo hace falsamente, se lo identificará por testigos o por otros medios útiles, aun contra su voluntad. La duda sobre los datos obtenidos no alterará el curso del procedimiento y los errores sobre ellos podrán ser corregidos en cualquier oportunidad”. Fuera del supuesto anteriormente señalado, existen casos en que la persona imputada es correctamente identificada pero no se la puede someter al procedimiento penal formal porque la misma está amparada en una condición especial prevista en el ordenamiento jurídico (privilegios o inmunidades) o porque carece de la aptitud mental para comprender o dimensionar las consecuencias de sus actos (incapacidad), en cuyo caso, se presenta un obstáculo que, según la naturaleza de la circunstancia, una vez superado, motivará la continuidad del trámite pertinente, claro está, esta prosecución estará sujeta a que la misma legislación establezca el lapso durante el cual se puede “suspender” o “interrumpir” el procedimiento penal por la preexistencia del impedimento. 
Del cotejo de las normas del Código Penal y Código Procesal Penal, la constatación de un obstáculo para dar inicio o continuidad al procedimiento suspende el cómputo del plazo de la prescripción, por lo que una vez superado el impedimento para el avance procesal, el trámite continuará desde la etapa o el acto que motivó la suspensión inicial. Obviamente que no regirá para esta circunstancia objetiva, lo dispuesto en el artículo 104 (parte final) del Código Penal en el sentido que el trascurso del doble del plazo de prescripción (independiente de la cantidad de interrupciones que hayan operado) producirá en todos los casos la extinción de la acción penal. 
De todo lo expuesto, podemos conceptuar al o los obstáculos procesales como una situación que se verifica en el proceso penal por la presencia de un impedimento para someter al procedimiento penal a una persona contra la cual se reúnen los presupuestos para ser imputada (artículo 74 del Código Procesal Penal) y que se erige en la ausencia de uno de los elementos que componen las denominadas condiciones objetivas de procedibilidad, de cuya constatación por parte del juez o tribunal, obligará a que se declare el impedimento para la iniciación o continuación del procedimiento, con el efecto de producir la suspensión del trámite y los plazos pertinentes, el que continuará una vez desaparecido el obstáculo.
2.1 LAS INMUNIDADES Y LOS PRIVILEGIOS
Se pueden citar dos circunstancias expresamente consagradas en el Código Procesal Penal y que son las inmunidades y los privilegios: a) la persona imputada goza de inmunidad diplomática (por razón del principio de extensión artificial de la territorialidad de la soberanía de un determinado Estado que tiene una legación diplomática o consular en el territorio nacional), y; b) la persona goza de inmunidad funcional (como el caso de los parlamentarios que gozan de esta protección a su función y no a su persona, por mandato constitucional). En ambos supuestos, se suspende la persecución penal ínterin dure el obstáculo (duración de sus funciones), sin perjuicio que pueda continuar respecto a los demás imputados que no gozan de esta protección funcional. 
¿Cuál es el trámite para que se declare el obstáculo derivado de una inmunidad diplomática o de un fuero funcional? El Código Procesal Penal expresamente dispone un trámite que lo trascribimos para su constatación: 
“Artículo 328. Desafuero. Cuando se opongan al procedimiento obstáculos fundados en privilegios o inmunidades establecidos en la Constitución Nacional, se procederá conforme a ésta, según el caso, de las siguientes maneras: 

a) Cuando se formule denuncia o querella privada contra un legislador, se practicará una información sumaria que no vulnere la inmunidad de aquél y que tenga por objeto realizar los actos de investigación sobre extremos cuya pérdida sea de temer o no reproducibles ulteriormente, y los indispensables para fundar la comunicación a que se refiere el párrafo siguiente. Si existiese mérito para formar causa y disponer su sometimiento o proceso, sin ordenar su captura, el juez penal  lo comunicará, acompañando copia íntegra de las actuaciones producidas, a la Cámara respectiva, para que resuelva si hay lugar o no al desafuero para ser sometido a proceso. Si el legislador hubiese sido detenido por habérsele sorprendido en flagrante delito que merezca pena corporal, la autoridad interviniente lo pondrá en custodia en su residencia, dará cuenta de inmediato del hecho a la Cámara respectiva y al juez penal competente, a quien remitirá los antecedentes a la brevedad. El juez penal procederá ulteriormente en la forma dispuesta en los dos párrafos anteriores, pudiendo ordenar la libertad del legislador si corresponde a las normas de este código, o cuando así la disponga la Cámara respectiva. 

b) Cuando se  formule denuncia o querella privada contra un funcionario que goce de inmunidad, el juez penal procederá en forma similar a la establecida en los dos primeros párrafos del apartado anterior, pero, según corresponda, la comunicación se dirigirá a la Cámara de Diputados, al Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados o a los organismos pertinentes. 

c) Cuando se proceda contra varios imputados y solo alguno de ellos gocen de inmunidad constitucional, el proceso podrá formarse y seguirse respecto de los otros. 
d) En todo lo demás deberá actuarse de acuerdo con la Constitución Nacional y las leyes”. 

2.2 LA INCAPACIDAD DEL IMPUTADO

¿Cuál es el trámite que se desarrolla cuándo el obstáculo consiste en la incapacidad del imputado? Se aplicarán las disposiciones de los artículos 78 a 80 del Código Procesal Penal, los que seguidamente se transcriben para su lectura e interpretación. 
“Artículo 78. Incapacidad. El trastorno mental del imputado, que excluya su capacidad de entender o de querer los actos del procedimiento, o de obrar conforme a ese conocimiento y voluntad, provocará la suspensión condicional del procedimiento con relación a él, hasta que desaparezca esa incapacidad; sin perjuicio de la aplicación del procedimiento especial contenido en el Título V del Libro II, de la Segunda Parte de este código. 

La situación descripta en el párrafo anterior, no impedirá la investigación del hecho, ni la continuación del procedimiento con respecto a otros imputados. 

A los efectos del procedimiento penal, esa incapacidad será declarada por el juez, previo examen pericial psiquiátrico. Los actos que el incapaz haya realizado como tal carecerán de valor”. 

“Artículo 79. Examen  mental. Cuando de las características del hecho pueda suponerse la existencia de un trastorno mental, de desarrollo psíquico incompleto o retardado, o de grave perturbación de la conciencia,  el imputado será sometido a un examen mental”. 

“Artículo 80. Internación para observación. Cuando para la elaboración del dictamen pericial sobre la capacidad del imputado sea necesaria su internación, la medida podrá ser ordenada por el juez, a solicitud de los peritos, sólo cuando exista la probabilidad de que el imputado haya cometido el hecho y tal medida no sea desproporcionada respecto de la importancia de la pena o medida de mejoramiento que se espera. La internación no podrá sobrepasar el tiempo necesario para la realización de la pericia;  en ningún caso podrá  exceder el plazo de seis semanas”. 

La incapacidad absoluta o de hecho, se configura por la ausencia de discernimiento, intención y libertad (requisitos para la preexistencia de un acto voluntario) en la persona afectada por la imputación, en cuyo caso también se puede suspender el procedimiento en el estado en que se encuentra el procedimiento, o, confirmada la hipótesis de incapacidad del imputado, remitir el proceso al trámite para la aplicación de medidas de mejoramiento, previsto en los procesos especiales de este Código. La incapacidad sólo podrá ser declarada por el juez, quien ordenará antes de emitir su resolución un examen pericial psiquiátrico, quedando sin ningún valor los actos que el afectado haya realizado, porque nos encontramos frente a una causa de nulidad absoluta.
Asimismo, cuando por las características del hecho pueda suponerse la existencia de un trastorno mental, de desarrollo psíquico incompleto o retardado, o de grave perturbación de la conciencia, el imputado será sometido a un examen mental. 
Si para la elaboración del dictamen pericial sobre la capacidad mental del imputado sea indispensable su internación, la medida podrá ser decretada por el magistrado siempre que se reúnan los siguientes presupuestos: 1) la solicitud sea efectuada por los peritos médicos; 2) exista la probabilidad que el imputado haya cometido el hecho, y; 3) que la medida no sea desproporcionada respecto de la importancia de la pena o medida de mejoramiento que se espera. Si el juez admite la internación la misma se prolongará por el tiempo necesario para la realización de la pericia, pero en ningún caso podrá  exceder el plazo de seis semanas.
3. FACULTADES DEL IMPUTADO

La Constitución de la República, el Código Procesal Penal y el Pacto de San José de Costa Rica (Ley Nº 1/89) incorporan, en su conjunto, una serie derechos y facultades que son propias de la persona imputada, los cuales, se diferencian, a su vez, según las condiciones particulares que confronte el sindicado (con privación de libertad, con la necesidad de que sea sometida a proceso para su hipotética privación de libertad, las limitaciones de la privación de la libertad durante el proceso penal  y las estrictamente vinculadas con los presupuestos del juicio previo o debido proceso penal).

Seguidamente efectuaremos una trascripción del catálogo de facultades y derechos inherentes al imputado en la Constitución del a República y en el Código Procesal Penal, enfatizando los distintos niveles de la condición procesal que confronte el imputado para el usufructo de tales potestades: 
Condiciones para procesar y privar de libertad a una persona imputada:
Artículo 11. De la privación de la libertad. Nadie será privada de su libertad física o procesado, sino mediando las causas y en las condiciones fijadas por esta Constitución y las leyes.  

Condiciones legales y legítimas para justificar la privación de libertad:

Artículo 12. De la detención y del arresto. Nadie será detenido ni arrestado sin orden escrita de autoridad competente, salvo caso de ser sorprendido en flagrante comisión de delito que mereciese pena corporal. 
Toda persona detenida tendrá derecho a: 
1. Que se le informe, en el momento del hecho, de la causa que la motiva, de su derecho a guardar silencio y a ser asistida por un defensor de su confianza. En el acto de la detención, la autoridad está obligada a exhibir la orden escrita que la dispuso. 
2. Que la detención sea inmediatamente comunicada a sus familiares o personas que el detenido indique; 
3. Que se le mantenga en libre comunicación salvo que, excepcionalmente, se halla establecida su incomunicación por mandato judicial competente. La incomunicación no regirá respecto a su defensor, y en ningún caso podrá exceder del término que prescribe la ley; 
4. Que disponga de un intérprete, si fuese necesario, y a; 
5. Que sea puesta, en un plazo no mayor de 24 (veinticuatro) horas, a disposición del magistrado judicial competente para que éste disponga cuanto corresponda en derecho. 
Código Procesal Penal
Artículo 75. Derecho del Imputado. Al imputado se le asegurarán las garantías necesarias para su defensa, informándole de manera inmediata y comprensible, por parte de la Policía Nacional, del Ministerio Público y de los jueces, los derechos a: 

1) Que no se empleen contra él medios contrarios a su dignidad; 

2) Que se le exprese la causa o motivo de su captura y el funcionario que la ordenó, exhibiéndole según corresponda la orden de detención emitida en su contra; 

3) Designar la persona, asociación o entidad a la que debe comunicarse su captura y que la comunicación se haga en forma inmediata; 

4) Ser asistido desde el primer acto del procedimiento por el defensor que designe él, su cónyuge, conviviente o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad o por adopción, o segundo de afinidad y, en defecto de este defensor, por un defensor público; 

5) Presentarse al Ministerio Público o al juez, para que se le informe y escuche sobre los hechos que se le imputan; 

6) Abstenerse de declarar, y si acepta hacerlo, a que su defensor esté presente al momento de rendir su declaración y en aquellas otras diligencias en que se requiera su presencia; 

7) No ser sometido a técnicas o métodos que constriñan o alteren su libre voluntad; y, 

8) Que no se empleen medios que impidan el libre movimiento de su persona en el lugar y durante la realización de un acto procesal,  sin perjuicio de las medidas de vigilancia que en casos especiales y a su criterio estime ordenar el juez o el Ministerio Público.
Condiciones mínimas o la garantía al debido proceso penal para que una persona sea imputada o ser tratada como tal:
Artículo 17. De los derechos procesales. En el proceso penal, o en cualquier otro del cual pudiera derivarse pena o sanción, toda persona tiene derecho a: 

1. Que sea presumida su inocencia; 

2. Que se le juzgue en juicio público, salvo los casos contemplados por el magistrado para salvaguardar otros derechos; 

3. Que no se le condene sin juicio previo fundado en una ley anterior al hecho del proceso, ni que se le juzgue por tribunales especiales; 

4. Que no se le juzgue más de una vez por el mismo hecho. No se pueden reabrir procesos fenecidos, salvo la revisión favorable de sentencias penales establecidas en los casos previstos por la ley procesal; 

5. Que se defienda por sí misma o sea asistida por defensores de su elección;
6. Que el Estado le provea de un defensor gratuito, en caso de no disponer de medios económicos para solventarlo; 
7. La comunicación previa y detallada de la imputación, así como a disponer de copias, medios y plazos indispensables para la preparación de su defensa en libre comunicación; 
8. Que ofrezca, practique, controle e impugne pruebas; 
9. Que no se le opongan pruebas producidas obtenidas o actuaciones producidas en violación de las normas jurídicas; 
10. El acceso, por sí o por intermedio de su defensor, a las actuaciones procesales, las cuales en ningún caso podrán ser secretas para ellos. El sumario no se prolongará más allá del plazo establecido por la ley, y a; 
11. La indemnización por el Estado en caso de condena por error judicial.
Artículo 18. De las restricciones de la declaración. Nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo, contra su cónyuge o contra la persona con quien está unido de hecho, ni contra sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad inclusive. Los actos ilícitos o la deshonra de los imputados no afectan a sus parientes o allegados.
Condiciones para privar de libertad a una persona sin que exista condena firme emanada de un juicio previo:
Artículo 19. De la prisión preventiva. La prisión preventiva sólo será dictada cuando fuese indispensable en las diligencias del juicio. En ningún caso la misma se prolongará por un tiempo mayor al de la pena mínima establecida para igual delito, de acuerdo con la calificación del hecho efectuada en el auto respectivo.
4. DEBERES DEL IMPUTADO  

De la lectura del capítulo concerniente al imputado en el Código Procesal Penal, se pueden extraer los siguientes deberes procesales:
Artículo 77. Domicilio. En su primera intervención, el imputado deberá denunciar su domicilio real y fijar el domicilio procesal; posteriormente mantendrá actualizados esos datos. La información falsa sobre su domicilio podrá ser considerada indicio de fuga. 

Artículo 81. Examen Corporal. Se podrá ordenar el examen médico del imputado para la constatación de circunstancias de importancia  a  la investigación. Con esta finalidad serán admisibles, siempre con autorización judicial, extracciones de sangre y fluidos en general, además de otros estudios corporales, que se efectuarán según las reglas de las ciencias médicas, preservando la salud del imputado. 

Artículo 112. Buena Fe. Las partes deberán litigar con buena fe, evitando los planteos dilatorios y cualquier abuso de las facultades que este código les concede. No se peticionará la prisión preventiva del procesado cuando ella no sea absolutamente necesaria para asegurar las finalidades del procedimiento. Las partes no podrán designar durante la tramitación del procedimiento, apoderados o patrocinantes que se hallaren comprendidos respecto del magistrado, en una notoria relación para obligarlo a inhibirse por cualquiera de las causales enumeradas en el artículo 50 de este código. Los jueces cancelarán todo nombramiento o patrocinio que se haga infringiendo esta prohibición, sin perjuicio de  las demás sanciones establecidas en este código. Los abogados designados por el imputado en su primer acto de intervención en el procedimiento,  estarán exentos de esta prohibición.

5. LA DEFENSA Y EL DEFENSOR DEL IMPUTADO 

Existe casi uniformidad de criterios en el ámbito de la doctrina jurídica más connotada, que el imputado es el sujeto esencial de la relación procesal, a quien afecta la pretensión jurídico penal deducida en el proceso. Por eso se acuerda tal calidad a la persona contra la cual se alza o se cumpla cualquier acto de imputación inicial del procedimiento, fundamentalmente, con el propósito de establecer claramente el momento a partir del cual puede ejercer sus derechos procesales, entre ellos el más trascendente, el derecho a la defensa en sentido lato. 
En el Código Procesal Penal no se visualiza etapa o secuencia procesal que habilite resquicios para abrigar restricciones propias del derecho que tiene el imputado de ejercer sus derechos y facultades, y que se centran en una actividad indispensable que constituye uno de los cimientos del debido proceso: la defensa. Precisamente, el verdadero sentido de la asistencia jurídica que dispone el imputado se puede concentrar en lo que constitucionalmente se denomina como inviolabilidad de la defensa en juicio, reglamentado con mayor especificidad en el marco procesal penal. 
En este orden, establece quién tiene calidad de imputado, distinguiendo las nomenclaturas del acusado y condenado, conforme a las distintas etapas del procedimiento ordinario, pero dejando a salvo que el verdadero género es el imputado y las especies acusado y condenado, refieren a situaciones ulteriores al primer acto del procedimiento que indudablemente debe investir la persona afectada al proceso penal, las que a su vez, prevén el ejercicio de atribuciones que solamente las podrían ejercer quienes invisten las calidades específicas antes citadas. 
Desde el punto de vista procesal, la condición de imputado es concebida como una garantía de defensa y por tal motivo es imprescindible -y así lo exige la ley- determinar con cierta latitud cuándo una persona inviste dicha condición y se hace acreedor de las respectivas garantías procesales reconocidas en la Constitución y en las leyes. 
Ese momento procesal está dado por el señalamiento expreso (actuación policial preventiva, denuncia nominada o innominada con cierta indicación que permita la individualización del o los autores o participantes del hecho) que implique la sospecha oficial o determine la coerción investigadora hacia una persona que como tal soporte la investigación preliminar de las circunstancias que motivan la intervención de las autoridades policiales y judiciales, respectivamente. 
La condición de «sujeto esencial» del procedimiento y como tal portador de derechos y garantías procesales, no siempre fue considerada si hurgamos la historia de nuestro proceso penal, que nos da muchos ejemplos que reportan que el imputado fue casi siempre objeto del proceso y nunca un sujeto de derechos. 
Como consecuencia de esa condición anterior -objeto de la investigación penal-, sus derechos fueron socavados o directamente restringidos al punto que en la práctica resultaban inexistentes. Es así como se le privó de la posibilidad de rechazar la pretensión punitiva del Estado (pidiendo ser oída en forma oral o escrita antes de la formación de una causa penal en su contra), el decreto de la detención y la prisión preventiva eran regla ante la mínima existencia de sospechas acerca de su vinculación con el hecho, la tortura fue quizás, el modo más preferido y eficaz para la obtención de su confesión, la inversión de la presunción de inocencia en la culpabilidad del imputado hasta que éste no demuestre en forma contundente su exclusión como participante del hecho investigado, por citar algunas maneras de desmedro de la persona imputada.
En el siglo XVIII se produce una reacción contra esos principios negadores de la condición humana y se rompe con aquel sistema. No obstante, el claro reconocimiento de los derechos procesales al imputado en la Constitución de 1992 y en el derecho internacional vigente, la práctica ignora, muchas veces, tales mandatos, incluso más allá de las previsiones constitucionales, tratando al imputado como un objeto del procedimiento y por ello nos hemos preocupado de insistir en su carácter de sujeto procesal, activo y esencial. 
Anticipamos que la Constitución de 1992 consagra entre los derechos fundamentales de la persona humana, los siguientes principios: de la inviolabilidad de la defensa, de libertad ambulatoria, la restricción en la declaración contra sí mismo, fortaleciendo la protección de los derechos individuales y la reivindicación y plena vigencia de los mismos. Todos ellos constituyen el estatuto básico de defensa de las personas en el proceso penal y entran a funcionar activamente cuando un ciudadano es imputado. Allí esos principios dejan el aspecto declamatorio para convertirse en medios efectivos y concretos del ejercicio de la defensa en juicio y de los derechos.
5.1 LA DEFENSA MATERIAL DEL IMPUTADO  

Es la que efectúa el propio imputado en cualquier estado del procedimiento, aunque la trascendencia de dicho ejercicio se concentra en el acto de la declaración indagatoria, que es un derecho que le asiste de otorgar la versión de los hechos que lo vinculan en calidad de imputado, señalando las diligencias o actividades necesarias que deberá desplegar el Ministerio Público para corroborar la posición sustentada por aquél en dicho acto. 
La expresión declaración indagatoria como acto prevalente del ejercicio de la defensa material cede ante el rol de trascendencia que adquiere el imputado en el marco del procedimiento penal, más precisamente durante la sustanciación del juicio oral y público en el que podrá intervenir, incluso, expresando una posición concerniente a su estrategia, a través de su abogado, pero al derivar de su espontánea voluntad, obviamente que el acto es genuinamente una defensa material, antes que técnica o formal. De ahí que conviene aclarar que el imputado puede ejercer otros actos de defensa material, como el de solicitar las indicaciones y explicaciones al juez o tribunal en cualquier momento y el de ser oído en el juicio oral y público, antes de emitirse pronunciamiento definitivo.  

5.2 LA DECLARACIÓN DEL IMPUTADO: DISTINTOS SUPUESTOS Y CONTENIDOS
La presencia del imputado en el proceso es indispensable para perfeccionar la relación procesal y para que pueda ejercer sus derechos a través de las garantías establecidas jurídicamente. En consonancia con lo expuesto, el Código Procesal Penal establece que no podrá realizarse la acusación pública o particular, sin que se haya identificado correctamente a la persona del imputado o, sin que se haya otorgado la suficiente oportunidad para recibir la declaración indagatoria, o la imposibilidad de realizar el juicio oral y público sin que se encuentre presente el imputado a los efectos de ejercer su defensa material o técnica. En todos los casos, la declaración del imputado, solo tendrá validez, si lo hace en presencia de un abogado defensor, pues la garantía constitucional de la inviolabilidad de la defensa es irrenunciable, aunque tal manifestación provenga del propio imputado. La presencia obligada del defensor es la mayor garantía prevista a su favor, porque permitirá operar los restantes derechos vinculados con el ejercicio de la defensa técnica.

El proceso penal no debe admitir la posibilidad de conseguir sus fines con la «cooperación» obligada o sugerida del imputado, a tal punto que el Código señala la improcedencia de cualquier acusación pública o particular sustentada única y exclusivamente en la declaración de aquél, lo que será suficiente para desestimar la acusación por parte del juez penal o juez de paz, según el caso y declarar extinguida la acción penal.
5.2.1 LIBERTAD Y OPORTUNIDADES PARA DECLARAR  

El imputado podrá declarar cuantas veces crea conveniente, siempre que su declaración sea pertinente y no configure un medio dilatorio. En este sentido, el Código Procesal Penal prevé como una violación de la buena fe de las partes actividades tendientes a la dilación injustificada de la investigación, al tiempo de considerar falta profesional cuando la defensa plantea la revisión de las medidas cautelares aplicadas a su representado sobre argumentos repetitivos y ya resueltos en anteriores ocasiones. 
En virtud del artículo 18 de la CN nadie podrá ser obligado ni coaccionado de manera alguna a declarar contra sí mismo, ni sometido a métodos que, de cualquier modo, alteren su voluntad. Por ende, la declaración del imputado -o indagatoria como también surge del resabio inquisitorial instalado en el lenguaje forense- no son un medio de prueba sino un medio de  defensa. 
Es el acto procesal por el cual se expresa con mayor claridad el principio de defensa material, por lo que se deben tomar las máximas seguridades para que éste pueda brindar las informaciones con la mayor libertad de acción, evitando que se le formulen preguntas capciosas, entendidas como las interrogaciones que se realizan sobre falsos presupuestos fácticos, o sobre el reconocimiento de ciertos aspectos que podrían contradecir su voluntad, o sobre aspectos que no guardan estricta relación con el objeto de la investigación y que en cierta forma puedan alterar su dominio de acción para responder espontáneamente. Asimismo, se prohíben las preguntas bajo condiciones o promesas de ninguna naturaleza, o que el imputado las responda perentoriamente. 
En la Etapa Preparatoria, la declaración se efectuará ante el funcionario del Ministerio Público encargado de ella. La presencia obligada del defensor garantiza que esa declaración no se desnaturalice, prohibiéndose expresamente que dicha diligencia la realice unilateralmente la Policía Nacional. 
En la Etapa Intermedia, más precisamente durante la sustanciación de la Audiencia Preliminar, podrá declarar ante el Juez Penal. Durante la etapa del Juicio Oral y Público, la declaración será recibida por el Tribunal de Sentencia en una oportunidad expresamente prevista en el trámite de dicha secuencia, sin perjuicio de que prefiera hacerlo posteriormente, siempre que acontezca con antelación al momento en que el tribunal disponga la clausura de la producción probatoria y habilite el momento para la presentación de los alegatos. 
Finalmente, el imputado nunca podrá ser obligado a careos con otros coimputados o testigos, pudiendo ejercer ese derecho, en cuyo caso, se regirá por las reglas análogas previstas para los careos de testigos y peritos, respectivamente.  

5.2.2 PERENTORIEDAD DE LA DECLARACIÓN EN CASO DE APREHENSIÓN 
Si el imputado está privado de su libertad, dicha circunstancia será comunicada o notificada al Ministerio Público en forma inmediata. En esta coyuntura, el Ministerio Público dará derecho al imputado para que declare en su presencia a más tardar en un plazo de veinticuatro horas, plazo que se computará desde que se haya producido la aprehensión del imputado. Si el imputado solicita una prórroga para ejercer su derecho de prestar declaración indagatoria, el Ministerio Público lo permitirá siempre que la causal se funde en el mejor desarrollo de la defensa material y técnica (el artículo 17.7 de la CN es un indicativo de los presupuestos para solicitar una prórroga de este acto trascendental). 
Lo cierto es que el Ministerio Público deberá en un plazo que no exceda las cuarenta y ocho horas informará al Juzgado Penal formular sobre la presentación del acta de imputación (si es que existen elementos suficientes para dicho acto exclusivo de la fiscalía) o el requerimiento de desestimación de la denuncia, de las actuaciones policiales preventivas o de la querella (si es que considera que no existen elementos razonables para una sospecha sobre la persona del imputado), en este último supuesto, deberá disponer la libertad del afectado. 
En casos excepcionales o de fuerza mayor, el Ministerio Público podrá, por resolución fundada, fijar un plazo distinto acorde con las circunstancias del caso y bajo su responsabilidad, lo que no excluye el deber de formular un requerimiento al Juez Penal en el plazo anteriormente señalado y que es de 48 (cuarenta y ocho horas), los cuales se computarán desde que se produjera la aprehensión o detención del imputado.  

5.2.3 EXIGENCIAS Y ADVERTENCIAS PRELIMINARES EN EL ACTA DE LA DECLARACIÓN DEL IMPUTADO

El funcionario competente que reciba la declaración comunicará previamente al imputado los siguientes derechos procesales que le amparan según la Constitución y el Código Procesal Penal, respectivamente: 
a) El contenido detallado del hecho punible que se le atribuye, con un resumen del contenido de las evidencias o elementos de convicción existentes en la investigación; 

b) Se pondrá a su disposición todas las actuaciones reunidas hasta ese momento, con excepción de las que están sujetas a reserva; 

c) La facultad de prestar declaración o de abstenerse de hacerlo, sin que su negativa a prestarla sea considerado como elemento de incriminación o presunción en su contra; 

d) Dicha facultad podrá ejercerla en cualquier momento de la indagación, aún para responder a una pregunta particular; 

e) Se le dará lectura y deberá asentir si comprendió correctamente sobre las garantías procesales previstas en la constitución nacional, y;

 f) Finalmente se le hará saber que tiene el derecho de designar un abogado defensor, si es que todavía no lo efectuó, o en su defecto, el juez le proveerá de oficio un defensor público. 

Comenzada la diligencia, el funcionario que reciba la declaración consignará los siguientes datos personales: nombre, apellido, sobrenombre o apodo, edad, estado civil, profesión, nacionalidad, fecha y lugar de nacimiento, datos personales de sus progenitores, domicilio real y procesal. En las declaraciones posteriores bastará que confirme los datos ya proporcionados para evitar mayores demoras. 
Inmediatamente el imputado podrá declarar cuanto considere conveniente sobre el hecho que se le atribuye e indicar los medios de prueba cuya práctica considera oportuna. 
Asimismo, las demás partes podrán dirigir al imputado las preguntas que estimen convenientes, con el permiso de quien presida el acto, aunque el imputado si lo solicita, podrá ejercer su derecho de exclusión del querellante o las demás partes presentes, pero solamente durante la etapa preparatoria. 
La declaración prestada durante la etapa preparatoria será consignada en un acta que contendrá, sin mayores formalidades, las declaraciones del imputado y lo que suceda en la audiencia. El acto concluirá con la lectura y firma del acta por los intervinientes. 
En los casos de abstención total o parcial del imputado o si rehúsa firmar el acta, se dejará constancia de tal circunstancia, lo mismo que si no puede o no sabe firmar imprimirá su huella digital. 
5.2.4 PROHIBICIONES Y LIMITACIONES QUE PREVÉ EL CÓDIGO PROCESAL PENAL PARA LA DECLARACIÓN INDAGATORIA 

Entre las prohibiciones expresas y que podrían tornar inválida dicha actividad, se pueden mencionar:
a) En ningún caso, la Policía Nacional podrá tomar declaración indagatoria al imputado, aunque conste el consentimiento del imputado o aprehendido, de su abogado defensor, ni siquiera en casos de urgencia; 

b) El imputado declarará siempre con libertad de movimiento, sin el uso de esposas u otros elementos de seguridad, salvo cuando sea absolutamente indispensable para evitar su fuga o daños a otras personas; 

c) Declarará únicamente con la presencia de las personas autorizadas para asistir al acto o frente al público cuando la ley lo permita; 

d) No se permitirá el careo obligatorio del imputado; 

e) Tampoco se permitirá que declare bajo promesa alguna, medio de presión que vulnere su voluntad, y; 

f) Tampoco se le podrán formular cargos durante la indagación o requerirle respuestas perentorias.

5.2.5  DESARROLLO DE LA DECLARACIÓN CUANDO EXISTAN VARIOS IMPUTADOS
Cuando sean varios imputados que deban prestar declaración, los mismos estarán incomunicados entre sí, hasta que se realicen todas las declaraciones. 
Un sector de la doctrina cuestiona este dispositivo en el sentido que si la declaración indagatoria constituye un medio de defensa y no un medio de prueba, mal podría obligarse al mismo a la incomunicación (abandonando el recinto en el que los demás coimputados prestan declaración), ya que su negativa a dicha incomunicación no podría generar una consecuencia negativa en la situación procesal de aquél (por ejemplo, constituiría un acto concreto de obstrucción a la investigación). 
Pero, como dejamos a salvo en el módulo de los deberes de las partes, el imputado está obligado a litigar conforme a las reglas de la buena fe y en tal contexto, lo que se pretende con la incomunicación del imputado con otros coimputados antes de prestar declaración, es que coadyuven en la correcta investigación, y con tal postura, no están obligados a la autoincriminación, ni a colaborar en la construcción de su incriminación, sino simplemente en la dilucidación del hecho, en forma totalmente neutra a su posición jurídica.
5.2.6 ¿CUÁL ES EL VALOR DE LA DECLARACIÓN DEL IMPUTADO?  

Si bien advertíamos que la declaración indagatoria no es un medio de prueba, como defensa material trascendental que efectúa el imputado, si el mismo declara varias veces, se debe valorar la última que prestara en el proceso, salvo que en cuanto a las contradicciones manifiestas respecto a las anteriores deposiciones, no pueda justificar razonablemente los motivos de aquéllas. De cualquier manera, siempre debe tenerse en consideración la posición esgrimida por el imputado a través de su declaración, ya que por el principio acusatorio, la desvaluación de los extremos alegados por aquél es una carga y responsabilidad exclusiva del acusador público o privado, según el caso. 
Señala la doctrina que la declaración indagatoria consiste en el acto indispensable por el cual el imputado voluntariamente informa sobre las circunstancias que lo favorecen, niega la pretensión represiva hecha valer contra él, o reconoce una de menor entidad o, finalmente, brinda la información que estima conveniente. El alcance preciso de este concepto genérico, tiende a destacar que la declaración del imputado es un acto voluntario por cuanto también es voluntaria su abstención, pues la carga de la prueba -como dijimos- corresponde al que acusa. 
La declaración indagatoria, insistimos, es un medio de defensa material y no de prueba, por lo que el imputado debe tener libertad para exponer lo que crea conveniente, en un ambiente conveniente. Es por ello que se ha proscrito el interrogatorio de tipo inquisitivo, hecho con interrupciones, apremios y preguntas sorpresivas, como una trampa dispuesta para hacerlo confesar. Se procura, al mismo tiempo, la mayor fidelidad posible del acta, que ha de contener sus manifestaciones en la mayor cercanía con lo que verbalmente sostuviera.  

6. NECESIDAD DE UNA DEFENSA TÉCNICA

La defensa técnica es la que desarrollan los abogados matriculados (excepto, los defensores públicos que no requieren matriculación), ya sea en calidad de procuradores o patrocinantes, representando los intereses jurídicos y procesales de la parte imputada. Sus normas de actuación están reglamentadas por las figuras del mandato y la representación de actos jurídicos, previstas en el Código Civil, aunque en materia penal basta una simple carta de nominación, sin otras formalidades, para que comience a surtir efecto la representación que invoque el defensor. 
El imputado tendrá el derecho de elegir un abogado defensor de su confianza. Si no lo hace, el juez le designará un defensor público, independientemente de su voluntad. 
Si prefiere defenderse por sí mismo, el juez lo permitirá sólo cuando no perjudique la eficacia de la defensa técnica, aunque es menester aclarar que esta disposición, en ningún caso, debe entenderse en términos absolutos y extremos, ya que en algún momento de la diligencia el imputado abogado precisará de la asistencia de un defensor por la concurrencia o simultaneidad de actos y cargas que exigen el cumplimiento del control de las distintas diligencias del proceso (véase el caso hipotético del imputado abogado que juntamente con otros coimputados deban prestar declaración en la vista oral y pública y éste decida hacerlo, coyuntura que obligará que abandone el recinto del juicio, mientras los demás declaren y éste no lo haga, por lo que requerirá de un defensor que controle la diligencia durante su obligada ausencia).
En este sentido, sólo podrán ser defensores los abogados matriculados, salvo el caso de los defensores públicos y los imputados abogados, a quienes se les exige el cumplimiento de la designación del cargo (para el primero) y el título de abogado (para el segundo), respectivamente. 
Anticipamos que el nombramiento del defensor no estará sujeto a ninguna formalidad. Una vez designado por el imputado por cualquier medio oral o escrito, aceptará el cargo ante la autoridad que corresponda, haciéndose constar en acta y el reconocimiento de su personería será inmediato, sea esta ante las autoridades de la Policía, del Ministerio Público o el Juez, según el caso. 
Un caso diferenciado, pero dentro del mismo contexto de lo que se reputa defensa técnica, constituye la autodefensa técnica que despliega el imputado abogado y que por tal motivo no requiere la asistencia de un profesional letrado, salvo que éste opte por ser asistido por uno, con la aclaración que se consignara párrafos atrás de que tal nomenclatura no debe entenderse en posiciones extremas, por la eventual afectación del derecho a la defensa que se podría generar por una respuesta afirmativa o negativa, en términos absolutos.
Una cuestión que merece puntualizarse es el atinente a que el artículo 17.5 de la CN señala que en el proceso penal o en cualquier otro del cual pudiera derivar pena o sanción la persona tiene derecho a defenderse por sí misma, con lo cual, se infiere, que nadie puede ser obligado lo que expresamente no está prohibido (todo lo que no está prohibido está permitido), aspecto que develaría que, con prescindencia de los conocimientos técnicos el ciudadano puede optar por ejercer su propia defensa. Esta coyuntura sería perfectamente compatible con un sistema de enjuiciamiento por jurados, en el que el órgano que juzga los hechos y emite el veredicto de culpabilidad o no culpabilidad es un colegiado de legos, sin la exigencia de conocimientos técnicos y forenses como los exigidos en nuestro modelo. Pues bien, al excluirse del catálogo de derechos procesales (recuérdese que dicho instituto era exigencia según surge de la CN de 1870) el juzgamiento a cargo de jurados, el sistema de enjuiciamiento forense estrictamente (litigio con resolución a cargo de jueces técnicos), pondría en una situación clara y objetivamente desventajosa al imputado que pretende ejercer por sí mismo su defensa, pero que carezca de las habilidades del oficio jurídico, por lo que podríamos concluir que si se postula la autodefensa sin conocimientos de la experticia jurídica, por mandato constitucional, al mismo tiempo, estaríamos menguando otro derecho de idéntica jerarquía normativa, cual es, el derecho constitucional del acceso a la justicia en igualdad de oportunidades.
Finalmente, es una decisión político-criminal de los legisladores, ya que tampoco resulta un extremismo permitir la autodefensa sin el cimiento de los conocimientos jurídicos por parte del ejercitante, pero restaría eficacia, o, cuanto menos, eficiencia, el ejercicio de una defensa amplia con el uso de toda la gama de recursos y planteos que podría abonar el buen conocimiento de la ciencia penal, en este caso. En otros términos, no puede existir una decisión absoluta en este contexto, pero sí una postura -como la consignada precedentemente-, también fundada en cimientos constitucionales que permiten razonabilidad y sustentabilidad a la decisión adoptada por los legisladores con relación al CÓDIGO PROCESAL PENAL en lo que atañe a la prohibición de la auto defensa del imputado que no dispone de los conocimientos técnicos para su ejercicio.

6.1 FACULTADES DEL DEFENSOR TÉCNICO

6.1 SITUACIÓN DEL IMPUTADO PRIVADO DE LIBERTAD

Cuando el imputado esté privado de su libertad, cualquier persona podrá proponer, por escrito, ante la autoridad competente, la designación de un defensor, la que será puesta a conocimiento del imputado inmediatamente; en caso de urgencia, comenzará a actuar provisionalmente el defensor propuesto. También, el imputado podrá designar nuevo defensor, pero el anterior no podrá renunciar a la defensa, hasta que el nombrado acepte el cargo. 
Si bien podrá designar los defensores que considere convenientes, no podrá ser defendido simultáneamente por más de dos abogados en las audiencias orales o en un mismo acto. Cuando intervengan dos o más defensores, la notificación realizada a uno de ellos tendrá validez respecto a todos.

6.2 DEFENSOR QUE ACTÚA CON MANDATO O PODER ESPECIAL 

Cuando se trate de hechos punibles de acción privada o en aquellos que no prevén pena privativa de libertad, el imputado podrá ser representado por un defensor con poder especial para el caso, quien lo podrá reemplazar en todos los actos. 
Bastará, entonces, la presentación escrita o las manifestaciones orales que efectúe este defensor para considerarse las propias manifestaciones del imputado, ya que el cargo de defensor bajo estas condiciones, implica facultad para contestar declaraciones como si el propio imputado prestara declaración en cualquiera de los aspectos que prevé el Código Procesal Penal.
6.3 LA DEFENSA PÚBLICA  

El defensor público tendrá todas las facultades y deberes previstos por este código y por su ley de organización, aunque lo positivo que se puede extractar es que finalmente desde el año 2012 entró en vigencia la Ley Orgánica del Ministerio de la Defensa Pública.
6.4 LOS ASISTENTES NO LETRADOS  

Si las partes pretendan valerse de asistentes no letrados que colaboren en su tarea, darán a conocer sus datos personales, expresando que asumen la responsabilidad por su elección y vigilancia.  

Corresponderá a los asistentes no letrados el cumplimiento de tareas accesorias y no podrán sustituir a las personas a quienes asiste en los actos propios de su función. Se permitirá que asistan en las audiencias bajo control de la parte que está usufructuando esta figura, pero no podrán intervenir en los actos procesales que se verifiquen en las audiencias.  

Esta norma regirá también para la participación de los estudiantes que realizan su práctica jurídica.
6.5 LOS CONSULTORES TÉCNICOS


Si alguna de las partes considere necesario ser asistida por un consultor (experto en una ciencia, arte o técnica) deberá proponérselo al juez o tribunal, el que lo designará según las reglas aplicables analógicamente para los peritos, sin que esta circunstancia pueda considerarse que asumen tal carácter. El consultor técnico podrá presenciar las operaciones periciales, hacer observaciones durante su transcurso, sin emitir dictamen y se dejará constancia de sus observaciones en el acta del juicio. En las audiencias podrá acompañar a la parte con quien colabora, auxiliarla en los actos propios de su función, interrogar directamente a los peritos, traductores o intérpretes, y concluir sobre la prueba pericial, siempre bajo la dirección de la parte a la que asiste. En el caso del Ministerio Público que requiera la asistencia de un consultor técnico, los designará directamente y sin necesidad de resolución judicial.  

Lo que debe quedar claro en este punto, es que el consultor técnico más allá que disponga los conocimientos técnicos propios de un perito –muchas veces, son peritos de otras causas los que asisten en dicha condición a las partes-, la conclusión del mismo no equivale a un dictamen pericial, porque carece de las atribuciones para dicho menester, y, fundamentalmente, porque no siguieron una secuencia procedimental (formal) con estricto cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 1 (párrafo final) del Código Procesal Penal que garantice el control y participación de las partes de la experiencia técnica.
6.6 DEBERES U OBLIGACIONES DEL DEFENSOR TÉCNICO

6.6.1 RENUNCIA Y ABANDONO DE LA DEFENSA


El defensor podrá renunciar al ejercicio de la defensa, sin mayores fundamentos de tal determinación. En este caso, el juez fijará un plazo para que el imputado nombre a otro, aunque mientras no se produzca la sustitución, el anterior defensor seguirá actuando. En el caso que el imputado no designe un nuevo defensor, el juez de oficio designará a un defensor público. 
La renuncia del defensor en el juicio oral y público no está permitida, salvo causas graves advertidas y consideradas por el tribunal de sentencia. 
Si a pesar de esta protección a favor del imputado, el defensor abandona su cometido durante la audiencia oral y pública podrá ser condenado al pago de las costas del procedimiento, sin perjuicio de otras sanciones administrativas y legales que pueda soportar. 
En cuanto al nuevo defensor que deba asumir la intervención en el juicio oral y público, éste podrá solicitar la suspensión de la vista por un lapso que no superará los tres días para discernir la defensa del representado.
6.7 EXCLUSIÓN DEL DEFENSOR TÉCNICO

6.7.1 CASOS DE SUSTITUCIÓN Y DEL DEFENSOR COMÚN


La sustitución de uno de ellos no alterará trámites ni plazos. No se admitirá la defensa de varios imputados en un mismo procedimiento por un defensor común, salvo cuando el juez lo permita porque entiende que no existen incompatibilidades para el ejercicio del ministerio en tales condiciones. No obstante y en cualquier momento, si el juez advierte la existencia de incompatibilidades las corregirá de oficio, disponiendo todo lo necesario para la sustitución del defensor común.
CAPÍTULO 9

LA ESTRUCTURA DEL PROCEDIMIENTO ORDINARIO Y LA ETAPA PREPARATORIA
1. COMPRENSIÓN DEL MODELO ACUSATORIO Y LA NECESIDAD DE CONFIGURAR DIFERENTES ETAPAS

El procedimiento ordinario está dividido -desde su inicio hasta el dictado de una sentencia definitiva- en tres etapas (en sentido estricto), lo que, contrariu sensu y con un sentido lato -ya que no todas las veces, la actividad de las partes culmina con aquellas-, nos obliga a incorporar otras dos etapas más a las antes señaladas, de cuya sumatoria se tienen cinco etapas, las cuales cumplen finalidades diferenciadas (consideradas individualmente), pero sin perder de vista la idea unificadora de redefinir el conflicto derivado del hecho punible de la manera más sencilla, económica y ajustada a las exigencias constitucionales del juicio previo.

Una primera etapa que denominamos preparatoria en la que prevalece la dirección de la investigación del hecho y de las personas vinculadas con aquél a cargo de un órgano estatal y oficial llamado Ministerio Público. 
La segunda etapa que llamamos intermedia que como su denominación lo indica, constituye un cedazo o actividad preliminar de control a cargo de las demás partes -la defensa técnica, principalmente- a los efectos de corregir las deficiencias de la acumulación informativa de la etapa anterior y sobre cuya base se perfeccionan los presupuestos para garantizar la seriedad de la pretensión del órgano fiscal, claro está, sin perder de vista la trascendencia de las posiciones que puedan adoptar las demás partes. Esta etapa, en la doctrina también recibe el nombre de crítica de la investigación fiscal o crítica de la instrucción, tarea que se efectúa bajo la conducción del Juez Penal de Garantías. 
La tercera etapa es la más importante y trascendente en el modelo de proceso que propone el Código y que es la del juicio oral y público, secuencia a la que se puede acceder, siempre y cuando la acusación analizada horizontalmente por las partes en la etapa anterior -la intermedia-, haya sorteado positivamente las objeciones (vicios o cuestionamientos formales o sustanciales u otras salidas que precisamente pretenden extinguir o concluir el proceso antes de ir al juicio oral y público) que esgrimieran las partes, por lo que en este momento procesal cobran plena y absoluta vigencia los principios de oralidad, publicidad, inmediatez, economía, progresividad, concentración, contradicción y congruencia. 
La culminación de este momento procesal -el punto central hacia el cual debe tender el esfuerzo jurídico del órgano de acusación-, permite colmar las expectativas constitucionales en forma coherente con el diseño republicano y democrático de resolución de conflictos de naturaleza penal. No obstante y así anticipábamos, añadimos otras dos etapas no menos importantes que las precitadas, pero cuya realización dependerá de lo que se produzca en las dos anteriores, por lo que estrictamente muchos doctrinarios no la ubican en el contexto de lo que se entiende por etapas del procedimiento ordinario. Y esto es así, porque no hablamos de procedimiento solamente, sino del debido proceso penal que abarca no sólo la aplicación del derecho, sino el hacer ejecutar lo juzgado por el juez o tribunal que dictó la sentencia. 
En este orden de ideas, si es que alguna de las partes considera que la sentencia del juicio oral y público no satisface sus expectativas o intereses por razones expresamente coincidentes con las permitidas en la ley procesal penal, puede poner en movimiento nuevas instituciones que proveen fundamento a la cuarta etapa que se conoce propiamente como recursiva, permitiendo a las partes impugnar las decisiones en la forma y tiempo que expresamente el Código prevé. 
Finalmente, si la sentencia no es impugnada o, directamente no se altera por efecto de la impugnación no admitida, aquélla adquiere autoridad de cosa juzgada y por ende, corresponde dar inicio a la quinta etapa de ejecución penal. Dicho de un modo más técnico, lo que persigue como finalidad dicha etapa es la de monitorear la forma, condiciones y circunstancias sobre las cuales se cumpla el contenido punitivo de la decisión y en ese sentido se conmina dicha labor a un órgano jurisdiccional que tomará a su cargo el seguimiento y control de todo lo que concierne al cumplimiento de la pena.  

2. LA ETAPA PREPARATORIA O LA FASE DE INVESTIGACIÓN

Es la primera de las secuencias que comprende el procedimiento ordinario y como las normas del Código las definen, tiene por objeto la realización de una serie de actos (diligencias) para descubrir la verdad del hecho investigado, si a la luz de las tareas de investigación efectuadas se puede inferir razonablemente la presencia de un delito o crimen (según las categorías del Código Penal) y con estos elementos establecer el nexo de relación entre delito y  personas imputadas, todo esto, a los efectos de individualizar del modo más concreto y seguro posibles, el grado de participación que los mismos tuvieron en el hecho punible. Esas informaciones reunidas en esta etapa servirán como “elementos de convicción” o “caudal probatorio” que usará el Ministerio Público para sostener una acusación que también podría servir para la querella adhesiva que necesariamente deberá ceñirse a los requisitos previstos en el Código para la acusación fiscal. Sin embargo, si al culminar la investigación -la etapa que estamos analizando propiamente- esos elementos de convicción no le permiten formular una acusación seria y fundada, podrá usarlos en un sentido distinto, vale decir, requiriendo otros actos conclusivos a la investigación desplegada y que pueden consistir en Salidas Alternativas (aplicación de criterios de oportunidad, suspensión condicional del procedimiento, la conciliación, la abreviación del juicio) o solicitar el sobreseimiento definitivo o provisional, según las circunstancias del caso. 
De la descripción antedicha, se puede colegir que el sujeto esencial encargado de esta investigación es el Ministerio Público que bien sabemos, debe conducir su labor en forma objetiva, sin perder de vista que no es un órgano de acusación, sino un representante de la sociedad que coadyuva en procurar la averiguación real de los hechos puestos a su consideración, recabando todos los elementos y del estudio desapasionado de la información que obligatoriamente debe recabar para la averiguación de lo realmente acaecido, debe medir qué aspectos de los recolectado permiten sindicar o imputar y qué resultan más bien como descargo respecto a la persona del o los imputados. 
En esta etapa, además, el Ministerio Público no actúa en forma aislada, porque activamente es asistido por la Policía Nacional en su actividad preventiva y con el agregado importantísimo de sus cuadros orgánicos especializados integrado por auxiliares técnicos y una Policía Judicial que, si bien a la fecha no está debidamente organizada (alguna vez fue desplegada -aunque sea en forma incipiente- por el Centro de Investigación Judicial dependiente de la Fiscalía General del Estado), pero que es trascendental su conformación a los efectos de contribuir con la “civilidad” y “funcionalidad” de la investigación. Esto no significa que el Ministerio Público en la etapa de investigación olvide al verdadero y directo afectado por el hecho punible -la víctima-. Al contrario, el régimen previsto en el CPP le brinda posibilidades efectivas que antes no disponía y que mejoran su posición, aunque del cotejo entre ventajas y desventajas, la desproporción sigue siendo manifiestamente negativa para la víctima (principalmente la de escasos recursos que en los hechos tiene vedada el acceso eficaz y eficiente al sistema judicial). 
En este nivel, la víctima puede intervenir en el procedimiento (en forma voluntaria y a veces obligatoria en la dilucidación del caso) y hasta sustituir la ausencia de su denuncia -en los hechos punibles de acción pública dependiente de instancia- cuando el damnificado sea una persona incapaz o un menor. Asimismo, la víctima tendrá derecho a una información preliminar en su primera solicitud de intervención y consecutivamente -siempre que lo solicite- ser informada del avance de la investigación a más de proveer indicaciones que estime conducentes para la averiguación del hecho y de las personas imputadas. 
Si bien la etapa preparatoria incorrectamente se la asimila a la del juicio propiamente, ello no es así y por efecto de esta particular naturaleza, se pueden extraer dos posibilidades concretas:  
a) No es pública, lo que no equivale a decir que es “secreta”, ya que las partes que intervienen formal o informalmente pueden acceder al conocimiento esencial de los actos de investigación mediante la información que los fiscales les provean, ya que la Constitución prohíbe que las personas imputadas sean presentadas públicamente en la calidad que revisten, todo esto, en aras a una mejor preservación de la presunción de inocencia; 

b) En ciertos casos -que son excepcionales- el Ministerio Público puede disponer la reserva parcial de las actuaciones para las partes siempre y cuando fundamente razonablemente tal solicitud, que el Juez Penal le autorice para una sola ocasión, que se trate de uno o varios actos concretamente, que su duración no exceda los diez días corridos (se computan días inhábiles, también) y que tal decisión jamás podrá afectar la comunicación entre el imputado y su defensor técnico; 

c) Por el principio adquisitivo de la verdad real, el Ministerio Público deberá velar por el cumplimiento irrestricto de los derechos y garantías de las partes, en especial, del imputado, ya que su actuación objetiva no permite estrategias “sorpresivas” tendientes a debilitar la defensa. 

La CN en su artículo 17.10 establece que el sumario no podrá durar más del plazo fijado en la ley, de lo permite discernir que la expresión sumario (utilizada por el sistema inquisitivo y más propiamente por el CPP de 1890) se asimila a la investigación a cargo del fiscal en el nuevo proceso, todo esto, por virtud del Artículo 45 del mismo texto de la Ley Fundamental que hace extensiva la interpretación de otros derechos y garantías no enunciadas que implícitamente están comprendidos en el contexto del sistema declarativo y expreso de las garantías del debido proceso consignados en el catálogo del artículo 17 de la CN. De ahí, entonces, que por un imperativo constitucional, el plazo máximo de investigación a cargo del fiscal quede reglamentado en el Código Procesal Penal, señalando que el mismo no podrá exceder los seis meses. 
Ahora bien, el problema -realmente no debe entenderse como tal, porque las garantías de la duración limitada del proceso y consecuentemente de todas las etapas que contiene, no pueden interpretarse restrictivamente- del cómputo del plazo de los seis meses, debe sujetarse a los siguientes parámetros legales: 
a) El Libro Preliminar cuyo acápite es contundente cuando dice: “Principios y Fundamentos”, establece en su artículo 6º el momento a partir del cual se inicia el cómputo de la investigación a los efectos del ejercicio de los derechos del imputado en el procedimiento penal, que lógicamente debe producirse en el marco de una investigación fiscal, prescindiendo para ello de una posterior o concomitante formalización y comunicación de la imputación al juez penal; 
b) El acto formal de “comunicación del inicio de la investigación fiscal” se debe producir en un lapso de seis horas a partir del conocimiento fehaciente de la noticia del hecho (denuncia, intervención policial preventiva, etc.); 
c) Transcurrido dicho plazo (de seis horas), el procedimiento de investigación fiscal se consolida y cualquier persona contra la cual se sindique como participante en el hecho comunicado por el fiscal al juez penal puede presentarse a ejercer todos los derechos y garantías que le reconocen la Constitución, el Derecho Internacional vigente y este Código;  
d) La confusión surge por una distinción que ni la doctrina ni la ley efectúan, cuando se pretende señalar que la perentoriedad del plazo máximo de duración del proceso es de tres años a contarse desde el primer acto del procedimiento, con lo cual se busca cercenar -a manera de ejemplo- los miembros de un cuerpo. En otras palabras, proceso y etapa preparatoria serían cosas distintas, cuando que realmente una es el continente y la otra uno de sus contenidos. De esta manera, la suerte de un elemento accesorio debe seguir la suerte del principal y aún más, por aplicación del principio que “ahí donde la ley no distingue, el intérprete no tiene que distinguir”, cae de maduro que el cómputo de los plazos de duración máxima del proceso y consecuentemente de la etapa preparatoria se inicia después de las seis horas de producirse la comunicación formal de la investigación fiscal al juez penal; 
e) Aparentemente quedaría descolgada el “acta de imputación” que formula el fiscal ante el juez penal, subentendiéndose que aquélla es una suerte de equivalencia al “procesamiento” previsto en el derogado CPP de 1890. Empero, el acta de imputación no es otra cosa que una “simple comunicación” con el detalle sucinto de los hechos y el derecho que pretende sostener al culminar su investigación el Fiscal para acusar a una persona imputada y la constatación de esta naturaleza se da con la informalidad de dicho acto procesal que no debiera provocar alguna impugnación (aspecto formal y típico de los actos susceptibles de ser recurridos); 
f) De esta manera, el acta de imputación fiscal que se realiza ante el Juez Penal y las normas que señalan que por dicho acto procesal de “tiene por iniciado el procedimiento”, no hace otra cosa que poner a conocimiento del órgano jurisdiccional una situación anteriormente acontecida y ya comunicada también a éste (dentro de las seis horas), pero con una finalidad distinta: señalando que de su investigación preliminar tiene sospechas serias para imputar a una persona y que su actividad la desplegará en ese sentido, prometiendo que en el lapso que propone tendrá por finalizada su investigación y acusará al sindicado; 
g) Este “conocimiento formal” y la posterior manifestación del Juez Penal de “tener por iniciado el procedimiento”, responden a la garantía de “certeza” y “seguridad” que deben proveer los magistrados a los justiciables, ya que por este conducto, es el Juez Penal el que “fijará el plazo razonable para la presentación eventual de la acusación prometida por el fiscal a la luz de su imputación”, pero esa fijación no la puede computar –en detrimento de lo que disponen todas las reglas procesales relativas al ejercicio de las garantías, entre las cuales, se encuentra a la duración máxima de la investigación (artículo 17.10 de la Constitución Nacional)- desde un momento posterior a la presentación de la imputación, ya que la investigación fiscal comenzó mucho antes y que formalmente se produce con la comunicación del inicio de la investigación fiscal al mismo Juez Penal, y; 
h) Es por este motivo que si tenemos dos formas de cómputo (una, que parte desde el inicio de la investigación luego de las seis horas de la noticia del hecho y la otra desde el comienzo del procedimiento por decisión judicial tras la presentación del acta de imputación), se debe interpretar la primera de las formas consignadas, todo esto, en estricta aplicación de lo que rezan los artículos 16, 17.1, 17.10 de la Constitución Nacional y 5 (duda) y 10 (interpretación) del CPP, respectivamente.
Sin embargo, a pesar de la sencillez de las reglas señaladas, es importante efectuar una última ponderación para que el lector tenga una clara convicción de los distintos niveles en que se podrían producir conflictos de interpretación acerca del cómputo del plazo de duración máxima del procedimiento y de la etapa preparatoria, propiamente: 
a) El plazo máximo de duración del procedimiento de cuatro años, se computa desde el primer acto del procedimiento, es decir, luego de cumplirse las seis horas de comunicado el hecho al juez penal o al Ministerio Público, según el caso. 

b) Desde principios del año 2004, la jurisprudencia de los tribunales alteró esta modalidad –que resulta incompatible con los principios de garantía, en el sentido de dicho cómputo se inicia recién desde la formulación del Acta de Imputación, tal como lo prevé el artículo 303 del CPP, aunque no resulta ocioso advertir que esta es una postura compartida por los Tribunales de la República -en la mayoría de los casos-, pero conforme a lo acotado precedentemente, la doctrina republicana y constitucional tendría que ajustarse al inicio de la investigación (luego de trascurrir seis horas desde que el hecho ingrese al sistema judicial por cualquiera de los conductos, tal como lo prescribe el artículo 6 del CPP). 

c) El plazo de duración de la etapa preparatoria 6 (seis meses) comienza a operar, desde la formulación del Acta de Imputación (artículo 303 del CPP); dicho momento podría iniciarse mucho antes de dicha presentación, si es que el Ministerio Público dictó –con anterioridad al acta de imputación- una medida de coerción directa contra una persona (detención preventiva, aprehensión, allanamientos y secuestros de evidencias, etcétera), siempre que la persona afectada por el acto pueda ser individualizada y atribuida como eventual autor o partícipe de un hecho punible. 

En consecuencia, con estricto apego a la ley procesal penal (sin adentrarnos a las variantes señaladas precedentemente por la jurisprudencia nacional), si ha transcurrido un lapso desde la comunicación dentro de las seis horas del inicio de la investigación fiscal al Juez Penal (con individualización de la persona imputada a la cual se sindica la autoría de un hecho punible) y el requerimiento formal de atribución del hecho al imputado (Acta de Imputación), el órgano jurisdiccional deberá fijar la fecha en la cual el Fiscal presentará la acusación tomando en consideración la importancia y naturaleza del hecho y sobre la base del cómputo iniciado después de las seis horas de conocimiento del inicio de la investigación que le proveyera el funcionario del Ministerio Público. Más en la práctica por la distorsión de la jurisprudencia -si así se la puede denominar-, se ha sentado el criterio de que el cómputo del plazo de la etapa preparatoria (hasta seis meses) principia desde la notificación del Acta de Imputación, en los términos del artículo 303 del CPP. Si bien esta no es la postura del infrascrito, no puedo menos que advertir al estudiante que este es uno de los aspectos sensibles entre “teoría” y “praxis” que enfrenta un auténtico divorcio entre la ciencia y lo meramente pragmático y forense. 
Lo importante es que el lector pueda interpretar la discrepancia y que en estricto prurito académico, el plazo de duración de la etapa preparatoria tendría que ir desde que exista una sindicación directa hacia la persona sospechosa en forma razonable, y, esto último, precisamente, no coincide o no ocurre concomitantemente con la formulación del Acta de Imputación, pudiendo darse con mucha antelación entre la “comunicación del inicio de la investigación” y la “presentación y posterior notificación del Acta de Imputación”. 
Ahora bien, ese plazo máximo ordinario que puede durar la investigación fiscal puede extenderse bajo dos circunstancias específicas: 
a) Por medio de una prórroga del plazo ordinario que la concede el Juez Penal, siempre que no haya transcurrido el plazo máximo previsto de seis meses y lo podrá presentar hasta la fecha fijada para formular su eventual acusación.
En este punto conviene aclarar que la solicitud de prórroga debe formularse por escrito fundado del Ministerio Público y en el cual señale clara y razonablemente los motivos que impidieron culminar los actos de investigación, señalando en forma sucinta cuáles serían algunos elementos determinantes pendientes de diligenciamiento. La concesión de la prórroga requiere una previa audiencia con el imputado (no es necesaria la presencia personal del mismo, salvo que así lo exprese la convocatoria del Juez Penal, ya que los defensores técnicos son los autorizados para fundar la pretensión de aceptación u oposición a la pretensión del Fiscal) en un plazo no inferior de cinco días (como surge de la norma genérica de audiencias, según el artículo 163 del CPP), en la que oyendo la posición de la parte imputada -como debe ocurrir en todos los casos de audiencias orales en cualquiera de las etapas del proceso-, el Juez Penal resolverá inmediatamente acerca de la procedencia o no de lo requerido por el Fiscal. Ante la posibilidad de la existencia de un agravio, las partes afectadas por la resolución, se podría recurrir por vía de apelación general. También podría darse el caso en que la solicitud de prórroga carezca de fundamento o la misma sea insuficiente –como lo exige taxativamente el artículo 55 del Código Procesal Penal-, el Juez Penal también observará el trámite de la audiencia oral con la parte imputada e inmediatamente resolverá lo que corresponde, aunque la posibilidad de una desestimación es altamente probable por la inobservancia del precepto antes señalado; 
b) Por medio de una prórroga extraordinaria que deberá plantearse directamente ante el Tribunal de Apelación en lo Criminal por el Ministerio Público y cumpliendo con los mismos presupuestos que antes se indicaron para la prórroga ordinaria. 

En este caso, el plazo máximo ordinario resulta insuficiente para culminar la investigación, pero su concesión está prevista solamente para dos casos: 
1) la naturaleza compleja de las causas por varios hechos punibles investigados (el Código habla de multiplicidad, aunque lo importante podría ser la magnitud del valor de las cosas y bienes en juego, la conexidad que también implica una mayor concentración de esfuerzos para culminar la investigación, etc.) o por la existencia de varios imputados (sin importar que algunos hayan sido imputados concretamente ante el Juez Penal, bastando que la investigación se dirija hacia varias personas), y; 
2) la necesidad de realizar una o varias pruebas en el extranjero (lo que impide asegurar el cumplimiento de los plazos, porque se trata de casos en los cuales la voluntad de celeridad no depende de los órganos judiciales de la República) o que una o varias pruebas de complejidad técnica o que requiera estudios pormenorizados, pongan en peligro por lo exiguo del plazo ordinario su frustración o culminación en forma correcta. 
Es lógico que la solicitud de prórroga extraordinaria prevé otros requisitos no contemplados en la ordinaria, tales como: la indicación precisa del tiempo que se necesita para culminar la investigación, que la solicitud se efectúe indefectiblemente a más tardar con una antelación de quince días de la fecha fijada para acusar originariamente y que el Tribunal de Apelaciones en lo Criminal fijará la prórroga extraordinaria directamente, vale decir, sin necesidad de una audiencia previa con el imputado. Demás está decir que la concesión de la prórroga extraordinaria sólo se podrá requerir y otorgar por una sola vez y nunca podrá constituir ampliación del plazo máximo de duración del procedimiento previsto por el Código.
3. LA ACTIVIDAD DURANTE LA ETAPA PREPARATORIA

3.1 FUNCIONES OTORGADAS AL MINISTERIO PÚBLICO

En todos los casos, la investigación que despliega el Ministerio Público con el auxilio de la Policía Nacional (también tendríamos que hacer mención aquí de la Policía Judicial, pero dada la ausencia de articulación hasta el presente resulta inoportuna tal extensión) se sujetarán al control judicial. 
Así lo estipulan los siguientes preceptos del Código Procesal Penal que comentaremos, sin orden cronológico, sino en lo sustancial y temático: 
Artículo 56. Poder Coercitivo y de Investigación. El Ministerio Público dispone de los poderes y atribuciones que este código le concede y aquellos que establezcan su ley orgánica o las leyes especiales. En ningún caso asumirá funciones jurisdiccionales. 
Artículo 316. Facultades del Ministerio Público. El Ministerio Público practicará todas las diligencias y actuaciones de la Etapa Preparatoria que no precisen autorización judicial ni tengan contenido jurisdiccional. 
El Ministerio Público podrá exigir informaciones de cualquier funcionario o empleado público, emplazándolos conforme a las circunstancias del caso. 
Todas las autoridades públicas están obligadas a colaborar con la investigación, según sus respectivas competencias y a cumplir las solicitudes o pedidos de informes que se realicen conforme a la ley. 

Esta disposición es objeto de controversia, fundamentalmente, porque en la práctica el órgano fiscal encargado de la investigación realiza actos que requerirían orden judicial (solicitud de informes, remisión de datos que podrían comprometer la confidencialidad de las instituciones que cautelan información de las personas, operaciones técnicas, etcétera), por lo que el poder coercitivo debe entenderse con el límite que le impone la misma norma en cuestión, es decir, sin sustituir actos que exigen intervención necesariamente jurisdiccional. 
Ejemplo: un pedido de informe a una entidad pública o privada requiriendo la remisión de documentos para una investigación abierta (informalmente, cuanto menos y con los alcances expuestos entre actos de mera investigación y formalización de la investigación con imputación), no equivale a la intromisión en facultades jurisdiccionales, claro está, siempre que el órgano fiscal guarde la reserva de las actuaciones como lo exige uno de los preceptos que también se trascribe en este cúmulo. 
Se dirá que esta es la regla vulnerada por el Ministerio Público, pero también la vulnera el Poder Judicial, de ahí que el problema no sea con el exceso de atribuciones o facultades, sino con la práctica nefasta de filtrar información confidencial y relevante por cuestiones ajenas a la funcionalidad de la institución, sino por la corrupción en cualquiera de sus manifestaciones. 
Artículo 52. Funciones. Corresponde al Ministerio Público, por medio de los agentes fiscales, funcionarios designados y de sus órganos auxiliares, dirigir la investigación de los hechos punibles y promover la acción  penal pública. Con este propósito realizará todos los actos necesarios para preparar la acusación y participar en el procedimiento, conforme a las disposiciones previstas en este código y en su ley orgánica.
Tendrá a su cargo la dirección funcional y el control de los funcionarios y de las reparticiones de la Policía Nacional, en tanto se los asigne a la investigación de determinados hechos punibles. 

Artículo 315. Investigación Fiscal. Cuando el Ministerio Público, de oficio, tenga conocimiento de un supuesto hecho punible, por cualquier medio fehaciente, o por denuncia, querella, intervención policial preliminar,  impedirá que el mismo produzca consecuencias, promoverá y dirigirá su investigación, con el auxilio directo de la Policía Nacional o de la Policía Judicial. El Ministerio Público investigará para tratar de fundar la solicitud de apertura a juicio, pero se abstendrá de acusar cuando no encuentre fundamento para ello o los elementos que haya recogido no sean suficientes para lograr una condena.

 Artículo 319. Conflicto de Competencia. El trámite de un conflicto de competencia no eximirá al Ministerio Público del deber de practicar los actos de investigación. 

Estos dispositivos ponen en práctica el criterio objetivo de actuación del Ministerio Público, destacando dos cuestiones puntuales: a) la obligatoriedad del ejercicio de la acción pública, cuando existan elementos de sospecha razonable sobre la existencia de un hecho punible (con la posterior carga de imputar, cuando logre identificar o individualizar al o los sindicados), y; b) dirigir su investigación hacia la construcción de un caso racional y sustentable, tratando, primeramente, de fundar una solicitud de apertura a juicio, y, de no ser posible esto, promoverá la clausura anticipada del procedimiento por cualquiera de las vías que analizaremos más adelante. 
Con relación al conflicto de competencia merecen puntualizarse dos situaciones, a menuda, propiciadas en las investigaciones fiscales: a) la indeterminación del juez competente para entender en el control judicial de los actos que requieran su pronunciamiento durante la investigación, y; b) la recusación del o los fiscales encargados de la investigación que no determinan quién o quiénes serán los funcionarios finalmente asignados a la tarea de continuar o formalizar los actos de investigación. 
En el primer supuesto, recuérdese que las reglas formales concernientes a la competencia no pueden prevalecer sobre la necesidad y urgencia de ciertos actos que requieran autorización judicial para evitar la frustración de la investigación, por lo que no existe justificativa jurídica para incursionar en el engorroso trámite de esperar la firmeza de decisiones que permitan emitir auxilios judiciales para actos trascendentales de investigación (Ejemplo: anticipos jurisdiccionales en casos de urgencia, medios auxiliares y coercitivos para obtener información -allanamiento, cateo, secuestros, interceptación de correspondencia, etcétera-). 
En el segundo supuesto, el fiscal recusado hasta tanto no sea separado o confirmado debe continuar la investigación, o, en su defecto, en usufructo del poder reglamentario que dispone el Fiscal General del Estado, debe emitir órdenes que inmediatamente permitan la continuidad de las investigaciones a cargo de fiscales provisorios, claro está, cuidando que dicha designación recaiga sobre personas afines a la naturaleza del acto, principalmente, en los hechos punibles complejos o cualificados. 
Artículo 317. Participación en los Actos. El Ministerio Público permitirá la presencia de las partes en los actos que practique, velando que su participación no obstruya el desarrollo de las actividades. 

En el entendimiento forense tradicional, la expresión “partes” concita una limitación estrictamente a términos formales, por lo que siguiendo la filosofía garantista y participativa del CPP en consonancia con idénticos postulados plasmados en el preámbulo de la CN, la interpretación de estas normas -en concurso con los artículos 9 y 10 del mismo texto ritual- cuando se pretenda construir supuestos criterios de exclusión de las partes con relación a los actos de investigación, dicha inferencia se efectuará con criterio restrictivo. Obviamente, que las facultades del artículo 68.1 y 68.2 del CPP (derechos de la víctima de intervenir en el procedimiento, aunque no proponga querella adhesiva) adquirirán prevalencia sobre lo que señalábamos al principio como criterio tradicional y restringente de lo que se entiende como “parte” con el consabido impedimento de entenderlo como prohibición para proponer diligencias o señalar objeciones a ciertas actos procesales. 
De todas maneras, de la lectura del mentado precepto se puntualizan dos aspectos objetivos: a) la participación de las partes (en el sentido amplio del vocablo) se refiere a la presencia en los actos, que no implica “intervención activa”, y; b) que dicha presencia no obstaculice ni desnaturalice el objeto de la investigación fiscal. 
¿Qué se entiende por obstaculización o entorpecimiento de la investigación de una de las partes? 

Primeramente, excluye al imputado, porque su participación no sólo es necesaria, sino esencial para garantizar la eficacia de su defensa global, por lo que el CPP se encarga de descifrar las amplias potestades que dispone en el tópico concerniente. En segundo término, es importante que el funcionario del Ministerio Público haga conocer con precisión los derechos que asiste a la víctima (el sujeto que informalmente puede intervenir en el procedimiento, sin mostrarse parte como querellante adhesivo), ya que en la medida que comprenda con claridad y sencillez sus facultades, sus peticiones o su presencia en los actos de investigación no generará mayores inconvenientes. En tal sentido, la oficina de asistencia a víctimas debe cumplir un rol prevalente de contención, ya que sólo con un tratamiento digno e integral, se podrán disipar las dificultades y naturales desconfianzas de las víctimas hacia el sistema penal, ya que la matriz del desconocimiento es el germen que acumula sospechas, y, por ende, insatisfacción generalizada.  
Artículo 318. Proposición de Diligencias. Cualquiera de las partes podrá proponer diligencias en cualquier momento de la investigación. El Ministerio Público deberá realizarlas si las considera pertinentes y útiles, debiendo hacer constar las razones de su negativa, a los efectos que ulteriormente correspondan.  

Artículo 322. Carácter de las Actuaciones. La etapa preparatoria no será pública para los terceros. Las actuaciones sólo podrán ser examinadas por las partes, directamente o a través de sus representantes. 

El Ministerio Público podrá disponer las medidas razonables y necesarias para proteger y aislar indicios de prueba en los lugares donde se investigue un hecho punible, a fin de evitar la desaparición o destrucción de rastros, evidencias y otros elementos materiales. 

Los abogados que invoquen un interés legítimo serán informados por el Ministerio Público sobre el estado de la investigación y sobre los imputados o detenidos que existan,  con el fin de que puedan discernir la aceptación del caso. 

Las partes y los funcionarios que participen de la investigación y las demás personas que por cualquier motivo tengan conocimiento de las actuaciones cumplidas, tendrán la obligación de guardar secreto. 

El incumplimiento de esta obligación será considerado falta grave y podrá ser sancionada conforme a las disposiciones previstas en este código o en los reglamentos disciplinarios.
Desechando criterios tradicionales de partes, se podrá interpretar de mejor maneras los dos preceptos trascritos precedentemente. Por un lado, la demostración de la actuación objetiva del Ministerio Público se demostrará en las etapas ulteriores, si es que una de las partes propuso diligencias y el órgano investigador sustentó fundadamente su negativa a realizarlas (Artículo 55 del CPP). Esta es la prueba fehaciente de que la fiscalía no cejó sus esfuerzos en acumular información objetiva para la dilucidación del o los hechos relevantes y su conformación con la verdad histórica, real o material; más el mero capricho de una de las partes saldrá a la luz, si es que en ocasión de sustanciarse las etapas ulteriores, el cuestionamiento de la parte “afectada” no logra conformar razonablemente lo que el Ministerio Público plasma a través de la realización o denegación de diligencias mediante decisiones o resoluciones fundadas. Por el otro, el acceso a la información de la investigación también debe cuidar el investigador, pero este celo no debe extremar limitaciones que cortapisas a las facultades inherentes a las partes (principalmente, el imputado) que quiere disponer de información oral, sencilla y eficaz sobre los actos que guardan relación con un sindicado, todo ello, a fin de discernir la aceptación del caso y adoptar las medidas pertinentes para la inmediata puesta en marcha de una estrategia defensiva.
Entiéndase que esta potestad tampoco es una cláusula abierta de que basta invocar este dispositivo legal para que los funcionarios responsables de la investigación otorguen información sobre la marcha de la misma, sino que se debe tratar de un interés legítimo (como el que resulta del abogado que se constituye hasta el despacho fiscal y requiere saber el estado actual de una investigación con imputados o que, según información fehaciente, permita discernir que es inminente una imputación), fuera del cual, la norma no abreva otras circunstancias que permitan al interesado valerse o ampararse en esta norma. Tampoco este abuso del que podría hacer uso el profesional para acceder a información (los datos deben ser sintéticos, pero esenciales para que el abogado pueda tener cierta ubicación procesal, y nada más), se debe externar en idéntico temperamento por parte del Ministerio Público, ya que bajo el pretexto de que las actuaciones son secretas para los terceros, conforman verdaderas investigaciones paralelas (sin imputados formalmente), con imputados que, de hecho, están perfectamente sindicados, pero que se demora en la presentación del Acta de Imputación, precisamente para evitar el “control” de un defensor técnico. 
Recuérdese que el litigio (con predilección, la investigación) debe concitar una labor sostenida en la búsqueda de la verdad y en la buena fe de las partes, lo que implica, a su vez, la evitación de una distorsión del precepto trascrito para subalternarlos a los objetivos parciales de cada interviniente. La “chicana tramposa no es más que el atentado al sentido común en el uso de las herramientas legales para la defensa de los derechos” y en esta empresa se embarcan todas las partes, según sus conveniencias coyunturales.
Artículo 323. Reserva de las Actuaciones. El Ministerio Público podrá solicitar al juez, sólo una vez, la reserva parcial de las actuaciones por un plazo que no podrá exceder los diez días corridos, siempre que sea imprescindible para la eficacia de un acto durante la investigación. La reserva de las actuaciones establecidas en este código, sólo podrá ser invocada a beneficio de la investigación y nunca en perjuicio del ejercicio de la defensa.

¿Cómo se conservarán las actuaciones fiscales para colectar los datos e informaciones relevantes que culminarán requerimiento conclusivo? 

En una carpeta fiscal que materialmente deberá tener cierto orden (sin el formalismo de los legajos en la expresión típica del sistema inquisitivo escrito) y que, tras la culminación de la investigación y la presentación de un requerimiento conclusivo por parte del Ministerio Público, deberá adjuntarse al escrito, poniéndose a disposición de las partes para su revisión y eventual señalamiento de vicios formales y sustanciales.
3.2 FUNCIONES DEL JUEZ PENAL DE GARANTÍAS 

Existe una falsa apreciación sobre el rol que deben desempeñar los Juzgados Penales de Garantías durante la sustanciación de la Etapa Preparatoria, la cual, reiteramos, está a cargo del Ministerio Público, lo que constituye, a su vez, un mensaje político-criminal bien claro: los jueces penales no podrán interferir, ni inmiscuirse en actos propios de la investigación correspondiente a los fiscales del Ministerio Público. Sin embargo, el Código Procesal Penal le reserva una labor esencial y prevalente al Juez Penal de Garantías, consistente en la preservación de los derechos de las partes, principalmente, del imputado, aspecto que podría traducirse en un control de legalidad de los actos desarrollados por el Ministerio Público que podrían afectar los derechos procesales del imputado, más precisamente, los catalogados entre los artículos 11 al 19 de la Constitución Nacional y los artículos 1 al 12 del Código Procesal, respectivamente, sin perjuicio de otros que guardan íntima relación con los preconizados en los preceptos antes individualizados. 
De esta manera, el Juez Penal de Garantías tiene varias atribuciones y controles durante la Etapa Preparatoria, ilustrando algunas que resultan sumamente relevantes:  

a) Desde el punto de vista de la formalización y del cómputo del máximo de la Etapa Preparatoria, por virtud del artículo 301 tiene por iniciado el procedimiento, reiteramos, en esta secuencia, fijando al Ministerio Público la fecha en que deberá concluir la investigación. 
b) Debe disponer todo lo concerniente a los registros y notificaciones del Acta de Imputación, así como disponer las diligencias y audiencias relacionadas con las salidas alternativas al procedimiento ordinario. 
c) Convocar a la audiencia del artículo 242 del CPP para la imposición de medidas cautelares, resolver sobre su procedencia y convocar a las revisiones oficiosas cada tres meses para ratificar o rectificar las medidas cautelares impuestas. 
d) Otorgar la prórroga ordinaria, previa audiencia al imputado y cuando concurran los presupuestos del artículo 325 del CPP. 
e) Disponer el diligenciamiento de las medidas coercitivas para obtención de información que requiera fundadamente el Ministerio Público (allanamientos, cateos, registros, secuestros e interceptaciones), así como toda incidencia que se plantee en torno a estas cuestiones. 
f) Tramitar y resolver los incidentes nominados, innominados y las excepciones que se le planteen. 
g) Dar los trámites de oposición a los requerimientos fiscales, de acuerdo a los supuestos de los artículos 314 y 358 del CPP. h) Toda actuación que afecte el ejercicio de un derecho o garantía procesal, entendiéndose que este detalle es al sólo efecto enunciativo.

Una pregunta más que merece respuesta en este apartado: y los Jueces Penales de Garantías ¿Cómo ordenarán los actos procesales durante la Etapa Preparatoria? Mediante un expediente judicial que contendrá las actuaciones principales que atañen al Juzgado, con la individualización de las partes (en especial del imputado), a cuyo efecto, sólo se incluirán las presentaciones de las partes, las resoluciones que dicten en el proceso así como las actas de anticipos de prueba que decidan conservar en su poder. Evitarán conservar en ese expediente, notificaciones, citaciones, presentaciones de mero trámite o cualquier clase de escritos de menor importancia. Igualmente, los Secretarios establecerán el modo de conservar las diligencias de notificación, citación o trámite que puedan revestir algún interés.
4. MANERAS DE COMENZAR LA INVESTIGACIÓN

El inicio de la Etapa Preparatoria del procedimiento ordinario -el evento que se pone a conocimiento de las autoridades pertinentes y que preliminarmente podría motivar la sospecha que amerite una investigación (notitia criminis)- se puede verificar de tres maneras, a saber: 
a) La actuación policial preliminar o preventiva que, de ordinario, contempla la mayoría del universo de casos, fundamentalmente porque la gente se comunica con dicha autoridad ante un suceso que podría erigirse en hecho punible; 

b) La denuncia efectuada por la víctima o cualquier persona que conozca un hecho supuestamente punible;

 c) La presentación de una querella adhesiva propuesta por la víctima de un supuesto hecho punible, que genera el trámite posterior, pero que se erige también en otra modalidad de ingresar la información de un suceso al sistema judicial para el inicio de la investigación, y; 

d) De oficio, como acontece en la mayoría de los casos que motiva la intervención e investigación del órgano requirente.  

4.1 LA ACTUACIÓN POLICIAL PREVENTIVA

Como señalábamos, al principiar este tópico, la actuación policial en prevención frente al suceso acaecido o puesto a su conocimiento constituye un alto porcentual de la totalidad de causas que ingresan a la maquinaria judicial, ya que normalmente el ciudadano recurre a la instancia policial cuando se perpetran hechos punibles flagrantes o que requieren un auxilio inmediato para evitar mayores perjuicios a los ocasionados por el delito o crimen. La Policía Nacional dispone de amplias facultades para realizar actos de prevención con la finalidad de asegurar los elementos y evidencias dejadas por el ilícito, sin que por ello se subrogue atribuciones de investigación penal que competen única y exclusivamente al Ministerio Público. 
De ahí que el Código Procesal Penal indica como imperativo a las autoridades policiales intervinientes en un hecho la comunicación en el plazo máximo de seis horas al Fiscal y al Juez Penal de haber realizado su primera intervención. 
Entre las facultades de prevención que dispone la Policía Nacional se pueden mencionar las siguientes:
a) Recibir denuncias escritas o verbales, en cuyo caso, adoptarán los recaudos previstos para tales formalidades; 

b) Recabar información preliminar e informal de las personas que intervinieran o presenciaran el hecho que motiva su intervención, sin que por ello se arroguen facultades de tomar declaraciones a los imputados o sindicados de participar en el hecho; 

c) Realizar las diligencias indispensables que requieran inmediata labor para individualizar y recabar mayores datos que permitan la determinación de los autores del hecho, para lo cual podrán aprehender a las personas halladas en situación de flagrancia, practicarán registros de personas, prestar el auxilio indispensable a las víctimas, vigilar y proteger que los rastros y lugar de los hechos puedan desvirtuarse, para lo cual también disponen de facultades de aprehensión a las personas que habidas en el lugar de los hechos pretendan sustraerse del mismo sin aportar los datos indispensables para deslindar responsabilidades; 

d) Levantarán planos, tomas fotográficas, grabaciones y demás operaciones técnicas a través de sus personales especializados que permitan una mejor dilucidación de los hechos en los cuales previno su actividad, y; 

e) Reunir toda la información que sea trascendente al fiscal para que pueda continuar con su investigación penal. 

f) Se abstendrá, en lo posible, de usar la fuerza reservándola para los casos indispensables. En tal sentido, el uso de las armas se considerará como último elemento persuasivo, salvo los casos de gravedad y violencia manifiestas que requieran una intervención especial con el uso de armas convencionales; 

g) Si proceden a la captura de una persona en cualquier carácter (en su labor preventiva) deberán individualizarse correctamente así como informar sobre sus derechos procesales, sin perder de vista el deber que tienen de dar aviso inmediato a los parientes y demás autoridades que puedan interesarse sobre la suerte del prevenido. Para evitar suspicacias, se conmina a la Policía Nacional asentar en un registro inalterable la fecha, hora y circunstancias en que se produjo la aprehensión de una persona. 

Es importante aclarar al lector, uno de los puntos más críticos que se refiere a las supuestas limitaciones de tiempo que impone el CPP con relación a la redacción del anteriormente denominado Parte Policial, figura que en la perspectiva del sistema inquisitivo constituía la cabeza del procedimiento. Pues bien, tal figura no desaparece como tal, sino que simplemente se diseña un mecanismo de coordinación con la actuación de los fiscales que son los encargados de reunir la información necesaria y requerir lo que corresponda conforme a derecho. 
En este sentido, es importante acotar que las actuaciones policiales deberán asentarse en un archivo sin mayores formalidades, aunque no por ello deben omitir el detalle y significación de todas las evidencias e informaciones útiles para la prosecución de la labor de investigación, al mismo tiempo de individualizar correctamente el encargado de la prevención y los demás oficiales o personas que intervinieran en el procedimiento policial, así como de los terceros que suministraran información relevante para la dilucidación del hecho. Estas actuaciones registradas en un archivo deberán culminar y consecuentemente serán remitidas al Ministerio Público en el plazo máximo de cinco días contados desde la intervención policial, lapso que se podría prorrogar por única vez y con autorización expresa del Ministerio Público por otros cinco días, aunque también podrá requerir la remisión de las actuaciones en cualquier momento, aún antes del plazo predicho.
4.2 LA DENUNCIA  

La denuncia es una comunicación escrita o verbal que realiza la víctima, sus familiares, los representantes legales de las personas físicas o jurídicas y en fin, cualquier persona física que haya tomado conocimiento en forma directa o indirecta de la realización de un hecho reputado como delito o crimen. La presentación no requiere de mayores formalidades, aunque como mínimo deberá consignar los datos suficientes para individualizar al denunciante, a la persona denunciada, los hechos que relata y su calificación jurídica y la mención de los elementos que servirán de sustento para acreditar lo que está sosteniendo con su denuncia. 
Si se realiza verbalmente, la misma deberá presentarse ante la autoridad policial o la fiscalía, según el caso, y los datos antes citados deberán consignarse en el acta labrada con la firma de la persona que se presenta a denunciar. Si se efectúa por escrito, debe contener los mismos requisitos y la firma de los denunciantes (recuérdese que si se trata de una persona jurídica o de un abogado que invoca una representación, la denuncia debe efectuarse mediante poder especial). En ningún caso se admitirá la denuncia anónima o sin determinación del responsable. 
Una vez presentada o recibida la comunicación de su presentación, el Fiscal deberá comunicar, a su vez, al Juez Penal dentro de las seis horas y realizar la investigación con el auxilio de las autoridades policiales y de la Policía Judicial, respectivamente. Si del resultado de la denuncia, el Fiscal observa que se individualiza perfectamente al imputado y que los hechos conocidos adquieren entidad suficiente para sospechar que se trata de un delito o crimen, presentará Acta de Imputación inmediatamente -tal como lo prevé el artículo 30.1 de la Ley 1562/2000 Orgánica del Ministerio Público- ante el Juez Penal cumpliendo con los recaudos previstos para el mismo. Si de la recepción de la denuncia y las evidencias obtenidas inicialmente encuentra que el imputado todavía no puede ser individualizado o restan actuaciones elementales para fundar la sospecha razonable que amerite la imputación, procederá a realizar inmediatamente y sin demora, los actos pendientes con la ayuda de la Policía Judicial y de los Asistentes Fiscal a su cargo, los cuales, una vez completados motivará la formulación inmediata del Acta de Imputación -artículo 30.2 de la Ley 1562/2000-. 
En lo relativo a la carga de la presentación de una Denuncia, el CPP no se aparta en lo esencial de las normas tradicionales que estaban previstas en la anterior legislación ritual de 1890, aunque incorpora algunas cuestiones que merecen destaque: 
a) La exoneración del deber de denunciar por vínculo conyugal o de convivencia, incluyendo a los parientes dentro del segundo grado de afinidad y cuatro por consanguinidad; 
b) La excepción a esta facultad, se da en el caso en que la denuncia que pueda efectuar el interesado ponga en peligro su propia persecución penal o la de su cónyuge o conviviente y familiares. 
c) Se exceptúa esta regla de Exoneración del Deber de Denunciar con relación al hecho conocido bajo la modalidad del secreto profesional o del parentesco (en la nómina precedentemente expuesta), cuando sea relevante el conocimiento de un hecho punible porque se trata de un ámbito de difícil acceso para prevenir o perseguir el o los hechos punibles (situaciones que involucran el interior del ámbito familiar, por ejemplo), que la falta de denuncia equivaldría a una suerte de complicidad. En este caso, es deber del receptor de la información, denunciar el hecho, siempre que se vincule con el ámbito y que por la situación particular (guardador, tutor o pariente) también la ley le obligue a preservar la situación de la víctima.
Por una confusión acerca de la verdadera función del denunciante, se ha pretendido que la simple desestimación de la denuncia acarrea responsabilidad personal de la pretendida víctima. Dicha posición no se ajusta a la realidad jurídica, ya que si bien el denunciante no es parte en el procedimiento, como víctima puede intervenir en la forma prevista en el Código y hasta impugnar decisiones que pongan fin al procedimiento, por lo que bajo tales presupuestos el damnificado por el hecho denunciado -en principio- no contrae responsabilidad (ya que una posición exagerada en cuanto a su alcance, implicaría en los hechos una confabulación de orden legal con la impunidad de hechos ante el temor que tenga el ciudadano de comunicarlos a las autoridades por las represiones eventuales que le acarrearía su denuncia), salvo que se comprueba que haya obrado con notoria temeridad o falseamiento de los hechos, aspectos que están previstos en el Código Penal bajo la figura de la denuncia falsa, simulación de un hecho punible o persecución penal de inocentes (si se trata de un funcionario). No está demás señalar a los efectos de una evaluación sobre esta circunstancia, que el Código Procesal Penal requiere expresamente que la decisión judicial que desestime la denuncia, sobresea definitivamente o lo absuelva -según el caso-, consigne el carácter de la denuncia en ese sentido.
4.3 LA QUERELLA ADHESIVA 

Es la presentación escrita que efectúa la persona particularmente damnificada por un supuesto hecho punible (víctima) contra los participantes (imputados) ante el Juez Penal o el Juez de Paz, según el caso, reclamando de éstos la iniciación de una investigación penal (proponiendo elementos de convicción sobre los cuales funda su pretensión, aportando información concreta y cumpliendo con las exigencias legales de capacidad jurídica, individualización correcta de su persona así como la de los imputados), con la promesa expresa de formular la acusación y demandar la sanción correspondiente por el hecho punible a los sindicados. 

La querella criminal ha sido una de las instituciones que mayores complicaciones han tenido en cuanto a su cabal comprensión en el marco del diseño del nuevo proceso penal, principalmente porque se abordaron aspectos relativos a su naturaleza jurídica y correspondiente normativa conforme a la doctrina imperante. 
Dos posiciones doctrinarias se tienen respecto a la función de la querella en el proceso penal de acción pública a cargo del Ministerio Público: 
a) Una postura estatalista con predominio de la intervención del órgano oficial encargado de la persecución pública y en la cual la víctima que propone querella se adhiere a la pretensión punitiva del fiscal con cierta independencia en cuanto a imputación de personas, hechos y calificación jurídica, salvo algunas excepciones de instancia autónoma cuando se trate de hechos punibles de escasa repercusión o reprochabilidad, y; 

b) Otra que combina la voluntad estatal de persecución mediante una previa investigación objetiva a cargo del órgano oficial representado por el Ministerio Público con la función coadyuvante de la víctima que propone QUERELLA, actuando con total independencia y autonomía de la posición de la fiscalía, o bien, adhiriéndose a la iniciación y clausura de la etapa de investigación desplegada por el Ministerio Público, sin cuyo concurso resultaría imposible la continuación de una causa penal en lo atinente al sostenimiento de la acusación por vía del juicio oral y público. 

Nuestro Código admite la segunda vía doctrinaria con unas limitaciones de actuación autónoma de la querella que se notan con perfección en dos momentos procesales concretos de la investigación a cargo del Ministerio Público:
 La primera, con previa formulación de una imputación por el órgano respectivo, y; 

 La segunda, cuando concluye la investigación fiscal que debería motivar un requerimiento de acusación del ministerio público. 

Ante la ausencia de imputación o acusación pública -en ambos supuestos-, la querella criminal sigue la suerte adherida de aquélla en cuanto a la imposibilidad de admisión de la pretensión punitiva particular o de la acusación particular, respectivamente. 
La querella criminal planteada por la víctima debe reunir ciertos requisitos elementales a saber: 
a) La individualización de la persona que funge de víctima o la correcta invocación de la representación legal o convencional mediante un poder especial que plenamente corrobore dicho extremo; 

b) Una relación de los hechos que considera punibles así como una propuesta de calificación jurídica concreta; 

c) Los elementos de prueba que considera vinculados con los hechos querellados; 

d) La firma del responsable, y; 

e) La reclamación punitiva de que la causa penal sea llevada al juicio oral y público. 

Sin estos mínimos recaudos, la querella criminal carece de seriedad y mal se podría otorgar trámite a un planteamiento de tal naturaleza. No obstante, si los defectos que se observan son meramente formales, el Juez Penal podría disponer la devolución de las actuaciones al damnificado o víctima para que la corrija en el plazo de tres días. Si dentro de dicho lapso no completa la intimación, se tendrá por abandonada la querella en atención a la inobservancia de una carga que le compete única y exclusivamente al solicitante. 
Si el Juez Penal considera que se hallan reunidos los requisitos formales señalados en el CPP, otorgará el trámite procesal según se presenten diversas hipótesis a saber:  

a) Si ya existe acta de imputación, podrá disponer la admisión o rechazo de la querella sin necesidad de comunicación previa al Ministerio Público sobre las razones de su decisión; 

b) Si todavía no existe acta de imputación (formalización de la investigación penal), el Juez Penal recibiendo la querella con todas las evidencias o pruebas que sustenta la pretensión remite a conocimiento del Ministerio Público para que en el plazo de TRES DÍAS formule requerimiento solicitando la admisión o la desestimación de la querella, y; 

c) Aunque las normas no son taxativas en este caso, por aplicación analógica a favor del imputado (artículo 10 del CPP), si no existe acta de imputación previa, el Juez Penal dando el mismo trámite de correr vista a dicho órgano para que se expida conforme a lo señalado en el apartado b) incorporará a la persona imputada para que pueda ejercer sus derechos reconocidos en la Constitución Nacional (artículo 6 del CPP) ejerciendo las excepciones que se opongan eventualmente al progreso hipotético de la pretendida persecución particular.  

Esta última hipótesis tendría que verificarse en todos los hechos punibles de acción pública y, con mayor razón, en los de acción privada atendiendo a que en este proceso especial prima en plenitud los principios de contradicción, bilateralidad y disponibilidad de las partes (Querella e Imputado, respectivamente).
Dijimos que la Querella Adhesiva, permite la intervención formal de la víctima en el procedimiento ordinario para los hechos punibles de acción pública, con un nivel de autonomía en cuanto a los hechos, derecho (calificación y expectativa de pena reclamada), pero con dos límites precisos a saber:
  Si es que no existe acta de imputación fiscal previamente formulada por el ministerio público, la querella criminal estará sujeta a la actitud que adopte aquél, vale decir, mientras no impute no procede la admisión de la querella. Lo único que le queda a la víctima en la hipótesis que el fiscal solicite la desestimación de la querella adhesiva, es el recurso de apelación general contra la decisión que adopte el juez penal admitiendo el planteamiento de la fiscalía, y; 

 Terminada la investigación en el plazo señalado por el juez penal, si el Ministerio Público se abstiene de acusar en la fecha señalada o formula otros actos conclusivos que no impliquen acusación (sobreseimiento definitivo o provisional, extinción de la acción penal, criterios de oportunidad, etc.), la resolución que dicte en ese sentido el Juez Penal admitiendo la propuesta de la fiscalía, también podrá ser recurrida por vía de apelación general. 

Fuera de las dos circunstancias, la querella adhesiva tiene amplias libertades en cuanto a su pretensión (derecho penal aplicable en cuanto a los hechos y la expectativa de sanción), aunque no se debe perder de vista que en este aspecto, hay una restricción más: la autonomía cede al momento de la acusación, ya que el concepto de adherencia significa que la posición de la querella no puede prevalecer sobre la del Ministerio Público, por lo que la total libertad que el Código prevé para la querella en el sentido de calificar los hechos y solicitar las sanciones respectivas está reservada para los casos de hechos punibles de acción privada y no los de acción pública, circunstancia ésta que implica la necesaria afinación que debe existir entre pretensión del fiscal (al momento de acusar) con la del querellante adhesivo, salvo las variantes que razonablemente se puedan verificar durante el juicio oral y público, en cuyo caso, la pretensión de la querella puede ser admitida -con apartamiento a la del Ministerio Público- con una calificación jurídica distinta por parte del Tribunal de Sentencia, siempre que se advierta previamente de esto al imputado y su defensor para que puedan preparar adecuadamente su defensa en cuanto a las variaciones verificadas a petición de la víctima que intervenga por vía de querella en la última etapa del procedimiento ordinario. 
En cuanto al momento que dispone la víctima para proponer querella criminal, la misma puede motivar el inicio de la Etapa Preparatoria porque constituye el primer acto de procedimiento, o bien se la puede presentar en cualquier momento hasta la fecha fijada por el Juez Penal para la acusación, en cuyo caso, deberá cumplir con todas las cargas que la ley procesal impone al Ministerio Público para presentar su acusación pública. 
Las figuras del desistimiento y del abandono se asimilan en cuanto a su trámite y efectos en el Código, sin perder de vista que ambas se producen de maneras diferentes. 
El desistimiento surge de una conducta desplegada por el querellante en forma expresa o tácita y surte sus efectos con relación a su objetivo, cual es, la de continuar mostrándose como parte querellante en un proceso penal ordinario, sin cuya presencia no obsta la continuación de la causa, ya que su participación es adhesiva y no obligatoria. Mientras que el abandono es una omisión concreta al cumplimiento de ciertas cargas y deberes que se exteriorizan en ciertos momentos del proceso y que producen ipso jure (de pleno derecho) la extinción de la acción respecto a los hechos y personas imputadas en la pretensión del particularmente damnificado.
Dice el artículo 294 del CPP: 
“El querellante podrá desistir o abandonar su querella en cualquier momento del procedimiento. En este caso, tomará a su cargo las costas propias y quedará sujeto a la decisión final. 

Se considerará que ha abandonado la querella: 

1) cuando, citado a prestar declaración testimonial, no concurra sin justa causa; 

2)  cuando no acuse o no asista a la audiencia preliminar sin justa causa; 

3)  cuando no ofrezca prueba para fundar su acusación; y, 

4) cuando no concurra al juicio o se ausente de él sin autorización del tribunal. 

El abandono será declarado de oficio o a petición de cualquiera de las partes. 

La resolución será apelable. 

El desistimiento y el abandono impedirán toda posterior persecución  por parte del querellante, en virtud del mismo hecho que constituyó el objeto de su querella y con relación a los imputados que participaron en el procedimiento”. 

Un aspecto procesal discutido es si el abandono de la querella criminal adhesiva o autónoma, según la naturaleza del hecho punible, se extiende a todas las personas imputadas que participaron del procedimiento. La cuestión no puede generar discusiones, ya que la acción penal es indivisible en el sentido que todo hecho imputado da lugar a una investigación y que si posteriormente existieren otros conectados en las formas previstas por el Código (casos de conexidad) con el ya investigado, se debe proceder a la acumulación subjetiva de acciones o de los procesos a fin evitar el escándalo jurídico. De esta manera, cualquier efecto procesal que se produzca en proceso -el abandono de la querella adhesiva, por ejemplo- se transmite a todos los partícipes o personas que hayan intervenido de alguna manera en el procedimiento en calidad de imputados (contados a partir del primer acto del procedimiento). 
En cualquier circunstancia, el abandono de la querella criminal adhesiva que se declare judicialmente en nada repercutirá en la continuación de la causa penal, ya que mientras el Ministerio Público cumpla con las cargas que le imponen la ley procesal penal, la acción pública quedará incólume. No obstante, el abandono declarado repercutirá en la responsabilidad que contrae el querellante particular, quien quedará ligado al resultado final del procedimiento, cualquiera sea la forma adoptada para su terminación. 
No debe confundirse la individualización del reproche penal que prevén los artículos 32 y 33 del Código Penal y en cuyo contexto se regulan institutos procesales tales como la aplicación de los criterios de oportunidad y la suspensión condicional del procedimiento que prevé como regla el beneficio de estas salidas alternativas (prescindiendo o suspendiendo la persecución penal por vía de la acción pública) solamente para las personas imputadas concretamente (significando esto que si existen varios imputados y se aplican estas salidas respecto a uno o más pero no a todos los partícipes, la extinción beneficia solamente a los que aceptan la aplicación de la suspensión condicional o los criterios de oportunidad, respectivamente) y como excepción la aplicación a favor de uno de los partícipes alcanza a los demás como señalan los artículos 19.1 y 20 del Código Procesal Penal.
5. EL REQUERIMIENTO FISCAL Y EL ACTA DE IMPUTACIÓN

La actuación formal del Ministerio Público, ordinariamente, se expresa con el requerimiento fiscal, que es el modo en que debe manifestarse el Ministerio Público en el proceso, y en especial, en la etapa preparatoria. 
Dicha formulación se puede expresar en varios sentidos, claro está, bajo la égida de una actuación objetiva, constituyéndose en el norte en todos los actos procesales, y con mayor particularidad, en la Etapa Preparatoria. Entonces, el requerimiento no se limita a la primera expresión formal ante el Juez Penal, sino genéricamente debe entenderse como el modo normal de expresar la posición del órgano oficial de representación social a los efectos de solicitar lo que corresponda, conforme al cúmulo de evidencias o actos reunidos para progresar, cesar, suspender o limitar la persecución penal pública. 
Según vimos las maneras de iniciarse el procedimiento (contemplado desde la óptica de la no formalización de dicha secuencia del procedimiento ordinario), luego de la obtención de la información del suceso (actuación policial preventiva, denuncia o querella adhesiva, comienza un conjunto de actividades de orden procesal a cargo exclusivo del Ministerio Público, tendientes a obtener la mayor cantidad de información calificada a fin de procurar construir un caso susceptible de ser sostenido a través de una acusación, o, si no es posible arribar a dicho estadio por efecto de la insuficiencia probatoria, una conclusión requiriendo una salida alternativa al procedimiento ordinario o el sobreseimiento (definitivo o provisional) que es una absolución anticipada y excepcional (analizaremos más adelante estas hipótesis). Se incursiona así en la investigación fiscal de la Etapa Preparatoria. La tarea que significa la investigación preliminar de un hecho punible de acción pública. 
En la exposición de motivos del Proyecto de Código Procesal Penal de Guatemala presentado por Maier y Binder, se explica con respecto al Ministerio Público y su actuación impulsiva procesal que: «Con ello se pretende acentuar la forma acusatoria del procedimiento penal, y simplificar y dinamizar la tarea de investigación que actualmente se halla encerrada en formalidades que no cumplen una función eficaz, tanto a la averiguación de la verdad, como a una decisión rápida acerca de la promoción del juicio o del sobreseimiento, incluso en beneficio del imputado». 
Es así como durante la Etapa Preparatoria, existen básicamente cuatro clases de actos: 
1. las diligencias propias de investigación; 

2. Las resoluciones que adoptan los fiscales que buscan impulsar justamente los actos de investigación; 

3. La realización de anticipos jurisdiccionales de prueba, es decir, la realización de pruebas que no podrán ser producidas en el juicio propiamente, y; 

4. Las resoluciones o autorizaciones jurisdiccionales, referidas a actos que puedan afectar garantías procesales o derechos constitucionales y que como tales requieren un control del Juez Penal de Garantías. 

Dentro del primer grupo de actos trascendentes e impulsivos de la investigación penal a cargo exclusivo del Ministerio Público, está el PRIMER REQUERIMIENTO que puede integrar varias hipótesis, entre las cuales merecen destacarse al sólo efecto enunciativo (atendiendo al carácter informal de esta etapa):
a) La Notificación Acta de Imputación; 
b) La Suspensión Condicional del Procedimiento; 
c) La Aplicación de Criterios de Oportunidad; 
d) La Desestimación de las actuaciones policiales preventivas, de la denuncia y de la querella; 
e) La Conciliación y los Acuerdos Reparatorios.
Debe advertirse que el Acta de Imputación, taxativamente no figura en el artículo 301 del CPP, ya que en este precepto, se hace referencia a la notificación del Acta de Imputación que requiere el Ministerio Público al Juez Penal.
De esta manera, se puede concluir que el Acta de Imputación no es un requerimiento fiscal formal como impropiamente se enseña desde las cátedras o se maneja en la práctica forense, es un dictamen del Ministerio Público que debe contener unos requisitos como los presupuestados en el artículo 302 del CPP, que se comunica o informa (este es verdaderamente el requerimiento como solicitud formal y expresa que “requiere” la fiscalía al Juez Penal) a fin de que dicho órgano tenga por iniciado el procedimiento concerniente a la Etapa Preparatoria (más concretamente sirve para definir el lapso que como máximo –ordinariamente- puede durar dicha fase que es de hasta seis meses) y disponga la notificación del contenido del acta de imputación a las demás partes. 
En consecuencia el Acta de Imputación no es un requerimiento formal del Ministerio Público y conforme a dicha naturaleza mal podría inmiscuirse el Juez Penal de Garantías en una tarea exclusivamente del órgano investigador que corresponde al Ministerio Público. En la praxis los jueces penales de garantía incurren en el exceso de controlar el acta de imputación, llegando a casos en que rechazan por resolución judicial, lo que constituye un claro menoscabo con el sistema de división de funciones, y, al mismo tiempo, un resabio inquisitorial en el cual el juez de instrucción era el que dirigía y disponía discrecionalmente todo lo concerniente al proceso penal, desnaturalizando su rol de órgano imparcial en el caso. 
Precisamente, esta errónea concepción se pretendió eliminar con la asignación al Ministerio Público de las funciones de investigación diferenciándose del rol exclusivo de juzgar y aplicar la ley a los jueces y tribunales. Esta visión de división funcional y el aseguramiento del principio de imparcialidad del magistrado es el que inspiró la idea de excluir al juez penal de garantías de realizar labores de investigación. 
¿Y qué es el Acta de Imputación? 

El Ministerio Público se puede encontrar frente a una hipótesis que acredite la existencia de una sospecha razonable acerca de un hecho punible con la correspondientes individualización del imputado, en cuyo caso, debe presentar Acta de Imputación con una enunciación sucinta del hecho punible (calificación y relación fáctica que respondan a un determinado tipo penal) y el plazo que considere oportuno para culminar el trabajo de investigación preliminar a cuyo término efectuará un Nuevo Requerimiento consistente en cualquiera de las salidas previstas en el artículo 301 del CPP en concordancia con el artículo 351 del mismo cuerpo legal o, en su defecto, formular la acusación a juicio oral y público cumpliendo con los requisitos previstos en el artículo 347 del CPP. 
Un tópico más: se instaló una polémica relacionada sobre la necesidad de que el Acta de Imputación incorpore una calificación jurídica del o los hechos sindicados. 
Un sector del ámbito forense señala que no es necesaria la calificación del o los hechos imputados, ya que la determinación del hecho punible es una exigencia prevista en el artículo 347 del CPP, es decir, al culminar la Etapa Preparatoria, ya que la trasformación de una potestad en un deber que no deriva de la ley ritual penal y antes que favorecer investigaciones correctas, repercute negativamente en el progreso y eficaz culminación del proceso penal. Es más, se profundiza esta postura señalando que la exigencia de una calificación jurídica del o los hechos descritos en el Acta de Imputación, provocaría -desde la perspectiva de la defensa técnica- en una fácil estrategia de impugnar la eventual acusación del Ministerio Público, precisamente por alguna falencia derivada de la discordancia entre el hecho descrito con los presupuestos de una o varias conductas punibles incorporados en el Acta de Imputación, aspecto fundamental para declarar la hipotética nulidad del acto conclusivo por la inobservancia del artículo 17.7 de la CN. Otro sector señala que, precisamente por la exigencia del artículo 17.7 de la CN y su correlato artículo 10 (segundo párrafo) del CPP, es fundamental que el Acta de Imputación contenga una calificación jurídica -independientemente cuál sea la fórmula adecuada que se adopte, como calificaciones alternativas que permitan al Ministerio Público no ingresar por el riesgo inminente de una nulidad de su acusación por la dificultad de una coincidencia fáctica con la jurídica-, tal como lo consolida el artículo 304 del CPP que señala que el dictado de una medida cautelar deberá estar previamente sostenida en un Acta de Imputación debidamente fundada, lo que también vuelve a corroborar el artículo 55 del mismo cuerpo ritual penal. 
Dejando de lado la discusión sobre el contenido de una calificación jurídica del Acta de Imputación, avancemos en la descripción de la formalización de la Etapa Preparatoria: si el Ministerio Público formula Acta de Imputación, el Juez Penal será informado de tal determinación y en tal sentido, dispondrá la correspondiente toma de razón de dicho extremo registrado en su expediente judicial y fijará el plazo para culminar la investigación dentro del lapso previsto por el artículo 139 del CPP. En estricto sentido jurídico, debe entenderse aquí -a pesar que las sucesivas “jurisprudencias” emanadas de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia se encargaron de tergiversar y hacer trizas de las herramientas legales del control de la duración máxima del procedimiento- que el estudiante debe recibir la información veraz y ajustada a parámetros académicos estricto y no a prácticas que bien podrían enriquecer su visión para aggionarse al status quo judicial, por lo que en este nivel la posición es eminentemente técnica y sustentada en una hermenéutica republicana y limitadora del poder. 
De ahí que la fijación de la fecha para que el Ministerio Público presente su requerimiento conclusivo, si bien está a cargo del Juez Penal, ello no significa que se erija en un legislador y establezca el punto de partida del cómputo de la duración máxima del procedimiento, situación que lamentablemente se está verificando por la distorsión derivada de las variables jurisprudenciales de la máxima instancia judicial y de las políticas de emergencia que pretenden pergeñar soluciones sobre la base de interpretaciones de normas totalmente ajenas a su contexto y naturaleza. 
Recuérdese que el Juez Penal fue informado del inicio de la investigación luego de las seis horas de producido el evento que motiva su labor investigativa (artículo 6 del CPP) con la individualización de la persona contra la cual se da comienza a la investigación, el Juez Penal tendrá en cuenta este aspecto para evaluar el tiempo transcurrido entre el inicio de la investigación y la formulación del acta de imputación, para determinar cuál es el plazo razonable que puede utilizar la fiscalía, conforme a lo que dispone el artículo 139 del CPP.
6. EL ARCHIVO FISCAL 

Si el imputado no está precisamente individualizado (esta circunstancia objetivamente podrá constatar preliminarmente el receptor de la información sobre el acontecimiento -por vía de denuncia, querella adhesiva o la intervención policial preventiva- adoptando las medidas inmediatas para procurar la identificación del o los eventuales responsables del hecho relevante), aparte de comunicar -el Ministerio Público- el inicio de la investigación no podría constituirse válidamente -ni siquiera de manera informal como señalábamos al principiar este tópico- porque la mentada comunicación que efectúa el funcionario del inicio de la investigación no podría conectarse, a su vez, con el ejercicio del derecho a la defensa previsto en el artículo 6 del CPP, ya que se carece de sindicado, indiciado o señalado como supuesto autor o partícipe de un hipotético hecho punible (recuérdese que estamos recién en los prolegómenos de una investigación informal), y tal coyuntura, imposibilita sostener que estamos frente al primer acto de procedimiento en conexión con la calidad de imputado (artículo 74 del CPP -la persona señala como supuesto autor o partícipe de un hecho punible- y el derecho a la defensa que implementa su ejercicio luego de las seis horas de la comunicación efectuada por el fiscal al juez penal del inicio de la investigación, según el artículo 6 del mismo texto ritual) porque se carece de un imputado, por lo menos, en sentido genérico. 
Esta circunstancia objetiva es que fundamenta la potestad conferida por el CPP al Ministerio Público de implementar -frente a la hipótesis expuesta- una decisión (resolución fundada, según lo exige, a su vez, el artículo 55 del CPP) consistente en el archivo de la investigación por falta de individualización del imputado. Obviamente que esta determinación, no significa que cierre la investigación, debiendo mantener un registro de causas archivadas, indicando cuáles serían los elementos que podrían incorporarse en el futuro para superar la imposibilidad de nominación o sindicación, y dejar sin efecto el archivo, apenas se disipe esta situación.  
La decisión fundada emitida por el Fiscal será notificada a la víctima y ésta podrá acudir directamente ante el Juzgado Penal de Garantías -si no está conforme con lo decidido- reclamando un cambio de temperamento por parte del Ministerio Público. Aquí es importante sostener que el planteo debe efectuarse con patrocinio de abogado, con indicación precisa de los elementos que entiende que el fiscal no consideró para concluir en el archivo y estableciendo, al mismo tiempo, cuáles son las diligencias que podrían variar el estado actual que imposibilita la falta de nominación del o los supuestos autores o partícipes del hecho punible. 
Si estas dos condiciones (motivos del agravio y señalamiento de diligencias tendientes a superar la falta de nominación) no se adjuntan, el pedido deberá ser rechazado, fundamentalmente, porque el Juez debe cuidar con una intervención que ponga en riesgo su imparcialidad, evitando, sobre cualquier extremo, interferir o alterar la labor de investigación penal que recae exclusivamente en el Ministerio Público. Si el Juez Penal admite la solicitud de la víctima (con prescindencia que asuma o no el rol de querellante adhesivo), le conminará al Ministerio Público para que realice las diligencias propuestas por la víctima y aquél, tras su conclusión, requerirá lo que corresponda. Si el Juez rechaza el planteo de la víctima, ésta podrá plantear recurso de apelación general, es decir, en el plazo de cinco días contados desde la notificación personal de la decisión.
7. LA OPOSICIÓN JURISDICCIONAL EN ESTA ETAPA

La expresión “oposición jurisdiccional en la etapa preparatoria” básicamente contempla dos situaciones concretas: a) con la presentación del primer requerimiento en los términos de los artículos 301 y 302 del CPP, en cuyo caso el Juez Penal de Garantías puede oponerse al planteo fiscal, en cuyo caso, imprimirá un trámite que denominaremos “de oposición al requerimiento inicial del Ministerio Público”, y; b) al culminar la Etapa Preparatoria y cuando el Ministerio Público no haya presentado acusación, y el Juez Penal de Garantías estima que la cuestión amerita la derivación de la causa a un juicio oral y público, se opondrá remitiendo el análisis de la causa a la Fiscalía General del Estado. 
En ambos casos, existe una postura activa del Juzgado Penal de Garantías que desde el punto de vista estrictamente garantista -sostenido en la preservación a rajatabla del principio de la imparcialidad del juez en la investigación fiscal- controvierte severamente el principio de “igualdad de armas”, ya que el magistrado adopta un protagonismo para oponerse a dos cuestiones puntuales: a) la primera, a la ausencia del Acta de Imputación, ya que si la fiscalía presentara dicho requerimiento, no existe motivo para una oposición, y; b) a la segunda, cuando la fiscalía no acuse (es decir, haya solicitada un sobreseimiento provisional, definitivo o alguna de las salidas alternativas al procedimiento), se opondrá porque considera que la causa amerita su elevación a juicio oral y público. Nótese, entonces, que las actividades de oposición que impulsa oficiosamente el Juez Penal, sustituyen la iniciativa del Ministerio Público, que, después de todo, es la encargada de recolectar datos y sostener hipotéticamente una acusación (ya que esta carga la debe soportar durante todo el proceso), circunstancia que constriñe las posibilidades del imputado, menguando su igualdad ante la ley. 
No obstante, analizaremos aquí la primera fórmula de oposición judicial y que se verifica cuando ejerce dicha potestad al prologar la investigación con la presentación de un requerimiento inicial. Si bien el cuestionamiento expuesto precedentemente se mantiene incólume, no es gravitante para tergiversar extremadamente en el principio de imparcialidad del magistrado, ya que nos encontramos posicionalmente en una temprana investigación que exigiría un mejor análisis por parte del Ministerio Público con un requerimiento primigenio, el cual, por vía de la oposición del Juez Penal, permitirá reevaluarlo para su ratificación o rectificación, según el caso. 
A este respecto, dice el Artículo 314 del CPP que cuando el juez no admita lo solicitado por el fiscal en el requerimiento, le remitirá nuevamente las actuaciones para que modifique su petición en el plazo máximo de diez días. Si el fiscal ratifica su requerimiento y el juez insiste en dicha conclusión, se enviarán las actuaciones al Fiscal General del Estado, o al fiscal superior que él haya designado, para que peticione nuevamente o ratifique lo actuado por el fiscal inferior. Cuando el Ministerio Público insista en su solicitud, el juez deberá resolver conforme a lo peticionado, sin perjuicio de la impugnación de la decisión por el querellante o la víctima, en su caso. 
De la lectura de dicho dispositivo, se pueden extraer los siguientes aspectos: 
a) Se refiere a cualquiera de los requerimientos reglados en el artículo 301 del CPP, no así en el artículo 302 del mismo cuerpo legal, ya que esta último no está nominado como requerimiento en forma expresa. Esto equivale a decir que el Acta de Imputación no es susceptible de oposición judicial. De ahí que se establezca el paralelismo de que el Acta de Imputación es irrecurrible e inimpugnable. 
b) El trámite contempla dos remisiones: la primera, al mismo fiscal que requirió para que rectifique (ya que el espíritu de la oposición en sí, es precisamente el cambio de postura inicial), y, la segunda, en caso de que el fiscal ratifica su postura, le remitirá a los mismos efectos al Fiscal General del Estado. 
c) El plazo para la primera remisión es de diez días y por interpretación del mismo texto se entiende que la segunda remisión también lo sería por diez días, pero es importante acotar que este segundo plazo no se conmina expresamente en la norma, por lo que ciñéndonos a lo dispuesto en el artículo 10 del CPP análogamente no se podría verificar esta extensión interpretativa. 
d) Si el Ministerio Público -la Fiscalía General del Estado-, por segunda vez, ratifica el requerimiento primario, el Juez deberá resolver conforme a dicha solicitud, sin perjuicio de la impugnación que pueda ejercer la víctima o el querellante, según el caso. 
e) La decisión obligatoria del Juez Penal conforme a la “doble ratificación” del Ministerio Público también es contradictoria con la naturaleza del trámite de oposición, ya que implica una suerte de sumisión coyuntural a la postura fiscal, ignorando a la víctima, a la cual se le confiere solamente el derecho de impugnar, pero esta potestad es meramente declarativa, ya que un Tribunal de Apelaciones no modificará lo decidido, fundamentalmente por la preservación del principio de imparcialidad y de que las posturas adoptadas por el Ministerio Público respecto a sus facultades investigativas son inmutables, porque el CPP señala que a cargo de aquél se encuentra la investigación y eventual acusación para derivar una causa a juicio oral y público.
8. NATURALEZA DE LOS ACTOS DE INVESTIGACIÓN

Con prescindencia expresa de los denominados requerimientos nominados que el Ministerio Público puede ejercer en los términos de los artículos 301 y 302 del CPP, gran parte de sus actuaciones son informales o no formales. En este sentido, la primera de las secuencias que comprende el procedimiento ordinario y como las normas del CPP las definen, tiene por objeto la realización de una serie de actos (diligencias) para la dilucidación de la verdad histórica, real o material del o los hechos investigados, de cuya realización, a la luz de las tareas de investigación efectuadas, se pueda sostener una sospecha razonable o fundada de que se trata de un hecho punible, de cuya constatación sucinta pueda establecer, a su vez, un nexo causal entre el hecho punible y la sindicación a una persona que se denomina “imputada”. 
Entonces, esta tarea pretende individualizar de manera concreta y asertiva la existencia razonable de un hecho punible y de la participación del imputado en su realización. Esas informaciones reunidas en esta etapa servirán como elementos de convicción o caudal probatorio que usará el Ministerio Público para sostener una acusación que también podría servir para la querella adhesiva que necesariamente deberá ceñirse a los requisitos previstos en el Código para la acusación fiscal. Sin embargo, si al culminar la investigación -la etapa que estamos analizando propiamente- esos elementos de convicción no le permiten formular una acusación seria y fundada, podrá usarlos en un sentido distinto, vale decir, requiriendo otros actos conclusivos a la investigación desplegada y que pueden consistir en las denominadas Salidas Alternativas al Procedimiento Ordinario (aplicación de criterios de oportunidad, suspensión condicional del procedimiento, la conciliación, la abreviación del juicio) o solicitar el sobreseimiento definitivo o provisional, según el caso. 
Como se pudo describir sucintamente, las labores que puede realizar el Ministerio Público son amplias y no están sujetas a ritos o requisitos formales que exijan una suerte de predominio de las forma sobre la verdadera búsqueda objetiva de la verdad histórico por el órgano requirente. En tal sentido, las actuaciones del Ministerio Público no son formales, lo que no implica que deba observar ciertos presupuestos como la defensa y preservación de las garantías elementales en su investigación, porque después de todo lo que es bien investigado adquiere relevancia en su momento en calidad de prueba, y, específicamente el Ministerio Público eso es lo que pretende como culminación eficaz de su tarea preliminar de recolectar información y evidencias.
9. FACULTADES DE LAS PARTES

Una vez que el Ministerio Público formuló el Acta de Imputación, se pueden encontrar otras circunstancias que limitan las facultades de dicho órgano, como el caso de los anticipos jurisdiccionales de prueba (información indispensable que no se podrá reproducir en el juicio oral y público por un impedimento u obstáculo temporal justificado) o las autorizaciones para realizar actos que pongan en juego las garantías elementales e individuales del o los imputados sometidos al procedimiento (allanamientos, registros, cateos, secuestros, identificaciones, extracciones, reserva de las actuaciones, interceptación de cartas y documentos, comisos, exámenes físicos y psíquicos del imputado, etcétera), para lo cual es indispensable contar con la previa autorización judicial la cual se expondrá por resolución fundada y para los casos expresamente determinados por la Constitución y las leyes. 
También el imputado, preferentemente a través de su defensa técnica, podrá ejercer requerimientos al fiscal o al juez penal de garantías, según el caso. El defensor podrá requerir diligencias de investigación que puedan servir como descargo al imputado y el Ministerio Público debe expedirse, por resolución fundada, acerca de su procedencia o improcedencia. 
Si la fiscalía se opone o rechaza expresamente la solicitud de la defensa, el afectado podrá recurrir al Juez Penal en auxilio judicial a los efectos de requerir la realización de la diligencia. Esta circunstancia no la contempla expresamente el CPP, pero del cotejo de varias disposiciones de dicho dispositivo legal se podría trasegar esta facultad en aras a la ratificación del principio de igualdad de oportunidades procesales previstas en el artículo 9 del CPP. 
“Artículo 42. Jueces Penales. Los jueces penales serán competentes para actuar como juez de garantías y del control de la investigación, conforme a las facultades y deberes previstos por este código, y conocerán de: 1) las decisiones de naturaleza jurisdiccional que se deban tomar durante la etapa preparatoria (…)”. 

Esta norma contempla en su inciso 1º una cláusula que permite, por inferencia de otras normas, incluir las solicitudes o peticiones de las demás partes, en el sentido que es el juez penal quien debe admitir o rechazar un planteo que se le efectúa. 
Las normas interconectadas entre sí con la prescripción antedicha, son las siguientes: 
“ARTÍCULO 9. IGUALDAD DE OPORTUNIDADES PROCESALES. Se garantiza a las partes el pleno e irrestricto ejercicio de las facultades y derechos previstos en la Constitución, en el derecho internacional vigente y en este código. 

Los jueces preservarán este principio debiendo allanar todos los obstáculos que impidan su vigencia o lo debiliten”. 

“ARTÍCULO 10. INTERPRETACIÓN. Las normas procesales que coarten la libertad personal, limiten el ejercicio de las facultades conferidas a las partes o establezcan sanciones procesales se interpretarán restrictivamente. 

La analogía y la interpretación extensiva estarán prohibidas mientras no favorezcan la libertad del imputado o el ejercicio de sus derechos y facultades”. 

Pues bien, de la construcción interpretativa favor rei se puede colegir que ante la negativa del Ministerio Público de practicar diligencias propuestas por las partes (en particular, por el imputado), siempre que dicho órgano no de los motivos de tal denegación, puede acudir directamente al Juez Penal para que lo auxilie en cuanto a que éste requiera informe sobre la negativa o falta de resolución respecto a un pedido concreto de la defensa en la investigación, claro está, al sólo efecto de que pueda existir una circunstancia objetiva fehaciente que permita acreditar, en la etapa ulterior, la omisión del Ministerio Público, con lo cual se preserva el principio rector durante la Etapa Preparatoria de que la investigación estará bajo su exclusivo cargo. 
En cuanto a otros medios defensivos, el defensor puede oponer las excepciones previstas en el CPP entre las cuales se destacan la falta de acción, la extinción o prescripción de la acción penal o cualquier otro incidente innominado que permita una mejor demostración de los extremos sustentados por la defensa, sin que por esta amplitud se prescinda del derecho a solicitar el sobreseimiento (provisional o definitivo) en cualquier momento de la investigación, siempre que la solicitud pretenda analizar cuestiones sustanciales o de fondo que justamente están reservadas eventualmente para su dilucidación en el juicio oral y público.
10. MODOS DE CONCLUIR LA ETAPA PREPARATORIA

En la fecha señalada por el Juez -o el Tribunal de Apelaciones, si es que se prorrogó extraordinariamente el plazo- para que el Ministerio Público presente su requerimiento conclusivo (el artículo 303 del CPP al señalar la potestad del Juez Penal de Garantías para fijar la fecha de conclusión de la Etapa Preparatoria, habla de “presentar la acusación”, lo cual nos parece una redacción inexacta que contrastaría con la actuación objetiva del Ministerio Público en el sentido que al culminar su investigación necesariamente no tendría que concluir con la acusación, ya que lo que pretende es la averiguación -a través de la búsqueda de información relevante y objetiva- de la verdad histórica, real o material del o los hechos acaecidos) su investigación puede culminar de tres maneras hipotéticamente posibles:
a) Requiriendo una acusación y solicitud de apertura a juicio oral  y público (cumpliendo los recaudos previstos en el artículo 347 del CPP); 
b) Requiriendo una salida alternativa al procedimiento ordinario (usufructuando, y, al mismo tiempo, cumpliendo con las mismas exigencias para aplicar las figuras alternativas que pudo requerir inicialmente conforme al artículo 301 del CPP), y; 
c) Requiriendo el sobreseimiento provisional (expresando taxativamente los motivos del artículo 362 del CPP) o definitivo (argumentando puntualmente cualquiera de los tres motivos que permitan plasmar dicha proposición, de acuerdo al artículo 359 del CPP) del procesado. 
La acusación, que es el acto mediante el cual el Ministerio Público o el querellante particular adhesivo, en su caso, requiere el auto de apertura a juicio, es la primera manera de finalizar la investigación y debe concitar la existencia de un fundamento serio derivado de una escrupulosa tarea investigativa del órgano pertinente, con estricto apego a la objetividad y legalidad.

 Cuando no se ha encontrado fundamento serio para promover la acusación o cuando no se pudo identificar al imputado procederá alguna de las fórmulas de absolución anticipada o de clausura provisional del proceso que acabamos de referir como potestades también admitidas para su ejercicio a cargo de la defensa técnica. Entonces, este es el momento procesal para que el Ministerio Público -como potestad propia y exclusiva- solicite el sobreseimiento definitivo o provisional según el caso-. Así como la Etapa Preparatoria se origina a través de actos iniciales perfectamente individualizados, también tiene señalados sus modos de conclusión.
De esto se tiene que la investigación a cargo del Ministerio Público no puede quedar abierta sine die, indefinidamente, sin proceder a presentar la acusación, ya que la prolongación excesiva o irrazonable lesiona derechos humanos fundamentales, considerando los principios de seguridad jurídica y los derechos del imputado, en ese sentido se establece un plazo máximo de duración de la investigación. 
Nos referimos en el mismo módulo que si el Ministerio Público no concluía su labor de investigación en el lapso ordinariamente trazado por el Juez Penal y según las pautas legales prefijadas, claro está, por causas no imputables a su actividad (que deben ser demostrables en la estación oportuna), disponía de las prórrogas ordinaria y extraordinaria por una sola vez -para casos expresamente determinados en la ley-. Fuera de esto, la conclusión de la Etapa Preparatoria a cargo exclusivo del Ministerio Público es la manera de pasar de la primera etapa que acabamos de explicar a la segunda etapa que algunos denominan como crítica de la investigación, pero que el Código Procesal Penal lo define expresamente como Etapa Intermedia. 
No obstante, lo importante es que los anteriores códigos procesales no establecían una rigidez entre la conclusión de la investigación y el inicio de la crítica de la investigación o Etapa Intermedia, lo cual conspiraba con el correcto control de los actos conclusivos de la investigación y el ejercicio eficaz de la defensa en juicio. 
Precisamente uno de los temas que generaron crispación entre los operadores de justicia penal es que la Etapa Preparatoria se convertía en una suerte de campo libre para la actividad investigativa y que un Ministerio Público con menos escrúpulos utilizaba el campo fértil de las mínimas formalidades para abusar de su poder coercitivo de investigación, trastornando los derechos y garantías elementales previstas a favor del imputado. Pero entiéndase que esta libertad de acción que dispone el Ministerio Público (que no es así, por el conjunto de reglas que operan y la necesidad de control jurisdiccional en actos trascendentales) durante el trascurso de la Etapa Preparatoria, tendrá que enfrentar con un control dialéctico y controversial de una Etapa Intermedia, en la que prevalecerá la crítica de sus conclusiones, y, obviamente, de sus actos de investigación que respaldarían su hipótesis fáctico-jurídica del caso. 
Nótese, entonces, cómo es una afirmación apriorística falsa de pretender que el Ministerio Público puede prevalecer en una etapa y evitar los controles de su gestión durante la Etapa Intermedia, ya que ésta es la fase prevalente para gestionar las impugnaciones formales y materiales de una conclusión fiscal. El problema de la falta de funcionalidad o entendimiento de la naturaleza de la Etapa Intermedia es otro asunto, pero de ahí a sostener que la normativa no prevé mecanismos de control de los actos conclusivos nos parece un extremo infundado, y, por demás, exagerado.   

10.1  LA ACUSACIÓN Y SOLICITUD DE APERTURA A JUICIO ORAL Y PÚBLICO

Lo dispuesto en el artículo 303 del CPP en su parte concreta que señala “…En la notificación el juez indicará además, la fecha exacta en la que el fiscal deberá presentar su ACUSACIÓN, dentro del plazo máximo previsto para la etapa preparatoria; considerando un plazo prudencial en base a la naturaleza del hecho”, nos da la pauta de que la principal forma de concluir la Etapa Preparatoria es a través de la acusación pública. Precisamente analizaremos este requerimiento conclusivo y sus implicancias con relación a las demás normas del ritual penal. 
La norma que regula dicha figura surge del artículo 347 del CPP que textualmente dice: 
“Acusación y solicitud de apertura a juicio. Cuando el Ministerio Público estime que la investigación proporciona fundamento serio para el enjuiciamiento público del imputado, en la fecha fijada por el juez, presentará la acusación, requiriendo la apertura a juicio. 
La acusación deberá contener: 
1) los datos que sirvan para identificar al imputado y su domicilio procesal;

2) la relación precisa y circunstanciada del hecho punible que se atribuye al imputado; 
3) la fundamentación de la acusación, con la expresión de los elementos de convicción que la motivan; 
4) la expresión precisa de los preceptos jurídicos aplicables; y, 
5) el ofrecimiento de la prueba que se presentará en el juicio. Con la acusación el Ministerio Público remitirá al juez las actuaciones y las evidencias que tenga en su poder y pondrá a disposición de las partes el cuaderno de investigación”.
Alberto Martín Binder en su “Introducción al Derecho Procesal Penal” nos explica que: “…La acusación es un pedido de apertura a juicio, por un hecho determinado y contra una persona determinada, y contiene una promesa, que deberá tener fundamento, de que el hecho será probado en el juicio…”.
Lo expuesto coincide perfectamente con lo normado en la norma de referencia, permitiéndonos identificar varios aspectos significativos para una evaluación correcta acerca de las pautas obligatorias que debe contener una pretensión punitiva concreta del Ministerio Público y que dará base, hipotéticamente, al eventual juzgamiento del imputado (acusado) en el juicio oral y público, los cuales seguidamente exponemos: 
a) La justificación de la teoría del caso en una triple contención (proposición fáctica-conviccional, proposición jurídica y proposición probatoria), con la distinción que la primera de las proposiciones -la fáctica- debe erigirse en una tarea compleja y complementaria con las dos restantes proposiciones. 
b) El relato de los hechos por sí mismo es insuficiente, ya que si nos avenimos a la proposición meramente fáctica estaríamos repitiendo la exigencia prevista en el artículo 302 del CPP (Acta de Imputación), lo cual resulta incompatible con el deber de averiguación que compete al Ministerio Público. De ahí que la comparación entre Acta de Imputación y Acusación debe concitar una diferencia sustancial no sólo en calidad informativa, sino en la calificación de aquélla, es decir, que el acto conclusivo de pretender elevar la causa a un juicio oral y público permita inferir, de su lectura y posterior explicación oral en la Audiencia Preliminar, una pieza trascendente y relevante que le sirvan al órgano investigador una proposición positiva susceptible de ser probada en el juicio oral y público, mediante las pruebas a ser producidas oportunamente. 
c) En su interior, el Ministerio Público está convencido de que la causa reviste entidad y que los medios de información colectados durante la Etapa Preparatoria le permitirán probar con grado de certeza afirmativa (más allá de cualquier duda razonable) que el hecho punible existió y que el autor o partícipe del hecho punible es el acusado; más en su exterior conlleva una promesa de que probará el hecho punible y la responsabilidad penal del acusado, figura que en el derecho anglosajón se conoce como probably cause, estado mental suficiente para habilitar un juicio oral  y público. 
d) Esa promesa de acreditar los dos extremos puntuales o ese convencimiento interno de que su certeza afirmativa se trasmitirá sin mayores inconvenientes al criterio de los magistrados que juzgarán la causa, debe traslucirse en el relato coherente y cronológico de la historia fáctica. La credibilidad surgirá de la apoyatura de la información consolidada mediante la prueba identificada y ofrecida que se producirá, por regla, en el juicio oral y público. Entrelazando por reglas lógicas y razonables entre el o los acontecimientos con los elementos de convicción (hacer hablar a las evidencias que anticipadamente permiten construir un caso creíble) la explicación no se traduce en una simple afirmación dogmática o en una cronología descriptiva, sino en una razonabilidad argumental que permita sortear cualquier dato trascendental que pueda concitar grietas en la construcción creíble de la teoría del caso. 
e) La puesta a consideración de las partes de las actuaciones que documentalmente sustentan la pretensión punitiva del Ministerio Público, con la elasticidad de que si se trata de actuaciones que conlleva gran volumen o dificultades para su traslado al Juzgado, es el órgano de acusación el que debe proponer la forma para que las partes puedan acceder, desde el primer momento, con tales actuaciones. Obviamente que la existencia de un impedimento material lo debe hacer saber el Ministerio Público, más si el mismo incumple en la fecha con esta carga, no lo puede enmendar, y, mucho menos, el Juez Penal de Garantías, suplir esta inobservancia.
10.2  FALTA DE ACUSACIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO

En este tópico analizaremos dos situaciones concretas que si bien son similares, no operan de manera idéntica, obviamente, partiendo de la situación de que el Ministerio Público no haya presentado la acusación y solicitud de apertura de la causa a juicio oral y público. 
La primera es la que prevé el Artículo 139 del CPP que textualmente reza: 

“Perentoriedad de la Etapa Preparatoria. Cuando el Ministerio Público no haya acusado ni presentado otro requerimiento en la fecha fijada por el Juez, y tampoco haya pedido prórroga o ella no corresponda, el Juez intimará al Fiscal General del Estado para que requiera lo que considere pertinente en el plazo de diez días. 

Transcurrido este plazo sin que se presente una solicitud por parte del Ministerio Público,  el juez declarará extinguida la acción penal, sin perjuicio de la responsabilidad personal del Fiscal General del Estado o del fiscal interviniente”. 

La norma contempla la omisión del cumplimiento de la carga en la fecha fijada por el Juez Penal de presentar algún requerimiento conclusivo, no presentando una acusación ni cualquier otro requerimiento, o, si lo presentare, el planteo resulta claramente inadmisible.  

Cuando señalamos que se trata de una falta de presentación, nos referimos, como lo menciona el precepto de marras, la ausencia de todo requerimiento fiscal conclusivo (no se presentó acusación, alguna salida alternativa al procedimiento ordinario, sobreseimiento provisional o definitivo y la solicitud de prórroga ordinaria), mientras que cuando hace referencia a una petición notoriamente inviable para el momento procesal no hace referencia concreta, pero a modo de ejemplo, corresponde traer a colación el caso de la prórroga extraordinaria que se efectúa ante el Juez Penal, quien carece de competencia para entender en dicho planteo, aspecto que suficientemente motivará la inadmisibilidad del mismo. 
La otra situación que se podría verificar es la del Artículo 358 del CPP que incorpora una situación específica diferente a la prescrita en el artículo 139 del ritual penal: existe un requerimiento conclusivo del Ministerio Público que no consiste en la acusación, por lo que se traduce en una auténtica oposición judicial a la pretensión de aquél, fundamentalmente en lo que concierne al criterio del magistrado de que la causa inexorablemente, desde su opinión, merecería una remisión a la etapa del juicio oral y público.
Dice el artículo 358 del CPP: “Falta de acusación. Cuando el Ministerio Público no haya acusado y el juez considera admisible la apertura a juicio, ordenará que se remitan las actuaciones al Fiscal General del Estado para que acuse o ratifique el pronunciamiento del fiscal inferior. En este último caso, el juez resolverá conforme al pedido del Ministerio Público. En ningún caso el juez podrá decretar el auto de apertura a juicio si no existe acusación fiscal”.
Nótese que la norma de oposición al requerimiento conclusivo final del Ministerio Público difiere de los casos del artículo 314 (oposición judicial a los requerimientos iniciales, con la excepción del Acta de Imputación que si bien no figura dentro de los requerimientos del artículo 301 del CPP, salvo en lo concerniente al acto de la notificación de dicha acta) y del artículo 139 (falta de cualquier presentación material del Ministerio Público en la fecha fijada por el Juez Penal). Estas diferencias se pueden extraer en los siguientes niveles: 
a) Existe un prejuzgamiento del Juez Penal cuando señala anticipadamente que el magistrado considera que la causa debe remitirse a la siguiente fase para la sustanciación de un juicio oral y público. 
b) Si bien se pueden efectuar varias disquisiciones respecto a dicha facultad (de hecho, esta circunstancia es suficiente ejemplo para poner de manifiesto que nuestro sistema es acusatorio mitigado), la norma postula esta coyuntura, aunque al final prevalecerá el temperamento del Ministerio Público, lo cual, también, en este nuevo escenario (la Fiscalía General del Estado ratifica el temperamento del inferior), subordina el criterio judicial al criterio de la acusación, cuando que la Etapa Intermedia está diseñada, precisamente, para que las partes en igualdad de oportunidades procesales puedan sostener sus pretensiones, extremo que se debilita cuando imperativamente dispone el mentado artículo 358 que el magistrado resolverá conforme a lo peticionado por la Fiscalía General del Estado. 
c) El plazo para tramitar la oposición no está previsto, ni se trata de un caso en que la ley autoriza a su fijación judicial, por lo que tendríamos que pautar la aplicación de la regla general en materia de traslados prevista en el artículo 164 del CPP –el traslado es una figura que permite conocer a las demás partes de una presentación incidental o del ejercicio de una potestad judicial a los efectos de que se manifiesten los interesados con el planteo de una propuesta de solución (principio de bilateralidad y contradicción)-, y que es de 3 (tres) días.  

10.3  IMPOSIBILIDAD MATERIAL PARA ACUSAR Y ELEVAR LA CAUSA A JUICIO ORAL Y PÚBLICO.  

Es el caso en que el Ministerio Público presenta una acusación que cumpla con las exigencias sustanciales que estipula el artículo 347 del CPP, pero adolece de un vicio formal que desnaturaliza el acto conclusivo de acusación y que se concentra en la falencia que presenta un acto propio de la Etapa Preparatoria a cargo del órgano de investigación consistente en la oportunidad que el imputado debió tener para prestar declaración indagatoria. 
Nótese bien que pueden darse dos circunstancias posibles: a) sencillamente que no existe forma de acreditar que el imputado prestó indagatoria o se le dio la oportunidad suficiente para hacerlo, y; b) existe un acto procesal como indagatoria, pero el mismo no cumple con las exigencias del Código Procesal Penal para reputarla como tal. 
En ambas coyunturas, el Ministerio Público no está autorizado para formular acusación, tal como lo instrumenta el artículo 350 del CPP que reza: “…si antes no se dio oportunidad suficiente para la declaración indagatoria del imputado, en la forma prevista por este código. En las causas por delitos que no tengan prevista pena privativa de libertad, bastará darle oportunidad para que se manifieste por escrito, sin  perjuicio de su derecho de declarar cuantas veces quiera”.
De la norma expuesta se pueden extraer las siguientes pautas: 
a) El aspecto central de la garantía puesta en controversia es la oportunidad del imputado para prestar declaración indagatoria, consistente en el derecho a la defensa (ejercicio de la materialidad de su defensa en juicio a través del acto de la declaración indagatoria) que está prevista en los artículos 16 y 17.5 de la CN. 
b) La forma prevista para acreditar el cumplimiento de la exigencia constitucional se ciñe a las advertencias preliminares del artículo 87 del CPP y las prohibiciones del artículo 88 del CPP. 
c) Si existe acusación del Ministerio Público con la falencia expuesta, el acto podría estar viciado y el interesado podrá plantear un caso de nulidad absoluta.
 d) Como se trata de una garantía fundamental, el juez o tribunal, en cualquier estado del procedimiento, podrán declarar el vicio y la consiguiente nulidad de las actuaciones que directa o indirectamente están conectadas al acto irregular. 
e) La demostración de que existió oportunidad suficiente para prestar declaración indagatoria constituye el núcleo de la cuestión puntualizada en el artículo 350 del CPP, por lo que si se atacan vicios concernientes al documento en el cual consta la declaración, pero se puede demostrar con otros medios que existió la oportunidad, prevalece ésta última circunstancia y el acta puede ser declarada nula, más no el acto que subsiste por los otros medios de acreditación.  

10.4  POSICIÓN DEL QUERELLANTE ADHESIVO  

Cuando analizamos el rol del querellante adhesivo en el procedimiento ordinario, anticipamos que dos limitaciones presentaba aquél con relación a la posición adoptada por el Ministerio Público, las cuales, justificaban la naturaleza adhesiva, pero, reiteramos, puntillosamente en dos momentos procesales. Pues bien, el segundo momento procesal se da con la lectura de la parte final del artículo 358 del CPP que establece que “En ningún caso el juez podrá dictar el auto de apertura si no existe una acusación fiscal”, por lo que si se da la circunstancia de que el querellante adhesivo efectivamente presentó su acusación en la fecha fijada por el juez penal para que la Fiscalía presente su requerimiento conclusivo, y, aquél no lo hiciere, la causa no podrá superar la fase intermedia, y, por ende, la imposibilidad material para la apertura de un juicio oral y público es absoluta. He aquí una clara evidencia de las facultades menguadas de la víctima que asume el rol de querellante en una causa penal de acción pública. 
Fuera de esta característica, lo concreto es que el Ministerio Público debe presentar -la expresión es imperativa- una acusación con los mismos recaudos previstos en el artículo 347 del CPP. Debe consignarse que lo imperativo de la norma se da con relación a la presentación de una acusación, si es que decide asumir el rol de querellante adhesivo, reiterando que ésta última figura sigue siendo potestativa. Finalmente, la dependencia de la asunción de la querella adhesiva y, luego, la obligación de presentar acusación particular, siempre, según vimos, queda sujeta, a la presentación PREVIA de la acusación pública con las exigencias del artículo 347 del CPP, claro está, que la norma está referida -esencialmente- al Ministerio Público. Cumplida dicha carga por el órgano de persecución oficial y público, el que pretenda ser querellante adhesivo, preserva su autonomía en cuanto a su pretensión punitiva, la relación fáctica y la calificación jurídica, respectivamente.
Nótese, entonces, que la adhesividad es coyuntural y supeditada tan sólo a la existencia de una acusación pública, la cual, una vez superada, automáticamente permite que la víctima foralmente con una acusación adquiera la triple dimensión para esbozar, autónomamente, su teoría fáctica, jurídica y probatoria sobre el o los hechos pretendidos para su juzgamiento.
10.5  OTRAS MANERAS DE CONCLUIR LA ETAPA PREPARATORIA  

Dijimos que el Juez Penal tiene la potestad de señalar la fecha para que el Ministerio Público presente su acusación o formule otros requerimientos conclusivos, con lo cual, se quiere enfatizar que precisamente el órgano fiscal no tiene que culminar con una solicitud de acusación para derivar la causa a juicio oral y público; en este sentido tiene distintas alternativas que se pueden resumir en los siguientes numerales: 
a) Si la investigación no proporciona fundamento serio para sostener una acusación pública, solicitará el sobreseimiento definitivo o provisional, según el caso. Será definitivo, cuando los hechos investigados denoten que los mismos no constituyen hecho punible, o que el hecho probado no reviste características penales, o que directamente el imputado no participó del hecho imputado; será provisional, cuando los elementos de investigación colectados durante la etapa preparatoria son insuficientes y se puede inferir razonablemente la realización de otras pesquisas que pudieran variar la probabilidad afirmativa de que el imputado pueda ser considerado como autor o partícipe del hecho imputado. 

b) Es importante tomar en consideración que el sobreseimiento provisional se justificará cuando la Fiscalía acredite que las diligencias pendientes no pudieron cumplirse por causas ajenas a su voluntad –casos de pruebas complejas o de evidencias que no se encuentren a disposición del Ministerio Público, etcétera-, sin cuyo requisito no se podría sostener válidamente tal requerimiento; a más de esto, si el juez penal accede a la solicitud el sobreseimiento provisional se convertirá automáticamente en definitivo, si es que luego de transcurrido un año o tres años, según se trate de delitos o crímenes, del decreto de tal situación no se incorporen o se produzcan las diligencias pendientes de cumplimiento. 

c) También podrá solicitar similares requerimientos a los expuestos en el artículo 301 del CPP, es decir: la aplicación de un criterio de oportunidad, la suspensión condicional del procedimiento, el juicio abreviado, la conciliación, los acuerdos reparatorios y la revisión de las medidas cautelares ya impuestas. 

d) Fuera de estos supuestos, el Ministerio Público también podrá solicitar la acumulación o separación de procesos, plantear las excepciones previstas en la ley (aunque esta posibilidad es más difícil, ya que ordinariamente estas defensas deberán plantearlas las defensas técnicas, pero se recalca que esta alternativa podría verificarse para los casos de falta de competencia o falta de acción en el acusador particular por la naturaleza de los hechos punibles investigados, por citar algunos ejemplos puntuales).

LA ETAPA INTERMEDIA
1. LA FINALIDAD DE LA DICHA FASE: EL CONTROL HORIZONTAL DE LOS ACTOS CONCLUSIVOS DE LA INVESTIGACIÓN FISCAL
El diseño de la Etapa Intermedia responde a criterios sencillos y razonables: obtener la mínima dilación en el avance del proceso penal a su fase más trascendente en la que se pueda discutir, si corresponde, el “mérito” de los elementos de convicción que permitan probar con certeza afirmativa (ya que si persiste una duda razonable, no cabe otra alternativa que absolver de reproche y sanción al imputado por la presunción de inocencia y su correlato favor rei o in dubio pro reo -la duda a favor del acusado-) el hecho y la participación del sindicado. 
Es importante cotejar, en este nivel, lo dispuesto en el artículo 347 del CPP en su inciso 3º que sujeta la presentación de una acusación a cargo del Ministerio Público cuando “…la investigación proporcione fundamento serio (…)”, con lo cual se quiere recalcar que el paso de las etapas previas a la más importante que es el juicio oral y público, es una cuestión de seriedad y responsabilidad, valores fundamentales que deben regir la actuación de los organismos en un Estado auténticamente republicano, y, como tal, debe pasar por un test o un filtro procesal para que el Juez Penal de Garantías discierna razonablemente la mentada seriedad que dice presidir la presentación conclusiva del Ministerio Público, sin restar mérito o credibilidad a su investigación, sino que el control ulterior de aquella es una necesidad para cumplir con la pauta de que sólo una causa que amerite juzgarse con la participación directa del pueblo (juicio oral y público) a los efectos de la aplicación de la ley penal. 
Una discusión reiterada se cierne sobre la Etapa Intermedia, fundamentalmente porque algunos sostienen que es irrelevante porque su praxis demuestra una fase de mera formalidad en el que los jueces cohonestan las actuaciones del Ministerio Público, sea por desconocimiento de la naturaleza de dicho escenario, o, porque, sencillamente resulta fácil “derivar” el problema del análisis de la seriedad de la causa penal al juicio oral y público con lo pernicioso que resulta la derivación a juicio de una cuestión que, con una estricta valoración judicial, no hubiera pasado el cedazo del control de los actos conclusivos del órgano fiscal, principalmente, propiciado por los sustentadores de esta fase. Otro sector, no menos importante de operadores, señala lo contrario, en el sentido que si el Ministerio Público es el titular de la acción penal y si éste decide acusar, es un problema de dicho estamento probar con seriedad su pretensión, por lo que la Etapa Intermedia se erige, desde la tesis aludida, en una fase propicia para “anular” causas emblemáticas mediante un “férreo” control de la legalidad de la conclusión fiscal, pero no con respecto al “resto” de las causas que no conlleven algún interés puntual o grupal.
Lo concreto es que la Etapa Intermedia es una instancia prevista, originariamente, para cotejar la coherencia argumental de la conclusión de la investigación (en especial, si se trata de una acusación fiscal) mediante un contradictorio acotado, limitado que emerge de la confrontación con las demás partes para que el juez, luego de oída tales posturas, en audiencia oral y pública, resuelva si admite total o parcialmente la pretensión del acusador o de la defensa, cuidando que su decisión no se nutra de aspectos probatorios que sólo pueden valorarse para un hipotético juicio oral y público. 
En otras palabras, si existe una controversia en el aspecto probatorio que sólo podría dirimirse por vía del examen de los medios ofrecidos por cualquiera de las partes, no es posible que el Juez examine la cuestión, ya que se trataría de una circunstancia privativa o exclusiva del juicio oral y público. Este punto de partida es la base para reflexionar sobre el alcance de lo discutible en la Etapa Intermedia, que será sopesada caso por caso, pero constituye una pauta objetiva para desgranar, por antítesis, que los cuestionamientos que no pasen, inexorablemente, por el análisis del contenido interno de la información probatoria, perfectamente se podrían discutir durante la audiencia oral (Audiencia Preliminar) de la Etapa Intermedia, recordando que dicha diligencia es el acto más importante de esta fase. Ahora bien, lo que habría que repensar la trascendencia de la Etapa Intermedia desde la óptica del control de los actos de gobierno en un sistema democrático y republicano auténtico, visión restrictiva que ceñiría el análisis a considerar a la Etapa Intermedia como un “obstáculo” más para evitar el enjuiciamiento y castigo de los delincuentes (tesis pura de eficiencia) o en que la misma se erige como una valla más de protección al ejercicio del poder punitivo que se auto impone un Estado que ejerce racionalmente su poder coercitivo, primero, y el más intenso, el punitivo, finalmente, como última ratio.
 En tal sentido, nos parecer oportuno recordar unas expresiones vertidas por el Profesor Cafferata Nores en una conferencia brindada en el Paraguay hace varios años atrás cuando advertía que el sistema de derechos y garantías se circunscribía, en resumidas cuentas, desde la sencilla visión del ciudadano profano, que supuestamente analiza el fenómeno penal desde “afuera”, como “espectador” o “ciudadano neutral”, a una estructura de normas fastidiosas e inservibles para el común, que imponía un conjunto de restricciones para que el Estado pueda ejercer el “castigo al delincuente que lo merezca”, principalmente cuando existen serias sospechas de que el infractor incurrió en una conducta tan grave que las garantías, por más elementales que resulten, constituirían un aliciente a la impunidad. Decía Cafferata que la cuestión se tornaba de gris a negra, cuando el caso concreto se refería a hechos de gran repercusión por el termómetro social de la inseguridad que afecta a las “grandes mayorías” (¿?), y, en particular, cuando una causa penal no puede ser juzgada en un juicio oral y público por falencias formales detectadas en la investigación y aprovechadas por la legislación “garantista” en directo perjuicio de las “víctimas” en general. Esta es la visión superficial, pero predominante, que se trasmite hacia sociedad y sus integrantes no pueden comprender “cómo es posible que las garantías operen a favor de los delincuentes”. 
Una postura totalmente distante a la expuesta adoptará ese ciudadano que se considera un virtuoso cumplidor de las leyes, cuando -según su propia inferencia- “accidentalmente” es tocado por el sistema penal, alegando una “desgraciada acción”, una “desprolijidad excepcional” u otros adjetivos que justifiquen que el mismo, por regla, “no es merecedor del escenario penal que está reservado “naturalmente” para los verdaderos delincuentes”, en cuya circunstancia, sostendrá su apoyo en “esos” derechos procesales que le afectan y el problema es que, según el cristal con que se lo mire, uno reivindica o se erige en detractor del sistema de derechos concernientes al debido proceso penal, por lo que -siguiendo el razonamiento del jurista cordobés-, el sistema penal se utiliza como un el filoso cuchillo que apenas roza la carne lista para tirarla a la parrilla, la secciona sin mayores esfuerzos: depende de dónde se agarre el cuchillo para imprimir más fuerza (entendiendo que el filo del cuchillo equivale al poder punitivo estatal), si lo agarro por el filo me dolerá y me cortará, por ende, voy a exigir el mínimo esfuerzo para evitar el desgarro y el dolor, pero si lo agarro desde el mango para cortar al “otro” mediante el filo, obviamente que poco o nada importará la fuerza excesiva o racional para efectuar el corte, porque el objetivo es que corte y nada más. 
Sirva este ejemplo para entender que la acusación del Ministerio Público no es suficiente para derivar la causa a juicio oral y público, porque el acto conclusivo inexorablemente -por el principio republicano de publicidad y control de los actos de gobierno- debe ser objeto del análisis de seriedad como surge precisamente del artículo 347 del CPP. Una acusación -fundamentalmente- por más que en apariencia formal de su lectura tenga fundamento y sostén en medios probatorios es producto de una investigación informal -primero- y formal –después- que prevé una oportunidad única para que las demás partes (por prevalencia, el imputado y su defensor técnico) objeten lo que consideran irregular en el caudal probatorio que pretende sostener el órgano fiscal (recuérdese que el Ministerio Público dirigió su investigación sin posibilidades ciertas de que se produzca una controversia, con la promesa que su actuación objetiva impedirá excesos o abusos, y, es por esto que se articula una fase previa y posterior a la Preparatoria y que algunos denominan “fase de control de la investigación”, “crítica de la investigación” o “fase intermedia”, siendo esta última expresión la adoptada por nuestra legislación ritual). 
Esta “única oportunidad” para controlar los actos conclusivos del Ministerio Público tradicionalmente también existía de manera solapada o con escasa relevancia para el imputado en el sistema inquisitivo (se llamaba “plenario”, fase poco utilizada ya que la eternización del sumario a cargo del juez como investigador era el modo usual de empezar y culminar el proceso, entendiendo que la culminación, en puridad, era expresiva, porque las causas penales terminaban, por lo general, con el cumplimiento de la eventual pena que le correspondería al imputado en la hipótesis de resultar condenado), desvirtuándose en la práctica con un mero control de las formas y a cargo del mismo juez que “produjo sus pruebas para valorar su trabajo con imparcialidad” (¡!). 
Esto propiciaba la utilización casi exclusiva de recursos contra los actos conclusivos del sumario (el equivalente a la Etapa Preparatoria, salvando las sustanciales diferencias entre el modelo inquisitivo y el acusatorio), y, por ende, finalmente el órgano que controlaba los actos conclusivos de la investigación resultaban ser los tribunales de apelación, circunstancia que distingue la denominación de “control vertical” de la conclusión de la investigación. 
En procura de enfrentar esta nefasta herencia del sistema inquisitivo, contrario a las bases republicanas de juzgamiento, es que se previó una fase ubicada entre la conclusión de la Etapa Preparatoria y la previa al inicio de la instancia más importante del proceso penal que es el juicio oral y público que por la misma expresión mereció  la nominación de Etapa Intermedia, caracterizada por la contrapartida al control vertical al postular un control horizontal de la investigación fiscal. Reiteramos, en el viejo esquema inquisitivo, la impugnación de los actos del sumario se realizaba, con predilección, sobre la base de incidentes de nulidades que requerían el estudio de las Cámaras de Apelación, lo cual, por la mora judicial y el recargo de trabajo propio del modelo imperante, generaba una distorsión del principio de concentración y progresividad (realizadores del elemental principio de “inmediación”) de los actos procesales hacia el “típico y más trascendente”, cual es, el dictado de una sentencia luego de realizarse el juicio previo. El modelo inquisitivo, entonces, resumía su función de “control por las partes de los actos de investigación” por vía de los interminables recursos e incidentes de nulidades (con apelaciones implícitas) , extrayendo del ámbito del juez natural la dilucidación de cuestiones atinentes al control propio de la labor desarrollada por aquél entonces por el juez que dirigía el sumario. 
El diseño del actual Código Procesal Penal, pergeña un estadio procesal para oponer las excepciones, señalar los vicios e irregularidades que influirían -de admitirse- sustancialmente en el progreso de la acusación o la conclusión fiscal, y, en fin, sosteniendo –el defensor del imputado, reiteramos- cuestionamientos a la labor de investigación desplegada por aquél. 
La Etapa Intermedia, entonces, constituye el momento en que se realizara un “mini” juicio oral y público entre las partes a los efectos de analizar el “valor de las evidencias” y del grado de credibilidad (fundamento serio es el término correcto) de la “incriminación de la Fiscalía”, postulándose economía no sólo en recursos, sino en labores propias de las partes, ya que en esta fase deberán agotar sus esfuerzos intelectuales para dirimir, en un solo acto bajo reglas de concentración, inmediatez, simplicidad y contradicción (sumando la oralidad y publicidad ya consignada), las oposiciones al progreso del acto conclusivo del órgano fiscal o del querellante particular, a fin de que el mismo juez penal de garantías las resuelva, sea impugnando en forma integral o parcial el resultado de la investigación desplegada durante la Etapa Preparatoria. 
De esta manera, se logran conjugar los principios de “control de la prueba” ofrecida para el juicio oral y público y se permite una defensa amplia del imputado que, incluso, puede prestar declaración indagatoria ante el Juez si lo considere indispensable para la mejor defensa de sus derechos, y al mismo tiempo, ejercer sus derechos de requerir el sobreseimiento definitivo o provisional –según el caso-, oponer excepciones, plantear nulidades o exclusiones probatorias, etcétera.  

1.1 ASPECTOS QUE DEBEN DISTINGUIRSE EN LA ETAPA INTERMEDIA 

A los efectos de una mayor precisión explicativa, formularemos varias interrogantes que trataremos de responder conforme a los parámetros normativos vigentes para que el lector pueda tener una visión completa de la trascendencia teórica de esta etapa, pero altamente deficiente en la praxis.  

¿Cuándo comienza la Etapa Intermedia? 

Llegada la fecha fijada por el Juez Penal (el cual puede diferir, según el Ministerio Público haya solicitado prórrogas ordinaria y extraordinaria, respectivamente, v. gr. la fecha finalmente podría ser determinada por un Tribunal de Apelaciones), el Ministerio Público debe efectuar un requerimiento de “conclusión”, con el cual, culmina la Etapa Preparatoria y se da paso formal a la Intermedia. 
En consecuencia, todos los actos procesales que dispone el órgano jurisdiccional, con posterioridad a la presentación del requerimiento conclusivo del Ministerio Público (y la querella, según el caso), constituyen segmentos o actos propios e incorporables a la Etapa Intermedia.  

¿En qué puede consistir el requerimiento conclusivo del Ministerio Público?

En puridad, tres constituyen los ejes conclusivos que puede desplegar el Ministerio Público al concluir la Etapa Preparatoria y formular su requerimiento en ese sentido en la fecha judicialmente prevista. 
Tales requerimientos pueden ser: 
a) La acusación y solicitud de elevación de la causa a juicio oral y público; 
b) El sobreseimiento provisional o definitivo, y; 
c) Las salidas alternativas (o alternas) al procedimiento ordinario.
En la misma fecha -entiéndase que constituye una facultad y no un deber como corresponde al Ministerio Público-, el querellante adhesivo que pretenda mostrarse “parte” acusadora para las subsiguientes etapas del procedimiento también deberá presentar su pretensión punitiva, sujetando dicha formulación a las mimas exigencias previstas en el artículo 347 del CPP. Esto es lo que se desprende de la lectura del artículo 348 del CPP. 
En este punto, es menester hacer que el acusador particular tiene independencia para calificar los hechos acusados bajo modalidades distintas a las expuestas por el acusador público, reiterando que es condictio sine quae non que exista esa acusación fiscal, incluyendo esta disponibilidad en lo concerniente a las pruebas y, finalmente, a su expectativa punitiva que lógicamente podrá diferir del criterio que sostenga eventualmente el órgano de representación social. Si bien esto no surge explícitamente de la lectura de los preceptos de la Etapa Intermedia, de una interpretación sistemática del ritual penal, cuando analicemos el juicio oral y público nos percataremos que la única exigencia impuesta por nuestra legislación ritual no es otra que la preexistencia de una acusación pública que sirva de base (no de techo) para que el magistrado derive la causa a juicio oral y público cuando exista mérito para ello (léanse los artículos 350 y 358 del CPP, respectivamente), lo cual no equivale a decir que una vez presentada dicha base en la forma prevista al concluir la Etapa Preparatoria –la acusación del Ministerio Público y la solicitud de elevación de la causa a juicio oral y público- si existe acusación del querellante adhesivo, éste adquiera autonomía en sus pretensiones, porque dicho carácter –la adhesividad propiamente- concluye con el auto de apertura a juicio oral y público, fase en la que la víctima que asuma formalmente la acusación puede obrar con toda prescindencia de lo que exponga la fiscalía; todavía más, inclusive el tribunal de sentencia podría condenar sobre la base de la acusación particular, si la fiscalía en sus alegatos se abstuviera de de pretensión la punición de la conducta probada.  

¿Cuál es la actividad procesal formal que inicia la sustanciación de la Etapa Intermedia? 

El dictado de una providencia, por lo general, por la cual el Juez Penal que receptó el o los requerimientos conclusivos de la investigación fiscal, por la cual dispondrá dos cuestiones básicas: 
a) La puesta a disposición de las demás partes (de ordinaria, el o los imputados) para que analicen las evidencias y conclusiones sostenidas por el Fiscal y la querella adhesiva, respectivamente, por un plazo común de cinco días; 
b) La fijación de una audiencia preliminar en un lapso no inferior a los diez días ni superior a los veinte días, en la cual se debatirán única y exclusivamente las solicitudes de las partes y el diligenciamiento de las pruebas pertinentes a las solicitudes, siempre que las mismas no pretendan abrir anticipadamente un debate sobre el fondo de la causa penal o que se refieran a hechos que oportunamente no fueran sostenidos por las partes en la etapa de investigación, salvo que se traten de circunstancias notoriamente “posteriores” a la conclusión de la investigación.  

¿Es trascendente la discusión en torno a la interpretación del plazo común de cinco días que tienen las partes para formular objeciones por escrito? 

Un punto que debe advertirse, el plazo común de cinco días que disponen las partes (principalmente, la defensa técnica)  para objetar el requerimiento conclusivo del fiscal (cuando fundamentalmente acusa al imputado) es meramente “referencial”, en el sentido que se quiere dejar en claro que la etapa intermedia es la que permite el debate acerca de los defectos o vicios formales o sustantivos que presenta, esencialmente, la acusación pública y privada, respectivamente. Nada obsta -por interpretación extensiva a tenor de los artículos 17.5 y 17.7 de la CN en concordancia con los artículos 5, 6 y 10 del CPP- que el imputado o su defensor señalen sus objeciones fuera de dicho lapso común de cinco días, siempre que justifiquen que la demora no es imputable a su inercia, sino a cuestiones ajenas a su voluntad. Tampoco pueden ofrecer prueba que analice la cuestión de fondo y que se pretenda producir en la etapa intermedia, ya que esta es una cuestión extraña a la naturaleza del debate preliminar.
Lo que pueden hacer es ofrecer pruebas para sostener las excepciones o impugnaciones (nulidades absolutas o relativas) que plantean en este momento, siempre y cuando no se pretenda desviar el objeto de las pruebas hacia el estudio del fondo de la cuestión, que repetimos, está reservada única y exclusivamente para el juicio oral y público.
2. PLANTEAMIENTOS QUE SE PUEDEN EFECTUAR

Las partes disponen de una serie de facultades para ejercer el derecho a la defensa de sus intereses por el lapso de cinco días comunes (criterio formal o meramente indicativo, como se advirtió) y pueden ejercerlas hasta el día mismo de la audiencia preliminar (criterio de amplitud de la defensa). 
Tales planteamientos que pueden realizar consisten en los siguientes: 
a) Señalar los vicios formales o el incumplimiento de aspectos formales de la acusación; 

b) Objetar la solicitud de sobreseimiento, sobre la base de defectos formales o substanciales; 

c) Oponer las excepciones previstas en este código, cuando no hayan sido planteadas con anterioridad o se funden en hechos nuevos; 

d) Solicitar el sobreseimiento definitivo o provisional; 

e) Proponer la aplicación de un criterio de oportunidad. El imputado sólo podrá proponerlo cuando alegue que se ha aplicado a casos análogos al suyo y siempre que demuestre esa circunstancia; 

f) Solicitar la suspensión condicional del procedimiento; 

g) Solicitar la imposición o revocación de una medida cautelar; 

h) Solicitar el anticipo jurisdiccional de prueba; 

i) Proponer la aplicación del procedimiento abreviado conforme a lo previsto en el libro segundo; 

j) Proponer la conciliación; 

k) Plantear cualquier otra cuestión incidental que permita una mejor preparación del juicio; 

l) El imputado y su defensor deberán proponer la prueba que producirán en el juicio. 

m) Asimismo y dentro del mismo lapso, deberán ofrecer los medios de prueba necesarios para resolver las cuestiones propias de la audiencia preliminar, y, finalmente; 

n) Es importante señalar que el ofrecimiento de la prueba por parte de la defensa, así como los demás planteamientos se podrán efectuar en forma oral en la audiencia preliminar, ya que en dicha oportunidad se sustanciarán las solicitudes de las partes, circunstancia perfectamente admisible por el principio de “amplitud de la defensa”, como se infiere de los términos de los artículos 5 y 10 del CPP.

3. LA AUDIENCIA PRELIMINAR

3.1 FUNDAMENTO Y NATURALEZA JURÍDICA DE ESTA DILIGENCIA

La Audiencia Preliminar se rige por las reglas de oralidad y publicidad, en el sentido que la diligencia, obligatoriamente, debe sujetarse a idénticos principios que rigen el juicio oral y público. Obviamente que no es un calco de aquélla diligencia, porque entonces ingresaríamos en una lógica vulneradora de la garantía esencial del “único proceso” y, por ende, del “único juicio oral y público”. Lo que se quiere recalcar es que las reglas de sustanciación se rigen bajo los principios de oralidad y publicidad, con el agregado de los restantes ingredientes típicos de dicha forma y que surgen de la lectura del artículo 1 del CPP que reglamenta positivamente el juicio previo, al decir que: “…En el procedimiento se observarán especialmente los principios  de oralidad, publicidad, inmediatez, contradicción, economía y concentración,  en la forma  en  que este código determina”.
No es ocioso recordar que cuando existan conflictos entre la aplicación de las normas propias de la Etapa Intermedia (principalmente en lo atinente a la sustanciación de la Audiencia Preliminar) con las vinculadas al juicio oral y público, no puede perderse de vista la prohibición de la analogía y la interpretación extensiva, salvo cuando sean más favorable al ejercicio de los derechos y facultades previstas en el ordenamiento jurídico-penal para el imputado. Es por dicha razón que el magistrado debe cotejar, según las particularidades de cada caso, la necesidad de acudir a la extensión o analogía interpretativas de las normas del juicio oral y público, por las limitaciones que le imponen, a su vez, el principio de legalidad procesal penal plasmado en el artículo 10 del CPP.
¿Cómo se sustancia, en lo básico, y siguiendo las reglas propias de la Etapa Intermedia -su acto procesal más trascendente-, la Audiencia Preliminar? 

El día de la audiencia preliminar, el Juez Penal dirigirá sus actos con total independencia e imparcialidad, cuidando que el acto no se transforme en un debate sobre el fondo del asunto. Asimismo, regirá sus actos por las reglas que supletoriamente se aplicarán para las audiencias orales y públicas, dando suficiente tiempo a las partes para que formulen sintéticamente sus pretensiones, no sin antes bregar por la conciliación entre las mismas, impulsándola y ofreciendo alternativas que, según su razonable criterio, sean pertinentes para la resolución del litigio penal. Lo que debe quedar claro es que dicha audiencia no se transforme en un rito, ya que las actuaciones deben circunscribirse a los aspectos trascendentales y evitar la trascripción literal de las posiciones de las partes. 
La Audiencia Preliminar es entendida como una institución de control formal y sustancial de las actividades y diligencias de la investigación, principalmente de la acusación. Esta diligencia, también permite la aplicación de alternativas dentro del proceso penal, como la suspensión condicional, el procedimiento abreviado, la aplicación de criterios de oportunidad y otras. Durante la sustanciación, el Juez Penal debe admitir o rechazar la prueba ofrecida por las partes para el juicio, y al mismo tiempo podrá ordenar la realización de otras que permitan una mejor preparación del juicio. También pueden surgir incidencias propias de la sustanciación de la Audiencia Preliminar, en cuyo caso, si alguna de las partes no está conforme con la determinación adoptada por el Juez Penal en el desarrollo, deberán ejercer la única materia recursiva prevista para el caso, cual es, el de reposición, señalándose que no es necesaria la apelación en subsidio, porque se trata de un planteo en una audiencia oral que al formularse conlleva, implícitamente, la subsidiariedad de la apelación si el vicio no es corregido al final de la discusión. 
Una vez finalizada la audiencia preliminar, inmediatamente el Juez deberá resolver todas las cuestiones que han sido planteadas, y en el caso que exista una acusación pública (recuérdese que también puede existir una acusación particular, pero el paso a la fase del juicio oral y público depende exclusivamente de una plataforma propia que la brinda una acusación pública), dictará el auto de apertura a juicio oral y público, admitiendo la acusación (pública -y privada también- si es que existe). 
Esta es la resolución más importante de la Etapa Intermedia, porque en ella se determina el objeto del juicio y la sentencia proveniente solamente podrá referirse a los hechos que han sido expuestos en un debate contradictorio. 
En la Audiencia Preliminar, como se puede constatar con las normas del CPP, se adoptan decisiones de gran trascendencia procesal para el futuro del sostenimiento de la acción penal, y, por esta propia envergadura de su importancia político-criminal (pone de relieve la seriedad de la acusación y su eventual admisión es la que marcará el rumbo del “objeto” del proceso penal para el juicio oral y público, sobre el cual se construirá la “congruencia” de la decisión finalmente recaída en el juicio oral y público), exigen la máxima responsabilidad en el tratamiento de las cuestiones deducidas.2 Y esta exigencia, es la que precisamente no se cuida, o, directamente, se olvidan, principalmente los órganos estatales, cuando la convierten en un rito in extremis y poco o nada permiten discutir respecto a circunstancias perfectamente controvertibles durante la sustanciación de la Audiencia Preliminar. No está demás admitir, en la realidad, que la investigación desplegada por el Ministerio Público durante la Etapa Preparatoria, en cierto modo, puede incorporar excesos en el ejercicio de sus amplias facultades, principalmente, de su poder coercitivo. De ahí que su actuación pueda generar cierta “similitud” con el modelo inquisitivo, lo que se pretende corregir durante la discusión con rasgos propios del modelo acusatorio (oralidad, publicidad, inmediatez, sencillez, concentración, contradicción y economía) de la Etapa Intermedia, y, en especial, la Audiencia Preliminar. De esta manera, se preservan o restañan los derechos y garantías procesales, entre ellas, principalmente, las concernientes a la inviolabilidad de la defensa y de la principio de presunción de inocencia, que no sólo deben regir con todo su rigor conceptual y operativo en el juicio, sino en todo el procedimiento penal (obviamente que se integra a dicho esquema, la Etapa Intermedia). 
El Juez Penal como garantizador de las reglas del debido proceso penal dispone de muchas facultades para corregir los vicios que ordinariamente se pueden observar en la tarea de investigación desplegada por el Ministerio Público, pero, obviamente, se reitera siendo cuidadoso y auto limitándose en esta actuación, para evitar incursionar por reemplazos propios de las partes y arriesgando notoriamente su imparcialidad. De ahí que su función se ciña a la enmienda -en la medida de lo posible- los errores de orden formal o sustancial y salvaguardar la tarea informativa acumulada por el Fiscal, siempre que no se encuentre frente a obstáculos insalvables como el caso de actos que vulneran elementales garantías a favor del imputado, en cuyo caso, la nulidad absoluta jamás puede ser objeto de saneamiento y mucho menos de convalidación, ya que admitir el ingreso de evidencias o elementos probatorios contaminados por el germen de la nulidad absoluta, lo único que contribuirá es a la nulidad insanable de la etapa subsiguiente, cual es, la del juicio oral y público. 
Finalmente, el Juez Penal luego de oídas las partes respecto a sus fundamentos y requerimientos, así como desarrollada la prueba pertinente a la posición de cada una, se retirará inmediatamente para resolver y dictará una resolución que puede tender a dos direcciones bien definidas: 
a) Disponiendo la admisión de la acusación (con reformas de la calificación requerida por el Ministerio Público o la querella, según el caso), dictando el auto de apertura a juicio oral y público, o; 

b) Admitiendo la oposición de la defensa, haciendo lugar al sobreseimiento definitivo o provisional de la causa o a las excepciones perentorias (ejemplo: prescripción o extinción de la acción, falta de acción en el acusador público, etc.).  

3.2 DECISIONES QUE SE PUEDEN ADOPTAR

Unificando lo expuesto en el párrafo del tópico anterior, el Juez Penal, luego de finalizada la audiencia (en realidad, la norma habla en forma inmediata), resolverá todas las cuestiones planteadas (aunque es importante advertir que, en la práctica, los jueces aplican supletoriamente las normas de deliberación y sentencia del juicio oral y público, en el sentido que explican la resolución adoptada al culminar la vista pública y dentro de los cinco días hábiles siguientes proceden a entregar la resolución en forma escrita, momento a partir del cual quedarán notificadas las partes). Si bien es discutible tal modalidad, porque las reglas de deliberación y sentencia permiten esa extensión del concepto temporal de “inmediatez” de la decisión, porque se analiza el fondo de la cuestión, mientras que en la Etapa Intermedia precisamente por lo dispuesto en la normativa que regula dicha fase, “el juez velará porque no se discutan en la misma cuestiones propias del juicio oral”. Entonces la distinción entre el motivo para extender el plazo de inmediatez hasta cinco días (en el caso del juicio oral y público) con una suerte de equivalencia para las resoluciones de la Audiencia Preliminar, no está dada, y, por ende, constituye un exceso en detrimento del derecho que tiene el imputado de obtener un pronunciamiento en el plazo legal, el cual, obviamente, en la mayoría de los casos, no se verifica. 
En fin y salvando esta disquisición interpretativa, cualquiera sea la modalidad adoptada, la resolución del magistrado podrá consistir en las siguientes determinaciones: 
a) Admitirá, total o parcialmente, la acusación del Ministerio Público y del querellante, y ordenará la apertura a juicio; 

b) Ordenará la corrección de los vicios formales de la acusación del Ministerio Público y la del querellante; 

c) Resolverá las excepciones planteadas; 

d) Sobreseerá definitiva o provisionalmente, según el caso; 

e) Suspenderá condicionalmente el procedimiento o aplicará criterios de oportunidad, resolviendo lo que corresponda; 

f) Ratificará, revocará, sustituirá o impondrá medidas cautelares; 
g) Ordenará el anticipo jurisdiccional de prueba, conforme a lo previsto en este código; 
h) Sentenciará según el procedimiento abreviado; 
i) Aprobará los acuerdos a los que hayan llegado las partes, respecto a la reparación civil y ordenará todo lo necesario para ejecutar lo acordado;
j) Admitirá o rechazará la prueba ofrecida para el juicio. Podrá ordenar prueba de oficio sólo cuando sea manifiesta la negligencia de alguna de las partes y su fuente resida en las actuaciones ya realizadas, y; 
k) Ordenará la separación o la acumulación de los juicios.
La lectura pública de la resolución servirá de suficiente y debida notificación.  

3.2.1 EL SOBRESEIMIENTO DEFINITIVO  

El Código Procesal Penal no puntualiza el concepto del sobreseimiento, circunstancia que nos permite acudir a la ensayada por el procesalista Ricardo Núñez en su obra “Derecho Procesal Penal”, en su página 293, Editorial Lerner, Córdoba (Argentina) que se expresa en los siguientes términos: “el sobreseimiento es la sentencia del juez o tribunal que, antes de su terminación normal, por motivos especificados por la ley, cierra irrevocable y definitivamente el proceso con relación al imputado a cuyo favor se dicta". Añadiríamos que este concepto, conforme a nuestra legislación positiva, no contempla sus dos modalidades, ya que cuando es definitivo se tendría que sostener que equivale a una sentencia absolutoria anticipada o extraordinaria, por usar una expresión que pretende exaltar su naturaleza excepcional a la regla de conclusión de un juicio y que se da través de la sentencia absolutoria o condenatoria, según el caso. En puridad, no se trata de una sentencia definitiva técnicamente, ya que esta decisión sólo se puede dictar una vez concluido el juicio oral y público, y, excepcionalmente, en el procedimiento abreviado. La interpretación debe ser taxativa, y, por ende, más allá de la naturaleza jurídica del instituto, los efectos que produce el sobreseimiento definitivo son los mismos que una sentencia absolutoria, por lo que se puede concluir que estructuralmente contiene los requisitos sustanciales de una sentencia, excepto la valoración probatoria, salvo que aquélla haya sido objeto de discusión durante la Etapa Intermedia, estadio previsto para decidir sobre su procedencia. 
Finalmente, otro dato importante que surge del dictado de un sobreseimiento definitivo es que una vez que adquiera firmeza, clausura con relación al imputado y al hecho que motivó el procedimiento, bajo circunstancia o modalidad alguna se puede reabrir la causa, por lo que se puede decir que equivale a la “cosa juzgada formal y material”, aunque con prurito académico se haya consolidado la “cosa juzgada formal”. 
En lo que concierne al texto legal, dice el artículo 359 del CPP:
 “Sobreseimiento Definitivo. Corresponderá el sobreseimiento definitivo:

 1. Cuando resulte evidente que el hecho no existió, que no constituye hecho punible o que el imputado no ha participado en él; 

2. Cuando, a pesar de la falta de certeza, no exista razonablemente la posibilidad de incorporar nuevos elementos de prueba y sea imposible requerir fundadamente la apertura a juicio, y; 

3. Por extinción de la acción penal. La resolución (auto interlocutorio) contendrá: 
a) Los datos personales del imputado. 
b) La descripción del hecho que se le atribuye. 
c) Los fundamentos. d) La parte resolutiva, señalando los preceptos jurídicos aplicables.
La resolución  por la cual se decreta el sobreseimiento definitivo cerrará irrevocablemente el procedimiento con relación al imputado en cuyo favor se dicte, inhibirá una nueva persecución penal por el mismo hecho y hará cesar todas las medidas cautelares. Aunque la resolución no esté firme, el juez decretará provisionalmente la libertad del imputado o hará cesar las medidas sustitutivas que se le hayan impuesto y contendrá la manifestación de que el procedimiento no afecta el buen nombre y honor del imputado y ejecutoriada esa resolución, se cancelará cualquier registro público o privado del hecho, con relación al sobreseído.
3.2.2  EL SOBRESEIMIENTO PROVISIONAL

Si los elementos de convicción recolectados durante la investigación resultan insuficientes para realizar el juicio, el Ministerio Público requerirá -amparado en el principio de objetividad- el sobreseimiento provisional, decisión que corresponderá decretar al Juez Penal mediante el dictado de auto interlocutorio fundado en el cual se mencionarán expresamente los elementos o medios probatorios que se espera incorporar, claro está, sobre la base de la proposición del Ministerio Público. En todos los casos, la resolución también contendrá la orden de cesación de todas las medidas cautelares que soporta el imputado. 
Lo que se discute con relación a esta figura son los siguientes aspectos a saber:  

¿La reapertura del procedimiento por vía de un sobreseimiento provisional equivale a una reapertura de la investigación o de la Etapa Preparatoria? 

Obviamente que si se decretó el sobreseimiento provisional, la misma emanó de una Audiencia Preliminar, es decir, de la sustanciación de la Etapa Intermedia, por lo que atendiendo a los dispositivos de los artículos 12, 165, 167, 168, 169 y 171 del Código Procesal Penal, bajo pretexto de renovación del acto, cumplimiento de un acto omitido o cualquiera otra circunstancia no se podrá retrotraer el procedimiento a etapas anteriores. En tal contexto, no existe posibilidad de dar un tratamiento análogo a la reapertura dentro del lapso permitido jurídicamente para continuar el procedimiento cuando anteriormente se decretó el sobreseimiento provisional, porque la Etapa Preparatoria (de investigación) culminó y dicha secuencia es irreversible. 
El punto que merece destacarse sobre este aspecto, surge de la expresión de los preceptos que hacen referencia al sobreseimiento provisional que utilizan indebidamente e indistintamente las expresiones “reapertura de la investigación” o “del procedimiento”, expresión de la cual se nutren los operadores para destacar una suerte de “plus” retrotrayendo el procedimiento a una etapa perimida e irreversible, pero para neutralizar dicha operación basta con dar lectura al artículo 12 del CPP y los preceptos que hacen referencia a la irregularidad de los actos procesales para percatarnos, claramente, que la investigación culminó y que la reapertura nunca tendría que ser de la investigación y sí del procedimiento con la presentación del resultado de los “nuevos elementos que fueran señalados en el propio auto que decretó el sobreseimiento provisional” por parte del Ministerio Público con su requerimiento conclusivo para proseguir la Etapa Intermedia, más nunca para “continuar investigando”. Obviamente que esta distinción es imperceptible a la luz de los operadores involucrados en el manejo jurisdiccional que prefieren dar un procedimiento pretoriano al sobreseimiento provisional en el sentido de que una vez solicitada la reapertura del trámite lo efectúan bajo la fórmula de “reabrir la investigación, señalando fecha para que presente su requerimiento conclusivo” y esta distorsión genera graves contradicciones con la lógica del diseño acusatorio que se plasma bajo criterios de concentración, progresividad y economía, con la prohibición expresa de reinterpretar las normas procesales sobre la base de la analogía o extensión, salvo cuando expresamente favorezcan la libertad del imputado o el ejercicio de sus derechos y facultades (favor rei, artículo 10 del CPP).
¿Después de cuánto tiempo de decretado el sobreseimiento provisional se extingue la acción si es que no dispuso la continuación del procedimiento? 
De la lectura de los artículos 25 y 362 del CPP surge una antinomia, ya que el primero de los preceptos hace referencia al lapso (sin distinción) de un año, mientras que el segundo de los preceptos distingue entre delitos y crímenes, estableciendo el lapso de un año y tres años, respectivamente.
Por la sistemática del Código Procesal Penal que dispone de dos partes (una general, de principios o estática y una especial, de procedimientos o dinámica), prevalece el dispositivo más beneficioso para el imputado por lo que el plazo tendría que ser, en todos los casos, de un año para que el sobreseimiento provisional decretado produzca la extinción de la acción si no se ordena la reapertura en dicho lapso. 
Esta es una cuestión de hermenéutica sustantiva (interpretación sistematizada), pero en la práctica se distingue entre delitos y crímenes para operar con la figura de la extinción sobre la base de dicho supuesto. El objeto de esta aclaración es simplemente para que el lector sepa discurrir con sobrados elementos de convicción para enfrentar posturas dogmáticas y carentes de la mínima estimativa jurídica cuando se adopta el temperamento que en la praxis adquiere preeminencia.

4. EL AUTO DE APERTURA A JUICIO ORAL Y PÚBLICO  

La resolución por la cual el juez decide admitir la acusación del Ministerio Público y del querellante, en su caso, y abrir el procedimiento a juicio oral y público, contendrá: 
1. La admisión de la acusación, con la descripción precisa del hecho objeto del juicio y de los procesados acusados; 

2. Las modificaciones introducidas al admitir la acusación, con la indicación detallada de las circunstancias de hecho extraídas o agregadas; 

3. Cuando la acusación ha sido interpuesta por varios hechos y el juez sólo la admite parcialmente, determinará con precisión los hechos por los que abre a juicio y la resolución de lo que corresponda respecto de los otros hechos; 

4. Las modificaciones en la calificación jurídica del hecho punible, cuando se aparte de la acusación; 

5. La identificación final de las partes admitidas; 

6. La procedencia o rechazo de las medidas cautelares o su sustitución, disponiendo en su caso, la libertad del imputado; 

7. La intimación a todas las partes, para que, en el plazo común de cinco días, concurran ante el tribunal de sentencia, se presenten y fijen domicilio procesal, y; 

8. La orden de remitir las actuaciones al tribunal de sentencia competente. 

Practicadas las notificaciones correspondientes, el secretario remitirá al tribunal de sentencia, dentro de las cuarenta y ocho horas, las actuaciones, la documentación y los objetos incautados, a cuyo efecto, dicho funcionario también remitirá un informe sobre los detenidos en esa causa, poniéndolos a su disposición y lo comunicará a las autoridades de las instituciones en que ellos se encuentren detenidos.  

4.1 LA NATURALEZA DEL AUTO DE APERTURA A JUICIO ORAL Y PÚBLICO
El problema que se suscita aquí es que por aplicación del principio de control horizontal de la investigación a cargo del Juez Penal en la etapa intermedia, se considera que la admisión de la acusación y el consecuente dictado del auto de apertura a juicio oral y público (decisión irrecurrible) las demás cuestiones no son susceptibles de recurrirse por las demás partes, lo cual sería bastante superficial, ya que existen diversas circunstancias que impedirían cerrar la vía del examen de la materia recursiva, porque es indudable que muchas cuestiones planteadas en el etapa intermedia, mal se pueden reincorporar al juicio oral y público (Ejemplo: una excepción de prescripción o extinción de la acción penal pública que se desestima, si dicha resolución se considera irrecurrible por aplicación del carácter irrecurrible del auto de apertura a juicio oral y público en aplicación de la famosa expresión: lo accesorio sigue la suerte de lo principal, tal planteamiento resultará inviable en el juicio oral y público y sabiendo que los incidentes resueltos son apelables, es evidente que debe darse la interpretación extensiva que prevé el artículo 8.2.h) del Pacto de San José de costa rica cuando señala que el imputado es el autorizado a ejercer alguna materia recursiva contra las decisiones del inferior). 
En este sentido, si una de las partes recurre alguna cuestión susceptible de tal planteamiento (excepciones, nulidades, medidas cautelares, calificación jurídica de los hechos, exclusiones probatorias, etc.), por la amplitud de la defensa que incluye al derecho recursivo a favor del imputado, se debe tramitar el recurso y una vez que la decisión impugnada quede firme y ejecutoriada, pasar a la siguiente etapa. De cualquier manera, esta es una cuestión elemental, ya que es imposible que inmediatamente de dictado el auto de apertura a juicio oral y público, el Juez Penal de Garantías deberá esperar el lapso de cinco días como mínimo para que su decisión quede firme y si es que no se producen recursos contra la misma, remitir las actuaciones al Tribunal de Sentencia para que disponga lo que corresponda en cuanto al movimiento de la tercera y última etapa del procedimiento ordinario. 
Si el Juez Penal espera que su resolución quede firme y ejecutoriada, es evidente que con ello evitará la preclusión de la etapa intermedia y habilitar el estudio de las materias defensivas que las partes disponen, principalmente, la defensa, por mandato del derecho internacional vigente, tal como lo prevé jerárquicamente el artículo 137 de la Constitución en concordancia con el artículo 1 del Código Procesal Penal. Sin embargo, es preciso advertir que esta posición no es la utilizada corrientemente por los tribunales nacionales, ya que se declaran inadmisibles los recursos promovidos contra las decisiones complementarias o accesorias al dictado del Auto de Apertura a Juicio Oral y Público, porque el artículo 461 del CPP en su parte final, dispone: “...No será recurrible el auto de apertura a juicio oral y público”. 
EL JUICIO ORAL Y PÚBLICO

1. LOS PRINCIPIOS QUE GOBIERNAN DICHA ETAPA
El juicio oral y público es la etapa esencial y principal de todo el proceso penal, es la más importante, por ello las etapas anteriores se desarrollan  dirigiéndose hacia la sustanciación del juicio. En dicho ámbito, más precisamente, es donde los conflictos sociales que significaron la apertura de un proceso penal son redefinidos mediante resolución judicial definitiva. 
El desarrollo de los presupuestos del juicio oral y público encuentra una explicación más didáctica si es que su estudio lo dividimos en cuatro capítulos, a saber: 

a) Las normas generales que refieren los principios formativos clásicas del juicio, promoviendo la aplicación bajo pena de nulidad de los principios de inmediación, publicidad y oralidad, bregando por el respeto de la continuidad del juicio, admitiendo suspensiones especiales y taxativas y los derechos y deberes de las partes durante la sustanciación del debate; 
b) Los preparativos esenciales que está a cargo del presidente del tribunal con la coordinación del secretario que gerencia todo lo concerniente a las citaciones, notificaciones y medios necesarios para proveer lo necesario que permita un normal desarrollo de la audiencia; 
c) El control personal que las partes pueden efectuar durante esa etapa preparatoria del juicio oral y público, mediante los incidentes y excepciones sustentados en hechos nuevos o posteriores al auto de apertura a juicio oral y público, así como las recusaciones fundadas contra uno o todos los miembros que integran el tribunal sentenciador, y; d) Las reglas propias para la deliberación y sentencia que expresamente deben observar los jueces sentenciadores, bajo pena de nulidad del resultado del juicio oral y público.
Existen algunas cuestiones puntuales que merecen destacarse y que los resumimos de la siguiente manera:
a) La audiencia deberá conservar, en todo momento, la continuidad y concentración, de manera que la ausencia de personas citadas a comparecer, merecerán la comparecencia inmediata por medio de la fuerza pública para evitar retardos o suspensiones innecesarias. Sólo en los casos que deban realizarse constituciones en lugares (inspecciones o constataciones en el lugar de los hechos), el Tribunal se podrá constituir fuera del asiento del juicio; 
b) La oralidad, implica que todas las evidencias e informaciones relevantes ofrecidas por las partes ingresen por el mecanismo de la inmediación y control directo de los jueces del tribunal sentenciador. Se exceptúan expresamente las pruebas que están autorizadas legalmente para ingresar al juicio oral y público por su lectura, tales como: los anticipos jurisdiccionales de prueba, las actuaciones preventivas de las autoridades policiales, los allanamientos y cateos, las extracciones y demás evidencias efectuadas por vía de pericias técnicas, sin perjuicio que los expertos que las realizarán sean compelidos a comparecer por el Tribunal Sentenciador para dar detalles o explicaciones orales de sus conclusiones; 
c) La continuidad del juicio oral y público también es una regla indefectible, permitiéndose la suspensión solamente para los recesos diarios necesarios o para casos expresamente señalados en el Código, como la ausencia de un testigo que no pueda ser habido, la enfermedad de una de las partes principales de la relación procesal o de los magistrados o fiscales. En ningún caso la suspensión podrá durar más de diez días corridos, caso contrario, al undécimo día el juicio quedará interrumpido e inevitablemente tendrá que comenzar totalmente la audiencia, claro está, siempre bajo la conducción del mismo Tribunal que entendiera inicialmente en el juicio; 
d) La audiencia será pública, admitiéndose las restricciones de acceso para personas uniformadas (salvo los que cumplan tareas de vigilancia), personas con distintivos políticos o gremiales, los menores de 12 años de edad (salvo que estuvieren acompañados de un mayor responsable) y también en los casos que se necesita preservar algún secreto profesional, militar o estatal que merezca las reservas del caso, en cuyo caso, el Tribunal por resolución fundada dispondrá la restricción del público, con la salvedad que luego de la misma, los ausentes que retornen a la sala serán informadas sucintamente de todo lo tratado en la diligencia “reservada”; 
e) Las partes sólo podrán hacer uso del recurso de reposición contra las decisiones del presidente que limiten el interrogatorio u objetar las preguntas que se formulen. 
f) No obstante, si el tribunal desestima la reposición, se subentiende que también se reserva la apelación o casación, según el caso, para el momento de dictarse la sentencia que emane del juicio oral y público. 
g) En cualquier momento y siempre que existen razones serias y fundadas, se podrá ampliar la acusación pública o particular, en cuyo caso, el defensor técnica podrá solicitar una suspensión no mayor de tres días para preparar su estrategia en cuanto a los nuevos elementos de acusación, y; 
h) Una novedad en el juicio oral y público diseñado por el CPP es que dispone la obligatoriedad de una pericia especial o la división del juicio, en los casos en que el delito sea cometido dentro de un grupo social con cultura divergente o cuando quienes intervinieron en el hecho presenten una diversidad cultural evidente, fundamentado en los presupuestos constitucionales de igualdad de las personas, de la tolerancia y de la libertad de expresión de la personalidad, entre otras.
2. LA PREPARACIÓN DEL JUICIO ORAL Y PÚBLICO

Los preparativos esenciales estará a cargo del Presidente del Tribunal con la coordinación del Secretario que gerencia todo lo concerniente a las citaciones, notificaciones y medios necesarios para proveer lo necesario que permita un normal desarrollo de la audiencia, mientras que el control que las partes pueden efectuar durante esa etapa preparatoria del juicio oral y público se remitirá a la promoción de incidentes y excepciones sustentados en hechos nuevos o posteriores al auto de apertura a juicio oral y público, así como las recusaciones fundadas contra uno o todos los miembros que integran el tribunal sentenciador.  

El artículo 365 del CPP dispone: “Preparación. El presidente del tribunal de sentencia, dentro de las cuarenta y ocho horas de recibidas las actuaciones, fijará el día y la hora del juicio, el que no se realizará antes de diez días ni después de un mes. Las excepciones que se funden en hechos nuevos y las recusaciones podrán ser interpuestas dentro de los cinco días de notificada la convocatoria y serán resueltas por uno sólo de los miembros del tribunal. No se podrá posponer el juicio por el trámite o resolución de estos incidentes, por un plazo mayor al establecido en este artículo. El secretario del tribunal notificará de inmediato a las partes, citará a los testigos y peritos, solicitará los objetos y documentos y dispondrá toda otra medida necesaria para la organización y desarrollo del juicio público”.  

3.  LA CESURA O DIVISIÓN DEL JUICIO

3.1 FORMALIDADES Y EFECTOS

Las partes tienen la potestad de solicitar la cesura o división del juicio (segmentación del debate en dos partes: primeramente se analizará el hecho punible y la reprochabilidad del o los acusados, y si se declara la reprochabilidad se inicia la segunda parte en la que se discutirá la individualización de la pena o sanción) para un mejor ejercicio de la defensa principalmente. Demás está decir que en los casos de menores o hechos punibles cuya expectativa de sanción punitiva supere los diez años, si el imputado o su defensor solicitan la división en el plazo de cinco días que el CPP prevé para que se promuevan incidentes basados en hechos nuevos o las recusaciones, la misma será obligatoria. Luego de esta oportunidad y no ejercida la división del juicio, se podrá solicitar durante el juicio oral y público, en cuyo caso, la división será informal, es decir, se debatirá en una sola audiencia con dos partes pero con una sola resolución, siguiendo los mismos lineamientos previstos para el caso de la división formal, en la forma consignada precedentemente. 
Sin embargo, es importante advertir que tal interpretación podría extenderse (la cesura formal) a circunstancias que los defensores técnicos puedan alegar como insuperables (asunción de la defensa en un lapso posterior al momento procesal antes señalado, cambio de calificación en el auto de apertura a juicio oral y público, alegación de hechos nuevos por parte de la acusación, etcétera), tal como lo permite el artículo 10 del CPP.
4. LA SUSTANCIACIÓN DEL JUICIO ORAL Y PÚBLICO
En la sustanciación del juicio se ha seguido el esquema general de los sistemas con juicio oral. Igual lineamiento se mantiene para la deliberación y la sentencia, donde lo más significativo es la elaboración de la sentencia inmediatamente después de la deliberación, sin posibilitar suspensiones o interrupciones. Lo único que puede acontecer es que se difiera la redacción y lectura integral de la sentencia por razones de tiempo para una fecha posterior que no podrá exceder los cinco días, en cuyo caso, tampoco quedará exonerado el Tribunal Sentenciador que explique los fundamentos de la decisión y redacte (leyendo posteriormente) la parte dispositiva y disponga las medidas ejecutivas inmediatas si es que corresponde. En este caso (cuando se difiera la lectura integral de la sentencia) el plazo para la interposición de recursos comenzará a correr recién después de leída inmediatamente el contenido integral de la resolución. 
El debate se inicia como ordinariamente se verifican en medios que adoptan el sistema acusatorio de oralidad y publicidad: las partes son conminadas al inicio de la audiencia a explicar brevemente en qué consistirán sus posturas (acusación y defensa, respectivamente), luego se oirá al imputado (exonerado de todo juramento y promesa de decir verdad) si es que quiere declarar. Si lo hace o desiste de tal derecho, se dará lugar a la sustanciación de las pruebas ofrecidas, con derecho de las demás partes a repreguntar a los testigos y peritos o formular las indicaciones necesarias respecto a pruebas introducidas por su lectura.  

Terminada la etapa de sustanciación probatoria, las partes serán escuchadas respecto a sus conclusiones finales (alegatos de acusación y defensa), sin perjuicio que posteriormente sean oídos personalmente la víctima y el imputado, respectivamente. Culminada esta actividad, el Tribunal declarará cerrado el debate y se retirará a deliberar y emitir sentencia inmediatamente. 
El Secretario será en el encargado de acompañar a los jueces sentenciadores y de velar por el fiel relato de las cuestiones trascendentales del juicio oral y público en un ACTA que carecerá de validez, en principio, salvo que la omisión de un requisito esencial prueba a través del acta dicho extremo, en cuyo caso, valdrá como prueba para sostener las materias recursivas respectivas.  

Todos los integrantes del Tribunal Sentenciador deberán emitir su decisión, aunque si no existe disidencia podrían hacerlo conjuntamente. Lo que sí no deben perder de vista es que deberán expedirse con relación a todos los puntos abordados en el juicio oral y público y en todo momento, adoptarán una fundamentación razonada, fundada en la sana crítica y en la valoración de la totalidad constitutiva de la masa probatoria incorporada legalmente al debate. En ningún caso incurrirán en consideraciones subjetivas o dogmáticas, en simple relación de hechos o exposiciones de las partes para sustituir la fundamentación autónoma y particular, ya que de obrar así la sentencia que emitan podría ser atacada por vía de la apelación especial de la sentencia o de la casación, según el caso, por ser contradictoria o insuficiente la argumentación expuesta.  

Teniendo en cuenta que el juicio es oral y público, la lectura de la sentencia es un acto esencial, y en ese sentido, también el contenido de la misma debe ser explicado en idioma guaraní, en concordancia con la Constitución.
La lectura de la sentencia integral equivale a la notificación personal de las partes y correrá a partir de ese momento el plazo para recurrir, salvo los casos en que la lectura se deriva para una fecha posterior, en el comenzará a correr recién a partir de dicho acto.  

4.1 APERTURA DEL JUICIO ORAL Y PÚBLICO  

El día y hora fijados, el tribunal se constituirá en la sala de audiencia. El Presidente, después de verificar la presencia de las partes, los testigos, peritos o intérpretes, declarará abierto el juicio, advirtiendo al imputado sobre la importancia y el significado de lo que va a suceder e indicándole que esté atento a lo que va a oír. Es importante tener en cuenta este acto de declarar “abierto el juicio”, ya que a partir de este momento operan las reglas de continuidad de la audiencia en el sentido que sólo podrá suspenderse por una sola vez y por un lapso que no podrá superar los diez días corridos o continuos.  

4.2 SITUACIONES QUE SE PUEDEN PRESENTAR  

Si existieran cuestiones incidentales planteadas por las partes, serán tratadas en un solo acto, a menos que el tribunal resuelva hacerlo sucesivamente o diferir alguna para el momento de la sentencia según convenga al orden del juicio. En la discusión de las mismas, las partes podrán hacer uso de la palabra sólo una vez, por el tiempo que establezca el presidente. Resueltos los incidentes o diferidos sus pronunciamientos, el presidente ordenará inmediatamente la lectura del auto de apertura a juicio y permitirá que el fiscal y el querellante expliquen la acusación.  

Precisamente la lectura del auto de apertura a juicio oral y público constituye el paso esencial para configurar lo que en lenguaje forense se conoce como traba de la litis, aspecto trascendente que una vez concluido motiva un agregado del objeto del juicio a cargo de las partes. En efecto, definido el objeto del juicio, el presidente dispondrá que las partes expliquen su posición en forma resumida para completar de mejor manera su adquisición informativa acerca del motivo por el cual se realiza la audiencia oral y pública. Primeramente lo efectuará el Ministerio Público, luego el querellante adhesivo si es que concurre al acto y, finalmente, la defensa técnica para que proceda a la explicación de sus argumentos de oposición a la pretensión punitiva de la parte actora. Una vez terminada la explicación de las partes y que se refieren al punto precedentemente mencionado, el tribunal recibirá inmediatamente la declaración del imputado, antes de la misma el presidente del colegiado le explicará con palabras claras y sencillas el hecho que se le imputa, la advertencia que podrá abstenerse de declarar y que el juicio continuará aunque él no declare.  

El imputado podrá manifestar cuanto tenga por conveniente, y luego será interrogado por el fiscal, el querellante, el defensor y los miembros del tribunal en ese orden. Si el imputado se abstiene de declarar, total o parcialmente, o incurre en contradicciones respecto de declaraciones anteriores, el presidente podrá ordenar la lectura de aquéllas, siempre que se haya observado en ellas las reglas previstas en este código.

En caso de contradicciones, se entenderá que es válida la declaración del imputado en el juicio, salvo que no de ninguna explicación razonable sobre la existencia de dichas contradicciones. Durante el transcurso del juicio, las partes y el tribunal podrán formular a al imputado preguntas destinada a aclarar sus manifestaciones, sin perjuicio del derecho que siempre dispone aquél de abstenerse de responder a las interrogaciones que pretendan dirigirse. 
La asistencia del defensor al imputado en el acto de su defensa material prevalente – indagatoria- es al efecto de consultar –si el mismo lo solicita- sobre la trascendencia de responder o no a las preguntas que le son dirigidas, pero bajo pretexto de asistencia el imputado no puede recibir instrucciones o indicaciones sobre qué debe responder o de qué manera. Este aspecto es lo que permite concluir que el acto de la declaración indagatoria del imputado, es un acto más que personal, personalísimo (incesible e indelegable), salvo las excepciones que expresamente señalen la Constitución y las leyes. 
Si los imputados son varios, el presidente podrá alejar de la sala de audiencia a los que no declaren en ese momento, pero después de recibidas todas las declaraciones, informará en forma resumida de lo ocurrido durante su ausencia. En el curso de la audiencia, el imputado podrá hacer las declaraciones que considere oportunas, siempre que se refieran a su defensa. El imputado podrá en todo momento hablar con su defensor, sin que por eso la audiencia se suspenda. A estos efectos, se le ubicará a su lado.  

4.3 CASOS DE AMPLIACIÓN DE LA ACUSACIÓN  

Durante el juicio, el fiscal o el querellante podrán ampliar la acusación mediante la inclusión de un hecho nuevo o una nueva circunstancia que no haya sido mencionada en la acusación o en el auto de apertura a juicio, que modifica la calificación legal o la sanción del mismo hecho o integra un hecho punible continuado. La corrección de simples errores materiales o la inclusión de alguna circunstancia que no modifica esencialmente la imputación ni provoca indefensión, se podrá realizar durante la audiencia, sin que sea considerada una ampliación. 
Ahora bien, con relación a los hechos nuevos o circunstancias atribuidas en la ampliación, se recibirá nueva declaración al imputado (si es que desea hacer uso del derecho que le asiste) y se informará a todas las partes que tendrán derecho a pedir la suspensión del juicio para ofrecer nuevas pruebas o preparar la defensa. Los hechos o circunstancias sobre los cuales verse la ampliación quedarán comprendidos en la acusación.  

4.4 LA RECEPCIÓN Y PRODUCCIÓN PROBATORIA 

Después de la declaración del imputado, el presidente recibirá la prueba en un orden que prevé primeramente las pruebas excepcionales (anticipos) o las que se introducen por su lectura y luego las que se desarrollarán plenamente en la misma audiencia oral. En tal sentido, el presidente ordenará la lectura de los dictámenes periciales. Si los peritos han sido citados, responderán a las preguntas que les formulen las partes, los consultores técnicos y los miembros del tribunal, en ese orden y comenzando por quienes ofrecieron el medio de prueba. Si es posible, el tribunal ordenará que se realicen las operaciones periciales en la audiencia. El perito tendrá la facultad de consultar documentos, notas escritas y publicaciones durante su declaración.
Culminada la secuencia probatoria que ingresa por su lectura, seguidamente se llamará a los testigos para deponer comenzando por los que haya ofrecido el Ministerio Público, continuando por los propuestos por el querellante y concluyendo con los del imputado. Antes de declarar, los testigos no se comunicarán entre sí, ni con otras personas, ni deberán ver, oír o ser informados de lo que ocurre en la sala de audiencia. 
Después de hacerlo, el presidente podrá ordenar que continúen incomunicados en la antesala, que presencien la audiencia o se retiren. No obstante, el incumplimiento de la incomunicación no impedirá la declaración del testigo, pero el tribunal apreciará esta circunstancia al valorar la prueba. 
El interrogatorio que se dirija al perito o testigo se hará de la siguiente manera:

a) Después de ser preguntado sobre su identidad personal y las circunstancias generales para valorar su testimonio, le concederá la palabra para que informe todo lo que sabe acerca del hecho propuesto como objeto de la prueba; 

b) Al finalizar el relato o si el testigo no puede, no quiere hacerlo o le resulta dificultoso, el presidente permitirá el interrogatorio directo, comenzando por quien lo propuso y continuando con las otras partes, en el orden que considere conveniente, y; 

c) Por último, el mismo presidente y los miembros del tribunal podrán interrogar al perito o al testigo. 

El Presidente moderará el interrogatorio y evitará que el testigo conteste a preguntas capciosas, sugestivas o impertinentes, procurando que el interrogatorio se conduzca sin presiones indebidas y sin ofender la dignidad del declarante. 
El interrogatorio de un menor será dirigido por el presidente, cuando lo estime necesario, en base a las preguntas presentadas por las partes. El presidente podrá valerse del auxilio de un pariente del menor o de un experto en psicología u otra ciencia de la conducta. Si el presidente, oídas las partes, considera que el interrogatorio del menor no perjudica su serenidad, ordenará que su declaración prosiga con las formalidades previstas por este código. Esta decisión podrá ser revocada durante el transcurso del interrogatorio.  

4.5 OTROS MEDIOS DE PRUEBA QUE SE PUEDEN PRODUCIR 

Los documentos serán leídos y exhibidos en la audiencia, con indicación de su origen. 
Los objetos y otros elementos de convicción secuestrados serán exhibidos para su reconocimiento por testigos, peritos o el imputado. 
Las grabaciones y elementos de prueba audiovisuales serán reproducidos, en la forma habitual. Las partes y el tribunal podrán acordar, por unanimidad, la lectura, exhibición o reproducción parcial de esos medios de prueba. 
Se podrán efectuar careos o reconstrucciones u ordenar una inspección judicial.
4.6 ¿PUEDE DISPONER PRUEBA PARA MEJOR PROVEER EL TRIBUNAL DE SENTENCIA?  

Excepcionalmente, el tribunal podrá ordenar la recepción de cualquier prueba, si en el curso de la audiencia surgen hechos o circunstancias nuevas, que requieran su esclarecimiento, cuidando de no reemplazar por este medio la actuación propia de las partes. Hay que recordar que esta es una potestad muy cuestionada desde la perspectiva de las reglas acusatorias puras, fundamentalmente, porque en la práctica antes que un uso limitado y excepcional como se lee en su texto, precisamente se aplica en forma distorsionada, al punto que el magistrado abusa de sus intervenciones, al punto que muchas veces va trasmitiendo una sensación de la manera en que viene interpretando las informaciones que suministran los medios probatorios en pleno desarrollo durante la sustanciación del juicio. Una vez más se hace hincapié en que la norma estaba pensada para el uso mesurado y de última ratio, pero su distorsión en la praxis requiere un replanteo efectivo para su modificación futura.  

4.7 LA DELIBERACIÓN Y EL DICTADO DE LA SENTENCIA  

Terminada la recepción de las pruebas, el presidente concederá sucesivamente, la palabra al fiscal, al querellante y al defensor, para que en ese orden expresen sus alegatos finales. 
No se podrán leer memoriales, sin perjuicio de la lectura parcial de notas para ayudar a la memoria. 
Si intervinieron dos o más fiscales, querellantes o defensores, todos podrán hablar, repartiendo sus tareas, para evitar repeticiones o dilaciones. 
Todas las partes podrán replicar y finalmente se oirá al imputado. La réplica se limitará a la refutación de los argumentos adversos que antes no hayan sido discutidos. 
El presidente impedirá cualquier divagación, repetición o interrupción. En caso de manifiesto abuso de la palabra, llamará la atención al orador, y si éste persiste, podrá limitar, con prudencia, el tiempo del alegato, teniendo en cuenta la naturaleza de los hechos en examen, las pruebas recibidas y las cuestiones a resolver. 
Al finalizar el alegato, el orador expresará sus conclusiones de un modo concreto. 
El fiscal y el querellante deberán solicitar la pena que estiman procedente, cuando requieran una condena. Si está presente la víctima y desea exponer, se le concederá la palabra, aunque no haya intervenido en el procedimiento. 
Finalmente, el presidente preguntará al imputado si tiene algo más que manifestar. Inmediatamente después declarará cerrado el debate. 
Cerrado el debate, los jueces pasarán, de inmediato y sin interrupción, a deliberar en sesión secreta, a la que sólo podrá asistir el secretario. 
La deliberación no se podrá suspender salvo enfermedad grave de alguno de los jueces. En este caso la suspensión no podrá durar más de tres días, luego de los cuales se deberá reemplazar al juez y realizar el juicio nuevamente.
4.7.1 REGLAS PARA DELIBERAR Y EMITIR SENTENCIA 

El tribunal apreciará las pruebas producidas durante el juicio de un modo integral y según su sana crítica. Todos los jueces deliberarán y votarán respecto de todas las cuestiones, según el siguiente orden, en lo posible: 
a) Las relativas a su competencia, a la procedencia de la acción penal y toda otra cuestión incidental que se haya diferido para este momento; 

b) Las relativas a la existencia del hecho punible y la punibilidad, y; 

c) La individualización de la  sanción aplicable. 

d) Las decisiones se adoptarán por mayoría. Los jueces fundarán separadamente sus votos o lo harán en forma conjunta cuando estén de acuerdo.  

4.7.2 FORMALIDADES DE LA SENTENCIA

La sentencia se pronunciará en nombre de la República del Paraguay y contendrá: 
a) La mención del tribunal, lugar y fecha en que se ha dictado, los datos personales de los jueces y las partes, los datos personales del imputado y la enunciación del hecho que ha sido objeto del juicio; 

b) El voto de los jueces sobre cada una de las cuestiones planteadas en la deliberación, con exposición de los motivos de hecho y de derecho en que los fundan; 

c) La determinación precisa y circunstanciada del hecho que el tribunal estima acreditado; 

d) La parte dispositiva con mención de las normas aplicables, las costas, y; 

e) La firma de los jueces.  

4.8 CONCLUSIÓN DEL JUICIO ORAL Y PÚBLICO

La sentencia será redactada y firmada inmediatamente después de la deliberación. 
Enseguida, el tribunal se constituirá nuevamente en la sala de audiencia, después de ser convocadas verbalmente todas las partes y el documento será leído en voz alta por el secretario ante quienes comparezcan. 
Acto seguido se explicará su contenido en idioma guaraní, conforme lo previsto en este código. 
Excepcionalmente, cuando por la complejidad del asunto o lo avanzado de la hora sea necesario diferir la redacción integral de la sentencia, en dicha oportunidad se redactará, firmará y leerá sólo su parte dispositiva y uno de los jueces relatará al público los fundamentos que motivaron la decisión, en forma sintética. 
Asimismo, anunciará el día y la hora complementaria para la lectura integral que se llevará a cabo a más tardar dentro de los cinco días posteriores a este acto. 
La sentencia quedará notificada con la lectura integral y las partes recibirán copia de ella.
4.8.1 FACULTADES OFICIOSAS OTORGADAS AL TRIBUNAL

De la lectura del artículo 400 del Código Procesal Penal que hace pretende precautelar efectivamente el principio de congruencia, surgen tres potestades exclusivas que se confieren al tribunal de sentencia al momento de emitir el fallo definitivo. En tal sentido, el dispositivo legal señala las siguientes limitaciones: 
La sentencia: 
a) No podrá dar por acreditados otros hechos u otras circunstancias que los descriptos en la acusación y admitidos en el auto de apertura a juicio o, en su caso, en la ampliación de la acusación, salvo cuando favorezcan al imputado. 

b) En la sentencia, el tribunal podrá dar al hecho una calificación jurídica distinta a la de la acusación o del auto de la apertura a juicio, o; 

c) Aplicar sanciones más graves o distintas a las solicitadas.
Sin embargo, el imputado no podrá ser condenado en virtud de un tipo penal distinto del invocado en la acusación, su ampliación o en el auto de apertura a juicio y que en ningún momento fue tomado en cuenta durante el juicio. 
En todos los casos, si el tribunal observa la posibilidad de una calificación jurídica que no ha sido considerada por ninguna de las partes advertirá al imputado sobre esa posibilidad, para que prepare su defensa. 
La sentencia absolutoria ordenará la libertad del imputado, la cesación de todas las medidas cautelares, la restitución de los objetos afectados al procedimiento que no estén sujetos a comiso, las inscripciones necesarias y fijará las costas. La libertad del imputado se otorgará aun cuando la sentencia absolutoria no esté firme y se cumplirá directamente desde la sala de audiencia. 
La sentencia condenatoria fijará con precisión las penas que correspondan y, en su caso, determinará la suspensión condicional de la pena y las obligaciones que deberá cumplir el condenado, la fecha en que la condena finaliza, según el caso. También establecerá el plazo dentro del cual corresponderá pagar la multa y se unificarán las condenas o las penas cuando sea posible. 
La sentencia decidirá también sobre las costas y sobre la entrega de objetos secuestrados a quien el tribunal entienda con mejor derecho a poseerlos, sin perjuicio de los reclamos que correspondan ante los tribunales civiles. Decidirá sobre el comiso y la destrucción previstos en la ley y remitirá copia de la misma a la entidad pública en la cual se desempeña el condenado y al Tribunal Superior de Justicia Electoral.  

4.8.2 EL ACTA DEL JUICIO ORAL Y PÚBLICO  

El secretario labrará un acta de la  audiencia, que contenga: 
a) El lugar y fecha de la audiencia, con indicación de la hora de inicio y finalización, así como de las suspensiones y de las reanudaciones; 
b) Los datos personales de los jueces, de las partes, defensores y representantes, con mención de las conclusiones que emitieron en sus alegatos finales; 
c) Los datos personales del imputado; 
d) Un breve resumen del desarrollo de la audiencia, con indicación de los datos personales de los testigos, peritos e intérpretes y la referencia de los documentos leídos; 
e) Las solicitudes y decisiones producidas en el curso del juicio y las objeciones de las partes;

f) La observancia de las formalidades esenciales, dejándose constancia de la publicidad o si ella fue excluida, total o parcialmente; 

g) Las otras menciones prescritas por ley que el tribunal ordene hacer; aquéllas que soliciten las partes y las reposiciones o protestas de recurrir en apelación; 

h) La constancia de la lectura de la sentencia definitiva o, en su caso, de la parte dispositiva de la sentencia, y; 

i) La firma del secretario.

En los casos de prueba compleja, el tribunal podrá ordenar la versión taquigráfica o la grabación total o parcial de la audiencia o que se resuma, al final de alguna declaración o dictamen, la parte esencial de ellos, en cuyo caso constará en el acta la disposición y la forma en que fue cumplida. 
La versión taquigráfica, la grabación o la síntesis no tendrán valor probatorio para la sentencia o para la admisión de un recurso, salvo que ellas demuestren la inobservancia de una regla de procedimiento que habilita el recurso de apelación o casación. El tribunal también podrá permitir que las partes, a su costa, registren, al sólo efecto de ayudar a su memoria, las alternativas propias del juicio. El acta se leerá inmediatamente después de la sentencia ante los presentes, con lo que se tendrá por notificada a todos. 
El acta podrá ser modificada después de su lectura, cuando las partes así lo reclamen y el tribunal lo estime conveniente. Si el tribunal no ordena la modificación del acta, el reclamo se hará constar. El tribunal podrá reemplazar la lectura del acta ordenando la entrega de copias para cada una de las partes presentes en el mismo acto; al pie del acta constará la forma en que ella fue notificada. 
El acta demostrará, en principio, el modo como se desarrolló el juicio, la observancia de las formalidades previstas para él, las personas que han intervenido y los actos que se llevaron a cabo. La falta o insuficiencia de las enunciaciones previstas, no producirá, por sí misma, un motivo de impugnación de la sentencia. Sin embargo, se podrá probar un enunciado faltante o su falsedad, cuando sea necesario para demostrar el vicio que invalida la decisión. En este caso, se indicará la omisión o la falsedad al interponer el recurso de apelación o  casación.  

4.9 VICIOS QUE PUEDE CONTENER LA SENTENCIA  

Los defectos de la sentencia que habilitan la apelación y la casación, serán los siguientes: 
a) Que el imputado no esté suficientemente identificado; 

b) Que carezca la enunciación del hecho objeto del juicio y la determinación circunstanciada de aquél que el tribunal estimó acreditado; 

c) Que se base en medios o elementos probatorios no incorporados legalmente al juicio o incorporados por su lectura en violación a las normas de este título; 

d) Que carezca, sea insuficiente o contradictoria la fundamentación de la mayoría del tribunal. Se entenderá que la fundamentación es insuficiente cuando se utilicen formularios, afirmaciones dogmáticas, frases rutinarias o se utilice, como fundamentación, el simple relato de los hechos o cualquier otra forma de reemplazarla por relatos insustanciales. Se entenderá que es contradictoria la fundamentación cuando no se han observado en el fallo las reglas de la sana crítica, con respecto a medios o elementos probatorios de valor decisivo; 

e) Que la parte dispositiva carezca de elementos esenciales;
f) Que carezca de la fecha del acto y no sea posible fijarla o falte la firma de alguno de los jueces y no se pueda determinar si ha participado en la deliberación, salvo los casos de excepción previstos legalmente; 

g) La inobservancia de las reglas previstas para la deliberación y redacción de la sentencia, y; 

h) La inobservancia de las reglas relativas a la congruencia entre la sentencia, la acusación y el auto de apertura a juicio.
LOS PROCEDIMIENTOS ESPECIALES
  1. FUNDAMENTOS

Ordinariamente los códigos procesales penales de corte acusatorio prevén como forma de redefinición de los conflictos propios del ámbito criminal unos actos que se repiten en forma concatenada y que recibe el nombre de juicio ordinario, cuyo trámite se sostiene sobre los principios de oralidad, publicidad, inmediación, concentración, continuidad y progresividad. En este sentido, el CPP prevé que, por regla, las personas imputadas de un hecho puedan ser sometidas al proceso conforme a una serie de actos secuenciales que rigen lo que denominaremos trámite ordinario, sin algún sesgo excepcional que pudiera derivar en una suerte de alteración del principio de igualdad procesal (correlato del principio de igualdad de las personas para acceder a la justicia).
Esta postulación permite dar eficiencia al mandato constitucional de juicio previo, ya que discriminaciones de alguna naturaleza que no encuentren una justificación válida y jurídicamente admisible para organizar formas diferenciadas de resolver los conflictos ante la jurisdicción, es un equivalente a la negación de que todas las personas son iguales y, consecuentemente, juzgadas bajo los mismos parámetros. Sin embargo, la infinidad de circunstancias y particularidades que revelan los casos que caen bajo el conocimiento de jueces y tribunales, a veces, requieren un re-examen del planteo de una sola modalidad del proceso que ordinariamente se debe verificar para todos los conflictos. 
Aquí entran a tallar decisiones político-criminales que los legisladores consideran trascendentes para formular procesos penales con el catálogo de garantías y derechos, pero con un diseño variado que se aparta, a veces, considerablemente de toda la estructura del procedimiento ordinario y, en otras, de la forma de realización la etapa más importante del proceso ordinario, cual es, el juicio oral y público. Las decisiones pueden oscilar entre varios criterios prácticos que son indispensables para realizar los principios sustanciales de todo proceso penal (garantía y eficiencia), pero los que resaltan son tres ideas que fundamentan la organización de un proceso especial o apartado de las reglas comunes del ordinario, tales como: 
a) La idea de simplificar el trámite en cuanto a la respuesta punitiva estatal o sencillamente porque las formalidades del caso no permiten avizorar una conclusión rápida y efectiva que sería determinante para descongestionar la carga de trabajo judicial; 

b) La idea de aumentar las garantías al mismo proceso penal ordinario, en razón de los sujetos que intervienen y sobre los cuales existen diferencias propias de la edad, condición social, etc., y; 

c) La idea de mínima intervención estatal, porque los hechos analizados o debatidos en el proceso no requieren preeminencia del órgano oficial de investigación y acusación, adquiriendo este diseño las particularidades propias del contradictorio previsto por el CPC.
Los procesos especiales difieren del ordinario en dos niveles: 
a) Un proceso especial que abarca todos los actos secuenciales o integralmente lo que se entiende por procedimiento, y; 

b) Un juicio especial que incluye “novedades” respecto al trámite ordinario en lo que respecta a la estructura del juicio, que en nuestro caso, guarda relación con la última etapa que es el contradictorio oral y público.  

La idea de simplificación se traduce en los siguientes aspectos: 
a) Eliminando o restringiendo el alcance de los trabajos de investigación que corresponden a los órganos encargados de tal menester; 

b) Abreviando los plazos procesales y las consecuentes etapas de las que consta el proceso ordinariamente previsto; 

c) La posibilidad que los juicios se lleven por ante un tribunal unipersonal; 

d) La consecuente limitación de los recursos extraordinarios, manteniéndose incólume el relativo a los recursos ordinarios, y; 

e) La simplificación de los trámites, admitiendo ciertos pasos sencillos a la usanza escrita, como solicitudes por escrito que, posteriormente, motivan la convocatoria de una audiencia oral y pública, ciñéndose a las reglas de concentración, economía y rapidez.  

La idea de aumentar las garantías al procedimiento ordinariamente previsto se nutre de las realidades que afectan, muchas veces, al imputado dado su especial condición frente a la comunidad o frente al hecho delictivo. Principalmente el caso de los menores infractores que devela una situación angustiosa porque existe una predisposición del conjunto social de excluir a aquellos de posibilidades reales de reinserción social, a los que considera delincuentes en potencia, sin parar mientes en la ausencia de una política juvenil desde el Estado que permita desarrollar una tarea preventivo especial de mitigar los rigores del medio socio-económico que normalmente conspiran con el buen desempeño de los menores de escasos recursos. Obviar la condición de menor del sujeto imputado, independientemente de la magnitud del hecho delictuoso que se le atribuye es una fórmula repetitiva a la que acuden las sociedades, principalmente, por el despliegue de los medios masivos de comunicación que representan la alarma social por la inseguridad y la violencia imperantes; desde esta perspectiva resulta difícil el imperio de un sistema procesal tendiente a aumentar las garantías, atendiendo que las expectativas sociales de reinserción social del infractor son mayores que los adultos que, muchas veces, se muestran renuentes a una forma de vida distinta a la inmersa en el mundo delictivo. 
De esta manera, contra una creciente mayoría que postula igual tratamiento a los menores infractores, los pactos internacionales a los cuales se adhiere el Paraguay, exige un aumento de las garantías a los adolescentes y que se traducen en varios aspectos procesales concretos: 
a) La posibilidad de contar con mayores garantía en los primeros momentos de la imputación, con restricción –a veces, hasta prohibida completamente- al uso de la fuerza de la detención y la prisión preventiva; 
b) La restricción a la publicidad del proceso que pudiera generar mayores perjuicios que beneficios al infractor; 
c) Un estudio socio-ambiental que permita discernir adecuadamente la aplicación de medidas de mejoramientos, y; 
d) La posibilidad de mayores alternativas a las sanciones típicas aplicables a los adultos. 
La tradicional reacción paternalista de sujetar a los menores de diez y ocho años de edad a medidas disciplinarias bajo tutela de los padres, cuya vigencia poco o nada se ha traducido en mejores expectativas sobre una vida futura sin delinquir respecto al menor, se ha sustituido por formas modernas que pretenden garantizar, en mejor forma, al imputado menor los derechos, con la evitación de medidas cautelares o de sentencias que solamente se sujeten a la formalidad antes que al reconocimiento de una realidad que merece ser tratada distintamente. Dentro de este grupo de procesos especiales se encuentra también el previsto para los pueblos indígenas, claro está, con un reconocimiento expreso de la singularidad de sus reglas de conducta y atendiendo, además, a su derecho consuetudinario que por mandato constitucional es un imperativo jurídico. 
La idea de mínima intervención estatal se sostiene sobre otra realidad también innegable: la necesidad de insertar a la víctima en su verdadera dimensión de persona particularmente ofendida por el hecho, con prescindencia del grado de gravedad que repercute socialmente y que exige la intervención oficial del Estado a través del Ministerio Público. Tradicionalmente se ha expropiado a la víctima de su verdadera naturaleza, adoptando el Estado una intervención casi sustituta de aquélla en la búsqueda de los fines de la pena a través del proceso penal. Empero, la nueva doctrina penal ha considerado que esa prescindencia acarreó mayores dificultades que beneficios y que la mayoría de las legislaciones no deben obviar un fundamento político de peso cual es, la mínima intervención estatal como premisa, derivando su intervención plena solamente cuando la gravedad de las circunstancias del tipo penal amerite su presencia.  
Desde esta nueva perspectiva, se amplía el catálogo de hechos punibles que prescinden de la intervención del órgano fiscal y delegan todo el trabajo de la imputación a la víctima, mientras que en otras circunstancias la acción pública depende de la denuncia previa de aquélla para la intervención eficiente del ministerio fiscal. Claro está, se reconoce también otra realidad: la víctima que formal o informalmente ingrese al procedimiento no dispone de la infraestructura necesaria al igual que el órgano oficial para obtener información relevante para sostener su imputación. 
Es por ello que se han consagrado ciertos requisitos que se integran al proceso ordinario (de intervención casi exclusiva del ministerio público en las etapas de investigación e intermedia, respectivamente) y que podríamos resumir de la siguiente manera: 
a) La posibilidad de que la víctima cuente con auxilio judicial previo para ciertas tareas que permitan identificar correctamente al imputado o ciertos datos esenciales para dirigir correctamente su acusación; 

b) La intervención mínima estatal en cuanto a la tarea de recomponer el conflicto privado a través de la mediación y la conciliación, y; 

c) La restricción del proceso a una etapa esencial, cual es, la del juicio oral y público, ya que las anteriores se nutren de la preexistencia de un órgano oficial de acusación que en este caso, no se integra a la litis. 

Como se pudo observar en esta breve introducción, la vigencia de unos procedimientos especiales (como correlato del ordinario, lo que implica que las reglas de éste se deben aplicar supletoriamente en todas las circunstancias coherentes o compatibles con el modo especial de procedimiento que ofrezca alguna laguna) pretenden optimizar las formas a tenor de la naturaleza del conflicto, a la persona que interviene como imputada en aquél y la necesidad de otorgar eficiencia a la justicia por medio de vías expeditivas que no conspiren contra reglas elementales del debido proceso que no sólo constituyen la defensa en juicio, sino la necesidad que esa defensa y ese juicio se realicen en forma sencilla, económica y rápida.
2. LA ACCIÓN PRIVADA: FACULTADES DEL TRIBUNAL Y REINTERPRETACIÓN DEL PROCEDIMIENTO
El trámite se ciñe a la última etapa del procedimiento ordinario –el juicio oral y público-, no sin antes destacar algunas peculiaridades que merecen explicación: 
a) La querella criminal deberá reunir los mismos requisitos previstos en el CPP para la presentación de la acusación fiscal, por lo que si falta uno o varios de ellos, se devolverán las actuaciones al acusador para que complete su acusación en el plazo de tres días, lo que de no cumplirse motivará el abandono de la querella promovida por la víctima; 

b) Si la falencia se refiere a la omisión de ofrecer prueba que se hará valer en el juicio oral y público, igualmente se tendrá por abandonada la querella y se declarará la extinción de la acción penal privada; 

c) También el querellante podrá solicitar el auxilio judicial previo en su escrito inicial de acusación particular, a los efectos de completar información relevante para identificar al imputado o para el correcto ejercicio de su acción, si el tribunal lo considera procedente, ordenará la realización de las diligencias requeridas, el que una vez completada obligará a que el querellante ratifique su acusación en el plazo de cinco días, lo que de no verificarse motivará que también se considere abandonada la acusación particular; 

d) El tribunal podrá admitir o rechazar la querella, según el caso, aunque el rechazo solamente se podrá sustentar sobre la base de que el hecho no constituye delito o que existe un obstáculo que impide la constitución del procedimiento;  

2.1 INTERVENCIÓN JUDICIAL RESTRINGIDA 

Se prevé una etapa previa y obligatoria de conciliación entre el imputado y la víctima, lo que motivará que el tribunal sentenciador unipersonal convoque a una audiencia para sustanciar la posibilidad de arribar a una transacción o acuerdo amistoso o reparatorio entre las partes. Si el querellante particular o su abogado no comparecen sin alegar justa causa a la audiencia de conciliación, se tendrá por abandonada la querella sostenida. El tribunal podrá fijar un plazo durante el cual las partes intentarán la conciliación, pudiendo designar de oficio o por acuerdo de partes, un amigable componedor a los efectos de bregar por el acuerdo; luego del plazo señalado -que no podrá exceder los diez días, aunque dicho lapso, en la praxis, se incumple atendiendo a las necesidades y conductas expresadas por las partes, porque hay que reiterar que este es un proceso eminentemente de partes, dispositivo, por excelencia- y si no se logró el acuerdo, el tribunal fijará la audiencia de juicio oral y público conforme a las reglas previstas para el procedimiento ordinario. 
Trámite Posterior. Admitida la querella autónoma (equivalente a una acusación que debe cumplir con las exigencias propias del artículo 347 y 349 del CPP) con todos los requisitos antes señalados, se aplicará supletoriamente la normativa regulada para las reglas del juicio ordinario, entendiéndose que nos estamos refiriendo a las disposiciones legales concernientes a la etapa del juicio oral y público del procedimiento ordinario, ya que debe recordarse que en este procedimiento especial se prescinde de las etapas preparatoria e intermedia, las cuales están sujetas a la actuación del Ministerio Público, aspecto que no se da en este contexto porque el Ministerio Público no es parte y bajo circunstancia alguna puede intervenir o instar este trámite. De ahí que se debe interpretar que cuando la norma ritual señala que se aplicarán las normas del juicio ordinario, está haciendo referencia al juicio oral y público (incluyendo sus tres sub-etapas de preparación, sustanciación y deliberación y sentencia, respectivamente). De esta manera y a los efectos de asegurar un contradictorio en igualdad de oportunidades procesales (artículos 9 y 10 del CPP) se podría aplicar lo dispuesto en el artículo 365 del CPP otorgándose un plazo de cinco días a la defensa del imputado para que ofrezca la prueba de la cual se valdrá en el juicio oral y público o efectúe otros planteamientos que considere fundamentales para su análisis durante la sustanciación del juicio oral y público. 
En cuanto a las causales de abandono de la querella, se la declarará, a más de los casos previstos para la querella adhesiva, cuando la  víctima o su abogado no comparecieren sin alegar justa causa al juicio oral y público, o abandonan en cualquier estado del trámite sin ninguna justificación, o sus herederos no comparecen a sostener la acusación en el plazo de treinta días desde que acaeciera el fallecimiento del particular ofendido.
3. EL JUICIO ABREVIADO: MODELOS DE IMPLEMENTACIÓN 

La tensión que siempre existe se da entre la inquisición (como estructura procesal que pretende escudriñar la verdad histórica del hecho, con prescindencia de la posición componedora de los sujetos directamente involucrados -víctima y victimario-) con el criterio de la composición que predomina en el modelo acusatorio, como un rescate de la voluntad de las partes que intervienen, en ciertas y determinadas circunstancias, se produce, básicamente, cuando el principio de legalidad puede ser objeto de transacción o negociación que implique, siempre que se observen ciertos presupuestos, una renuncia estatal a la persecución penal por razones de interés particular al caso o por mediar alguna composición entre el imputado y la víctima. Vale decir, lo más importante que ha perdido como expresión originaria el modelo acusatorio puro en la historia del proceso penal, es que la acusación siempre estaba en manos de un actor o acusador privado, la víctima que resultaba afectada por el hecho, prescindiéndose de la intervención oficial estatal a través de un órgano constituido especialmente para tal menester. 
De la mano del modelo acusatorio republicano o reformado como denominan algunos se combinan, estructuralmente, la persecución pública restringida (como resabio del modelo exclusivamente inquisitorial) y la persecución privada (basada en el consenso y con exclusión de los principios de estatalidad y oficialidad de la investigación y eventual acusación penal). Conforme a lo expuesto, el conflicto entre sistema inquisitivo y sistema acusatorio puro se ha dado siempre entre dos polos básicos: la acción pública como figura eminente del primero y la acción privada como el rasgo que emerge como la estructura sobre la cual giran las demás instituciones que se integran al segundo. 
Esta aproximación entre ambos modelos, guarda relación con lo que se trata de fundamentar cuando se abarca lo relativo a la simplificación del proceso penal y que consiste en la presencia –a veces, omnipresencia- de un extraño a la víctima que es el acusador público, dando una salida al conflicto que, en definitiva, nunca se resolverá, sino se redefinirá en la medida que se pretenda plasmar un modelo acusatorio ajustado a las formas históricamente puras (ejemplo: la acusación típica del esquema romanista), la víctima adquirirá un protagonismo mayor mediante el reconocimiento de ciertos derechos que deberán ser tomados en cuenta por el ministerio público, de tal forma a no seguir apropiándose de su conflicto particular y de tal reafirmación, obtener o propender a la búsqueda de una solución consensual, tal como lo pretendía originariamente el modelo al cual se adscribe. 
Empero, la realidad describe un derrotero distinto por la presencia perniciosa de la figura del fiscal que muchas veces, altera la solución consensual de un caso, por su insistencia en llevar el conflicto a litigio y con ello aumentar la victimización que originariamente inviste el damnificado por el hecho. 

Un modelo acusatorio planteado sobre la exaltación de aspectos puros que históricamente se pretende realizar más el agregado de una dosis razonable de intervención estatal para preservar ciertos bienes esenciales que aseguren la convivencia pacífica de los ciudadanos, en cuanto a la observancia y castigo a los que desconocen los preceptos de orden penal, debe potenciar a la víctima y permitir, como la misma CN lo admite, la solución alternativa a las tradicionales formas de punición que se centra en la privación de libertad como sanción prevalente. Esta es la idea que pretende cristalizar el CPP con la permisión de ciertas figuras no tradicionales del sistema procesal históricamente imperante, tales como el criterio de oportunidad que ya se analizó y la aplicación de reglas especiales que permitan un juicio abreviado, vale decir, prescindir del rito obligatorio de una serie de actos secuenciales que no se compadecen con una realidad que no amerita mayores esfuerzos para llegar al acto final y conclusivo que es la sentencia del caso. 

En este juicio abreviado no se ignoran las garantías del debido proceso, sino que se acortan las formas y se evita mayores dilaciones a una causa que aparece prístina en cuanto a los aspectos objetivos que moverían a una acusación por parte del Ministerio Público, claro está, tomando como parte de este temperamento, la posición que adopta la víctima frente al conflicto y el ánimo consensual que expresen tanto éste como el imputado y su defensor técnico. Sin embargo, la historia del juicio abreviado está plagada de reminiscencias autoritarias que bien podrían desdibujar su función de eliminar el rito de los diversos actos secuenciales que conforman las etapas del proceso ordinario y tornarse en un mecanismo predilecto usufructuado por los fiscales para marcar las pautas de arreglos consensuados, cuando que en realidad no son más que imposiciones bajo la amenaza de que todo imputado que no admita la solución consensuada, reciba un castigo varias veces más grave que el conformado a través de este esquema. 
A manera de ejemplo y para hacer notar estas distorsiones que se ordinariamente se dan en los sistemas procesales, nos parece didáctico abordar el proceso abreviado aplicado en un país muy conocido y que se refiere a los Estados Unidos. 
En el sistema norteamericano, el fiscal heredó los típicos rasgos del sistema acusatorio puro anglosajón del siglo XVII que sólo permitía la intervención de la víctima en el conflicto penal, de tal manera que el proceso penal era de partes, con elementos típicamente dispositivos, ya que la víctima podía disponer ampliamente de su acción y el juez actuaba como una suerte de árbitro ordenador de las reglas del proceso y nada más. Con el tránsito hacia el sistema de persecución pública, el actor privado fue sustituido por el fiscal o el prosecutor (cargo ordinariamente electivo), pero el modelo de enjuiciamiento se mantuvo prácticamente inalterable, de manera tal que la disponibilidad de la acción que antes recaía en la persona de la víctima, ahora se traslada con los mismos rasgos (ilimitada e incontrolable) a las manos del fiscal. 
Esto generó una serie de efectos prácticos atendibles, pero con tergiversaciones ampliamente criticadas por la doctrina de la institución: 
a) En primer lugar, el ciudadano norteamericano nunca critica la falta de ejercicio o disposición de la acción penal conferida al fiscal (sencillamente, nuevos candidatos ofrecerán mejores perspectivas y el fiscal en el cargo que no convenció directamente no es reelecto). 
b) En segundo lugar, una vez que el fiscal ejerce la acción, la misma no puede ser discutida en cuanto a la capacidad que implícitamente dispone para maniobrarla conforme a la realidad concreta que se le presenta, ya que puede señalar el contenido de la imputación, imputar personas determinadas, prescindir de las demás y hasta determinar mayor o menor solicitud de punición para los imputados según el grado de colaboración que aquellos le ofrezcan a su tarea. Lo único que debe salvar a manera de obstáculo a esta amplitud de potestades respecto de la acción penal, es que su imputación supere el principio legal de la probable cause (la causa probable para creer que alguien ha cometido un delito). 
c) En tercer lugar, una vez que decide investigar el delito, sus facultades son amplísimas porque puede elegir los cargos, determinar en qué momento los formulará y bajo qué condiciones los efectuará. 
d) En cuarto lugar, lo más importante y esta es la base de la principal objeción, por efecto de ese grado de discrecionalidad, tiene amplia capacidad de negociación con el imputado, al punto que hasta podría garantizarle la impunidad de su acto criminal, en caso de colaboración. 
Esta figura así constituida se denomina plea bargaining, manifestada en términos procesales de nuestra literatura en dos aspectos fundamentales: la aplicación de criterios de oportunidad y la evitación de llevar el caso a juicio oral y público, a través del arreglo entre el fiscal y el acusado o su abogado en el cual se negocia una confesión de culpabilidad a cambio de que se le atenúen los cargos o se le reduzca la sentencia. 
En el primer caso, tiene amplia disponibilidad de la acción, puede retirar la imputación y evitar el proceso mediante ciertos arreglos convenidos que arriba con el imputado (oportunidad), pudiendo aplicarse a todo tipo de delitos, salvo los casos de felonías que pueden llevar adelante una sanción que supere los diez años, en cuyo caso, si prescinde de la acusación debe fundamentar su decisión y someterla al Juez que finalmente homologa el acuerdo. Aunque, la práctica ha motivado que el fiscal opte por no ejercer en estos casos por la pérdida de prestigio que puede ocasionar frente al electorado, bajo acusación de que está fomentando la impunidad. 
En el segundo caso, el fiscal formula su requerimiento acusatorio a una pena más benigna o alguna sanción alternativa a la punición tradicional de la privación de libertad, a cambio de la confesión de culpabilidad del imputado.  
En esta situación, como el contenido de la imputación es de exclusivo cargo del fiscal, su decisión, en principio, no puede ser revisada judicialmente. La concesión del imputado, en cambio, es siempre la misma: la confesión lisa y llana de parte de aquél acerca de su culpabilidad. Esta norma contrastaría con el principio del juicio oral y público que es la base de una sentencia condenatoria; sin embargo, las reglas federales de procedimiento norteamericano permiten esta gama de alternativas toda vez que se presupuesten los siguientes requisitos: a) la ausencia de coerción; b) comprensión por parte del imputado de los hechos; y c) conocimiento fehaciente de las consecuencias de la confesión de culpabilidad. A esto se le agregan otros detalles como: d) la verificación de las bases fácticas suficientes para acreditar la existencia del hecho que se le atribuye,  y;  e) la asistencia de un abogado defensor que también consienta la admisibilidad de culpabilidad. 
Si bien el plea bargaining goza de pleno respaldo y es la expresión de la pura eficiencia de la justicia norteamericana, la misma pretende sustentarse en el consenso como la base de su construcción y, como bien dijimos, que ese consenso equivalga al rescate de un elemento vital del sistema típicamente acusatorio, con lo cual, se quiere concluir que el sistema anglosajón es uno de los más garantistas y eficientes del mundo. 
De esta manera, de conformidad a las siguientes observaciones podremos verificar que la justicia consensual y típicamente acusatoria que pretende sustentar el plea bargaining (el modelo de juicio abreviado o procedimiento abreviado norteamericano) no es eminentemente garantista y más bien se ha distorsionado adquiriendo rasgos inquisitivos ya que: 
a) La pena que se impone al acusado es sustancial y cuantitativamente más severa respecto al acusado que prescinde del juicio oral y público a través del plea bargaining, lo que el sistema judicial norteamericano ha propiciado no es otra cosa que la premiación y la advertencia solapada de que la justicia beneficiará a quienes no confiesan su culpabilidad, esta situación puede verificarse mediante las últimas estadísticas que delatan que el 90 % de las condenas son obtenidas mediante la confesión a través del procedimiento abreviado o plea bargaining y que alrededor del 65 % de los acusados que osaron ejercer el derecho constitucional de ir a un juicio oral y público, han sido condenados con penas mucho más graves que las consensuadas que fueran ofrecidas por los fiscales al tiempo de solicitar el plea bargaining; 
b) De esta manera, a través del plea bargaining se ha estructurado un sistema que alienta la omisión de un precepto constitucional y lo que es más, utiliza un mecanismo procesal previo de intimidación basado en las estadísticas de que la suerte que podría correr el imputado sería trascendentalmente más grave si es que no se aviene a los mecanismos consensuales de orden estatal que se le ofrece voluntariamente; 
c) El efecto coercitivo de esta práctica es similar al elemento sobre el cual gira la práctica inquisitiva, cual es, la tortura: existe una diferencia de dolores entre quebrar los huesos al imputado por parte del torturador, que disponer de la libertad y someter a una prisión al imputado que no acepta confesar su culpabilidad. La cuestión diferencial, entonces, no es más que axiológica si así se pudiera expresar; 
d) Si bien el modelo inquisitivo concentraba las facultades acusación y juzgamiento en el juez director del sumario, el modelo acusatorio-consensual que propone el sistema anglosajón, no hace otra cosa que trasladar las numerosas potestades de investigación y acusación al fiscal, según se pudo verificar con el uso del plea bargaining, impidiendo que el juez pueda corregir los desmanes y abusos que ordinariamente hace gala a quien se le otorga una sumatoria de potestades. Ya Montesquieu decía cortar la cabeza y dividirla en tres segmentos iguales para evitar que el poder controle al poder; los efectos deletéreos del proceso abreviado anglosajón precisamente constituye un vivo ejemplo de lo pernicioso de una concentración de potestades en un solo órgano; 
e) Estas impurezas que genera el plea bargaining concentrado en amplias e indiscutibles potestades del fiscal, el que aparte de apropiarse del conflicto privado de la víctima y victimario, también se erige en una suerte de director indiscutible de los mecanismos de consenso, convirtiéndose el acuerdo en una especie de contrato adhesivo por encontrar un paralelismo con las figuras contractuales del ámbito civil; 
f) Se ha perdido de vista la centralidad del juicio oral y público que es la base del modelo acusatorio, porque con una cifra que orilla el 90 % de los procesos finiquitados a través del plea bargaining o proceso abreviado, la trascendencia de aquél es ínfima y prácticamente una excepción y; 
g) Finalmente, lo que trataba de señalar como un aspecto típicamente acusatorio a través de la vigencia del principio consensual, por los efectos de la aplicación del procedimiento abreviado, directamente se transforma en un mecanismo claramente inquisitivo y que responde a una política altamente represiva.

3.1 SITUACIONES QUE SE PUEDEN PRESENTAR

Señaladas estas pautas del modelo norteamericano, hemos creído importante analizar esta experiencia de la realidad a fin de no incurrir en las mismas desviaciones al conformar el proceso abreviado resguardando la esencia auténtica de la figura como instrumento que potencie una salida rápida, eficaz y con beneficios para las partes, de tal suerte a que se siga manteniendo el diseño claramente acusatorio del modelo propuesto. 
Lo que debe quedar en claro es que el proceso abreviado no es contradictorio con el ordinario, ya que su planteamiento se debe verificar, inexorablemente, al principiar aquél (etapa de investigación) o se lo puede derivar a un segmento más avanzado de la investigación que se da con los actos conclusivos de aquélla o, directamente, plantearla en la etapa intermedia que es la crítica propiamente de la tarea investigadora del fiscal. No obstante, si existen sólidos argumentos para su pertinencia, es menester recordar que se pretende acortar el rito necesario para arribar a una sentencia, poniendo fin en una sola audiencia lo que podría llevar meses de investigación.
Finalmente, es importante resaltar los detalles más trascendentes que ofrece el procedimiento abreviado en el CPP en consonancia con las reglas del debido proceso y del modelo acusatorio reformulado, dejando de lado las carencias o desviaciones que consigna el mismo instituto desde la perspectiva del proceso anglosajón que acabamos de exponer: 
a) El consenso se da entre el fiscal y el imputado y se somete a la consideración del juez penal o juez de paz en su caso; 
b) Lo que se suprime es el juicio básicamente por razones de conveniencia y consenso entre las partes, siempre que el juez penal así lo admita porque considera que se reúnen los presupuestos. 
c) El imputado y su defensor al prestar el acuerdo para evitar el rito del juicio (que definitivamente esto es lo que se pretende renunciar y no a las garantías en sustancia) sólo admiten el hecho (no la criminalidad y consecuente responsabilidad por los hechos punibles), lo cual preserva la prohibición de la confesión en juicio. 
d) En la audiencia de comparecencia el imputado puede manifestar, por sí o juntamente con su defensor, circunstancias que eliminan su responsabilidad para que el juez o tribunal los valore y sobre ellos, al dictar la sentencia en el juicio abreviado, prescinda del petitorio del acusador, absolviendo al imputado. 
e) Este planteamiento se puede provocar hasta la audiencia preliminar que dará conclusión a la etapa intermedia. 
f) El juez es fuente autónoma de interpretación de los hechos y la consecuente responsabilidad del imputado, de ahí que su función e intervención atenúa fuertemente la perturbación de este mecanismo que tiene por misión minimizar el rito y evitar el uso de esta alternativa simplificadora como un reflote de elementos inquisitivos en el modelo acusatorio. 
g) También el juez puede rechazar el trámite, porque considera que falta la base suficiente para la sentencia y que amerita una mejor discusión a través del proceso ordinario o, sencillamente, estima que la sanción aplicable a los hechos podría ameritar una mayor que la prevista por el marco legal para la aplicación del proceso abreviado. 
h) Si sentencia, la sanción no podrá exceder de la solicitud fiscal. 
i) Esta resolución es apelable con efecto suspensivo, porque tiene los efectos de una sentencia definitiva, por cualquiera de las partes.   

3.2  EFECTOS QUE PRODUCE EL RECHAZO DEL PROCEDIMIENTO ABREVIADO

Es importante recalcar que la desestimación del procedimiento abreviado por parte del juez que recibe el requerimiento, producen efectos procesales que pretenden, evitar afectaciones al principio constitucional postulado en el artículo 18 que se resume en la oración: “nadie estará obligado a declarar contra uno mismo”. En efecto, si el juez rechaza el planteamiento, la admisión de los hechos por parte del imputado así como el requerimiento de sanción menor que podría merecer el prevenido por la calificación de su conducta, se considerarán inexistentes.  

4. LA REPARACIÓN DEL DAÑO: ¿PROCESO PARALELO AL CIVIL O PROCESO ESPECIAL DE EJECUCIÓN EN LO PENAL?  

La acción civil es independiente de la penal porque parten de presupuestos distintos. La penal puramente surge desde la perpetración del hecho reputado punible; mientras que la civil se consolida como elemento gravitante vinculado al hecho punible en sí, cuando exista sentencia condenatoria sobre el responsable, no obstante y a tenor del Código Civil se podría implementar la acción antes de la sentencia condenatoria penal, pero sus efectos serán poco prácticos ya que se verá que por virtud del artículo 1869 en caso de que el acusado adquiera su absolución o sobreseimiento sobre la base de la inexistencia del hecho punible en sí, no se podrá sostener la existencia del hecho principal respecto al acusado en el juicio civil, lo cual revela que la relación de causalidad entre hecho principal y sentencia condenatoria es fundamental para obtener el éxito en la acción civil independiente de la penal, y esto es así en todos los casos y alternativas posibles. 
Recalcando que la acción civil emergente del delito, adquiere relevancia con la sentencia condenatoria, ya que los extremos de la existencia del hecho punible principal y la consecuente culpa del imputado declarada judicialmente, no podrán negarse en aquélla. En sentido adverso, si hay sobreseimiento o absolución del imputado por la inexistencia del hecho básico, es improbable el éxito de la posterior o simultánea acción civil por la misma lógica ensayada en el sentido anterior. 
En estas condiciones, la autonomía de la acción penal de la civil se sigue manteniendo en cuanto a su independencia jurídica. Lo que no se admite es la simultaneidad de su ejercicio. En otras palabras, se puede optar por una de las jurisdicciones, sólo que en el ámbito penal se la podrá ejercer una vez que exista sentencia condenatoria, antes no, mientras que una vez optada la jurisdicción civil, ya no se podrá ejercer en el ámbito penal una vez que se obtenga la sentencia condenatoria. Otra interpretación que surge de lo expuesto es que la prohibición de la simultaneidad de la acción civil y penal se traslada a la imposibilidad de ejercer ante el fuero penal ambas acciones usufructuando el procedimiento ordinario que consta de tres etapas, eventualidad que fuera desechada atendiendo al objeto del proceso penal que es muy distinto al civil. 

Esta opción mantiene incólume el principio de la autonomía de ambas acciones y permite que la víctima opte entre una y otra, claro está, en oportunidades diferentes según se podrá verificar. Una forma que coadyuva con el carácter distintivo al momento para ejercer la acción civil derivada del ilícito penal la detalla el artículo 447 del CPP que señala que la acción para demandar la reparación o indemnización del daño por medio del procedimiento especial, prescribirá a los dos años de ejecutoriada la sentencia de condena o la resolución que impone la medida.
Esto provoca un efecto novedoso más: que por virtud de la autonomía de la acción civil y la penal el cómputo de sus respectivas prescripciones se computan por actos distintos. En efecto, el plazo para operar la prescripción de la acción de daños y perjuicios ante la jurisdicción civil comienza a computarse desde la realización del hecho principal, mientras que el plazo para la promoción de esta demanda especial en el fuero penal recién se computa desde que la sentencia condenatoria haya adquirido calidad de cosa juzgada. 
De esta manera, si el proceso penal excede el plazo de dos años, si no se optó por la acción civil en la jurisdicción correspondiente, la misma queda prescripta, pero aun así queda incólume la alternativa de seguir la acción prevista en el CPP ante el tribunal o juez de sentencia.
4.1 PRINCIPIOS RECTORES DEL PROCEDIMIENTO RESARCITORIO  

El procedimiento es monitorio y de litis restringida e inversa.

Es monitorio porque sólo puede surgir de una sentencia condenatoria o que aplica una medida al acusado. Es decir, se da vigencia a una suerte de ejecución de sentencia penal con caracteres civiles, pero que permite una discusión concreta, más restringida y no dilatoria como se podría dar en un proceso de conocimiento ordinario ante los magistrados del fuero civil.
Esas características civiles se restringen (litis restringida) porque la amplitud de la reclamación de la víctima o su representante no puede sujetarse a las exigencias de varios conceptos del reclamo que habilita la jurisdicción civil y que prevén las normas del CC de fondo. Una de las formas de impedir las reclamaciones desmedidas o que no guarden estricta vinculación con el hecho principal del cual resultara condenado el agente, es la devolución por parte del juez de la demanda al actor para que corrija esa falencia, bajo apercibimiento de que si no lo hace en el plazo legal, desestimará la acción civil, sin perjuicio de mantener expedita la vía para que aquél recurra a la jurisdicción civil propiamente dicha. 
Asimismo, la litis se traba inversamente, porque la base de la reclamación es una sentencia condenatoria la que provoca el litigio especial ante la jurisdicción penal. Esta característica es importante resaltar porque atendiendo a las restricciones que se establecen (uno de los ejemplos se ha mencionado precedentemente) en el juicio especial de resarcimiento de los daños provenientes del hecho punible en esfera penal, la elección de esta vía rápida (beneficio para la víctima) se contrasta con una suerte de renuncia a mayores expectativas de reclamación (cuestión que podría debatirse con mayor amplitud en la jurisdicción civil) y esta es la garantía para el condenado, ya que el que provoca la litis sabe que puede optar por un proceso económico y rápido, pero con menores posibilidades de obtener una reparación por los hechos accesorios y las consecuentes responsabilidades también accesorias. La contemplación de intereses mutuos, permite equilibrar los principios de eficiencia (para la víctima porque por lo menos puede ser reparada de una manera en los límites de una racional reclamación del modo más ejecutivo posible) y garantía (para el condenado, de que elegida esta jurisdicción, el ámbito de la reclamación no puede equivaler a los rubros que eventualmente pudieran surgir de la jurisdicción civil, conforme a las reglas del código de fondo de esa disciplina) en materia penal.
Nótese como la situación también trae aparejada iguales conflictos en la jurisdicción civil, ya que la acción también debe ser intentada por la víctima o sus herederos y el retardo excesivo de un trámite escrito y cargado de incidencias similares al proceso inquisitivo penal sería la garantía para el condenado que de esta manera puede estirar el nexo de su responsabilidad civil proveniente del hecho punible principal y demás accesorios (esa sería su garantía), mientras que para la víctima los valores de su reclamación pueden discutirse del modo más amplio y dilatado posible de tal manera que el condenado tendrá mayor trabajo, por no decir un mayor margen de ser afectado por una sentencia indemnizatoria. El debate es más amplio y las defensas seguramente lo serán, pero el objeto en sí para nada tiene la misma magnitud que el presupuestado en el CPP a tenor del procedimiento especial previsto para estos casos. De esta manera, señalamos los rasgos que hacen a la naturaleza de este procedimiento y es fundamental destacar que la nueva jurisprudencia que surja a la luz de su aplicación traerá mayor luz a las formas concretas de realizar las normas relativas a este tipo de proceso especial. Lo que no debemos obviar y esperemos que los juzgados y tribunales así lo interpreten, es el sentido político-criminal de este procedimiento; es decir, la consideración de los principios cardinales que hemos señalado y que en todos los casos, ese deberá ser el temperamento. Cualquier perturbación (ejemplo: pretender abrir el debate amplio típico de la jurisdicción civil en el procedimiento especial para la reparación del daño) será un contrasentido y, lógicamente, dará pié a los civilistas para que protesten fundadamente por esta desvirtuación de los principios de economía, sencillez y restricción de la litis. Después de todo, situaciones como las ejemplificadas y que esperemos no se repitan como en otros países, son las que darán curso a la expresión de los civilistas de que están siendo expropiados de un segmento de conflictos que tradicionalmente les estaba reservado. 
Ahora bien, entre las incorporaciones del CPP en cuanto al tratamiento del régimen de la acción civil, resulta importante señalar algunas pautas que fortifican la estructura de este procedimiento especial. 
a) Cuando se trate de hechos punibles que han afectado el patrimonio del estado la acción civil será ejercida por el Procurador General de la República, pudiendo delegarse su efectiva articulación a sus operadores o funcionarios que cumplan con los requisitos para actuar profesionalmente. 

b) Cuando se trate de hechos punibles que hayan afectado intereses sociales, colectivos o difusos (casos de delitos ecológicos, fundamentalmente) la acción civil será ejercida por el Ministerio Público con facultad de delegar esa atribución concreta en sus agentes o funcionarios habilitados para actuar profesionalmente. 

c) También incorporamos un capítulo de delegación de la acción civil en el ministerio de la defensa pública, cuando el demandante sea una persona que no disponga de condiciones socioeconómicas para solventar la acción pertinente. 

d) Asimismo, la Defensa Pública debe actuar en representación de las personas incapaces que hayan sufrido el daño. 

e) En todos los casos, bastará que se efectúe esa delegación en un acta que contenga los datos personales del delegante y que valdrá como poder especial. 
Notaremos que el artículo 59 del CP establece como pena adicional, la composición en los casos especialmente previstos por la ley (delitos contra el honor, contra la intimidad, etc.), consistente en el pago de una suma de dinero por parte del autor a la víctima, cuando ello sirva al restablecimiento de la paz social. Esta imposición complementaria no excluye la demanda de daños y perjuicios, pero es fundamental tener presente esta alternativa en ciertos hechos punibles, porque siendo el procedimiento de reparación del daño un trámite de litis restringida, es casi improbable que obtenga éxito una demanda ante el mismo juez que dictó la sentencia condenatoria en los casos de aplicación de una pena adicional de composición, ya que dentro del concepto punitivo se incluye el daño y la responsabilidad por el hecho principal, que señalábamos se erigía en la base de la reclamación por el procedimiento especial ante el mismo juez que dictó la sentencia. Lo que tendría habilitada la víctima es la acción civil ante la jurisdicción civil (valga la redundancia), cuestión que también limitará la traba de la litis con el condenado, por aquél principio de que las reclamaciones no deben sustentarse en excesos y desmedidos propósitos que daría lugar a una suerte de enriquecimiento sin causa.  
Usando los criterios de racionalidad y atendiendo a la naturaleza de los principios político-criminales que se pretenden sostener con este procedimiento especial, sería inocuo plantear una demanda civil ante el tribunal penal que ya emitió en una sentencia una cuantificación del valor del daño para el restablecimiento de la paz social y, lo que es más, cuando dicho valor tiene como destino la reparación directa a la víctima. Sin embargo, estos criterios que estoy señalando los irá perfilando, caso por caso, la nueva jurisprudencia que surja a la luz del CPP. Como podrá verificarse, lo que busca este procedimiento especial es la conciliación de los principios de garantía y eficiencia, vale decir, atender los reclamos razonables de la víctima (una convidada de piedra en el proceso penal tradicionalmente) y del imputado (una persona que no ha sido objeto de un tratamiento digno e igualitario en las causas criminales que soporta). 
El ejercicio de la acción civil en el proceso penal, entiéndase bien, para la reparación del daño derivado del hecho principal (nexo de causalidad como justificación es fundamental para el éxito de la demanda) que fuera objeto de condena al acusado, es un rescate de la simplicidad y la celeridad para beneficio del imputado, mientras que es una garantía a través de la litis restringida para el condenado de que los reclamos indemnizatorios (es por ello, que se aconseja el rechazo en caso de solicitudes desproporcionadas, en el propio procedimiento especial) respondan a parámetros económicos prudentes y no con la amplitud de los rubros como se da en la jurisdicción civil; de esta manera, aceptada la jurisdicción penal y resuelta la reclamación a través de una sentencia en dicha esfera, la responsabilidad civil también pasa en autoridad de cosa juzgada.  
Una cuestión más: algunos señalan que aparentemente se reducirían las defensas del condenado en este proceso especial, pero entiéndase bien que la misma naturaleza de la indemnización derivada de hechos punibles (sentencias condenatorias) no permite la negación de las cuestiones capitales y, además, la presencia del mismo tribunal que dictó sentencia no se puede considerar como un órgano de parcialidad manifiesta, ya que el objeto del proceso especial se remite a una simple relación de causalidad entre el hecho principal comprobado y el daño con la consecuente estimación de los valores relativos a la cuantificación de ese daño. De cualquier manera, el que ciertamente pierde la posibilidad de ampliar su reclamación con presupuestos no relacionados de un modo directo al hecho principal es la víctima, sólo que esto se palia con la promesa de economía y celeridad del trámite que implica la reparación en sede penal, con lo que consideramos cumplimentada la consonancia entre los principios de garantía y eficiencia procesales. 
El Trámite según el CPP. La sentencia condenatoria que impone pena privativa de libertad u ordene la aplicación de una medida (una vez que adquiera firmeza), genera la acción civil emergente del ilícito que puede ejercitarse de dos maneras: 
a) Ante la jurisdicción civil y comercial mediante el juicio de indemnización de daños y perjuicios, o; 

b) Ante el mismo tribunal que dictó la sentencia penal. Tratándose del Tribunal Colegiado, tramitará el Presidente o uno de sus integrantes; o sino el juez penal o el juez de paz, según el caso. 

Si se optó por la jurisdicción penal se aplicará el procedimiento especial para la reparación del daño que se ceñirá a los siguientes requisitos y pasos:
a) El juez o tribunal examina si está completa o no la información presentada por el actor y si la considera incompleta o excesiva la pretensión, puede resolver: 
b) Ordenando la devolución de la presentación al actor para que corrija su pretensión por el plazo de 5 (cinco) días hábiles. 
c) Si no lo corrige, el juez o tribunal tendrá por rechazada la demanda, sin perjuicio de poder apelar la decisión o, directamente, ejercer la acción ante la jurisdicción civil y comercial. 
d) Si el juez o tribunal admite la pretensión deducida, dicta como primera medida, un mandamiento ejecutivo, o, en su defecto, podrá ordenar pericias para una mejor determinación del reclamo deducido. 
Si considera innecesario el trámite previo, dará cumplimiento al mandamiento ejecutivo que contendrá: 
a) La identificación del demandante y del demandado; 
b) Ordenar la reparación del daño por un valor que seleccione el juez; 
c) Intimará al demandado para que objete la demanda en el plazo de diez días hábiles, y; 
d) Trabará embargo suficiente para cubrir el reclamo y las costas del procedimiento. 
Si el demandado comparece, sólo podrá objetar: 
a) La legitimación del actor; 
b) El tipo de reparación reclamada, y; 
c) El monto o valor de la indemnización planteada por el actor, acompañando o indicando la prueba de la que se valdrá para sostener su posición a la pretensión.  

¿El actor puede ser tenido por desistido del procedimiento? Si el actor no cumple con la información complementaria que el juez o tribunal le devolverá las actuaciones, principalmente cuando los datos sean incompletos o insuficientes o exista una pretensión económica desmedida, lo que deberá completar en el plazo de cinco días. Si no lo hace, se tendrá por desistida la demanda resarcitoria. Igualmente, si el actor no comparece a la audiencia se le tendrá por desistido y se le impondrán las costas del procedimiento.  

¿El demandado puede consentir el procedimiento? Si el demandado no procede a objetar la reclamación, se podrá llevar adelante la ejecución. Asimismo, si tampoco no comparece a la audiencia, adquiere firmeza la orden y se lleva adelante la ejecución. La resolución adoptada determina la conclusión del procedimiento y la misma será apelable, en el plazo de cinco días.  

4.2 DIFERENCIA CON LA ACCIÓN CIVIL EMERGENTE DEL HECHO PUNIBLE SANCIONADO

Si el juicio especial en sede penal perime por abandono o es desestimada su reclamación por excesiva, puede recurrir a la jurisdicción civil y esto cubre de manera amplía las posibilidades de ejercicio autónomo de la acción civil respecto a la supuesta exclusividad de una u otra jurisdicción. Esta es la innovación fundamental que surge del artículo 29 del nuevo código procesal penal y se apoya en razones prácticas de economía, sencillez y celeridad. 
De acuerdo a las razones jurídicas apuntadas, sería engorroso habilitar ambas jurisdicciones de una manera simultánea, cuando que en realidad el nexo de causalidad entre la existencia del hecho principal y la consecuente culpabilidad del agente en cuanto a su perpetración resultante del juicio penal, sólo se acreditará a manera de cuestión prejudicial en la jurisdicción civil a las resultas de la existencia previa de la condena en sede penal. 
Para evitar ese innecesario dispendio de recursos para la víctima y principalmente del imputado (que debe cubrir dos esferas que duplican lo oneroso de su defensa), el CPP prevé un procedimiento de litis restringida en el ámbito penal, independientemente que la víctima prefiera iniciar el trámite en sede civil, lo que queda a su elección; nótese que se preserva substancialmente el principio de la autonomía jurídica de la acción civil.
Lo que algunos cuestionan es que la acción civil proveniente del delito en sede penal es contradictorio con el Código Civil que plantea la independencia de las acciones. En parte alguna se veda esa posibilidad, solamente que se regula la prohibición de la simultaneidad de su ejercicio, pero la independencia de optar entre una jurisdicción y otra sigue incólume. Cosa distinta sería si negáramos en el código procesal penal la posibilidad de ejercer la acción civil surgente del hecho punible probado y condenado en sede civil y la reserváramos solamente a la esfera penal, cuestión que para nada surge del texto del nuevo código procesal penal.  

5. PROCEDIMIENTO ANTE LA JUSTICIA DE PAZ 

Una figura que ha perdido trascendencia a la luz del CPP de 1890 y por influencia de la centralidad del poder del juez del sumario (en el modelo inquisitivo), ha sido la del JUEZ DE PAZ que constituyen el verdadero rostro de carne y hueso de la administración de justicia y, contradictoriamente, la menos atendida al punto que se desconoce realmente cuál es el sentido de su existencia, al menos, desde la posición inquisitiva que le confería potestades meramente delegadas del juez de primera instancia, bastando un simple pedido de avocamiento para que aquél pierda su intervención y eche por tierra su labor que, indudablemente, por la proximidad con el lugar en el previno en la investigación adquirió información sumarial relevante de primera mano y en cierta forma cumpliendo con lo que se conoce como inmediación (aún en su versión más imperfecta que se aprehende de la realidad de un sistema escrito). 
Uno de los desafíos que tenía pendiente la administración de justicia es la de dotar a la judicatura de paz de mayor preponderancia o, al menos, el protagonismo necesario que se ubique a la misma altura de la trascendencia que en lo cotidiano se ensalza a dichos magistrados, ya que una gran parte de los hechos punibles tradicionales caen bajo el conocimiento de aquellos y sólo un pequeño porcentual es derivado a los jueces de primera instancia. Es por ello que se ha dotado a dichos jueces de una intervención optativa que permita ejercer actos conclusivos al igual que los jueces penales, siempre que voluntariamente las partes acepten su intervención. En este caso, ya no se trata de un simple trabajo momentáneo y de sustitución, ya que una vez aceptada la competencia de los jueces de paz (obviamente que tiene que existir un consentimiento de las partes), el mismo está en condiciones de llevar adelante la gestión jurisdiccional en las mismas condiciones que los jerárquicamente superiores. 
La diferencia en cuanto a la concesión de una competencia está prescrita en el CPP atendiendo a delitos que no presenten rasgos de mucha gravedad y que permitan descongestionar (descentralizar) la función judicial. Recuérdese que nuestro Estado es descentralizado y una forma de perfeccionar esta postulación es a través de un mayor protagonismo a los jueces de paz. Atendiendo a la naturaleza de la infracción (delitos culposos, hechos punibles de escaso reproche, etc.) la labor conciliadora es una herramienta indispensable de la que debe echar mano el juez de paz. Igualmente se prevé un trámite económico, sin mayores formalidades y las resoluciones que adoptan no deben sujetarse a las mismas exigencias que una decisión equivalente a la de los jueces penales. 
De esta manera, lo que se busca es la simplicidad y obviar cualquier rigor procesal que entorpezca la función descentralizadora que compete a los jueces de paz. También se prevé un trámite especial que deben observar los jueces de paz para los casos de faltas que si bien el derogado CP de 1914 lo previó en un capítulo separado, el actual CP ha omitido remitirse a ellas, dando a entender que esta es una materia pendiente y reservada que torna indispensable la sanción de un Código de Faltas o de Contravenciones que pueda conglobar a todas las infracciones de diversas extracciones para permitir la caótica situación que plantean las leyes especiales y que tornan inaplicable, hasta la fecha, este segmento de dispositivos procesales previstos para la competencia de la judicatura de paz.

Al menos, esta es una idea que surge modernamente en la mayoría de las legislaciones y tácitamente hacia esa dirección pretende dirigir el CP y consecuentemente el CPP. En la medida que la judicatura de paz pueda adaptarse a los novedosos roles que se les otorga y con el acompañamiento de un margen adecuado de competencias (principalmente, en lo concerniente a las faltas que exigen concomitantemente un código respectivo), se podrá sostener que la misma cumple con la función de auxilio y, por qué no decirlo, de sustento del contacto entre la administración de justicia y sus destinatarios. 
Trámite. La solicitud efectuada ante el Juez de Paz recibe el nombre de requerimiento y pretende colmar con dos objetivos: 
a) El control de las diligencias iniciales de la investigación, siempre que no sea posible la presencia del juez penal. 

b) En este sentido, el juez de paz puede disponer la libertad del aprehendido por la policía, todo esto, por virtud de la aplicación extensiva o analógica de las medidas cautelares, artículo 10 del CPP, pero no así disponer la restricción de libertad (decretando la prisión preventiva, por ejemplo). 

c) Cuando las partes lo soliciten directamente, vale decir, que el requerimiento al juez de paz siempre será optativo.    

Una vez elegida la competencia del juez de paz, las partes (fiscal o querella autónoma e imputada) podrán solicitar:  

a) La aplicación de un criterio de oportunidad (casos de insignificancia o escaso reproche); 

b) La suspensión condicional del procedimiento derivado de los hechos culposos; 

c) Aplicación del procedimiento abreviado, si la pena en expectativa no tenga prevista pena privativa de libertad o no supere un año; 

d) La conciliación; 

e) La aplicación del procedimiento para delitos de acción privada; 

f) El procedimiento para la reparación del daño (si el juez de paz dictó la sentencia), y; 

g) La audiencia oral en delitos contra pueblos indígenas.
PRESENTADA LA SOLICITUD ANTE EL JUEZ DE PAZ, CONVOCARÁ A UNA AUDIENCIA ORAL DENTRO DEL PLAZO DE CINCO DÍAS HÁBILES

SI EXISTEN APREHENDIDOS, CONVOCARÁ LA AUDIENCIA EN EL PLAZO DE 48 HORAS, RESOLVIENDO LA MEDIDA CAUTELAR EN LA MISMA DILIGENCIA

OIRÁ A LAS PARTES DE MANERA CONCRETA Y SENCILLA SUS PRETENSIONES, RIGIÉNDOSE POR LAS REGLAS DEL JUICIO ORAL SUPLETORIAMENTE

LUEGO DE ESCUCHADOS LOS ALEGATOS FINALES, RESOLVERÁ INMEDIATAMENTE ADMITIENDO O RECHAZANDO LO REQUERIDO POR LAS PARTES

¿Y qué puede resolver el Juez de Paz? 

a) La Desestimación del requerimiento fiscal; 

b) Dictar el sobreseimiento de la causa; 

c) Declarar extinguida la acción penal; 

d) Admitir los criterios de oportunidad propuestos; 

e) Aceptar la conciliación; 

f) Suspender condicionalmente el procedimiento; 

g) Aplicar el proceso abreviado y dictar la sentencia que corresponda; 

h) Absolver o condenar en los hechos punibles de acción privada. 

Si el juez de paz no acepta el requerimiento fiscal, devuelve las actuaciones al mismo fiscal, quien deberá plantear su requerimiento en idéntica forma  ante el juez penal en el plazo de 10 (diez) días. 
Las resoluciones que recaigan, luego de la audiencia oral y pública, serán leídas y se labrará acta que suscribirán las partes que intervengan, quedando notificadas por su lectura. Asimismo, serán apelables ante el Tribunal de Sentencia (Unipersonal) dentro del plazo de cinco días.
6. PROCEDIMIENTO POR HECHOS PUNIBLES COMETIDOS POR MENORES

Por razones pragmáticas y, fundamentalmente, sobre la base de los conocimientos científicos relacionados con el desarrollo de la personalidad humana, la ley penal y procesal penal establecen un límite preciso a partir del cual comienza la plena responsabilidad penal. Sin embargo esta ficción legal no debe ser confundida con la realidad insoslayable de que no es lo mismo un delito cometido por una persona adulta que otro, quizás el mismo en términos de gravedad, cometido por un menor de edad, aunque según la ley, ya tenga la misma responsabilidad plena que posee un adulto. 
Este procedimiento no establece rebajas en la pena ni otro tratamiento distinto, que le corresponde establecer a la legislación penal. Lo que busca es que el modo como reaccione la justicia penal frente a hechos cometidos por personas tan jóvenes sea distinto. En muchos casos se tratará de la primera vez que el joven tenga un enfrentamiento con la justicia y del modo como este se desarrolle quizás dependa el futuro de su vida personal. En otros casos, aunque ya exista reiteración de hechos, todavía se trata de una persona en un estadio inicial del desarrollo de su personalidad, que puede ser corregido con mayor facilidad. 
También se pretende preparar a la administración de justicia y al Ministerio Público para este primer encuentro con un joven imputado, debiendo tomarse en consideración las reglas especiales previstas en los Tratados y Convenios Internacionales de la materia y, en especial, el Código de la Niñez y de la Adolescencia. 
Se busca que los fiscales sean especializados, que se trate de involucrar a los padres o familiares del menor, que se restrinja al máximo la publicidad, que no se abuse de la privación de libertad y, especialmente, que se trate cuidadosamente todo la relativo al desarrollo educativo y personal del joven. Además se establece que en estos casos la división del juicio prevista en el procedimiento ordinario sea obligatoria, para que exista una discusión más detallada de la pena; aquí el acierto judicial en la individualización de la pena es fundamental para el cumplimiento de los fines de prevención especial previstos en la Constitución.  

7. PROCEDIMIENTO PARA LA APLICACIÓN DE MEDIDAS DE MEJORAMIENTO  

Según la ley penal y la doctrina común al respecto, la irreprochabilidad no permite la aplicación de una pena porque la alteración de las facultades mentales o la imposibilidad de dirigir las acciones conforme a una comprensión razonable impiden la declaración de culpabilidad. En estos casos, las medidas son la consecuencia del hecho ilícito, no culpable. Pero la irreprochabilidad no significa que no se deba probar la existencia del hecho ilícito, o que respecto del irreprochable no operen las causas de justificación, por ejemplo.  

Ha existido una mala práctica en nuestros tribunales, acostumbrada más bien a comprobar sólo la existencia de la reprochabilidad y creer que sólo con ella ya existían los fundamentos necesarios para la aplicación de una medida. Pero ese no es el sistema según nuestro derecho penal vigente. El juicio especial previsto busca llamar la atención sobre la prueba de los restantes elementos que permiten la aplicación de una medida (básicamente todos los que hacen a la  existencia del hecho y a su ilicitud), pero adapta las reglas del procedimiento a las circunstancias particulares del imputado, que generalmente se encuentra, además, en una situación de incapacidad procesal. Se trata de un procedimiento que aumenta las garantías, restringe la publicidad y obliga a una consideración más particularizada de las circunstancias personales del imputado.  

8. PROCEDIMIENTO POR HECHOS PUNIBLES COMETIDOS ENTRE LOS PUEBLOS INDÍGENAS 

Después de la Constitución de 1992, la reforma del sistema judicial no puede quedar ajena a esa realidad, si pretende aportar algo positivo a la construcción de una sociedad auténticamente democrática en la cual no se vede el desarrollo efectivo de la diversidad cultural, para que cada persona legítimamente pueda alcanzar el pleno desarrollo de sus potencialidades humanas. Así lo entendieron los constituyentes, cuando acogiendo el reclamo de los representantes originarios de los pueblos indígenas, consagraron todo un capítulo –en la primera parte de la Constitución- la auténtica vocación democrática de un pueblo que no teme reconocerse multicultural y pluriétnico. Es así que se reconocieron normas especiales en lo relativo al reconocimiento como víctima de la comunidad indígena y al régimen de la acción, sino que además se dedicó un procedimiento específico para regular este problema. 
Las normas pretenden lograr los siguientes objetivos: 
a) Traducir en el derecho procesal penal los derechos fundamentales que reconoce a los pueblos indígenas la carta fundacional republicana; 
b) Tomar en cuenta el carácter reivindicatorio, resarcitorio y tuitivo del derecho constitucional que rige la materia; y, 
c) Revertir o por lo menos poner barreras, a una tendencia social que más allá del mandato constitucional actual seguirá incidiendo negativamente sobre la vida de los pueblos indígenas. 
En síntesis, podemos decir que estas normas buscan, al igual que la Constitución Nacional, y en este caso desde el derecho procesal penal, establecer bases justas para que los pueblos indígenas y la sociedad mayoritaria de tipo occidental, se respeten mutuamente estableciendo un diálogo cultural en el que participen en la construcción de una convivencia pacífica, donde la creatividad humana encuentre nuevas soluciones a los desafíos de una vida cada vez más compleja. 
Se debe tomar en consideración que la CN reconoce validez al derecho consuetudinario indígena ya que el artículo 63 establece que ellos  «...tienen derecho a aplicar libremente sus sistemas de organización política, social, económica, cultural y religiosa al igual que la voluntaria sujeción a sus normas consuetudinarias para la regulación de la convivencia interna, siempre que ellas no atenten contra los derechos fundamentales establecidos en esta Constitución. En los conflictos jurisdiccionales se tendrá en cuenta el derecho consuetudinario indígena.». 
Lo explicado hasta ahora tiene una incidencia directa en la elección del modo de integración del tribunal que juzgue estos casos. La integración del órgano con indígenas como jueces comunitarios, tal como propone el Proyecto de Código Procesal Penal de Ecuador de 1992 o la constitución conjunta entre jueces ordinarios y jueces legos, según el modelo escabinado europeo, ha sido desechada por considerar que este modo exportaría inútilmente al interior de los pueblos indígenas, un sistema propio de la cultura occidental, extraño al mundo indígena  y que podría convertirse nuevamente en una sutil forma de avasallamiento por parte de la sociedad envolvente. Teniendo en cuenta el escaso volumen de los casos, además, considerando la gran dispersión de los focos de conflictos en el territorio de la República, la judicatura de paz, debidamente jerarquizada, puede ser un elemento sustancial para la aproximación del sistema de justicia a las distintas comunidades, antes que la creación de jueces especializados que se hallan distantes de las comunidades. 
Finalmente se ha decidido la implementación de reglas especiales modifiquen el proceso, en lo estrictamente necesario de tal manera a dar vigencia al Capítulo V de la Constitución Nacional y sus concordantes. 
Por lo tanto, cuando la intervención estatal es inevitable -ya hemos explicado el mecanismo de reconocimiento de la solución interna de los conflictos a través de la extinción de la acción- se han establecido los siguientes mecanismos: 
a) la figura de peritos que intervienen en todas las fases del proceso de un modo especial, inclusive participando del debate de sentencia de los tribunales. También, especialistas que asesoran al Fiscal en la investigación, de tal manera a evitar inútiles violaciones de los derechos indígenas; 

b) la posibilidad de que a partir del derecho consuetudinario se modifiquen ciertas reglas del proceso; 
c) un registro obligatorio de la apreciación de todas las cuestiones concernientes al derecho consuetudinario en el juzgamiento de las causas; 
d) precauciones para que la prisión preventiva sea evaluada como elemento de agresión cultural, de tal modo que el Juez aconsejado por el perito pueda ordenar medidas correctivas; 
e) diversas instancias en las que se busca una conciliación entre las partes, sin distinción del tipo de delito, como es el régimen común, y; 
f) un sistema de modificación de sanciones, en forma más beneficiosa al condenado que busca dar garantías a la finalidad constitucional de la pena en atención a la cultura de los involucrados.
LOS RECURSOS EN EL PROCESO PENAL

1. FUNDAMENTOS
El sistema inquisitivo basado fundamentalmente en el control vertical de la investigación escrita, se potenciaba precisamente en el sistema de recursos ordinarios que permitía la revisión casi total de las actuaciones de la investigación a cargo del juez que dirigía el sumario, todo esto, en contraposición a los principios de concentración, inmediación, economía y sencillez que en teoría preconizaban los catedráticas del derecho procesal penal. A nadie sorprendía que un sumario de investigación que legalmente no podía exceder los sesenta días de duración, se eternicen con plazos que oscilaban entre los tres a seis años, todo esto, por diversas causas que ya las expusimos al prologar el comentario al presente código; pero, fundamentalmente una de las principales causas se debía al excesivo ejercicio de materias recursivas ordinarias que al ser promovidas por las partes en ejercicio de la amplitud de la defensa, desbordaban la capacidad de los tribunales de apelación que para resolver cuestiones elementales (como la expedición respecto a la prisión preventiva que el artículo 350 del CPP de 1890 establecía que debía resolverse en un plazo no superior a las 24 horas o de quejas por retardos de justicia) demoraban meses y años, todo esto, con el pernicioso efecto de dilatar el debate sobre el fondo de la cuestión que, como también advirtiéramos en el capítulo de las medidas cautelares, constituía la excepción antes que la regla (los presos sin condena, son un ejemplo característico de esta falencia estructural heredado del modelo inquisitivo). 
El modelo de corte acusatorio que se sustenta en la centralidad del juicio oral y público con un debate amplio con presencia física del juez y las partes, que postula la función de control popular, desmitifica la concepción tradicional y propia del modelo inquisitivo, en cuanto al criterio tradicional que se expresaba en la necesidad de una doble instancia que postulaba, a su vez, el control vertical de la calidad de las resoluciones y sentencias definitivas. 
Por mucho tiempo se creyó y aún existe una resistencia en los operadores de justicia en el sentido que los recursos -sin discriminar si eran ordinarios o extraordinarios- debían analizar todo lo valorado y resuelto en la instancia inferior, aunque ello implicaba analizar por segunda vez los hechos, las pruebas que corroboraban el contenido fáctico y, finalmente, el derecho aplicado. Vale decir, en la segunda instancia -o en la tercera, según el caso- se realizaba una suerte de nuevo juicio a cargo de un órgano colegiado que en su diseño tradicional pretendía garantizar una mejor expresión de la justicia humana, que se figuraba bajo la máxima cuatro o seis ojos perciben mejor los errores o analizan mejor la situación del hecho que dos ojos, claro está, en alusión directa al órgano inferior que estaba organizado sobre la base de un juez penal.
Sin embargo, el problema no estaba en esa aparente nobleza de objetivos acerca de la doble instancia como tradicionalmente se concebía. El modelo escrito típicamente inquisitivo se sostenía en otras formas más perversas de denegación de un verdadero juicio previo como postulado republicano esencial que garantizaba a las personas el uso arbitrario del poder punitivo estatal, ya que como dice el refrán hecha la ley, hecha la trampa, el sistema colegiado de revisión de resoluciones de la instancia inferior se sostenía en la lectura integral de los legajos registrados en el expediente y esa era una tarea aburrida y mecánica que, de ordinario, se delegaba en uno de los integrantes del Tribunal de Alzada que actuaba como preopinante. Ese preopinante que era un magistrado numéricamente idéntico al juez penal que dictó la resolución impugnada, sustituía automáticamente esa labor insoportable para cualquier persona que gusta del derecho y no del trabajo rutinario de leer registros intrascendentes la mayor de las veces. 
¿Y qué hacían los demás integrantes del colegiado? En la mayoría de los casos se adherían al voto preopinante, con lo cual se reproducía el vicio de la instancia inferior y se destruían los nobles ideales de la doble instancia que se resumía en la expresión antes acuñada y, por cierto, muy didáctica para apercibirnos de la distorsión entre teoría y realidad de la propuesta tradicional de los recursos. 
De cualquier manera y obviando por un momento estas contradicciones entre lo ideal y la práctica que acabamos de referenciar, encontraremos un obstáculo de carácter sustancial acerca de la manutención del sistema de recursos íntimamente ligado con el modelo inquisitivo que se pretende dejar atrás con esta propuesta del Código Procesal Penal. Ese impedimento se centra en la violación del nem bis in ídem o la prohibición del doble proceso que garantiza la Constitución y el Código Procesal Penal en todo sistema republicano. Si la Constitución garantiza a las personas imputadas o acusadas serán sometidas a un solo proceso y que cualquier distorsión de este principio conmina la nulidad del segundo debate o estudio sobre los mismos hechos, respecto a las mismas personas y por las mismas causas, es evidente que el modelo tradicional no sólo es inviable en la práctica, sino que atenta contra elementales garantías procesales consagradas en la ley fundamental. De ahí que los recursos no pueden reabrir un debate sobre los hechos y el valor probatorio de los mismos, porque esa tarea es la que esencialmente se produce en el juicio previo (incluso se trata de una previsión postulada por el derogado CPP de 1890). 
En consecuencia, por razones constitucionales -prohibición del nem bis in ídem- el sistema de recursos no tendría que reabrir el debate sobre los hechos, lo que implica sostener, por efecto de tal afirmación, que la revisión integral del proceso en segunda instancia resulta insostenible por su notoria inconstitucionalidad. Precisamente esta es la razón por la cual la Constitución de 1992 para nada se refiere como garantías del debido proceso penal -el artículo 17 esencialmente- el derecho al recurso. No obstante incorpora dos figuras recursivas que no tienen parecido o similitud con el modelo recursivo ordinario que permitía el análisis repetitivo de todas las actuaciones del proceso registrado en la instancia inferior y que son: los recursos de revisión de los fallos a favor del imputado o condenado y el de casación, previstos en los artículos 17.4 y 259.6 de la Constitución Nacional, respectivamente. 
Estas dos instituciones que doctrinariamente se ubican dentro del género de los Recursos Extraordinarios, no analizan los agravios del impugnante sobre la base de todos los aspectos supuestamente omitidos o vulnerados por el juez o tribunal inferior (entiéndase una revaloración de las pruebas ya valoradas en instancia inferior), sino que se remiten al verdadero objetivo de la segunda instancia, cual es, la correcta aplicación del derecho de fondo y de forma, ya que precisamente, directa o indirectamente, sustenta el cuestionamiento del órgano jurisdiccional inferior en el dictado de la resolución. En otras palabras, el efecto de la procedencia de tales recursos no implica un nuevo juicio de valor probatorio respecto al ya valorado por el órgano inferior, sino que declara la nulidad o invalidez de todo el proceso (figurativamente se tiene por inexistente el juicio previo irregularmente llevado a cabo por el inferior, todo esto, por falencias en la aplicación de la ley), salvo los casos en que de la correcta aplicación del derecho resulta intrascendente reponer el juicio o el trámite de primera instancia, claro está, siempre que -la mayoría de las veces- favorezca la posición del imputado. Esta última salida es un agregado del principio de la presunción de inocencia que, a su vez, se traduce en la vigencia del adagio latino in dubio pro-reo (en la duda se estará por lo más favorable al imputado). 
Como se pudo leer, los recursos extraordinarios jamás analizan el juicio o trámite en lo referente a la valoración otorgada por el órgano inferior, sino que simplemente se avoca al estudio de las normas aplicadas, todo esto, a los efectos de verificar si no se aplicó en forma errónea o directamente se obviaron reglas que invalidan el resultado expuesto en la decisión judicial impugnada. Una vez declarada procedente la impugnación sobre el perfil que acabamos de describir, se aplican los efectos tradicionales de las nulidades, cual es, la de tener por inexistente en el mundo jurídico el juicio declarado inválido y, por ende, se debe realizar un nuevo juicio o trámite por otro tribunal, con lo cual queda salvada la vigencia plena del principio que prohíbe la persecución penal múltiple (nem bis in ídem). 
Estas breves ideas expuestas son las que movieron a los redactores al cambio del sistema de recursos en el código y que justifican acabadamente cortar en forma abrupta la práctica del modelo tradicional de recursos al sólo efecto de evitar el estudio sobre el fondo de la cuestión que es propiamente una tarea exclusiva y reservada para el debate oral y público.  
Ahora bien, al momento de diseñar el sistema de recursos que aprehende el modelo de procedimiento acusatorio, se pudo advertir un obstáculo salvable, cual es, que en lo referente al Recurso de Casación (verdadero recurso admisible contra las sentencias emanadas del juicio oral y público en el diseño previsto por el CPP), se otorgaba una competencia exclusiva a la Corte Suprema de Justicia, aspecto que generaría dificultades de orden práctico, ya que si los Tribunales de Apelación no podían conocer en dicho instituto recursivo, se tendría una merma considerable de tareas de dicho órgano que aconsejaría -sobre bases prácticas y limitativas de presupuesto- su eliminación, lo que a su vez, trasladaría una nueva dificultad al seno de la máxima instancia del Poder Judicial, cual es, una sobrecarga de trabajo imposible de atender en la medida de lo humanamente aceptable. 
La salida que se potenció y se plasmó en el CPP ha sido la de disfrazar el recurso de apelación contra las sentencias del juicio oral y público bajo las mismas características de la casación, reservando la Casación propiamente dicha bajo las mismas características de la apelación contra sentencias de primera instancia, siempre que la violación o errónea aplicación de preceptos legales sean de naturaleza constitucional, materia reservada exclusivamente a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia. Conforme a lo acotado, se previeron los recursos de apelación especial contra la sentencia de primera instancia y el extraordinario de casación bajo los mismos presupuestos genéricos (inobservancia de un precepto legal o la errónea aplicación de un precepto legal, ya sea de fondo o de forma) con una diferencia aparentemente sencilla, pero sustantiva a la vez, y que señala al primero de los medios impugnativos de competencia exclusiva de los Tribunales de Apelación siempre que los motivos de la impugnación se refieran a una norma secundaria (Código Penal y Código Procesal Penal, respectivamente), mientras que el segundo es competencia de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia cuando los motivos se funden en contrastes con el derecho primario o Constitucional, propiamente.
Por otro lado, el Pacto de San José de Costa Rica en su artículo 8.2.h reconoce como un derecho procesal del imputado la de recurrir a una instancia superior contra decisiones que agravian su situación procesal. Entiéndase bien, a favor del imputado y no a los demás sujetos que intervienen en la relación procesal penal. Esta situación significa que en todo el proceso y no sólo del resultado del juicio previo (en nuestro caso, juicio oral y público) el imputado debe contar con los medios de impugnación contra decisiones que le agravian, por lo que se entiende al procedimiento como un conjunto de actos secuenciales que consta de diversas etapas, claro está, con finalidades distintas en cada una de ellas. Atendiendo a que el Pacto es un derecho internacional vigente por la Ley No. 1/89 y que en la jerarquía prevista por el artículo 137 de la Constitución es ley superior al derecho secundario nacional, se tuvo que mantener el diseño de los recursos ordinarios, con la variante que los argumentos de la impugnación no se tienen que ceñir a los mismos parámetros de los recursos ordinarios previstos en el modelo inquisitivo (estudio total de las actuaciones a manera de realizar un doble juzgamiento de la cuestión recurrida), sino que adaptándose a los mismos lineamientos generales de los recursos de apelación especial y de casación, respectivamente. 
Puntualizando, en las Etapas Preparatoria e Intermedia se mantiene el Recurso de Apelación General con una competencia restringida para los Tribunales de Apelación, en el sentido que deben analizar única y exclusivamente si las normas fueron correctamente aplicadas u omitidas por el órgano inferior. Una reformulación de los hechos analizados por el inferior a través del Tribunal de Alzada sería una distorsión o un retroceso que justamente se pretende evitar con el modelo previsto en el CPP. 
Finalmente y por vigencia del principio de igualdad ante la ley se previó el derecho de recurrir a todos los sujetos que intervienen en el proceso penal, aunque cabría decir que ante cualquier duda o cuestionamiento acerca de quién es el sujeto verdadero legitimado para recurrir cualquier decisión que sostiene causarle un agravio, es precisamente la persona del imputado o su defensor en estricto apego a lo que reza el artículo 8.2.h) del Pacto de San José de Costa Rica en concordancia con los artículos 17.1 y 137 de la Constitución Nacional, respectivamente.
1.1 EL RECURSO MODELADO POR EL SISTEMA ACUSATORIO

Ajustándose al criterio tradicional de las legislaciones modernas, se replanteó la esencia o naturaleza misma del sistema de recursos compatibles con un proceso de corte acusatorio, el cual podrá alterarse sobre ciertas particularidades asequibles a la realidad o necesidad de cada país, cuidando especialmente con mixturas recursivas propias de los procedimientos escritos, en donde el control (o aparente control que se realiza a través de los recursos) es siempre «integral», independientemente de lo que establezcan las reglas ya que se trata de «leer» el expediente nuevamente. Sin duda esto no se puede hacer en un sistema procesal basado en el juicio oral, donde la repetición de dicha instancia es imposible si nos atenemos al principio constitucional de la prohibición de la reapertura de los procesos fenecidos, salvo que beneficie al imputado o condenado (nem bis in ídem). 
No obstante y como explicamos precedentemente, la figura de la apelación se mantiene bajo la nomenclatura tradicional, aunque los presupuestos para su ejercicio se sujetan a las peculiaridades del sistema recursivo en el modelo acusatorio, vale decir, con una competencia restringida de los tribunales de apelación en el sentido que sólo se remitirá al estudio del derecho aplicado (error o inobservancia del procedimiento y de la valoración normativa realizada por el juez o tribunal), lo que de por sí, excluye el análisis integral del material probatorio que sirviera al magistrado para bordar sus argumentos en la resolución.
Este último aspecto, es aplicable también para las apelaciones en las Etapas Preparatoria e Intermedia, pues y como lo especificamos, cualquier vulneración de derechos y garantías del debido proceso penal están sujetos al control horizontal en la audiencia preliminar que es el momento culminante de la preparación del proceso con miras al juicio oral y público. En dicho contexto, el control horizontal de la investigación fiscal por las partes en la Etapa Intermedia se erige en la garantía de bilateralidad y contradicción previa al juicio oral y público para que se puedan señalar los vicios o deficiencias de la labor investigativa desplegada por el ministerio público, lo que a su vez, repercute en el sistema de recursos al punto de restringir el objeto de los mismos, lo que difiere enormemente del sistema previsto anteriormente por el Código de Procedimientos Penales de 1890.
2. PRINCIPIOS RECTORES

Analizando los recursos en general, es importante que destaquemos los principales rasgos o principios rectores aplicables a todos los institutos recursivos en particular, de cuya lectura se podrá inferir la vigencia de reglas novedosas que permiten un mejor ejercicio de la materia y, fundamentalmente, una mejor contemplación de los derechos del imputado, dado que solamente éste es el sujeto procesal legitimado en cuanto al derecho al recurso como materia constitucional. De ahí que resulta imprescindible una breve explicación de los principales rasgos para comprender acabadamente el sistema recursivo en un modelo de enjuiciamiento acusatorio.
2.1 LOS PRINCIPIOS DE GENERALIDAD Y DE TAXATIVIDAD
Esta regla significa que toda resolución que cause agravios a una de las partes es susceptible de la materia recursiva, según se desprende de la norma internacional que prevé el artículo 8.2.h) del Pacto de San José de Costa Rica en concordancia con el artículo 137 de la Constitución Nacional. 
No obstante, existen casos en que expresamente el Código Procesal Penal no admite recurso alguno, en cuya circunstancia los tribunales superiores serán los encargados de declarar inadmisible el recurso intentado en forma estéril por una de las partes. En este punto es importante efectuar la advertencia de rigor: los jueces y tribunales que dictan una resolución que luego es impugnada por una de las partes, carecen de competencia para determinar la admisión o no del trámite, ya que tal aspecto será primeramente analizado por parte de los jueces que entiendan en grado de apelación, y si declaran admisible el recurso recién se expedirán sobre los fundamentos de aquél. 
Este argumento que se acaba de explicitar es el que fundamenta, a su vez, la exclusión de un instituto recursivo en el viejo sistema -la queja por denegación de recursos-. Desde el momento que los jueces y tribunales inferiores carecen de la potestad (competencia) de decidir si conceden o no el recurso promovido por las partes -según lo prevé el CPP- carece de sustento la manutención de la queja por denegación de recursos, ya que precisamente esta circunstancia se disipa por la exclusión de competencia en la materia que antes sí disponían los órganos jurisdiccionales de grado inferior. En cuanto a lo que se entiende por gravamen irreparable, debe acotarse que su naturaleza es variable si la comparamos con el concepto manejado en el ámbito procesal civil.
Algunos procesalistas pretenden vincular con el daño o perjuicio que ocasiona una decisión a una de las partes y que sus efectos no puedan enmendarse ni siquiera con el dictado posterior de una sentencia o resolución equivalente. Empero, ese contenido para imbricar el concepto es harto discutida en el campo doctrinario, ya que muchas veces las decisiones preliminares o preventivas que se dictan en el marco de un proceso pueden alterarse con una resolución final que restablece la situación infringida, pero sus efectos dañinos son irreversibles. 
Un ejemplo típico sería el de la aplicación de las medidas cautelares de orden personal o real, cuya repercusión sobre la libertad personal o patrimonial del imputado es irreparable, por más que técnicamente más tarde o más temprano se le termine dando la razón acerca de lo injusto de la restricción de su libertad o su disposición patrimonial. Nótese que los valores que se discuten en el derecho procesal penal afectan sensiblemente la dignidad humana y como no se trata de un derecho civil que recae sobre bienes económicos, la distinción del alcance del gravamen irreparable es importante y es el punto de partida para determinar que muchas resoluciones por más preventivas o transitorias que fueren pueden afectar seria e irreversiblemente derechos constitucionales y en tal coyuntura, el concepto del gravamen es la “llave maestra” para fundar un recurso ordinario o extraordinario en materia penal. 
En síntesis, el gravamen irreparable puede entenderse como el perjuicio provocado sobre la presunción de inocencia de una persona sometida a proceso o los presupuestos que hacen al tratamiento digno de las personas (hipótesis para el caso de la víctima), a través de la inobservancia de uno o más principios elementales del debido proceso insertos en la Constitución Nacional y en el derecho internacional vigente, respectivamente. Dicho gravamen se entiende preexistente, aunque las circunstancias que determinan la adopción de una medida o resolución que comporte un perjuicio irreparable sean susceptibles de revisión o modificación posterior. Reiteramos pues que lo esencial aquí es el significado político del gravamen irreparable que se refleja en lo que uno podría sentir personalmente, soportando la situación injusta –por más transitoria que sea- se erige en un dato sumamente ilustrativo para apercibirnos que un menoscabo presente y coyuntural de mi libertad personal o de ciertas limitaciones impuestas al Estado para intervenir en el ámbito de los derechos personalísimos, v. gr. la correspondencia y el domicilio, etcétera, jamás podrían restañarse por sendas decisiones que revoquen el injusto soportado, porque precisamente lo que prevalece aquí es la condición humana y no una simple coyuntura matemáticamente calculada como “un mal necesario” desde la perspectiva del simple traspaso de bienes. 
Aquí el sujeto de la coerción siempre es una persona de carne y hueso, y no un legajo o unos documentos de valor discutible como se proyecta en el proceso civil. Entiéndase pues, que los valores que entran en juego en el proceso penal difieren ostensiblemente de los pergeñados en el proceso civil, por lo que optamos por no incurrir en la superficial interpretación casi uniformada proyectada por el procedimiento civil hacia las demás materia, entre las cuales se encuentra el penal, lo que acostumbra a los operadores del sistema a minimizar los efectos perniciosos de decisiones y optar por una interpretación semántica y sumamente teorizante del alcance del perjuicio irreparable para limitar extremadamente el ejercicio del recurso por el imputado que, después de todo, es el único sujeto esencial que tiene legitimación constitucional para su promoción, según lo prevén los artículos 45 y 137 de la Constitución Nacional en concordancia con el artículo 8.2.h) del Pacto de San José de Costa Rica, respectivamente.
2.2 PRINCIPIO DE ADHESIVIDAD

Hemos incorporado la figura de la adhesión, es decir la posibilidad de interponer el recurso propio cuando la otra parte lo ha interpuesto y de un modo accesorio a ese recurso, ya que el desistimiento del principal hace caer la adhesión (accesorio, en cuanto al trámite, no a los motivos, ya que ambos recursos son en ese sentido independientes e, incluso, generalmente contrarios), ya que estimamos que es un buen modo de evitar las impugnaciones automáticas y poder decidir la propia conducta luego de observar lo que ha llevado a cabo la otra parte. 
La adhesión es posible tanto en el recurso de apelación como en el extraordinario de casación.  

2.3 PRINCIPIO DE COMPETENCIA RESTRICTIVA 

Se recoge del sistema clásico de los recursos y el principio, también tradicional, de que el tribunal de instancia superior que entienda en el recurso promovido sólo tiene competencia en tanto el recurso se la ha abierto, es decir, para resolver los puntos de la resolución que han sido impugnados. 
Se debe tener en cuenta que en la etapa de los recursos se acentúa la importancia del principio dispositivo del proceso, propio incluso del sistema acusatorio, lo que equivale a decir que la apertura de la instancia de alzada es una decisión de las partes y nunca una “intromisión” de los órganos jurisdiccionales de segunda instancia, ya que de admitir semejante temperamento (a menudo repetido en la praxis de nuestros tribunales, por la vigencia de un criterio inquisitivo de “controlar” la gestión del inferior por el superior, en un diseño monárquico del sistema jurisdiccional como un esquema vertical y autoritario) se violaría no sólo el principio de IMPARCIALIDAD previsto por el artículo 16 de la Constitución, sino el de INDEPENDENCIA, ya que se podría prestar esta herramienta (a través de su utilización perniciosa) a una suerte de “escarmiento” cuando los jueces inferiores se apartan del “criterio adoptado por los órganos superiores”.  

2.4 PRINCIPIO EXTENSIVO  

La decisión que impugna una de las partes agraviadas sólo podrá beneficiar al recurrente, cuando los agravios sostenidos por aquél se sustenten en cuestiones personales. Empero, si los vicios o errores señalados por el recurrente se refieren a cuestiones que afectan a la generalidad del proceso, sus efectos positivos se extenderán a los demás imputados. 
Este principio encuentra sustenta en la preservación del principio de presunción de inocencia (artículo 17 de la CN) en concordancia con el artículo 5 del CPP (in dubio pro reo) y 10 del mismo cuerpo legal (admisión de la interpretación extensiva y analógica cuando favorezcan los derechos y garantías del imputado o su libertad personal).
2.5 PRINCIPIO SUSPENSIVO

Dentro del conjunto de principios que organizan el sistema recursivo nacional se destaca aquél por el cual expresamente se suspenden los efectos de la resolución impugnada, mientras se tramite y resuelva en la instancia de alzada. esto contrasta con el viejo sistema en el cual se confundían los efectos suspensivo y devolutivo, por cierto, como un resabio típico del modelo inquisitivo, que lógicamente prodigaron una jurisprudencia complicada y caótica que para nada contribuía con la verdadera naturaleza del régimen de los recursos. El efecto suspensivo se traduce en una regla general de cumplimiento obligatorio para todas las resoluciones que expresamente no tengan prevista una solución diferente a manera de excepción. El CPP establece que las resoluciones que resuelvan medidas cautelares serán recurribles sin efecto suspensivo, vale decir, que la decisión impugnada por alguna de las partes será cumplida inmediatamente, sin que la tramitación del recurso sea causal suspensiva de los efectos de aquella.  

2.6 PRINCIPIO DE LA PROHIBICIÓN DE LA REFORMA EN PERJUICIO

Este principio es derivación directa de la inviolabilidad de la defensa prevista en la Constitución, de ahí que funciona para proteger al imputado y no tenga vigencia respecto de los acusadores. Pues bien, dentro del componente del derecho al recurso que dispone todo imputado, se ha entendido en forma extensiva que todas las partes pueden acudir ante un órgano jurisdiccional superior para conseguir la revocación de la sentencia o resolución dictada por el órgano inferior, que resulte desfavorable a sus intereses.  
Muchas discusiones han surgido en el transcurrir histórico del derecho procesal penal, principalmente sobre el alcance y los límites de la decisión que pueden emitir los tribunales de segunda instancia cuando apela sólo la defensa. Esto ha dado origen a una interesante doctrina inspirada en la repudiación de la reformatio in peius, cuya traducción al castellano significa reforma en perjuicio. La reforma en perjuicio consiste en la prohibición que se establece a los tribunales de alzada de revisar oficiosamente las sentencias definitivas, de modificarlas en perjuicio del acusado, cuando sólo ha recurrido la parte imputada o sus defensores técnicos. Ante el pronunciamiento de una sentencia definitiva de condena recurrida solamente por el procesado, no puede la segunda instancia empeorar la situación procesal del agraviado; sea aumentando el monto de la pena o agregando puniciones accesorias o principales que no contenía el fallo primigenio. De admitirse la posibilidad de la modificación de la sentencia recurrida solamente por la parte acusada, se estaría lesionando indirectamente el principio de inviolabilidad de la defensa, consagrado en el artículo 16 de la CN aparte del principio de competencia que exclusivamente se otorga a los tribunales en la medida de la materia del supuesto agravio que permite revisar solamente eso y no más allá de lo apelado. 
Cuando la apelación de la sentencia ha sido promovida por el acusado o sus defensores, el agravamiento oficioso de la pena, constituiría un fallo sorpresivo, que impediría el derecho a la defensa, produciéndose así un perjuicio irreparable e inadmisible desde la perspectiva de los principios limitadores del ejercicio del poder punitivo estatal democrático y republicano. Al no existir agravios expresados por el que acusa, no es posible el contradictorio, ya que la defensa no puede defenderse del recurso, oponiéndose a lo solicitado, produciéndose el fallo sorpresivo que dicta el tribunal en forma oficiosa, vale decir, sin excitación del órgano acusador o de la querella. Por otro lado, la ausencia de una actividad recursiva por parte del Ministerio Público o la querella, significa que para éstas el fallo satisface sus expectativas y tal consentimiento se manifiesta en la falta de interés en requerir una modificación del fallo originario.  
En consecuencia y ante la falta de acusación, el tribunal no podrá expedirse más allá o fuera de lo peticionado por la parte que recurrió, de tal manera a no incurrir en las denominadas sentencias ultra o extra petita que es causal de nulidad de la actividad jurisdiccional realizada con estos alcances, por parte del afectado. Sin embargo, no constituye una lesión del principio acusatorio y del derecho a la defensa la simple confirmación de la sentencia recurrida sin agravar la pena impuesta, aunque varíe la calificación de la conducta delictiva del acusado. 
El principio acusatorio que rige la aplicación de la reforma en perjuicio, es análogo al que en derecho procesal civil se denomina principio dispositivo de las partes, como un derivado de la autonomía de la voluntad de las partes. El Derecho Privado lo concibe políticamente como "el interés es la medida de la acción", impidiendo que los tribunales puedan expedirse sobre las controversias planteadas por los interesados, extendiéndose más allá de lo solicitado. En el derecho romano estos principios se han consagrado en los aforismos latinos: "nemo iudex sine actore, en procedat iudes ex officio y sententia debet esse conformis libello en eat iudex et ultra petita partium". 
Limitándose la función de revisión por la segunda instancia, se restringe la actividad cognoscitiva del tribunal, fijándose el thema decidendum, es decir, la materia sobre la que versará el recurso, de conformidad a la disposición que efectúan las partes para señalar los aspectos que merecen una revisión del fallo emitido por el inferior. 
Finalmente, es necesario recalcar que la garantía de la prohibición de reforma en perjuicio, sólo es aplicable a favor del acusado. De esta manera, los recursos interpuestos por la parte acusadora permiten al tribunal de alzada, modificar eventualmente la decisión a favor del procesado, por la vigencia del principio de presunción de inocencia y su correlato del beneficio en caso de duda.
3.  LOS RECURSOS ORDINARIOS

3.1 EL RECURSO DE REPOSICIÓN

Es una materia prevista en el sistema recursivo para atacar las decisiones de mero trámite que dictan los jueces o tribunales, vale decir, providencias o resoluciones que no requieren conocer el parecer previo de las partes para decidir, lo que consideran pertinente. 
Bien sabemos que las decisiones son susceptibles de contener errores de apreciación producto de la sobrecarga de labores que dispensan los magistrados de cualquier instancia y, justamente el control de legalidad que asiste a las partes, se sustenta en la posibilidad de impugnar tales decisiones adoptadas sin el previo parecer de aquéllas para enmendar -revocatoria mediante- la decisión primigenia que se aparta de las facultades o atribuciones conferidas al magistrado que dictara la resolución. 
El trámite es prácticamente el mismo previsto por el procedimiento civil, con tres agregados novedosos para la disciplina procesal penal, a saber:
a) Interpuesto el recurso de reposición, el Juez o Tribunal deberá convocar en el plazo de TRES DÍAS a una audiencia oral en la cual se oirá el parecer de la otra parte, se oirán los alegatos de todos los presentes y dictará inmediatamente resolución haciendo o no lugar al recurso. Entiéndase bien, que el plazo de TRES DÍAS es para la convocatoria a la audiencia y nunca para dictar resolución acerca de la procedencia de la reposición, ya que esta es una actividad que se rige, supletoriamente, por las normas de las audiencias orales que señala inexorablemente la obligación del tribunal unipersonal o colegiado de dictar el fallo inmediatamente después de sustanciarse la audiencia de referencia; b) Si la parte que recurre en REPOSICIÓN considera que la materia podría ser susceptible de análisis por vía de la APELACIÓN GENERAL, deberá hacer la reserva de tal interposición en el mismo escrito de promoción de la reposición, lo que hipotéticamente deberá tramitarse inmediatamente después de dictada la decisión que desestima la reposición, conforme lo prevé el capítulo del RECURSO DE APELACIÓN GENERAL. En este sentido, el traslado que se correrá a las partes por el plazo de cinco días, luego del cual, el juez o tribunal elevará las actuaciones del trámite al Tribunal Superior para que resuelva acerca de la admisibilidad y eventual procedencia del recurso de apelación general subsidiariamente promovido por el agraviado, y; c) Si el recurso es planteado en una audiencia oral, la misma se efectuará en la misma forma, vale decir, oralmente y el tribunal que preside la vista dispondrá el trámite en la misma forma y luego resolverá lo que corresponda. Si el recurso se plantea en el juicio oral y público, la norma establece que también el afectado está reservando la impugnación por vía de casación o apelación especial, según el caso, cuando el juez o tribunal que entiende en el juicio resuelva negativamente la reposición esgrimida.
Una cuestión que genera extrañeza sobre la interpretación que están otorgando algunos tribunales respecto al recurso de reposición es que la oralidad del trámite podría sustituirse por una vista por el lapso de tres días a las demás partes, con lo cual se cumple el requisito de la bilateralidad. Sin embargo, esta interpretación pretoriana, por cierto, se aparta de las reglas de concentración e inmediación en cuanto al recurso de reposición, lo que conminaría la nulidad de la decisión por violación de la oralidad que es un principio elemental para las audiencias de la naturaleza que fuere, a más que las cuestiones que suscitan las reposiciones no plantean cuestiones materiales, sino formales que hacen a la mejor aplicación del procedimiento penal. 
A más de lo expuesto, algunos jueces consideran que la reposición sólo es susceptible de promoción en primera instancia y no ante los tribunales de alzada, lo que contraviene el alcance del tribunal que prevé el artículo 14 del Código Penal cuando define perfectamente al órgano jurisdiccional indistintamente que se constituya unipersonal o colegiadamente, de lo que se puede deducir con claridad que esta interpretación restrictiva es innecesaria, porque su consecuencia genera trastornos a los principios de igualdad para el acceso a la justicia.
3.2 EL RECURSO DE APELACIÓN GENERAL

El recurso de apelación procederá contra las  siguientes resoluciones: 
a) El sobreseimiento provisional o definitivo; 
b) La que decide la suspensión del procedimiento; 
c) La que decide un incidente o una excepción; 
d) El auto que resuelve sobre la procedencia de una medida cautelar o su sustitución;
e) La desestimación; 
f) La que rechaza la querella; 
g) El auto que declara la extinción de la acción penal; 
h) La sentencia sobre la reparación del daño; 
i) La sentencia dictada en el procedimiento abreviado; 
j) La concesión o rechazo de la libertad condicional o los autos que denieguen la extinción, conmutación o suspensión de la pena, y; 
k) Contra todas aquellas que causen un agravio irreparable, salvo cuando expresamente se la haya declarado irrecurrible por este código. No será recurrible el auto de apertura a juicio.
Toda resolución que produzca efectos jurídicos y que agravian a cualquiera de las partes que intervengan en el procedimiento es susceptible de control por una instancia superior. Estos medios de control o de impugnación se fundamentan en la idea de seguridad jurídica, como un instituto tendiente a evitar los errores judiciales y en la necesidad social de que las decisiones sean las correctas o, por lo menos, la expresión más próxima al concepto de justicia e igualdad. Las medidas de control y de impugnación de las sentencias y resoluciones judiciales se establecen en principio, a través del recurso de apelación, entendido como un modo de impugnación ordinario por el cual se analiza en una instancia de alzada si la aplicación de la norma penal o procesal penal por el tribunal inferior se efectuó conforme a los presupuestos del caso o se aplicó correctamente. 
El recurso de apelación se divide en la apelación general y la apelación especial de la sentencia de primera instancia, sustentada en la idea de promover un sistema recursivo ajustado a los estándares exigidos por el sistema acusatorio, vale decir, en la necesidad que el objeto de la apelación se funde única y exclusivamente en el estudio acerca del derecho material y adjetivo aplicado y no trasladarlo hacia el material probatorio que sirvió de fundamento a la sentencia. 
Ahora bien, esta situación sería la ideal en un sistema constitucional en el cual se haya previsto el recurso de casación como un medio de impugnación de competencia ordinaria, o sea, susceptible de reglamentación en los tribunales de apelación o cualquiera otra figura procesal que no involucre exclusivamente a la máxima instancia del Poder Judicial, como aconteció finalmente con la Constitución de 1992 que otorga competencia exclusiva a la Corte Suprema de Justicia, lo cual generó la ineluctable reestructuración del sistema recursivo en el nuevo Código Procesal Penal. 
De ahí que la apelación especial de la sentencia de primera instancia, como anticipamos en señalar, en puridad no es más que un recurso de casación encubierto, ya que los motivos de tal materia de impugnación son típicamente casacionales, mientras que por razones constitucionales, se cambia la denominación bajo el vocablo Apelación Especial, para evitar contradicciones insostenibles a nivel de ley superior. Fuera de esta circunstancia, el objetivo trazado en materia de apelaciones (sean generales o especiales) es que los motivos para su solicitud deben sostenerse única y exclusivamente en la observancia de la ley penal sustantivo o procesal o en su correcta aplicación de ambas vertientes de nuestra disciplina, claro está, tarea que constituye la competencia restringida del tribunal de alzada respecto al estudio de lo que resolvió el tribunal inferior. 
Dentro del análisis del recurso de Apelación General se puede decir que dicha materia procede contra las resoluciones judiciales dictadas durante las Etapas Preparatoria o Intermedia por el Juez de Paz o el Juez Penal, según el caso, siempre que causen un agravio irreparable a los sujetos procesales, a cuyo efecto nos remitimos al alcance político criminal de lo que se entiende por agravio irreparable que abordáramos al principiar el sistema recursivo en la Ley No. 1286/98.
Entre las decisiones irrecurribles se pueden mencionar las siguientes: 
a) El auto de apertura a juicio oral y público; 
b) La que desestima la recusación de un magistrado o fiscal; 
c) La que dispone la continuidad del procedimiento luego de decretado el sobreseimiento provisional; 
d) La que desestima el archivamiento decretado por el fiscal; 
e) La que tiene por registrada el acta de imputación requerida por el ministerio público, ya que se trata de un acto de mera comunicación y no susceptible del dictado de una resolución; 
f) La que desestima el recurso de revisión por alguno de los motivos previstos en la ley, y; 
g) La que desestima el recurso de casación directa por parte de la sala penal de la corte suprema de justicia. 
Esto no significa que los jueces o tribunales que dictaran estas decisiones no susceptibles de recurso alguno, provoquen, a su vez, que dichos magistrados decidan desestimar in limine dichas interposiciones, ya que como anticipamos tal potestad o competencia solamente podrá ser ejercida una vez que culmine el trámite ante el tribunal inferior y dentro del contexto de la resolución, el Tribunal de Alzada determinará si el recurso es admisible o inadmisible, siendo este momento procesal el oportuno para resolver acerca de la naturaleza del recurso propiamente. 
El recurso se interpondrá ante el Juez que dictó la resolución impugnada dentro del plazo de cinco días hábiles, quien emplazará a las partes por el mismo plazo de cinco días para conocer y contestar el recurso y ofrecer pruebas. Si en dicho trámite se plantean adhesiones, se correrá traslado a las partes de tal planteamiento por un plazo común de cinco días. 
Luego de cumplirse el trámite se remitirán inmediatamente las actuaciones pertinentes al Tribunal de Apelación para que resuelva en el plazo de diez días hábiles desde su recepción o si existe solicitud de producción de prueba en la instancia de alzada, el Tribunal convocará a una audiencia de sustanciación en el plazo de quince días, momento en el que luego de recibida y producida la prueba resolverá inmediatamente acerca de: 1) La admisibilidad o inadmisibilidad del recurso, y; 2) si se declara admisible el recurso, si es procedente o improcedente. 
Esto último surge de lo que prevé este capítulo en cuanto a que la resolución estará sujeta a las mismas formalidades previstas para la sentencia, y deberá ser fundamentada, con lo que se tiene por incorporados los artículos 469 a 476 del Código Procesal Penal, respectivamente.  

3.3 EL RECURSO DE APELACIÓN ESPECIAL CONTRA LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA  

Sólo podrá deducirse el recurso de apelación especial contra las sentencias definitivas dictadas por el juez o el tribunal de sentencia en el juicio oral. Procederá cuando ella se base en la inobservancia o la errónea aplicación de un precepto legal. Cuando el precepto legal que se invoque como inobservado o erróneamente aplicado constituya un defecto del procedimiento, el recurso sólo será admisible si el interesado ha reclamado oportunamente su saneamiento o ha hecho la reserva de recurrir, salvo en los casos de nulidad absoluta, o cuando se trate de los vicios de la sentencia.
Se interpondrá ante el juez o tribunal que dictó la sentencia, en el término de diez días de su notificación, y por escrito fundado, en el que se expresará, concreta y separadamente, cada motivo con sus fundamentos y la solución que se pretende. Fuera de esta oportunidad no podrá aducirse otro motivo. Si las partes estiman necesaria una audiencia pública para la fundamentación complementaria y discusión del recurso deberán solicitarlo expresamente. Si el procedimiento se inició en una circunscripción judicial distinta a la sede del tribunal de apelaciones, el recurrente -en el escrito de interposición y los demás al contestar el recurso o al adherirse a él- fijarán nuevo domicilio procesal. 
Cuando el recurso se fundamente en un defecto de procedimiento y se discuta la forma en que fue llevado a cabo un acto, en contraposición a lo señalado por el acta del juicio o por la sentencia, se podrá ofrecer prueba con ese objeto; la prueba se ofrecerá al interponer el recurso, al contestarlo o al adherirse a él durante el emplazamiento. Interpuesto el recurso, el tribunal que dictó la resolución impugnada emplazará a las otras partes para que, en el plazo de diez días comunes, contesten el recurso. 
Si se producen adhesiones, se emplazará a las demás partes para que la contesten dentro del plazo de cinco días. Vencidos dichos plazos o producidas todas las contestaciones, el juez o tribunal dispondrá la elevación inmediata de las actuaciones al tribunal de apelaciones. 
Recibidas las actuaciones, el Tribunal de  Apelaciones, si se ha ofrecido prueba, se ha solicitado expresamente la audiencia de fundamentación o, de oficio, convocará a una audiencia pública dentro de los quince días. Si no se convoca a dicha audiencia, examinará el recurso interpuesto y las adhesiones, para decidir sobre su admisibilidad y procedencia dentro de los quince días siguientes. Ahora bien, si se declara inadmisible el recurso, se devolverán las actuaciones al juez o tribunal de origen. 
La audiencia de prueba o de fundamentación se regirá, en lo pertinente, por las reglas previstas en general para el juicio oral. Quien haya ofrecido prueba tomará a su cargo la presentación de dicha prueba en la audiencia y el tribunal resolverá únicamente con la prueba que se incorpore y con los testigos que se hallen presentes. 
En la audiencia de fundamentación complementaria los magistrados podrán interrogar libremente a los recurrentes sobre los puntos insuficientes de la fundamentación o de la solución que proponen, sobre la doctrina que sustenta sus pretensiones o los precedentes jurisprudenciales que han utilizado y ello no se entenderá como prejuzgamiento. 
La inasistencia a la audiencia no provocará deserción del recurso, pero quien la solicitó y no concurra deberá hacerse cargo de las costas. 
Para la deliberación y sentencia se regirán por las reglas previstas para el juicio oral y público. 
¿En qué consiste el reenvío?

Cuando no sea posible reparar directamente la inobservancia de la ley o su errónea aplicación, el tribunal de apelaciones anulará total o parcialmente la sentencia y ordenará la reposición del juicio por otro juez o tribunal. 
Cuando la anulación sea parcial, se indicará el objeto concreto del nuevo juicio. 
¿En qué casos el Tribunal podrá dictar decisión directa? 

Cuando de la correcta aplicación de la ley resulte la absolución del procesado, la extinción de la acción penal, o sea evidente que para dictar una nueva sentencia no es necesaria la realización de un nuevo juicio, el Tribunal de Apelaciones podrá resolver, directamente, sin reenvío.
Los errores de derecho en la fundamentación de la resolución impugnada, que no hayan influido en la parte dispositiva, no la anularán, pero serán corregidos en la nueva sentencia, así como los errores u omisiones formales y los que se refieran a la designación o el cómputo de las penas. 
Asimismo el tribunal, sin anular la sentencia recurrida, podrá realizar una fundamentación complementaria. El efecto más importante de la resolución de este recurso se relaciona con la libertad inmediata del imputado, cuando ella proceda, con lo cual se evitan los excesos y dilaciones inmotivados sobre la idea que hay que esperar que la resolución cause “ejecutoria” para proceder a su cumplimiento.
4. LOS RECURSOS EXTRAORDINARIOS 

4.1 EL RECURSO EXTRAORDINARIO DE CASACIÓN

Ya hemos señalado que en el sistema de juicio oral, no se puede sacrificar el principio de inmediación bajo el pretexto del establecimiento de los recursos. Ello sería inconstitucional porque el principio de inmediación tiene raíz constitucional y es uno de los pilares de todo el sistema judicial republicano. Las características eminentemente técnicas del recurso de apelación de la sentencia (más cercano a un recurso de tipo casasionario o anulatorio) salva ese principio. 
La garantía de tribunales colegiados y la inmediación es suficiente para darle seguridad a las partes en lo relativo a la fijación de los hechos. De todos modos los recursos en el sistema escrito actual nunca son vistos por la totalidad de los jueces del Tribunal de Apelación y también en esos casos ocasiona de hecho, delegación de funciones. La Corte Suprema, con un número pequeño de magistrados no puede actuar como un tribunal completo de casación. Los países donde así ocurre, la Corte Suprema tiene veinte o treinta miembros. No obstante, la distribución del control técnico entre los Tribunales de Apelación y la Corte Suprema permite salvar este problema dentro de los parámetros constitucionales, ya que la ley fundamental permite a la ley determinar los casos de casación en que entenderá la Corte Suprema. Toda vez que se da esta situación y la misma Constitución distingue entre recursos ordinarios cuya competencia  se puede atribuir a la Corte y el recurso de Casación, hemos optado por denominar a este último, «Recurso Extraordinario de Casación», pues ese nombre refleja mejor su funcionamiento dentro del proceso que proponemos. 
Tres casos habilitan la competencia  de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia: 
a) Las sentencias de condena grave, sólo cuando se alegue violación de un precepto constitucional; 
b) Los casos de jurisprudencia contradictoria, de modo que el máximo tribunal pueda unificar jurisprudencia que, aunque ella no tenga carácter obligatorio, sin duda, normalizará la aplicación de la ley por los restantes tribunales, y; 
c) En los casos de sentencias o autos manifiestamente infundados, como un caso grave de sentencia arbitraria (se tendrían en cuenta a los efectos de considerar esta causal, los vicios que permiten recurrir en apelación o casación, señalados en el artículo 403, numeral 4º del CPP), sin perder de vista los preceptos de amplitud de la defensa y la especial situación recursiva del imputado a tenor de lo que reza el artículo 8.2.h) del Pacto de San José de Costa Rica.
Todos son supuestos graves, que justifican la intervención de la Corte Suprema de Justicia. 
También se adoptó la posibilidad de interponer el recurso de casación «per saltum», es decir, obviando el paso por el Tribunal de Apelaciones (obligado en el trámite común) cuando ya la sentencia de primera instancia contiene un vicio que habilita el recurso de casación. Se debe tener en claro, ya que a veces se ha confundido en nuestra práctica, que la posibilidad de interponer un recurso «per saltum» no es lo mismo que el avocamiento. Siempre será necesaria una sentencia de primera instancia y que los motivos de casación existan desde un primer momento. 
La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia no puede entender en un recurso de apelación de la sentencia definitiva (competencia del Tribunal de Apelaciones) por simple avocamiento, o sea en forma “oficiosa” sin que medie una expresa petición de la parte agraviada por la resolución recurrida en casación. 
En lo demás, el trámite se rige por lo dispuesto para el recurso de apelación ya que nos ha parecido conveniente uniformar el trámite de los recursos. Sólo se ha ampliado el plazo para la resolución a un mes teniendo en cuenta los efectos previstos en el Capítulo de control de la duración del proceso.
4.2 EL RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN 

Este medio impugnativo reglamentado en el CPP se funda en la previsión del artículo 17.4 de la Constitución Nacional que si bien prohíbe la reapertura de procesos fenecidos, no es menos cierto que habilita tal reapertura para mejorar la situación del imputado o condenado. 
¿Quién puede promover este recurso? El condenado o sus parientes y, por estricta aplicación del principio de objetividad y control de legalidad privilegiado que se dispensa al Ministerio Público, dicho órgano. 
¿Cuándo se puede promover este recurso? En cualquier estado, siempre que la sentencia se encuentre firme, vale decir, no corresponda recurso ulterior alguno contra la decisión condenatoria. 
Los motivos son taxativos y se refieren a circunstancias legales y probatorias posteriores a la sentencia firme que cambian radicalmente la posición jurídica del condenado, por cuya causa, la manutención de una sentencia en los términos originarios resulta incompatible con los postulados de ajustamiento a la verdad histórica de los hechos y la sanción penal sobre la base de una reprochabilidad cierta y plenamente comprobada. 
Es así que los motivos van desde la comprobación de prevaricato, testimonio falso, declaraciones falsas hasta el cambio de una jurisprudencia en la materia por un tribunal de apelación o la Corte Suprema de Justicia, el cambio de legislación, un indulto, una amnistía, por citar algunas circunstancias. 
La solicitud motivará la aplicación del procedimiento previsto para la apelación especial de sentencias de primera instancia, mientras que la resolución que puede adoptar el órgano competente, en este caso, la SALA PENAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA consistirá en: 
a) Admitir la revisión y remitir la causa a nuevo juicio oral y público en forma parcial o total, en cuya situación, el tribunal será distinto al que dictó la sentencia revisada y la condena no podrá aplicar sanciones más severas que las sostenidas en la sentencia primeramente dictada, y; 

b) Si de la correcta enmienda del caso resulta la absolución del imputado (su libertad), la prescripción o extinción de la acción, la sala penal podrá dictar inmediatamente la sentencia en tal sentido y, al mismo tiempo, fijará los montos indemnizatorios para los casos de condena por error judicial.
Si la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia resuelve desestimar el recurso de revisión por considerar que no existen motivos suficientes para la realización de un nuevo juicio oral y público, ello no obsta a que el condenado, su defensor o el Ministerio Público a favor del imputado, planteen en el futuro nuevo recurso de revisión, siempre que el mismo se funde en motivos diferentes a los aducidos en la oportunidad anterior.
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